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-Con permiso constitucional no estuvieron presentes los diputados señores Patricio 
Cornejo y Pablo Lorenzini.-




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.11 horas.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- El acta de la sesión 40ª de la legislatura 351ª ordinaria se declara aprobada.


El acta de la sesión 41ª de la misma legislatura queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental) da lectura a la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

SUSTITUCIÓN DE LA LEY Nº 19.366, SOBRE TRÁFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS SICOTRÓPICAS. Tercer trámite constitucional. Integración de Comisión Mixta.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Corresponde ocuparse de las modificaciones del Senado al proyecto que sustituye la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.


Diputado informante de la Comisión Especial de Drogas es el señor Riveros.



Antecedentes:


-Informe de la Comisión Especial de Drogas, boletín Nº 2439-20, documentos de la Cuenta Nº 15 de esta sesión.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado informante.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión Especial de Drogas, paso a informar sobre las modificaciones introducidas por el honorable Senado al proyecto, originado en mensaje, que sustituye la ley Nº 19.366, sancionatorio del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.


Durante su estudio, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del subsecretario del Interior, don Jorge Correa Sutil; del fiscal nacional de Ministerio Público, don Guillermo Piedrabuena Richard; de la directora de la Unidad Especializada de Tráfico de Drogas, doña Sandra Ovando; del fiscal regional de la Región Metropolitana Zona Sur, don Alejandro Peña, de la misma entidad; de la asesora jurídica del Conace, doña Andrea Muñoz Sánchez, y de don Jorge Vives, abogado del Ministerio del Interior.

Acuerdos de la comisión.


De conformidad con lo preceptuado en el artículo 119 del Reglamento de la Corporación, la Comisión debe pronunciarse sobre las modificaciones introducidas por el Senado y, si lo estimare conveniente, formular una recomendación sobre la aprobación o el rechazo de las enmiendas propuestas. En consecuencia, acordó:


Primero, dejar constancia de que, de acuerdo con el debate habido en su seno y el estudio realizado por sus integrantes, no todas las modificaciones introducidas por el Senado al texto aprobado por la Cámara de Diputados merecen objeciones;



Segundo, con el mérito del examen mencionado, y por unanimidad, proponer a la Sala la aprobación de todas las enmiendas introducidas por el Senado al texto aprobado en el primer trámite constitucional, salvo las que se indican en el número siguiente, cuyos alcances y objeciones se exponen acompañadas de la recomendación respectiva acerca de su aceptación o rechazo.


Tercero, que sólo las enmiendas que se indican a continuación debían ser analizadas en su alcance y contenido, haciendo llegar a la Cámara, en cada caso, las recomendaciones respectivas. Es decir, los artículos 14 nuevo, incorporado por el Senado; 23 del Senado, que corresponde al 27 de la Cámara; 39 nuevo, incorporado por el Senado; 40 del Senado, que corresponde al 43 de la Cámara; 43 del Senado, que corresponde al 46 de la Cámara; 53 del Senado, que refundió los artículos 57 y 58 de la Cámara, y 54 del Senado, que refundió los artículos 59 y 60 de la Cámara.


Creo pertinente señalar que estos artículos debieran votarse en forma separada. 

Análisis de las enmiendas y recomendaciones propuestas.


Artículo 4º de la Cámara, que se mantiene como artículo 4º del Senado.


En relación con este artículo, que crea la figura penal del “microtráfico”, se produjo controversia en la Comisión acerca de los siguientes temas.


En primer lugar, respecto del tipo penal del micrográfico.


En materia de tipos penales, la gran innovación del proyecto consiste en establecer la figura del “microtráfico”. En la actualidad, el tráfico se castiga con penas que en su rango inferior alcanzan los 5 años y un día, las cuales son consideradas excesivas por los jueces, por lo que terminan sancionando como consumidores a quienes portan pequeñas cantidades de droga o trafican con ellas. 


El Senado introdujo según el Subsecretario del Interior dos cambios en este nuevo tipo penal, que el Ejecutivo estima razonables. 


El primero consiste en agregar a la descripción de la conducta típica el hecho de tener o portar consigo la droga, lo que en su opinión perfecciona el tipo. El segundo apunta a aumentar la pena asignada al delito, que la Cámara de Diputados había fijado en un mínimo de 61 días, elevándola en su grado inferior a 541 días. Asimismo, mientras la Cámara de Diputados fue partidaria de que esta pena pudiera ser sustituida por la de trabajo comunitario, el Senado optó por suprimir esa posibilidad. 


Se dijo en la Comisión que si bien el Ejecutivo no propugna este último cambio, pues puede llevar a que los jueces sigan sancionando a título de consumidores a los microtraficantes, por estimar que la pena de 541 días es todavía demasiado alta, debe tenerse presente que ésta no impide acceder a beneficios como la libertad condicional, la reclusión nocturna u otras medidas alternativas de la ley Nº 18.216, aunque el tema es debatible, porque la pena de 61 días igualmente permite que los jueces califiquen el delito atendiendo a la cantidad de droga que el individuo porta consigo. Pero se insistió en que al Ejecutivo no le parece excesivamente drástico elevar el mínimo de la pena a 541 días. 


En opinión del Conace, el nuevo tipo penal de microtráfico constituye una figura interesante y adecuada, porque a la conducta de portar consigo la droga, se agrega el calificativo de “pequeñas cantidades”, lo cual hace posible diferenciarlo del gran tráfico. Pero, además, deja la flexibilidad suficiente para que los jueces puedan determinar cuándo se está en presencia de esas pequeñas cantidades y no se establece gramaje ni ninguna otra medida. Esta es una decisión difícil, pues supone confiar en el buen criterio judicial.


Igualmente, la asesoría jurídica del Conace subrayó que si bien el Senado elevó el mínimo de la pena aplicable al microtráfico de 61 a 541 días, ello no impide la aplicación de las medidas de cumplimiento alternativo contempladas en la ley Nº 18.216 respecto de los primerizos. Éstas sólo se dejan de aplicar cuando hay reincidencia, lo cual constituye un buen contrapeso.


El otro aspecto controvertido fue el que se refiere a la carga de la prueba. Algunos señores diputados estimaron que en el inciso primero del artículo 4º se estaba invirtiendo la carga de la prueba, pues se exige al imputado justificar que la droga que se encuentre en su poder está destinada a un tratamiento médico o a consumo personal exclusivo. En contra de esta objeción se dijo que no hay una inversión del peso de la prueba, toda vez que el inciso final del artículo 4º agrega cuándo se entiende que no concurren las circunstancias de consumo personal y señala varios factores que los jueces van a valorar de acuerdo con las pruebas que se logre allegar, que sean indiciarias del propósito de traficar.


Por otra parte, se destacó que la norma agrega otros elementos que el juez deberá tomar en cuenta para distinguir entre consumo y microtráfico. En efecto, aparte de la cantidad de droga que se porta, el Senado agregó el elemento pureza o calidad de la misma, lo cual no es indiferente, porque no es lo mismo portar pequeñas cantidades de heroína de alta pureza, de la cual pueden extraerse varias dosis, que de una droga de menor calidad, que pueda presumirse destinada al consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo.


La Comisión, no obstante la discusión de la cual he dado cuenta, por mayoría de votos, 5 a favor, 2 en contra y 1 abstención, acordó recomendar la aprobación de las modificaciones propuestas por el Senado al artículo 4º del proyecto.


Artículo 14 nuevo, incorporado por el Senado.


Mediante esta norma se sanciona el consumo a todo evento de drogas o sustancias psicotrópicas por parte del personal militar, incluidos los conscriptos por lo cual es necesario consensuar o insistir en lo aprobado por la Cámara en el artículo 20, esto es el consumo sólo en el marco de las funciones del personal militar. El abogado del ministerio del Interior, don Jorge Vives sostuvo que la norma aprobada por la Cámara y parcialmente aprobada por el Senado, es la misma que está vigente. Hoy las normas también sancionan a los conscriptos, quienes son parte del personal militar.


La propuesta del Senado podría ocasionar el siguiente problema, lo que no ocurre hoy: si el control de drogas de un conscripto que lleva dos meses haciendo el Servicio Militar sale positivo, el afectado cae en una situación delictual; es decir, no sólo será dado de baja, sino que, al mismo tiempo, incurre en un delito con pena privativa de libertad. Manifestó el abogado referido que el Ejecutivo no tiene inconveniente en que la norma aprobada por el Senado se mantenga respecto de los oficiales y de los cuadros permanentes de las instituciones armadas, pero no así de los conscriptos. 


Puesto en votación el artículo 14 nuevo del Senado por 5 votos a favor, 4 en contra y 1 abstención, se recomienda el rechazo del texto aprobado por el Senado.


Artículo 23 del Senado, que corresponde al 27 de la Cámara.


Este precepto sustituye el artículo 27 de la Cámara y se encuentra contenido en el título II bajo la denominación “De las técnicas de investigación”, y dentro del Párrafo 1º “De las entregas vigiladas o controladas”.


El subsecretario del Interior, don Jorge Correa, señaló que en cuanto a técnicas de investigación, el proyecto aprobado por el Senado no contiene diferencias sustantivas con respecto al despachado por la Cámara de Diputados. Lo único que se ha hecho es modificar la redacción de algunas disposiciones que el Ejecutivo, en general, comparte.


En esta misma materia, la Cámara de Diputados dispuso que el juez de garantía debía autorizar la operación de entrega vigilada. En cambio, el Senado, en el inciso primero de este artículo, propone que sea el Ministerio Público el que la autorice, lo cual parece razonable, porque se trata de una técnica investigativa que no viola garantía constitucional alguna.


Hay normas que tienden a asegurar con mayor fuerza la exención de responsabilidad penal de los agentes encubiertos que infiltren grupos de narcotraficantes, estableciendo explícitamente que no tendrán responsabilidad penal, lo que si bien puede estimarse redundante, no causa daño en absoluto. En este caso, también se exige que la autorización a la gente para infiltrar un grupo provenga del Ministerio Público y no del jefe policial respectivo, y se asegura nuevamente la exención de responsabilidad penal.


Por último, como norma complementaria del artículo 23, en el artículo 24 se establecen algunas cuestiones prácticas que también parecen positivas, como el hecho de que cuando se autorice la intervención de comunicaciones telefónicas, no será necesario individualizar a la persona afectada, bastando proporcionar su apodo, pues muchas veces la policía sólo conoce éste por referencias de terceros.


En la Comisión se planteó la duda de si el Ministerio Público tendrá suficientes facultades para coordinar la labor de los distintos órganos que deban intervenir en la investigación de los delitos sancionados en el proyecto, pues en la actualidad muchas veces hay discrepancias en cuanto a la forma de proceder entre un servicio y otro. Así, por ejemplo, el Servicio de Aduanas considera que el tráfico de estupefacientes constituye contrabando y la droga es considerada mercancía y, por lo tanto, debe ser requisada. La Policía de Investigaciones requiere hacer un seguimiento de esas sustancias hasta el momento de su entrega, sobre todo si el procedimiento obedece a datos provenientes incluso del extranjero.


Se estimó necesario que el proyecto despeje toda duda acerca de cuál es la autoridad rectora en materia de investigación, porque se debe aprovechar, además, todo el esfuerzo que implica la reforma procesal penal, con los nuevos instrumentos creados y las facultades que se otorgan al Ministerio Público. En ese sentido, deben dictarse normas precisas que eviten la descoordinación entre servicios y el despilfarro de recursos.


El Ministerio Público expresó en la Comisión que, no obstante existir normas que otorgan atribuciones a las autoridades competentes en esta materia, en la práctica se han generado dificultades de los procedimientos de entrega vigilada entre el Servicio de Aduanas y las policías. Por ello, estima necesario explicitar que el Ministerio Público pueda disponer las diligencias procedentes a fin de asegurar el éxito de la investigación, incluso mediante la disposición de drogas que se encuentren en zonas sujetas a la potestad aduanera, en mérito de lo cual propone el texto de dos incisos para agregar al artículo en comento.


Para hacer un agregado al artículo a que me he referido, puestas en votación las modificaciones del Senado, por 5 votos contra 4 se recomienda rechazar el texto aprobado por el Senado.


Artículo 39 nuevo, incorporado por el Senado.


El Ministerio Público hizo presente que nuestra Constitución, en el artículo 19, Nº 7º, letra c), inciso segundo, permite que las detenciones puedan aumentarse hasta en cinco o diez días, si se trata de conductas terroristas, y que para adecuar esta norma al nuevo sistema acusatorio, se mantuvo la facultad de los jueces de decretar, a petición del fiscal, el aumento del plazo de detención.


En el Código Procesal Penal, el plazo máximo para poner al detenido a disposición del juez de garantía es de 24 horas desde que se produce la detención, sea por flagrancia o por decreto judicial.


Para la investigación de este tipo de ilícitos, en especial aquellos cometidos por organizaciones criminales, resulta estrictamente indispensable contar con un plazo de detención que permita efectuar diligencias para el esclarecimiento de los hechos y la individualización de los responsables, antes de poner al detenido a disposición del juez de garantía. En tales condiciones, el plazo de 24 horas que establece el artículo 131 del Código Procesal Penal para hacerlo es a todas luces insuficiente. Por ello, el Ministerio Público propone un precepto que permita al juez de garantía decretar, a petición del fiscal, el aumento del plazo de detención hasta por cinco días.


De acuerdo con la discusión que sobre este punto se generó, consignada en el segundo informe complementario del Senado, debe concluirse que la intención fue ampliar el plazo contenido en el inciso segundo del artículo 131, pues de esta forma se cumplen los fines para los que se propuso aquello, es decir, realizar en dicho lapso las diligencias necesarias, como entrega vigilada o las que deriven de una cooperación eficaz. Sólo así cobra sentido la posibilidad de recurrir al artículo 9º del Código Procesal Penal como fundamento para ampliar el plazo de la detención.


Por otro lado, en el artículo 39 aprobado por el Senado debió haberse hecho mención al artículo 131 y no al 132, ambos del Código Procesal Penal.


Puesta en votación la modificación del Senado, la Comisión recomienda, por 5 votos contra 4, rechazarla.


En el artículo 40 del Senado, que corresponde al artículo 43 de la Cámara, se establece la obligación de destinar los objetos y efectos de los delitos a instituciones del Estado dedicadas a la prevención del consumo, tratamiento y rehabilitación de personas afectadas y al control del tráfico ilegal de estupefacientes. No obstante que la Comisión recomienda la aprobación del texto del Senado, durante el debate se plantearon los siguientes cuestionamientos: El Ministerio Público señaló que no puede establecerse la destinación de bienes como una obligación, sino que debe mantenerse como una potestad del órgano encargado por ley de la custodia de los objetos e instrumentos del delito incautados durante la investigación, como lo establece actualmente el artículo 21 de la ley Nº 19.366. El Ministerio Público debe determinar qué especies se han de conservar para los efectos de la continuación de la investigación y del juicio y cuáles pueden ser destinados a los fines que señala la ley durante la investigación. La obligación de recurrir al juez de garantía para solicitar la destinación de los bienes incautados no guarda armonía con lo establecido en el artículo 188 del Código Procesal Penal y con las normas contenidas en la ley 
Nº 19.806, adecuatorias del sistema legal chileno a la reforma procesal penal que modificó el artículo 25 de la ley Nº 19.366.


Dados los argumentos planteados, el Fiscal Nacional solicitó que se mantenga la legislación actual, en cuanto a que es el Ministerio Público quien destina los bienes incautados.


Por otra parte, respecto de la obligación establecida en el inciso final del artículo en comento, que obliga al Ministerio Público a informar trimestralmente al Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, Conace, sobre los dineros, valores y bienes incautados, se hace un reparo en cuanto a la constitucionalidad de la norma, pues estaría modificando la ley orgánica constitucional Nº 19.640, del Ministerio Público, estableciendo una nueva función a un organismo autónomo de carácter constitucional respecto de una comisión asesora que no es un servicio público.


Por otra parte, de acuerdo con lo que preceptúa el número 2º del artículo 62 de la Constitución Política, estas materias deben ser de iniciativa del Presidente de la República. Consta en el informe de la Comisión del Senado que esta norma fue aprobada por recomendación de los representantes del Ejecutivo, de manera que constitucionalmente no es una indicación del Presidente de la República. En cierto modo, la norma aprobada en esta parte vulneraría la autonomía constitucional del Ministerio Público al sujetarlo a un control por parte de una comisión asesora del Poder Ejecutivo, como el Conace.


Atendido lo anterior, solicitaron que se suprima el inciso final analizado y se sustituya el inciso primero del artículo 40 del proyecto del Senado en la forma que he señalado.


Sin perjuicio de la discusión de la que he dado cuenta, puesto en votación, por 5 votos contra 4 la Comisión recomienda aprobar el texto del Senado.


Por el artículo 43 del Senado, que corresponde al 46 de la Cámara, se dispone que el servicio de salud respectivo tiene la obligación de remitir al Ministerio Público, en el más breve plazo, un protocolo de análisis en el que se identificará el producto, sus características, peso o cantidad aproximados y peligrosidad de las sustancias estupefacientes o psicotrópicas y las especies vegetales puestas a su disposición dentro de las 24 horas siguientes a su incautación. Esta labor ha sido entregada al Instituto de Salud Pública, servicio que sólo dispone de tres funcionarios de esta especialidad para todo el país.


Atendido que se trata de una prueba pericial, la normativa procesal penal impone la obligación de la declaración de los peritos en la audiencia del juicio oral, de acuerdo con el artículo 319 del Código Procesal Penal, no pudiendo su declaración ser sustituida por la lectura de los registros en que constaren anteriores declaraciones o de otros documentos que la contuvieren.


Esto ha significado que los tres peritos aludidos hayan debido asumir nuevas funciones, en alguna medida no previstas originalmente y, en todo caso, adicionales al trabajo científico y pericial que efectúan normalmente, distrayéndolos poderosamente de su trabajo pericial fundamental, esto es, el análisis de las drogas decomisadas y la elaboración de los protocolos de análisis.


Si bien existe la posibilidad de que la declaración de los peritos se presente vía video-conferencia, mecanismo aceptado por la mayoría de los tribunales y en fallo de la excelentísima Corte Suprema, que rechazó el recurso de nulidad presentado por la Defensoría Penal Pública, que cuestionaba la validez de las video-conferencias, ello queda a criterio de los tribunales orales en lo penal, por lo que su utilización varía de un tribunal a otro, siendo aceptada por la mayoría y rechazada por otros; por ejemplo, los de Iquique y Punta Arenas.


Por otra parte, el director del Instituto de Salud Pública ha realizado presentaciones ante los tribunales orales en lo penal, manifestando la carencia de presupuesto para las comparecencias periciales, ante lo cual el Ministerio Público ha debido insistir en la necesidad de dicha comparecencia y la obligación del servicio de solventar los costos derivados de ella.


Si recurrimos a la legislación comparada, vemos que el artículo 312 del Código Procesal Penal alemán -modelo para Iberoamérica- contempla la lectura de las conclusiones de los dictámenes presentados por los peritos.


En lo jurisprudencial comparado, el tribunal supremo español otorga a los dictámenes sobre la droga, realizados en la fase de instrucción por peritos oficiales, el carácter de prueba preconstituida, que ostenta una presunción de objetividad e imparcialidad y no es necesaria su ratificación en el acto del juicio oral, debiendo reproducirse en condiciones que permitan a la defensa del acusado someterlos a su contradicción.


En el proyecto de modificación del Código Procesal Penal, se establece la posibilidad de adicionar un inciso final al artículo 315, en los términos que señala el informe.


No obstante lo anterior, resulta conveniente, desde ya, anticipar esa posibilidad en el proyecto, porque el problema es grave y especialmente preocupante, tratándose de los juicios orales en delitos que atenten contra la ley de drogas. Por ello, resulta conveniente que se legisle directamente, autorizando que las declaraciones que deban efectuarse se realicen a través del mecanismo de videoconferencia.


Para ello, se propone un inciso final que consulte el mecanismo de la videoconferencia como un medio probatorio que reemplace la presencia del perito en el juicio oral.


Puesto en votación, la Comisión, por unanimidad, recomienda rechazar el texto del Senado, precisamente para posibilitar la incorporación de un inciso en los términos expresados.


Artículo 53 del Senado, que refundió los artículos 57 y 58 de la Cámara.


El texto del Senado establece que las disposiciones del título III se aplicarán también a los menores de 18 años.


Esta disposición, en cuanto al tema del discernimiento de menores, debía hacer una referencia genérica a la responsabilidad juvenil. Si no, se deberá modificar la norma en caso de que varíe la edad mínima de la responsabilidad juvenil. Asimismo, se dijo que en esta disposición no se considera la multa como sanción; sólo se habla del trabajo comunitario, de los programas de prevención y de tratamiento.


Por lo tanto, esta materia no aparece vinculada al tema de la responsabilidad penal juvenil, que debe determinarse en el caso de los crímenes o simples delitos. Acá se está hablando de una situación que ni siquiera tiene como sanción la multa, sino que otras medidas.


En razón de lo anterior, se sostuvo que la norma no sería necesariamente indispensable.



Puesto en votación, la Comisión por unanimidad acordó recomendar el rechazo de la enmienda del Senado.


Abordaré el artículo 54, que refundió los artículos 59 y 60 de la Cámara.


Una de las objeciones a esta disposición fue a lo contenido en el inciso final del artículo, respecto de los funcionarios públicos, que dice: “Si el imputado fuese funcionario público, el juez de garantía enviará al organismo respectivo copia de la sentencia ejecutoriada que lo condene por alguna de estas faltas o de la resolución que dispone la suspensión condicional del procedimiento, en su caso, a fin de que se adopten las medidas pertinentes para dar cumplimiento a las disposiciones estatutarias que procedan”.


El Ejecutivo manifestó que no está claro en el texto del Senado si se está estableciendo una inhabilidad por el consumo dependiente o por el consumo habitual, que no es lo mismo.


Se recordó que el Senado, en otras disposiciones del proyecto, establece una inhabilidad por el consumo dependiente y no por el consumo habitual. No está claro en el caso de que se comunique la suspensión del procedimiento, a qué medidas pertinentes se refiere, cuando habla del “cumplimiento a las disposiciones estatutarias que procedan”.


Puesto en votación, por 6 votos contra 3, la Comisión recomienda aprobar la enmienda del Senado.


Con el mérito de las consideraciones expuestas, la Comisión recomienda a la Cámara adoptar los acuerdos propuestos en el texto de este informe.


Es cuanto puedo informar a la Sala respecto de la discusión de las modificaciones de la cámara revisora, que conocemos en tercer trámite constitucional y que corresponde aprobar o rechazar.


He dicho.



El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, sin duda, fue una buena decisión de la Sala enviar a la Comisión Especial de Drogas el informe del Senado para aclarar algunas dudas y determinar qué cuestiones deben ir a la Comisión Mixta, por las razones que expresó el diputado informante.


Es importante el proyecto en discusión, porque pretende poner al día un instrumento jurídico fundamental en la lucha contra el narcotráfico y el microtráfico al distinguir entre el pequeño y el gran tráfico, pues la falta de claridad en esta materia ha traído varios problemas prácticos y jurisprudenciales, como señaló el diputado informante.


Tener un buen instrumento legal de castigo del narcotráfico, de persecución de los traficantes, unido a una buena política de prevención en materia de consumo de drogas, cuestión que lleva a cabo el Conace, a una inversión pública importante en prevención y rehabilitación, y a una inversión en control del ingreso de narcóticos y sustancias ilícitas, cuestión esta última que debiera ser implementada por Aduanas, Carabineros e Investigaciones, por cierto, requiere de mayores recursos. 


Todos quienes de alguna manera nos hemos adentrado en la forma en que funcionan nuestros controles en las aduanas, particularmente a través de la Comisión Investigadora sobre Aduanas, nos damos cuenta de que falta mucho por invertir en ellos. En efecto, los antecedentes nos indican lo indispensable que es seguir, más que gastando, invirtiendo para ser capaces de anticiparnos al gran ingreso de drogas a nuestro país. 


Los antecedentes oficiales indican que más del 70 por ciento de la cocaína ingresa por Chacalluta y que más del 90 por ciento de la marihuana prensada paraguaya entra por el Cristo Redentor. En consecuencia, los grandes canales de ingreso de droga ilegal están absolutamente identificados. El problema es cómo anticiparnos al momento más complejo en la detección de la droga, en las aduanas, en los pasos regulares, lo que permite después gastar mucho menos dinero en la persecución, cuando ésta ya está distribuida.


Sin duda, este instrumento, junto con las políticas de prevención y de control llevadas a cabo por nuestras policías y aduanas, conforman la trilogía o el trípode que permite seguir luchando contra este flagelo, que azota al mundo y también a nuestro país. Buena parte de las personas que ingresan a las cárceles por homicidio o delitos contra la propiedad son consumidoras que han delinquido para conseguir dinero y así financiar la droga. Los antecedentes están a la vista.


Entonces, tener un buen instrumento, como el que estamos analizando, que constituye una modificación sustancial a la ley dictada en el año 1995, la primera norma legal seria sobre drogas, es fundamental. Durante decenas de años hubo tráfico y consumo, pero no leyes serias para combatirlo. La primera, insisto, data del año 1995, y fue impulsada por el Ministerio del Interior, particularmente por el entonces subsecretario del ramo, don Belisario Velasco.


A las peticiones que hizo el diputado señor Riveros, en cuanto a la votación separada de algunas de las modificaciones del Senado, deseo agregar los artículos 1º, 2º, 3º y 4º. Voy a dar las razones para ello, que no son de fondo.


Me parece que las tipificaciones del título I, que establecen las conductas de tráfico, producción, tráfico de precursores, narcotráfico, microtráfico, están bien logradas, salvo por la duda que existe respecto de la carga de la prueba, materia que aparece en el artículo relacionado con el microtráfico, que será visto por la Comisión Mixta. 


La necesidad de revisar en la Comisión Mixta estas normas tiene que ver con la pena accesoria consagrada en todos los artículos respecto de los cuales he pedido votación separada. En efecto, en todos ellos se establece como pena accesoria -aparte de la privativa de libertad, muchas veces aumentada, a mi juicio con razón- la de multa, que forma parte del todo y que ha sido aumentada en su magnitud.


Aquí hay un problema respecto del cual es necesario una definición: o seguimos pensando que las multas deben ser parte del tipo sancionatorio de los delitos de narcotráfico, en sus distintas envergaduras, o derechamente las cambiamos por otra cosa, como la confiscación de bienes. De lo contrario, seguiremos con el problema de que multamos, pero después nos vemos en la obligación, por razones humanitarias, muchas veces atendibles, de remitir esas multas, vía indulto presidencial. 


En consecuencia, es necesario adoptar una definición al respecto, y a mí me parece que una buena oportunidad para hacerlo es la instancia que queda en la tramitación de este proyecto: la Comisión Mixta. Por las razones expuestas, propongo que llevemos a esa instancia los artículos 1º, 2º, 3º y 4º, en lo que dice relación con el establecimiento, una vez más, de multas como parte del tipo sancionatorio.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Alejandro García-Huidobro.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- 
Señor Presidente, quiero manifestar mi preocupación por la lentitud que ha tenido el tratamiento del proyecto en debate, pues ingresó el 3 de diciembre de 1999, es decir, la modificación de una de las leyes más importantes ha estado en tramitación prácticamente durante cinco años.


Uno de los flagelos más graves que sufre el país es el de la droga. Por desgracia, el Gobierno no le puso al proyecto la urgencia necesaria para que opere con prontitud una ley actualizada, acorde al grave momento que vive el país en relación con esta materia. Espero que en el curso del presente mes o, a más tardar, en el próximo, ya estén despachadas estas modificaciones y se hayan promulgado como ley de la República.


En general, las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas parecen bastante convenientes, perfeccionan distintos aspectos de la ley vigente y adecuan el sistema de represión al tráfico de drogas en consonancia con las actuales características de esta clase de delitos. 


Se mejora el control sobre la producción y circulación de sustancias utilizadas para la elaboración de la droga, tales como acetona, ácido sulfúrico, efedrina, etcétera, con la creación de un registro especial de fabricantes, importadores y exportadores que llevará el Ministerio del Interior. 


Se establece la obligación de registrarse a las personas naturales o jurídicas que produzcan, fabriquen, preparen, importen o exporten precursores o sustancias químicas esenciales catalogadas por el reglamento como susceptibles de ser utilizadas para la fabricación de drogas ilícitas.


Se consagra la obligación de las autoridades superiores de cada órgano de la administración del Estado de aplicar controles aleatorios de consumo de drogas a las personas que desempeñan los cargos más altos, esto es, desde subsecretario hasta jefe de división.


También se contemplan programas de tratamiento y rehabilitación para aquellos funcionarios que sean dependientes de drogas ilícitas.


Se establece la obligación de los jueces de garantía de comunicar a las autoridades superiores del órgano de la administración del Estado que corresponda los casos en que un funcionario sea condenado por sentencia ejecutoriada por consumo de drogas.


Se dispone la obligación a las altas autoridades públicas de prestar una declaración jurada de que no son consumidores de drogas y, en el evento de acreditarse su dependencia de alguna droga ilícita, se determinará la inhabilidad para el ejercicio del cargo. Esta medida incluye a ministros de Estado, subsecretarios, jefes superiores de servicios, gobernadores, alcaldes, concejales, senadores, diputados y miembros del Poder Judicial.


Se sanciona el microtráfico de drogas con la pena de 541 días a 5 años y multa de diez a cuarenta unidades tributarias mensuales -entre 300 mil y 1 millón 200 mil pesos- a los que posean, transporten, guarden o porten consigo pequeñas cantidades de drogas o materias primas que sirvan para obtenerlas.


Esta modificación es fundamental, porque hoy muchos jueces califican el microtráfico como consumo y, de esa forma, se ha expandido este flagelo en la mayoría de las poblaciones, lo que ha incrementado el alto índice de drogadicción.


Se sanciona al que adquiera, transfiera, suministre o facilite a cualquier título pequeñas cantidades de drogas ilícitas con el objeto de que sean consumidas o usadas por otros. Se exceptúa a quien pruebe que la cantidad que tiene en posesión está destinada a un tratamiento médico o a su uso o consumo personal exclusivo próximo en el tiempo. No obstante, se entenderá que no concurre esta circunstancia cuando la calidad o la pureza de la droga no permita racionalmente suponer que está destinada al consumo o cuando las circunstancias de la posesión, transporte, guarda o porte sean indiciarias del propósito de traficar a cualquier título.


Las sanciones actuales al consumo son de una a diez UTM, es decir, de 30 a 300 mil pesos, o la asistencia obligatoria a programas de prevención hasta por 60 días. Se complementa con la asistencia obligatoria a programas de tratamiento o rehabilitación por un período de 180 días; es decir, de 60 suben a 180 días; con la participación en actividades a beneficio de la comunidad y con la suspensión de licencia de conducir por un plazo máximo de seis meses y, en caso de reincidencia, puede durar hasta dos años.


Los reincidentes no podrán ser beneficiados por la remisión condicional de la pena, la reclusión nocturna o la libertad vigilada. Creemos que éste es un avance muy importante, porque en la actualidad, quienes reinciden vuelven a tener los beneficios. Por lo tanto, esta será una señal clara hacia quienes hoy trafican y pretenden reincidir.


Luego, se crea la figura del agente revelador, que es el funcionario policial que simula ser comprador de droga. Se exime de responsabilidad penal al funcionario policial que actúa como agente encubierto o agente revelador por los delitos en que pueda incurrir en su accionar sólo en la medida que guarden debida proporcionalidad con el propósito de la investigación.


Se crea la figura de entregas controladas que permiten sustituir total o parcialmente la droga y cuya finalidad es continuar con el operativo para descubrir justamente a los cabecillas del tráfico.


Se permite la intercepción telefónica, decretada por el Ministerio Público, para investigar cualquiera de los delitos tipificados en la ley de drogas por un plazo de sesenta días renovables, sin necesidad de indicar circunstancialmente el nombre y dirección del afectado, ya que muchas veces se trata de teléfonos que van en los vehículos en que se transporta la droga.


Se establece que la investigación por casos de tráfico de drogas será siempre secreta para los terceros ajenos al juicio y puede decretarse respecto del imputado por 120 días, renovables por plazos máximos de 60 días, con autorización del juez de garantía.


Se permite ampliar, hasta por cinco días, la detención del inculpado, a fin de facilitar la entrega vigilada o controlada. Este punto lo analizaremos más, pues creemos que debe tener más flexibilidad, razón por la cual en este artículo estamos dispuestos a ir a la Comisión Mixta.


Se establece la obligación del servicio de salud de enviar toda la información científica disponible respecto de la droga incautada, lo que hoy sólo rige respecto de los hidrocarburos aromáticos -neopren-. Rechazaremos la disposición para que vaya a Comisión Mixta, a fin de tener una mayor cantidad de instrumentos y mejores posibilidades de trabajo justamente del servicio de salud.


Se facilita la cooperación y asistencia internacional que le corresponde desarrollar al Ministerio Público respecto de las investigaciones sobre tráfico de drogas, sin necesidad de exhortos tramitados en la Corte Suprema.


Con respecto a las medidas de los bienes incautados o decomisados, esto es, los recogidos durante la investigación, podrán ser destinados por el juez de garantía a una institución privada que tenga como objetivo la prevención del consumo o la rehabilitación de los adictos.


Se permite que los bienes decomisados a su propietario sean vendidos en subasta pública y su producto utilizado en programas de prevención y rehabilitación de adictos.


Los diputados de la Unión Demócrata Independiente vamos a aprobar las enmiendas del Senado, salvo las relativas a los artículos 39, 43 y 53, porque consideramos fundamental que sean analizadas en comisión mixta.


Ojalá el proyecto sea despachado en los próximos días, para que se convierta en ley de la República.


He dicho.


-La Mesa saluda a la delegación de diputados integrantes de la Comisión de Tránsito, Urbanismo y Vivienda del Bundestag Alemán, acompañada por empresarios de dicho rubro.

El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, me ha motivado intervenir el completo y argumentado informe entregado por el señor Edgardo Riveros.


Esta materia es tan compleja, que cualquier intento de utilizarla para obtener alguna ventaja política no hace sino trivializar las discusiones y desviarlas hacia soluciones que terminan siendo aparentes más que reales.


Por ello, el tiempo transcurrido, que para mi colega que acaba de intervenir es demasiado, no refleja otra cosa que la complejidad de este tema. En la sociedad en que estamos insertos, el tráfico ilícito de estupefacientes motiva la preocupación mundial. Éste es un flagelo que preocupa a todos los adultos. En el informe, la Comisión ha hecho notar el profundo estudio que llevó a cabo sobre la materia. Muchas veces se nos dice que legislamos en forma apresurada. Pero en este caso, su análisis, que, a lo mejor, no fue lo ideal en el tiempo, muestra lo contrario.


En las miles de páginas que se han escrito en el país sobre la delincuencia, buscando explicaciones al fenómeno del delito, llama la atención la ausencia de un elemento: las condiciones económicas y sociales. Quienes nos interesamos en temas económicos solemos hablar de factores complejos: la economía, las condiciones sociales y el accionar delictual.


No existe en Chile ningún estudio ni proyecto de investigación que permita establecer a ciencia cierta cuál es la relación entre economía y delincuencia. Sólo recuerdo que existe un estudio especulativo de la fundación Terram, que indica que por cada punto de crecimiento del empleo, disminuyen en cuatro puntos los delitos contra la propiedad. Hago notar este factor en el análisis de la incidencia de las condiciones económicas en el accionar delictual. ¿Cuál es la respuesta del Estado a la comisión de estos de delitos? Con esto entro de lleno a la norma que me parece polémica del proyecto de ley, que fue incorporada por el Senado y que, cuando está mal diseñada y es desproporcionada, trae consecuencias iguales o peores que los propios delitos que se cometen.


Con el proyecto, el microtráfico comienza a ser tipificado como delito y se le asigna una pena privativa de libertad. En definitiva, se pretende encarcelar a los microtraficantes, ¿pero el Gobierno o alguien sabe cuál es el perfil del microtraficante? Es decir, ¿quiénes son?, ¿dónde viven? ¿cuántos son? ¿qué edad tienen? Ese elemento mínimo para abordar seriamente este tema no está presente en el informe de la Comisión, nadie se preguntó a quiénes se pretende encarcelar. Ello es fundamental, pues pueden terminar presas mujeres solas, pobres y madres de muchos niños. Con ello, estaremos contribuyendo a perpetuar el círculo de la miseria y de la desintegración familiar y, a partir de ella, el riesgo social de los hijos.


Se anunció la construcción de más de trescientos mil metros cuadrados de cárceles. Sería muy importante discutir, por ejemplo, si la cárcel es la única respuesta posible a esta clase de delitos. En el mundo, Chile tiene per cápita, después de Estados Unidos, la mayor cantidad de presos. Entonces, ¿vamos a seguir privando de libertad a la gente o a comenzar a hablar en serio del delito y de la seguridad? ¿Seguirá la licitación y la construcción de más metros cuadrados de cárceles? ¿A qué nos lleva esto?


Concuerdo con la diputada Laura Soto y con el diputado Jorge Burgos en que deberíamos votar separadamente los artículos 1º, 2º, 3º y 4º.


Para elaborar una buena legislación en un tema que nos concierne a todos, el proyecto debería ser llevado a comisión mixta.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Jaime Quintana.


El señor QUINTANA.- Señor Presidente, el proyecto en debate tiene un tremendo impacto, más aún, cuando los niveles de delincuencia preocupan, particularmente, en el ámbito vinculado al porte, consumo y tráfico de drogas. 


El proyecto, que busca sustituir la ley 
Nº 19.366, sancionatoria del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, trata de adecuarse a la realidad chilena, que se ha visto afectada por este flagelo en todos los niveles socioeconómicos.


La Comisión acordó proponer a la Cámara la aprobación de todas las enmiendas introducidas por el Senado al articulado del proyecto aprobado en primer trámite constitucional.


En materia de tipos penales, la gran innovación del proyecto consiste en establecer la figura del microtráfico, cuestión que ha provocado algunas controversias.


En la actualidad, el tráfico se castiga con penas que en su rango inferior alcanzan los 5 años y un día, sanción que es considerada excesiva por algunos jueces, por lo que terminan sancionando como consumidores a quienes portan pequeñas cantidades de droga o trafican con ella. A mi juicio, gracias a la precisión del proyecto en estos aspectos, estas situaciones se podrán zanjar de mejor manera.


El Senado introdujo dos cambios en este nuevo tipo penal que, según el subsecretario del Interior, el Ejecutivo estima razonables. El primero consiste en agregar a la descripción de la conducta típica el hecho de tener o portar consigo la droga. El segundo apunta a aumentar la pena asignada al delito.


En opinión del Conace, el nuevo tipo penal de microtráfico constituye una figura interesante, porque a la conducta de portar consigo la droga se agrega el calificativo de “pequeñas cantidades”, lo cual hace posible diferenciarlo del gran tráfico que también está considerado en el proyecto; pero, además, deja la flexibilidad suficiente para que los jueces puedan determinar cuándo se está en presencia de esas pequeñas cantidades, y no se establece gramaje ni ninguna otra medida.


Se estima que en el inciso primero del artículo 4º se estaría invirtiendo el peso de la prueba, pues se exige al imputado justificar que la droga que se encuentre en su poder está destinada a un tratamiento médico o a su consumo personal exclusivo. Por eso, algunos colegas han pedido votación separada para éste artículo.


Es destacable también el hecho de que se sanciona el consumo de droga a todo evento del personal militar, lo que hace necesario insistir en el artículo 20 aprobado por la Cámara, esto es, en el consumo de droga sólo en el marco de funciones del personal militar, pues pueden darse situaciones como esa. Hoy, la ley sanciona a los conscriptos, quienes forman parte del personal militar.


De igual forma, se exige que la autorización para infiltrar un grupo de narcotraficantes debe provenir del Ministerio Público y no del jefe policial respectivo, con lo cual se asegura la impunidad del agente que presta esos servicios policiales.


Es necesario despejar toda duda respecto de cuál es la autoridad rectora en materia de investigación, porque hay que aprovechar, además, todo el esfuerzo que implica la reforma procesal penal, con los nuevos instrumentos creados y las facultades que se otorgan al Ministerio Público en esta materia.


Otro aspecto que merece ser destacado, es la obligación de destinar los objetos y efectos de los delitos a instituciones del Estado dedicadas a la prevención del consumo, tratamiento y rehabilitación de personas afectadas y al control del tráfico ilegal de estupefacientes. En este sentido, hay algunas discusiones. Por ejemplo, el Ministerio Público planteó a la Comisión que no puede establecerse la destinación de bienes como una obligación, sino que debe mantenerse como una potestad del órgano encargado por la ley de la custodia de los objetos e instrumentos del delito incautados durante la investigación, tal como lo establece el artículo 25 de la ley Nº 19.366. El planteamiento formulado es que sea el Ministerio Público -de ahí la coherencia de ajustarse a la reforma procesal penal- quien deba determinar qué especies se han de conservar para los efectos de continuar la investigación y el juicio, y cuáles podrán ser destinados a los fines que señala la ley, precisamente, para instituciones como las que mencioné anteriormente.


Dados los argumentos planteados el Fiscal Nacional solicitó mantener la legislación actual, en cuanto a que sea el Ministerio Público quien destina los bienes incautados.


Por ello, en este proyecto se ha considerado además legislación comparada, que permite recabar experiencias extranjeras en problemas similares a los que estamos abordando y que encontramos a diario en nuestra sociedad.


Por lo anterior, y considerando la unanimidad alcanzada en la Comisión y en el Senado y, muy especialmente, atendiendo la realidad chilena, cuya opinión pública demanda eficacia en el tema de la droga -el Ejecutivo está respondiendo a ello con el mensaje-, la bancada del Partido por la Democracia votará a favor las modificaciones.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, mi intervención era más que nada para hacer algunas consultas, puesto que no fui parte de la Comisión que analizó el proyecto. No sé si algún señor diputado podrá contestarlas.


Siento que estamos tratando este proyecto, que demoró tantos años y es tan urgente, como si fuera algo simple, cotidiano. Todos conocemos, lo sentimos en nuestras comunas y distritos, el drama nacional que hoy constituye el narcotráfico, especialmente, el consumo de drogas por la población, fundamentalmente por la juventud. 


Hemos visto cómo en estos días se ha generado gran violencia entre los jóvenes; el país entero se ha conmovido. Aquí también se ha aducido gran culpa a muchas situaciones, entre ellas al consumo de alcohol; pero, obviamente, también está presente el consumo de drogas.


Siento que el proyecto no apunta drásticamente a resolver realmente el problema. Todos los vecinos de los sectores donde hay narcotráfico saben quiénes son los traficantes; todos los vecinos de una comunidad o de un pasaje donde se vende droga saben quiénes las venden. Entonces, no siento que con esta iniciativa estemos apuntando a una realidad tan cotidiana, que parece simple, pero es compleja: los vecinos no se atreven a denunciar a los narcotraficantes a las autoridades correspondientes, porque siempre se sabe quién fue el informante. 


El primer proyecto que aprobamos en esta Cámara, en 1990, sobre la protección de la identidad del testigo, hoy no se respeta. En los cuarteles de Carabineros no existen los medios suficientes para que las personas puedan informar sin ser amenazadas por los delincuentes. 


Por otra parte, el artículo 14 del proyecto obliga a los funcionarios públicos a hacer las denuncias a las autoridades competentes, cuando tengan información sobre tráfico de drogas. El funcionario público que en razón de su cargo tome conocimiento de alguno de los delitos y omita denunciarlo al Ministerio Público, a Carabineros de Chile o a la Policía de Investigaciones recibirá una sanción. 


Sin embargo, me gustaría saber qué pasa con los funcionarios de Carabineros e Investigaciones que permanentemente reciben antecedentes de parte de los propios pobladores que denuncian, no oficialmente, sino durante las rondas o turnos que en determinado lugar se trafica droga. ¿Qué obligación tienen esos funcionarios? ¿A quién deben denunciar los hechos? Cuando una les consulta por ello a Carabineros e Investigaciones, dicen: “Sí. Los estamos observando; estamos tratando de comprobar el delito, porque es difícil.”. Y en eso pasan años. Por ejemplo, hace diez años que en determinado sector se está denunciando que se venden drogas, que hay clandestinaje de alcohol, etcétera. Todos saben eso. Entonces, me pregunto, ¿por qué no se recoge esa información de la ciudadanía que tiene el conocimiento?


Aun cuando ha costado mucho llegar a esta instancia con este proyecto, veo que no recoge lo sustancial de lo que ocurre y de lo que sabe la población.


Por otra parte, me alegro de que se haya establecido el delito del microtráfico, que, sin duda, es la situación más compleja respecto del narcotráfico. Tampoco sé si el proyecto logra acotarlo de una mejor forma. Al menos, me parece una excelente medida el hecho de determinar que el microtráfico existe, que será sancionado y que los jueces podrán determinar sin considerar las cantidades, porque todos sabemos que la mayor parte del narcotráfico se realiza a través del microtráfico.


También me preocupa la distinción que se hace respecto de las drogas -cuestión bastante difícil-, porque una persona que vende marihuana no es distinta de otra que vende pasta base o cocaína, por el daño que ello produce y la gravedad de sus consecuencias.


Asimismo, me asalta una duda respecto de lo que sucederá con las personas que deban hacer el peritaje de las drogas en los distintos juzgados. Se ha señalado que esa responsabilidad se entregará al sector salud, pero no se le da una función para crear una unidad de peritos con el fin de determinar el tipo y la existencia de drogas a través del Ministerio de Salud. Incluso, sostuvimos una reunión con el ministro de Justicia para que ello fuera parte de su cartera, a fin de que sus peritos estuvieran en los tribunales de cada región. Actualmente, hay sólo dos peritos del ISP, Instituto de Salud Pública, los cuales deben recorrer todo el país para comprobar la concentración de las distintas drogas en los tribunales, sin la debida protección, ni sueldos adicionales ni ninguna otra garantía. A mi juicio, esa situación es bastante injusta.


Por último, otro aspecto que se convierte en una temática permanente en nuestros proyectos tiene que ver con los procesos de prevención y de rehabilitación.


El proyecto de alcoholes tenía como pilares básicos la prevención, a través de la educación, y la rehabilitación, en el campo de la salud. Aunque ambos ministros estuvieron absolutamente contestes e hicieron propuestas al respecto, todos sabemos que hoy la salud mental en nuestro país es absolutamente deficiente, ya que no existen suficientes centros de prevención ni menos de rehabilitación. Cuando un joven se quiere rehabilitar, lo más difícil es encontrar un lugar donde enviarlo. Si bien este proyecto no podrá resolver esa situación, hay que tener presente que no es relevante a nuestra realidad, porque no existen lugares para rehabilitarse en cuatro o seis meses. Por lo tanto, debemos velar porque la salud mental sea más eficiente, sobre todo en materias de prevención y de rehabilitación en cuanto al consumo de alcohol, drogas y otras sustancias.


Tal como se estableció en materia penal juvenil, donde se envía a los jóvenes a trabajos comunitarios, aquí también se propone ese tipo de actividades como pena alternativa. Pero no debemos olvidar que no existe una estructura, ni una orgánica ni una forma para llevar a cabo el trabajo comunitario para las personas que tienen penas accesorias. Insisto, se podrían hacer cosas muy buenas. Desde mi punto de vista, los ministerios de Justicia y del Trabajo deberían unirse para crear una normativa sobre la materia, a fin de que en las comunas haya unidades de trabajo comunitario. De lo contrario, no tiene sentido establecer penas alternativas, porque casi en ninguna comuna existen las condiciones para hacer efectiva esa opción.


En consecuencia, espero que el proyecto ayude a disminuir el narcotráfico. Sin embargo, no apunta a que la comunidad organizada tenga los medios para denunciar hechos que se conocen de sobra y que no están recogidos en ninguna parte.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, hace mucho tiempo que esperábamos este proyecto. Desconozco las razones de su demora, pero al fin podemos discutirlo.


La iniciativa contribuye a combatir el microtráfico, al establecer una sanción que es diferente de la que se aplica al tráfico de drogas. Los jueces se resistían a aplicar una sanción de cinco años y un día a los microtraficantes; sin embargo, podemos ver las cárceles repletas de mujeres llamadas “burreras”, culpables de este delito. Pero como cinco años y un día constituye una sanción muy dura para penalizarlo, muchas veces las tenemos de nuevo en las calles.


El proyecto hace aportes muy importantes para combatir el microtráfico y para mejorar los procedimientos y mecanismos de investigación. El agente encubierto, el informante y el agente revelador son muy importantes. Cuando hace unos años discutimos en la Comisión Especial de Drogas de la Cámara este tema conocimos la triste realidad de lo que sucedía con los agentes encubiertos que, muchas veces, no eran tales y ponían en riesgo su vida. Hoy, esperamos que esta figura esté suficientemente protegida y que cuente con el financiamiento necesario para el cumplimiento de su labor que es esencial para combatir el narcotráfico. Un país pequeño como el nuestro debe tomar drásticas medidas de seguridad para enfrentar este problema. Asimismo, es necesario mejorar los mecanismos de protección a testigos, peritos, agentes encubiertos, reveladores, informantes y cooperadores eficaces.


Ahora bien, en la misma línea de lo señalado por la diputada señora María Angélica Cristi, quiero decir que lo que necesitamos es prevención. Existen métodos modernos de prevención que es necesario aplicar no sólo en el plano de las drogas, sino también en el del delito común, de la violencia y del abuso sexual de menores. Falta una mirada más profunda en el aspecto educativo. La mayoría de los delincuentes tienen un pasado de violencia, de abuso sexual y de familias disfuncionales. Su vida se desenvolvió dentro de familias con lazos afectivos muy débiles y, al no desarrollar su afectividad, les es muy difícil respetar a los demás. Entonces, no desarrollan la empatía, que es esencial desde el punto de vista humano. El hecho de no haber recibido afecto hace que no se conecten con otras personas.


Es fundamental realizar esta labor en los colegios, pues el desarrollo de la inteligencia emocional y de la relación con los otros es una tarea de la educación. Se trata de valores encarnados en conductas. Ése es el tipo de prevención que necesitamos. Decir no a las drogas, no al consumo -lo digo responsablemente- no sirve de nada; sólo sirve el equilibrio personal y afectivo de la persona. Deberíamos preocuparnos de esto en nuestros colegios. Hemos sido testigos de la violencia estudiantil, en la que, muchas veces, está involucrada la droga.


Frente a eso, debemos entregar una respuesta estructural educativa, que considere el desarrollo de los aspectos intelectual y cognitivo y, además, el emocional y el afectivo, que son fundamentales, pues una persona equilibrada afectivamente no sólo no consumirá drogas ni delinquirá, sino que respetará a los demás.


Hay una serie de programas y avances que deberíamos asumir como país, tanto en el ámbito educativo como en el de la salud. Por ejemplo, se debe estimular el apego materno, pues es fundamental para el desarrollo afectivo de las personas. Este aspecto es muy importante y fácil de incluir en las políticas públicas.


Deberíamos reflexionar sobre esto, porque en el desarrollo humano está la base para enfrentar todos estos problemas. Y no me refiero sólo al desarrollo intelectual, sino que especialmente al emocional y al afectivo.


Espero que esta iniciativa se transforme en una herramienta eficaz; sin embargo, creo que no solucionará todos los problemas. Puede ser un aporte en materia de castigo y en cuanto a hacer presente el disvalor que todo esto significa, pero no terminará con el consumo, que es lo fundamental, pues sin consumo no hay tráfico.


En definitiva, se trata de un problema que requiere de soluciones estructurales que sólo se pueden alcanzar en el largo plazo.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Juan 
Bustos.


El señor BUSTOS.- Señor Presidente, en reiteradas ocasiones se ha modificado la Ley de Drogas, sobre la base de que lo importante es aumentar los delitos y sus penas. Pues bien, esta tendencia se ve reforzada en las modificaciones del Senado, puesto que, no obstante que el proyecto aprobado por la Cámara en el primer trámite constitucional ampliaba las penas, el Senado las sube aún más, eliminando determinados beneficios generales, como si ésa fuera la solución para un problema social tan profundo. No debemos olvidar que en materia de drogas, los problemas básicos dicen relación con la inserción social, con la habilitación de capacidades de los sujetos y con la disminución del daño producido por las drogas.


Ciertamente, cuando se habla de drogas hay que tener presente que en nuestro país la que más se consume es el alcohol -droga lícita, de la cual se abusa-, que es un problema social generalizado, transversal, ya que no sólo afecta a los sectores más pobres. Basta con ver la gran cantidad de clínicas existentes en los sectores altos de nuestras ciudades que atienden a gerentes y ejecutivos de empresas, que deben someterse a tratamiento contra el consumo de drogas.


De manera que se trata de un problema amplio que debe ser abordado desde un punto de vista social, preventivo, formativo, educativo, etcétera. Además, tiene que ver con la forma en que se disponen nuestras ciudades y poblaciones. En definitiva, se trata de un problema muy profundo cuya solución requiere mucho más que un simple aumento de las penas, como se pretende con este proyecto.


Por eso, considero que el texto aprobado por la Cámara se acomodaba más a la realidad y a la problemática. Por ejemplo, el artículo 1º del Senado establece una rebaja de la pena en un grado, a diferencia del aprobado por la Cámara que consideraba una rebaja de dos grados, porque es sabido que no todas las drogas producen los mismos efectos, como es el caso de la marihuana. Por lo tanto, era necesario hacer una distinción y entregar al juez la posibilidad de rebajar la pena hasta en dos grados. Al rebajarse solamente en un grado, se convierte en pena aflictiva, es decir, de 3 años y un día a 5 años; en cambio, al rebajarse en dos grados, sería de 541 días a 5 años. De esa manera se le daban al juez mayores posibilidades de aplicar distintas penas, según el tipo de droga de que se trate. 


Por eso, creo que hay que votar en forma separada los artículos 1º, 2º, 3º, 4º y 75, que ha pasado a ser 62. 


Los artículos 1º, 2º y 3º mantienen el sistema de multas, no obstante que sabemos que, como sistema accesorio, crea una serie de problemas, en primer lugar, porque mucha gente no puede pagarlas. De acuerdo con la Convención de San José de Costa Rica, no hay prisión por deuda, y los tribunales deberán resolver que no corresponde aplicar penas privativas de libertad en sustitución de la multa, porque eso sería condenar a prisión por deuda. Esto obliga al Ejecutivo, para los efectos de establecer algún sistema de control, a indultar la multa y sustituirla o conmutarla por otra restrictiva de la libertad, como la libertad vigilada o la obligación de firmar, etcétera. 


Entonces, respecto de la multa, nos encontramos con que es necesario que el Ejecutivo conmute la pena a través del indulto, y lo lógico es no seguir planteando la multa como una pena accesoria, porque nos encontraremos con una serie de problemas. 


Por otra parte -esto es grave-, a pesar de que el artículo 1º hace una diferenciación de las penas según el tipo de droga de que se trate, el artículo 4º no hace diferencia alguna y establece una pena sumamente alta. O sea, nuevamente la aumenta. El artículo aprobado por la Cámara era más flexible, precisamente porque podría tratarse de una cantidad muy pequeña para el consumo. Por eso, la pena iba de 61 días a 5 años; es decir, presidio menor en cualquiera de sus grados. En cambio, el Senado establece presidio menor en sus grados medio a máximo; es decir, de 541 días a 5 años, y nuevamente contempla la multa. De manera que, por un lado, no es concordante con el artículo 1º, que hace una diferenciación y establece una pena igual para todos los casos -lo que resulta absurdo y contradictorio- y, por otro, considera una pena mucho mayor, lo que implica mayor restricción para las personas. 


Pero no es sólo eso. El artículo 75 de la Cámara, que ha pasado a ser 62, establecía que las medidas alternativas establecía que las normas sobre medidas alternativas contempladas en la ley Nº 18.216, entre ellas remisión condicional, reclusión nocturna y libertad vigilada, se aplicarán también respecto de los delitos castigados en esta ley. Ahora, el Senado suprime eso y una persona que podría ser sancionada con una pena de 61 ó 100 días no tendrá una pena alternativa, a pesar de lo que dijo el Ejecutivo, por tratarse de delitos de menor entidad, como los que señala el artículo 4º.


Además, claramente se cambia el peso de la prueba, porque es la persona la que tendrá que justificar; es decir, todo lo contrario de acuerdo al debido proceso. O sea, el artículo 4º elimina todas las reglas del debido proceso por cuanto es el imputado el que debe probar, y sabemos que la prueba negativa no es posible o sumamente difícil. Por lo tanto, el artículo 4º, con la supresión del artículo 75 que propone el Senado, va a convertirse en una norma sumamente rigurosa que va a castigar al consumidor.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Accorsi.


El señor BUSTOS.- Perdón, señor Presidente. Pido que el artículo 75 del Senado, que ha pasado a ser artículo 62, se vote separadamente.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Así se procederá.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, el proyecto propende a una legislación un poco más moderna respecto del problema de las drogas y, a la luz de los comentarios que han hecho algunos diputados, me parece que debe ir a comisión mixta. 


Sin embargo, hay algo que importa sobremanera: el problema sanitario más grave de nuestro país los constituyen, justamente, las drogas. Esto se desprende de los informes del Conace. Por eso, extraña que en el artículo 54 de la Cámara, que establece que “Los que consumieren alguna de las drogas o sustancias estupefacientes o psicotrópicas de que hace mención el artículo 1º, en lugares públicos o abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros,” etcétera, se mantenga el famoso resquicio del consumo personal y se le aplique una multa de hasta 10 unidades tributarias mensuales. 


Si no somos capaces de aplicarles una sanción a quienes lo utilicen, además de las medidas de rehabilitación y de participación en actividades que vayan en beneficio de la comunidad, no tendrán razón de ser varios artículos del proyecto.


Por ello, pido a los colegas que participarán en la comisión mixta que procuren la modificación de las multas, en el sentido de que signifiquen una sanción ejemplar. Incluso, si no son pagadas, soy partidario de que las personas sean remitidas a la cárcel. Ésa sería la única manera de legislar en beneficio de los jóvenes. Por lo tanto, el artículo 54 debería ser modificado.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Francisco Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, esta materia preocupa a todo el país y debe ser abordada no sólo con celeridad, sino con mayor responsabilidad.


No haré un discurso lato, porque el informe del diputado señor Riveros fue suficientemente completo y claro. Sólo quiero llamar la atención acerca de la gran concordancia que existe entre el Senado y la Cámara respecto del grueso del proyecto, ya que en alrededor de cien artículos permanentes y cuatro o cinco transitorios, son pocas las discrepancias.


Deseo enfatizar la necesidad de aprobar el artículo 14, nuevo, que propone el Senado, que fue rechazado en la Comisión respectiva de la Cámara, que dice relación con determinado personal -militar, de la Policía de Investigaciones, de Gendarmería y de aeronáutica- que será castigado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo si consume alguna sustancia ilícita.


Si hoy Chile es testigo de lo que pasa con jóvenes de 14, 15 ó 16 años, no existe argumento para dar un trato diferente a los conscriptos, una de las materias abordadas en la Comisión. Por ello, nuestra bancada insistirá en la aprobación del artículo 14 que propone el Senado.


Por otro lado, también insistiré en la necesidad de modificar el criterio de la Comisión en cuanto al artículo 39, pues sólo fue rechazado por falta de concordancia legal, ya que responde al espíritu que anima al Senado y a la Cámara.


Lo mismo vale para los artículos 43 y 53, propuestos por el Senado, que apuntan a solucionar en forma definitiva el problema que enfrenta la juventud.


Me ha agradado mucho escuchar al diputado de Gobierno que me antecedió en el uso de la palabra, en el sentido de solicitar que la comisión mixta, que por supuesto tendrá que constituirse -ojalá sea a la brevedad-, considere un endurecimiento de las penas para enfrentar de mejor modo el flagelo de la droga en Chile.


En general, todas las enfermedades aquejan a la familia o a la persona; sólo una cosa afecta a la sociedad: la droga, y la nuestra se está enfermando progresivamente con ella. La droga enferma a la sociedad y no a una persona o a una familia determinadas, y de sus resultados no se escapa absolutamente nadie. Por eso, reitero, comparto las aprensiones que se han expresado y la necesidad de aumentar, incluso las penas propuestas. Confío en que la comisión mixta escuchará las opiniones que han manifestado algunos parlamentarios en tal sentido. 


He dicho.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, el consumo de droga afecta gravemente la salud de los jóvenes de nuestro país y, en general, de la sociedad, y es un factor muy importante, sin duda, en el aumento de la delincuencia. Sin embargo, me preocupa que para combatirlo se piense que basta con crear nuevas figuras delictivas, aumentar las sanciones; incluso, establecer penas accesorias a las privativas de libertad, como las multas. 


Las multas generan un círculo vicioso en las familias de los reos, pues, muchas veces, incurren en el mismo delito por el cual aquellos fueron sancionados con el objeto de conseguir recursos para pagarlas. Al final, como dijo el diputado Bustos, igualmente son liberados al cabo de dos o tres meses, porque en Chile -citó al respecto el Pacto de San José de Costa Rica- no existe prisión por deuda. 


Quizás no sea éste el momento, pero en el futuro debemos ser capaces de comprender que la droga es un fenómeno social que tiene que ver con la exclusión social, con la desigualdad, con la falta de oportunidad; con nuestro sistema educacional y con nuestra capacidad para generar los espacios que requieren aquellas familias que sufren los efectos de su consumo. 


Digámoslo claramente: en las cárceles del norte, más del 80 por ciento de las personas detenidas por tráfico de drogas o por microtráfico son mujeres jefas de hogar con cuatro o cinco hijos y que no tienen empleo.


Estos temas son muy importantes para la opinión pública y es fácil caer en el discurso populista y demagógico; pero debemos hacer el esfuerzo para enfrentarlos de manera integral, en forma definitiva y con proyecciones en el largo plazo. De lo contrario, sólo estaremos dando soluciones de parche. 


He dicho.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Nicolás Monckeberg.


El señor MONCKEBERG.- Señor Presidente, probablemente, los ánimos eran distintos cuando se discutió el proyecto en primer y segundo trámites constitucionales en la Cámara y en el Senado, porque a esas alturas nadie sabía que en virtud de la facultad exclusiva del Presidente del República de otorgar indultos particulares, se beneficiaría al 60 por ciento de los condenados por narcotráfico, muchos de ellos con penas superiores a cinco años y un día, y el resto con penas superiores a siete años.


Se propone una serie de sanciones para los microtráficantes y traficantes de drogas y consumidores. Incluso, algunos quieren subir las multas, entre ellos el diputado Accorsi, a quienes sean sorprendidos consumiéndolas en lugares públicos. Asimismo, como consta en la iniciativa, hemos incrementado las multas y establecido circunstancias agravantes para quienes consumen y participan en el tráfico y microtráfico ilícito de estupefacientes.


La mayoría somos partidarios de que haya máxima rigurosidad en la aplicación de la ley, pero nos enfrentamos a una política que apunta en sentido distinto. De nada sirve que aprobemos o solicitemos el incremento de multas, de sanciones económicas o de penas privativas de libertad si se mantiene la política de indulto seguida hasta ahora. No me parece coherente que el 60 por ciento de los indultos favorezcan al cinco por ciento de los condenados por delitos de narcotráfico.


Durante esta semana, a raíz de los indultos, hemos escuchado distintas versiones, como que a los narcotraficantes solamente se les perdonan las multas. El ministro del Interior señaló que había que derogarlas. Sin embargo, como lo acaba de solicitar un diputado de la Concertación, aquí se pide aumentarlas. Las multas no son un aspecto menor, sino que forman parte de la condena principal para quienes son sancionados por tráfico de drogas. Su objetivo es evitar que esas personas dispongan de recursos para salir en libertad a hacer lo mismo que les causó la entrada a prisión, es decir, que no cuenten con recursos para seguir traficando. No obstante hoy, cuando hemos sabido de indultos que benefician a narcotraficantes, se empieza a decir que las multas no tienen ninguna relevancia.


Por lo tanto, es muy importante que en la comisión mixta se aclare cuál será la política sobre indultos que se va a seguir de ahora en adelante, porque no me voy a prestar para aprobar el incremento de multas a narcotraficantes si, acto seguido, el Gobierno los indulta.


Tampoco me voy a prestar para que en la ley se establezcan agravantes a las penalidades de los delitos de narcotráfico si después se indulta parte de las penas. Más aún, parecería menos coherente que aprobáramos la exclusión de los beneficios alternativos al cumplimiento de penas para los condenados por narcotráfico si después se conmutan las penas en forma masiva, como ha ocurrido hasta ahora.


Es fundamental que en esta Sala se legisle para que las leyes se cumplan. Si la voluntad del Congreso Nacional es clara, enfática en cuanto a aumentar las penas para quienes trafican drogas, pedimos al Ejecutivo que la respete y termine con la política de indulto que hemos conocido en estos días.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra la honorable diputada 
Laura Soto.


La señora SOTO (doña Laura).- 
Señor Presidente, el tema que estamos debatiendo interesa a toda la sociedad, de manera que no se debe hacer un aprovechamiento político del mismo en relación con otra materia, como la de los indultos. En otro momento la trataremos, pero cabe tener presente que el estado de derecho es el que nos brinda seguridad e igualdad jurídica.


A los microtraficantes y a los consumidores de droga no se les debe aplicar una política distinta de la de los delitos comunes. Llevamos años analizando este problema y debemos abordarlo como sociedad, con seriedad y la mayor eficacia.


Es cierto que la Cámara de Diputados ha considerado al microtráfico como una cuestión muy importante. Los jueces que concurrieron a la Comisión nos señalaron que, en muchos casos, preferían calificar como consumidores a los microtraficantes, porque la pena sea muy alta. Eso está bien, pero está mal que el peso de la prueba se deje a los imputados. Entonces, hay que hacer una diferencia. Como señaló el diputado señor Bustos, no podemos aceptar que el onus probandi quede en manos del imputado, porque la prueba negativa es muy difícil. Tenemos que rechazarlo.


Hay otro aspecto que aquí echamos de menos. No vaya a ocurrir que al condenar en esta forma, finalmente, se castigue mayormente a los consumidores, en circunstancias que siempre hemos dicho que los consumidores son enfermos y que los principales castigados deben ser los narcotraficantes y microtraficantes.


Hay que puntualizar algo. No se puede, como lo hace el artículo 75, excluir de los beneficios alternativos de las penas privativas de libertad a los condenados con anterioridad, salvo al cooperador eficaz. Parece una barbaridad. Aquí, o nivelamos los delitos, las sanciones, o vamos a hacer una cuestión totalmente fuera del estado de derecho. Creo que nadie quiere eso.


Se perfecciona el proyecto al agregarse las figuras del agente encubierto y del informante. Pero nos parece inaceptable poner a un agente revelador que simule ser comprador de droga, puesto que es como provocar la comisión del delito. A mi juicio, la medida es inmoral, no puede aceptarse en un estado de derecho y deberá revisarla la comisión mixta.


Además, nos parece muy importante que se facilite la cooperación y la asistencia internacional, como asimismo que se cree un registro especial de fabricantes, importadores y exportadores.


Sin embargo, los artículos 4º y 14, propuestos por el Senado, no podemos admitirlos, porque invierten el peso de la prueba y no es lo que queremos en un estado de derecho: que sea igual para todos.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Francisco Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, sin duda, a quienes hemos estado preocupados del problema de la droga desde hace años, cuando hoy se habla de un proyecto de ley que sanciona el tráfico ilícito, nos parece que ésa fuera la única actividad que debe preocupar al Congreso Nacional. Y la verdad es que nadie tiene dudas sobre las acciones por desarrollar para combatir este flagelo.


Debo hacer un reconocimiento -por lo menos, no lo he escuchado- a la gran labor de Conace sobre esta materia. Existen programas de prevención, tanto a nivel educacional como familiar, que han originado a que en algunas regiones el tema aparezca más controlado, de manera que nadie está pensando en hacer uso político de él. El tratamiento de la droga es total. Reitero: se están desarrollando programas de prevención educacional y familiar, como asimismo de rehabilitación. Se está entregando un aporte más que tiene que ver con sanciones a los consumidores y traficantes de drogas.


Por lo tanto, esta iniciativa es sólo un aporte más a una campaña que debe ser masiva porque, como lo dijimos en nuestra primera intervención, éste es un flagelo que enferma a la sociedad en su conjunto. El tema es integral y no sólo aumentando penas se va a resolver el problema. Eso lo sabemos todos.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


Informo a la Sala que hemos recogido las sugerencias de la Comisión y de los diversos señores diputados en relación con votar separadamente determinados artículos.


Por lo tanto, se votarán en conjunto las modificaciones introducidas por el honorable Senado al proyecto que sustituye la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con excepción de las de los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 14, nuevo; 23 -27 de la Cámara-; 39, nuevo; 40 -43 de la Cámara-; 43 -46 de la Cámara-; 53 -57 y 58 de la Cámara-; 54 -59 y 60 de la Cámara-, y 62 -75 de la Cámara-, que se votarán separadamente.


Hago presente a la Sala que el artículo 31 requiere quórum calificado, y que los artículos 26, 27, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76 y 3º transitorio, requieren quórum de ley orgánica constitucional.


En votación.



-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 81 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Aprobadas.

Se deja constancia de que se han reunido los quórum requeridos.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, 
Espinoza, García (don René Manuel), 
García-Huidobro, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Longueira, Luksic, Mella (doña 
María Eugenia), Meza, Monckeberg, 
Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, 
Paredes, Pérez (don José), Pérez (don 
Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá 
(doña Carolina), Tuma, Ulloa, Urrutia, 
Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y 
Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 1º.



-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 25 votos; por la negativa, 54 votos. Hubo 1 abstención.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Barros, Bauer, Bayo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Escalona, García-Huidobro, Hernández, Ibáñez (don 
Gonzalo), Longueira, Molina, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Quintana, Rojas, Salaberry, Ulloa, Urrutia, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Ascencio, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Espinoza, García (don René Manuel), Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena) y Vilches.


-Se abstuvo el diputado señor Araya.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 2º.



-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 31 votos; por la negativa, 49 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, 
Bayo, Becker, Bertolino, Correa, Cristi 
(doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Dittborn, Egaña, García (don 
René Manuel), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Longueira, Molina, Monckeberg, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rojas, Salaberry, Ulloa, Urrutia, Vargas y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, 
Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 3º.



-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 41 votos; por la negativa, 37 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente accidental).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Ceroni, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, García-Huidobro, Girardi, Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), 
Jaramillo, Jeame Barrueto, Longueira, 
Molina, Monckeberg, Palma, Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Sánchez, Soto (doña Laura), Tarud, Tuma, Ulloa, Urrutia, Vargas, Vilches y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Encina, Escalona, García (don René Manuel), González (don Rodrigo), Jarpa, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Riveros, Robles, Rossi, Saffirio, Salas, Seguel, Silva, Tapia, Tohá (doña Carolina), Valenzuela, Villouta y Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 4º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 33 votos; por la negativa, 51 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, 
Bayo, Becker, Bertolino, Correa, Cristi 
(doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Dittborn, Egaña, García (don 
René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), 
Longueira, Molina, Monckeberg, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rojas, Salaberry, Ulloa, Urrutia, Vargas, Vilches y Von 
Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Valenzuela, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 14, nuevo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 33 votos; por la negativa, 46 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, 
Bayo, Becker, Bertolino, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña 
Carmen), Longueira, Luksic, Molina, Monckeberg, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rojas, Salaberry, Ulloa, Urrutia, Vargas y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame 
Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tuma, Valenzuela, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 23, que corresponde al artículo 27 propuesto por la Cámara de Diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 46 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, 
Becker, Bertolino, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Molina, Monckeberg, Mora, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rojas, Salaberry, Ulloa, Urrutia, Vargas, Vilches y Von 
Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Escalona, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarapa, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), 
Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Villouta y Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 39, nuevo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 1 voto; por la negativa, 81 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votó por la afirmativa el diputado señor Quintana.



-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Babuer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, 
Escalona, Espinoza, García (don René 
Manuel), García-Huidobro, Girardi, 
González (doña Rosa), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez 
(doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Longueira, Luksic, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don 
Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María 
Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, 
Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 40, que corresponde al artículo 43 de la propuesta de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 32 votos; por la negativa, 48 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, 
Bayo, Becker, Bertolino, Correa, Cristi 



(doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, García (don René Manuel), García-Huidobro, 
González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Monckeberg, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Rojas, Salaberry, Ulloa, Urrutia, Vargas, Vilches y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Escalona, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Luksic, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, 
Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio. Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tuma, Vidal (doña Ximena), 
Villouta y Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 43, que corresponde al artículo 46 de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 4 votos; por la negativa, 75 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Cristi (doña María Angélica), Guzmán (doña Pía), Prieto y Vilches.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, 
Correa, Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, García (don René Manuel), García-Huidobro, 
Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), 
Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tuma, Ulloa, Urrutia, Vargas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von 
Mühlenbrock y Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 53, que corresponde a los artículos 57 y 58 propuestos por la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 1 voto; por la negativa, 86 votos. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votó por la afirmativa la diputada señora Guzmán (doña Pía).


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados.

Accorsi, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Correa, Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, 
Escalona, Espinoza, García (don René 
Manuel), García-Huidobro, Girardi, 
González (doña Rosa), González (don 
Rodrigo), Hales, Hernández, Hidalgo, 
Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña 
Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Luksic, Mella 
(doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mora, Moreira, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don 
Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá 
(doña Carolina), Tuma, Ulloa, Urrutia, 
Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y 
Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 54 del Senado, que corresponde a los artículos 59 y 60 de la Cámara.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 34 votos; por la negativa, 49 votos. No hubo abstenciones.

El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, 
Bayo, Becker, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, García (don René Manuel), 
García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña 
Carmen), Molina, Monckeberg, Norambuena, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Urrutia, Vargas, Vilches y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Escalona, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Luksic, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, 
Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tuma, Valenzuela, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Finalmente, en votación el artículo 62 del Senado, que corresponde al artículo 75 de la Cámara de Diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 34 votos; por la negativa, 52 votos. No hubo abstenciones.

El señor LEAL (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

Los artículos rechazados pasan a Comisión Mixta. 


Despachado el proyecto en tercer trámite constitucional.



-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, 
Bayo, Becker, Bertolino, Correa, Cristi 
(doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, García (don René Manuel), García-Huidobro, 
González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Longueira, Molina, Monckeberg, Moreira, Norambuena, Palma, Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Urrutia, Vargas, Vilches y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), 
Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá 
(doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
La Mesa propone integrar la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas durante la tramitación de este proyecto de ley con los diputados señores Edgardo Riveros, Alejandro García-Huidobro, Francisco Bayo, diputada señora Laura Soto y diputado señor Juan Bustos.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


VI. PROYECTOS DE ACUERDO

PERFECCIONAMIENTO DEL SISTEMA DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA PARA LOS TRABAJADORES. (Votación).


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 464.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 61 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor OJEDA (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Burgos, 
Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, 
Espinoza, García (don René Manuel), 
García-Huidobro, Girardi, Hales, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña 
Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), 
Meza, Monckeberg, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, 
Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, 
Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


COMISION INVESTIGADORA DE SITUACIÓN FINANCIERA DE MUNICIPALIDAD DE VALPARAÍSO Y DE SU CORPORACIÓN MUNICIPAL.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 465, de los señores Ibáñez, Kuschel, Hernández, Vargas, 
García-Huidobro, Uriarte, Molina, Von Mühlenbrock, Forni y Delmastro.


“Considerando:


Que, en estas últimas semanas, ha quedado en conocimiento del país la situación de falencia financiera en que se encuentra la Municipalidad de Valparaíso, hasta el punto de tener un déficit superior a los cuatro mil millones de pesos. También ha quedado en evidencia el estado de falencia financiera que afecta a su Corporación Municipal, encargada de administrar los establecimientos de educación municipalizada, de salud y cementerios públicos. En el caso de esta Corporación, el déficit asciende a más de ocho mil ochocientos millones de pesos. Todo ello ha provocado una condición insostenible de falta de servicio municipal en la ciudad. En especial, se ha visto perjudicado el servicio de extracción de basuras, con lo que el riesgo sanitario ha aumentado de manera exponencial. Por otra parte, Valparaíso se ha convertido en la endémica capital de la cesantía en el país y su juventud debe masivamente emigrar a otras latitudes para encontrar trabajo y perspectivas de desarrollo personal, laboral y familiar. Los problemas en el ámbito de la salud y de la educación se han multiplicado.


Que esta situación fue denunciada oportunamente por el Diputado Gonzalo Ibáñez, sobre la base de los resultados arrojados por sendos informes que solicitó hace más de un año a la Contraloría Regional de la Quinta Región, de Valparaíso, los que mostraron la desastrosa situación tanto del municipio porteño como la de su Corporación Municipal. Por lo tanto, esos problemas estaban en conocimiento de esa Contraloría Regional y de la Contraloría General de la República, mediante los informes mensuales de ejecución presupuestaria que todos los municipios están obligados a entregar a la respectiva Contraloría Regional.


Que estos informes también los reciben los gobiernos regionales, en este caso el de la Quinta Región, de Valparaíso, y la Subsecretaría de Desarrollo Regional, dependiente del Ministerio del Interior.


Por otra parte, ya se ha sabido que la Corporación Municipal de Valparaíso carecía de directorio responsable, por lo que desde hacía mucho tiempo había dejado de cumplir con su obligación de comunicar su situación a los organismos que señala la ley, entre los que se encuentra el Ministerio de Justicia.


Que, frente a estos hechos, la ciudadanía de Valparaíso se pregunta angustiada cómo fue posible que sucedieran éstos; cómo fue posible tanta negligencia e inadvertencia que ahora provocan tan desastrosos efectos sociales. Es obvio que la principal responsabilidad de lo sucedido radica en las autoridades municipales, especialmente en su alcalde, don Hernán Pinto Miranda. También ha quedado en evidencia la falta de control y de fiscalización de las instituciones encomendadas por ley, para practicarlos, lo que configura un cuadro de responsabilidades que debe ser muy estrechamente delimitado, teniendo en cuenta, por sobre todo, los dolorosas efectos que esta crisis ha tenido y sigue teniendo sobre los habitantes de la ciudad.


La Cámara de Diputados acuerda:


Mandatar a la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social para constituirse como Comisión Investigadora de la falta de fiscalización y de control tanto de la Municipalidad de Valparaíso como de su Corporación Municipal por parte de las instituciones que, por mandato de la ley, deben ejercer ese control y esa fiscalización, lo que ha derivado en la gravísima crisis que afecta a ambas instituciones y a toda la ciudad.


La Comisión deberá informar a la Sala dentro del plazo de treinta días, prorrogables, por acuerdo de la misma Comisión, por un plazo similar.”


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Carmen Ibáñez.


La señora IBÁÑEZ (doña Carmen).- Señor Presidente, en los últimos meses, el país se ha visto impactado por la situación financiera por la cual atraviesan la Municipalidad de Valparaíso y la corporación municipal que de ella depende. Todos sabemos que, en conjunto, ambas entidades soportan una deuda superior a los 12 mil millones de pesos.


Esa información no hace sino reflejar la dramática realidad que vive la comunidad de Valparaíso, la que se ha visto, incluso, con riesgo de que se deje de cumplir con servicios básicos, como los de recolección de basura y alumbrado público.


Lo cierto es que la situación financiera de Valparaíso no da para más y, de algún modo, no sólo debemos diagnosticar esta crisis y sus causas, sino además, establecer cómo fue posible llegar a tal nivel de endeudamiento y por qué las entidades públicas encargadas del control no actuaron o lo hicieron tardíamente.


Esta situación es mucho más grave que un simple problema presupuestario, ya que compromete la credibilidad de las autoridades comunales ante a la ciudadanía, que observa cómo se enajenan, incluso, bienes fuertemente arraigados en el sentimiento y la tradición porteña para disminuir la millonaria deuda municipal, con la agravante de que Valparaíso tiene la más alta cesantía del país, 18,2 por ciento, antecedente que, unido al anterior, explica la sensación de desánimo y pesadumbre que se percibe en la comunidad.


Nuestro deber es dar una respuesta clara acerca de la falencia financiera por la que atraviesa la Municipalidad de Valparaíso y hacer efectiva las responsabilidades de aquellos que, estando en antecedentes de lo que ocurría, hicieron la vista gorda frente a tan graves irregularidades.


Por lo anterior, doy mi decidido apoyo a la propuesta contenida en el proyecto de acuerdo en orden a constituir una Comisión Investigadora, a fin de aclarar las razones del endeudamiento y la ausencia o presencia tardía de fiscalización de los organismos públicos encargados de tal cometido.


He dicho. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra, por tres minutos, el diputado Gonzalo Ibáñez.


El señor IBÁÑEZ.- Señor Presidente, es de público conocimiento la gravísima situación que afecta al municipio de Valparaíso y a su corporación municipal, que administra los establecimientos educacionales y de salud.


Se ha detectado que, entre ambos, tienen un déficit que supera los 12 mil millones de pesos –esto es, más de 20 millones de dólares-, que se han perdido de una manera ignominiosa, sin que se sepa en qué se gastaron, dejando a la ciudad de Valparaíso expuestos a la suspensión de los servicios básicos, como el de extracción de basura, cortes de energía eléctrica, etcétera.


Esta crítica situación se pudo haber evitado ya que se produjo en un lapso suficientemente amplio como para que se hubieran tomado las medidas de fiscalización necesarias.


La Subsecretaría de Desarrollo Regional recibe, mes a mes, los informes presupuestarios de las municipalidades. Sin embargo, nunca hizo notar nada al respecto. El Ministerio de Educación siguió entregando los dineros para subvenciones a la Corporación Municipal a sabiendas de que no contaba con un directorio ni personas responsables de su manejo. Lo mismo sucedió con los ministerios de Salud y de Justicia, que nunca se manifestaron ante la falta de información de esta realidad. Es decir, aquí hubo negligencia de parte de las instituciones que por ley deben fiscalizar, con los resultados dramáticos conocidos por todos: un estado de verdadera quiebra.


Además, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo -es decir, el Gobierno- va en auxilio de la municipalidad, por la vía de adquirirle bienes, que son emblemáticos para los porteños, con el único fin de pagar deudas. Mediante estas compras ficticias, le va a aportar, por vía indirecta, más de cinco mil millones de pesos. De esa manera, se provoca un grave daño a todo el patrimonio nacional.


Por lo anterior, hemos pedido que nuestra Comisión de Gobierno Interior se constituya en investigadora, con el objeto de que analice por qué las instancias destinadas a fiscalizar este tipo de hechos no lo hicieron en su momento y por qué se está aportando esta cantidad de dinero, más de 5 mil millones de pesos, para apaliar el déficit de la Municipalidad de Valparaíso.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Para impugnar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Waldo Mora.


El señor MORA.- Señor Presidente, me parece que no es reglamentario que el propio tenor del proyecto de acuerdo confiera esa facultad a la Comisión de Gobierno Interior, pues se están obviando las potestades de la propia Cámara de Diputados para constituir una comisión investigadora.


Si quieren propiciar una investigación a fondo sobre las denuncias que están haciendo, lo que me parece legítimo, lo lógico es constituir derechamente una comisión investigadora, en lugar de hacerlo a través de un resquicio, como es este proyecto de acuerdo, para entrometernos en un asunto político-electoral, de interés local, situación para la cual, a mi juicio, la Cámara no debe prestarse.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 38 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Dittborn, Egaña, García (don René Manuel), García-Huidobro, 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Leay, Longueira, Molina, Moreira, Norambuena, Ortiz, 
Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, 
Salaberry, Ulloa, Urrutia, Varela, Vargas, Vilches y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Girardi y Ojeda.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Mora y Sánchez.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Sergio Aguiló, para plantear una cuestión de Reglamento.


El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, el proyecto de acuerdo no puede estar aprobado, pues algunos diputados, como Leopoldo Sánchez y Guido Girardi, aparecen votando, en circunstancias de que no se encuentran en la Sala.


Señor Presidente, ¿usted votó en contra del proyecto de acuerdo?


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No voté, señor diputado.


El señor AGUILÓ.- Si no votó, entonces no veo por qué aparece su voto consignado en el tablero.


El señor MORA.- Señor Presidente, repita la votación.


El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, por favor, repita la votación.


-Hablan varios diputados a la vez.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
De acuerdo con los antecedentes con que cuenta la Mesa, repetir la votación no altera el resultado obtenido. Por lo tanto, no se va a repetir.


CREACIÓN DE UN SISTEMA DE PROTECCIÓN SOCIAL PARA DIRIGENTES DE JUNTAS DE VECINOS.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 466, de los diputados señores Kast, Riveros, Bayo, Montes y Jaramillo.


“Considerando:


Que por el decreto supremo Nº 58 se fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias. Esta normativa legal establece, dentro de finalidades y atribuciones de las juntas de vecinos, llevar a cabo la integración, la participación y el desarrollo de los habitantes de una unidad vecinal. Sin embargo, esta ley no sólo hace una declaración de principios al efecto, sino que les indica, de manera clara y precisa, cuáles son sus principales objetivos, a saber:


Promover la defensa de los derechos constitucionales de las personas.


Velar por la integración en el desarrollo y en el mejoramiento de las condiciones de vida de los sectores más necesitados.


Impulsar el progreso urbanístico y el acceso a un hábitat satisfactorio.


Procurar la buena calidad de los servicios prestados a la comunidad, tanto públicos como privados.


Que es clara, entonces, la vital importancia de las juntas de vecinos en la sociedad. Son el primer contacto entre las autoridades municipales y los vecinos, y son las primeras que conocen de forma real las necesidades concretas de estos últimos, ya sea de índole cultural, deportiva, social o de seguridad.


Que, por lo anterior, es de toda justicia que a quienes dirigen estas organizaciones -los ‘dirigentes vecinales’- se les otorguen las mayores garantías y seguridades para realizar competentemente su encomiable labor. Hay que tener presente que, en la actualidad, los ‘dirigentes vecinales’ son los principales blancos de los delincuentes y de los narcotraficantes, quienes, simple y descaradamente, los amenazan si intentan siquiera efectuar cualquier actividad en contra de la droga o en pro de algún plan de seguridad para combatir la delincuencia.


Que las normas legales vigentes no consideran la posibilidad de que los ‘dirigentes vecinales’ cuenten con algún tipo de protección social, básicamente como seguros de vida y de salud, más aun, tomando en consideración que su labor es netamente voluntaria. A ningún ‘dirigente vecinal’ se le paga algún tipo de estipendio por tan digna y encomiable labor social. Ellos, simplemente, se hacen cargo de sus unidades vecinales por su sentido social y comunitario.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República que se sirva instruir al ministro Secretario General de Gobierno que estudie la posibilidad legal, técnica y financiera de remitir al Congreso Nacional un proyecto de ley que establezca la creación de un sistema de protección social a los dirigentes de las juntas de vecinos, a través del otorgamiento de seguros de vida y de salud, o mediante cualquier otro mecanismo que les ofrezca algún grado de protección por la importante labor que desarrollan.”


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, el presente proyecto de acuerdo está motivado en la necesidad de que se cree un sistema de protección social, a través del otorgamiento de un seguro de vida y de salud, para los dirigentes vecinales. Creemos de toda justicia que quienes dirigen las organizaciones vecinales deben contar con mayores garantías y seguridades para desarrollar su encomiable labor.


En la actualidad, muchos de estos dirigentes se restan de ejercer sus cargos, debido a que no se les garantiza absolutamente nada, a pesar del sacrificio que hacen. Muchos de ellos son el blanco principal de delincuentes y narcotraficantes, quienes los amenazan descaradamente si realizan cualquier actividad en contra del tráfico de drogas, de la delincuencia o de las personas que no deben pertenecer al conglomerado del barrio en el que ellos dirigen.


Las normas legales vigentes no consideran la posibilidad de que los dirigentes vecinales cuenten con protección social, como un seguro de vida, por ejemplo. Muchas veces hemos visto que los dirigentes son atacados a mansalva, sufren heridas y son llevados a los hospitales, donde ellos mismos deben costear el gasto de la atención médica.


Por las consideraciones expuestas, hemos presentado el proyecto de acuerdo, solicitado en forma especial por el diputado señor Kast, con la finalidad de pedir al Gobierno que remita al Congreso Nacional un proyecto de ley que establezca la creación de un sistema de protección social para los dirigentes vecinales.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, sólo quiero ratificar lo dicho por el diputado señor Jaramillo.


El proyecto de acuerdo se explica por sí mismo. Incluso, está refrendado transversalmente, lo cual hace prácticamente unánime el reconocimiento a la necesidad de 



que los dirigentes vecinales, que ejercen una labor totalmente gratuita, tengan, por lo menos, un grado de protección social que les permita desempeñarse en mejor forma en las actividades que van en beneficio de su área territorial.


Se podría decir mucho sobre esta materia, pero creo que todos conocemos el espíritu con que se trabaja. Si queremos tener una real participación y gente que se dedique sinceramente a mejorar su entorno y proporcionar una mejor calidad de vida a quienes viven dentro de su respectivo territorio, es imprescindible que, por lo menos, se les ofrezca la protección social planteada en el proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 8 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No hay quórum.

Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 9 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No hay quórum nuevamente.


Se llamará a los señores diputados por cinco minutos.



-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se reanuda la sesión.


En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 10 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No hay quórum. Por lo tanto, la votación del proyecto de acuerdo queda pendiente para la próxima sesión.

-o-


-El señor Ojeda, Vicepresidente, saluda y da la bienvenida a las señoras Barbara Mowrat y María de la Luz Silva, miembro y presidenta, respectivamente, de la Red de Mujeres Líderes, quienes se encuentran en el país con motivo de la realización de la Apec 2004 y que se encuentran en las tribunas invitadas por la diputada señora 
Ximena Vidal.

-o-

VII. INCIDENTES

CUESTIONAMIENTO A LA GESTIÓN DE LA INTENDENCIA DE LA SÉPTIMA REGIÓN.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En Incidentes, el primer turno corresponde a la Unión Demócrata Independiente.


Tiene la palabra el diputado señor Sergio Correa.


El señor CORREA.- Señor Presidente, ayer, el intendente de la región del Maule, señor Cristian Suárez, al referirse a los alcaldes de la UDI señores Germán Verdugo, de Talca, y Celso Morales, de Curicó, formuló fuertes críticas y dijo que a pesar de ser ediles que han ocupado el cargo durante varios años, aún no se ven los resultados de su gestión. Además, siguiendo las instrucciones del Presidente de la República, agregó que había que elegir a alcaldes que tuvieran capacidad de decisión. Con lo anterior, hacía referencia a aquellos ediles de la Concertación, en abierta intervención electoral.


Quiero decir al intendente que es muy fácil ver la paja en el ojo ajeno y no darse cuenta de la viga en el propio, porque, si de ineficiencia administrativa se trata, su gestión no ha podido ser peor. Prueba de lo anterior es que el gobierno regional que preside, de un total de 9 mil millones de pesos, sólo podrá invertir alrededor de 6 mil millones. Es decir, 3 mil 300 millones de pesos no serán invertidos, porque dicho gobierno no tiene la eficiencia administrativa. Lo único que ha hecho con estos recursos durante su administración, es destinarlos a proyectos de última hora y de fácil ejecución, lo que comprueba la ineficiencia administrativa que he señalado.


Por lo tanto, del total de proyectos, 88 serán ejecutados sólo parcialmente y 119 quedarán sin ejecución, dado que el gobierno regional no tiene la capacidad necesaria para completar la inversión en el año calendario 2004. Además, otros 31 proyectos no contarán con un peso, a pesar de estar aprobados y tener los recursos disponibles.


El gobierno regional, que se encuentra sometido a sumario por la Contraloría Regional por haber ocupado en otros ítemes 3 mil millones de pesos destinados por la ley de Presupuestos a provisiones, ha invertido los fondos en proyectos de fácil ejecución que le aseguren gastar los recursos durante 2004, lo cual ha frenado el desarrollo de la región porque no se han mejorado ni construido nuevos caminos y otras obras de infraestructura. Por otra parte, ha demostrado incapacidad e ineficiencia al reasignar los recursos a proyectos de fácil ejecución, pero que no son los más adecuados. Es decir, se gasta, pero se gasta mal. Por eso, el intendente, siguiendo las instrucciones del Presidente de la República, y en una abierta intervención electoral, acusa a los alcaldes de Talca y Curicó de efectuar una mala inversión y de llevar a cabo una mala gestión. Si realmente quiere sacar a la región adelante 
-es una de las más atrasadas-, debe también priorizar la inversión y preocuparse de que el gobierno regional funcione como corresponde. Si así lo hiciera, no debería enfrentar en este momento una acusación de la Contraloría General de la República por malas gestiones, de las que deberá responder.


He dicho.

CONSUMO DE ALCOHOL Y DROGAS Y VIOLENCIA EN MENORES DE EDAD. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, me referiré a las graves y dramáticas situaciones de violencia que han remecido a nuestro país durante las últimas semanas, especialmente las protagonizadas por jóvenes menores de dieciocho años.


Chile está conmovido porque en un solo fin de semana se cometieron muchos delitos que afectaron la vida de jóvenes inocentes. 


En la Quinta Región falleció Gonzalo Cárdenas, un joven distinguido, querido y admirado. Por su intermedio, señor Presidente, presento mis más sinceras condolencias a su familia. Es un hecho que nos ha afectado a todos.


Me da mucha pena y me parece más dramático que, a raíz de estos hechos de violencia, se haya puesto énfasis en la ley de alcoholes, que aprobamos en esta Cámara en enero del presente año con el 75 por ciento de los diputados. Uno de los pilares de la citada ley es precisamente la protección de los jóvenes.


En la ley de alcoholes se prohíbe estrictamente no sólo vender, sino también regalar alcohol a menores de dieciocho años. Detectamos en el último tiempo que esta medida no se estaba fiscalizando. A pesar de que se hicieran todos los contactos necesarios, definitivamente parecía un tema olvidado y, no diría de nula, pero sí de poca fiscalización.


Me parece positivo que a raíz de estos hechos tan lamentables se hayan elaborado programas especiales y llevado a cabo una sistemática vigilancia en los locales y en las áreas de mayor afluencia de jóvenes. Pero, como señalé, me parece lamentable que hayan tenido que ocurrir desgracias para tomar estas medidas, las que están contempladas en la ley referida.


A la luz de los antecedentes que se han estado entregando por años y según estudios de la Conace, la tasa de consumo de drogas en escolares del año pasado incluye entre las drogas al alcohol, aunque es una droga lícita, versus las ilícitas, con una prevalencia de consumo de 56,8 por ciento; tabaco, 52,1 por ciento, y otros estupefacientes, entre los cuales la más habitual es la marihuana, con una prevalencia de consumo de 8,53 por ciento. Es decir, lejos, el alcohol es la sustancia que más se consume entre los jóvenes y, como tantas veces dijimos, su primera causa de muerte son accidentes de tránsito a altas horas de la madrugada con consumo de alcohol relacionado.


Según antecedentes de la Conace, el consumo de drogas en los jóvenes aumenta sustantivamente cada año, mientras que la edad en que comienza el consumo, disminuye. Además, el 40 por ciento de los estudiantes entre octavo y cuarto medio ha consumido alcohol en el último mes; el 61 por ciento lo ha hecho en el año; 100 escolares han consumido alcohol y 17 han consumido drogas; el 22 por ciento de los adolescentes entre 13 y 14 años ha consumido alcohol. Más allá de una cifra, los jóvenes de entre 9 y 14 años también han consumido alcohol en forma habitual. Es decir, es una problemática respecto de la cual nadie puede permanecer indiferente. Ello demuestra que las leyes son para cumplirlas y no para burlarlas. Hoy analizamos la ley de drogas, la cual esperamos que apunte a que haya mayor fiscalización, a fin de evitar las graves consecuencias que produce el consumo de drogas y, en este caso, de alcohol.


Señor Presidente, durante catorce años, siendo usted miembro de la Comisión de Salud, luchamos para aprobar la ley de alcoholes, la cual tiene detractores asociados a quienes desean promover un mayor consumo de bebidas alcohólicas y, quizás, no permitieron que esta iniciativa fuera ley con anterioridad. Además, ellos permitieron que los horarios propuestos fueran un fracaso y muy amplios. Hoy vemos sus consecuencias.


Si hubiera sido ley hace por lo menos diez años y se hubiera cumplido lo que en ella se determina, les aseguro que habríamos evitado muchas muertes y desgracias personales.


Podría abundar más al respecto, pero sólo quería hacer referencia al tema de los menores. 


Por eso, apelo al Ministerio de Educación para que cumpla con lo que impone la ley en cuanto a que desde la educación parvularia hasta la enseñanza media haya cursos de prevención del consumo de sustancias adictivas, en este caso de alcohol, para que el Ministro de Salud, como lo propuso en la ley de su propia iniciativa, cumpla con lo establecido a fin de que exista una unidad de rehabilitación en todas las unidades de salud del país.


Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro del Interior para que se nos informe, a través de las unidades policiales correspondientes, cuántos partes se han cursado a menores por la venta de dichas sustancias desde la publicación de esta ley, en enero de este año, a la fecha. Ojalá que dicha información sea disgregada por comuna.


Además, oficiar al ministro de Educación para que informe sobre su programación para dar cumplimiento a la ley en materia de prevención del consumo de sustancias alcohólicas.


De igual forma, que se oficie al ministro de Salud a fin de conocer su plan al respecto, los recursos destinados en el presupuesto de la nación de 2005 para la prevención del consumo de bebidas alcohólicas y saber cuándo se publicará el reglamento que hará viable el cumplimiento de esta ley. No hay que olvidar que para ello se entrega el 40 por ciento de los dineros recaudados por las infracciones a la ley, a fin de que los servicios de salud del país puedan ejecutar una acción de rehabilitación.


Por último, es importante recordar que los alcaldes disponen del 60 por ciento de los ingresos de sus municipios para ejecutar los cometidos contemplados en la ley.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Fernando Meza, Antonio Leal, 
Enrique Jaramillo y Eugenio Bauer. 

IRREGULARIDADES EN CONSTRUCCIÓN DE CASAS DE POBLACIÓN DE COMUNA DE GRANEROS. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Bauer.


El señor BAUER.- Señor Presidente, en la comuna de Graneros, el Serviu construyó la población “Los Líderes”. Se trata de 21 casas que antes de ser construidas fueron ampliamente publicitadas a través de un volante que tenía impreso el logo del Gobierno y el plano de planta de las mismas, en el cual se observaban tres dormitorios, sala de estar, comedor, cocina, baño y antejardín.


Durante su construcción, siempre se les mostró a los futuros habitantes sólo la casa piloto y nunca se les dejó entrar al resto de la población.


Las viviendas se les entregaron un viernes en la tarde, oportunidad en que se les hizo firmar la escritura. Allí se dieron cuenta de que las casas sólo tenían dos dormitorios en lugar de los tres publicitados. Incluso, el Serviu les hizo firmar la última página de la escritura, sin tener a la vista el texto completo. Recién lo acaban de obtener. El punto vigésimosexto señala: “El comprador declara en este acto, conocer cabalmente las condiciones de publicidad por los cuales fue ofertado el inmueble objeto del contrato y, manifiesta su plena conformidad con la concordancia entre dichas condiciones con las características del inmueble que adquiere en virtud del presente instrumento.”


Con este artículo el Serviu pretende lavarse las manos al decir que lo publicitado acerca de los tres dormitorios era utópico y que la gente debe conformarse con una casa de dos dormitorios, pero comprada al precio de una de tres.


Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro de Vivienda para que, por su intermedio, el Serviu explique qué sucedió en la población “Los Líderes”, de Graneros; por qué se dijo que se construirían viviendas de tres dormitorios y sólo se construyeron de dos y cómo piensa enmendar este error y solucionar el problema a los pobladores.


Además, solicito que se oficie al director del Sernac a fin de conocer las razones por las que ese organismo no consideró publicidad engañosa dicho volante mediante el cual el Serviu ofrecía viviendas de tres dormitorios en circunstancias de que sólo se construyeron de dos.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado señor Fernando Meza.

EVASIÓN DE IMPUESTOS EN FUNCIONAMIENTO DE MÁQUINAS DE JUEGOS DE AZAR. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor 
Edmundo Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, la instalación de máquinas de juegos de azar ha proliferado, sobre todo, en los barrios populares de Santiago. Afortunadamente, no han llegado aún a provincias y ojalá nunca lleguen.


Me llama la atención que el Ministerio de Hacienda no haya tomado ninguna medida precautoria de incautación o de revisión tributaria al respecto.


En el proyecto de ley sobre casinos de juego y salas de bingo, que seguramente discutiremos mañana, se hace referencia a esta situación.


Por lo tanto, solicito que se oficie al Ministerio de Hacienda a fin de que se pronuncie respecto de la forma de controlar la proliferación de estas máquinas, especialmente, en negocios de barrio por la evasión de impuestos que se produce, ya que quienes las han comprado, arriendan o tienen en concesión no tributan sus utilidades. Según información proporcionada por el señor Santiago González, gerente general de Polla Chilena de Beneficencia, el fisco pierde por este concepto alrededor de 200 mil millones de pesos.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Carlos Vilches, Fernando Meza y Antonio Leal.

INVESTIGACIÓN DE AUTORIZACIONES NOTARIALES FIRMADAS EN OFICINAS BANCARIAS. Oficio.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, quiero referirme a una situación que ha impactado a la comunidad de la Novena Región: la denuncia contra una ejecutiva de cuentas del Banco Chile que habría estafado a un matrimonio de buena situación económica, aprovechándose de la documentación que para otros fines habían firmado en el banco y traspasar a su nombre la propiedad de cuatro fundos de gran valor y una enorme cantidad de dinero, pues habría retirado depósitos por más de seiscientos mil dólares que los afectados habían tomado en bancos suizos.


La ejecutiva en cuestión y su cónyuge se encuentran detenidos, pero me llama la atención la facilidad con que los notarios aceptan y autorizan que los bancos les envíen documentos previamente firmados por sus clientes, sin que concurran a firmarlos en la notaría. De hecho, me sucedió algo parecido aquí, en Valparaíso, pues firmé un documento en las oficinas de un banco, que luego lo remitió a una notaría, pero al menos en aquella ocasión me pidieron una fotocopia del carné y que pusiera la fecha del día en que firmé.


Me parece que hay una libertad excesiva, pues los notarios se están arrogando facultades que no tienen, ya que hacen fe de lo que les envía el banco -en este caso la ejecutiva de un banco- y reciben documentos firmados, incluso poderes, que luego protocolizan. En este caso, dichos documentos autorizan para transferir propiedades de gran valor, como los cuatro fundos que mencioné, que alcanzan a varios miles de millones de pesos, pues se trata de propiedades de aproximadamente veinte mil hectáreas ubicadas cerca de un lago.


Según parece, los poderes otorgados permitían donar esas propiedades a la ejecutiva, cuyo cónyuge habría construido en esas tierras galpones, lecherías, etcétera; incluso pensaba rematar doscientos animales de propiedad de los afectados. Afortunadamente, como ya se había hecho público lo que estaba sucediendo, se alcanzó a detener el remate.


Solicito que se oficie al ministro de Justicia a fin de que se investigue lo que está sucediendo en las notarías en relación con estas autorizaciones que, como digo, uno las firma porque confía en el ejecutivo y, sobre todo, en el banco. No sé qué sucederá con este banco en particular, que es sumamente conocido, pero seguramente se verá afectado por la lamentable situación en que se ha visto envuelta su sucursal en Villarrica.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Carlos Vilches, Fernando Meza y Antonio Leal.

ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA EVITAR FALSIFICACIÓN DE BILLETES. Oficios.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, quiero referirme a la proliferación de billetes falsos que hemos conocido últimamente.


Me parece que la Casa de Moneda y el Ministerio de Hacienda deberían tomar medidas para hacer frente a la facilidad abismante con que se están falsificando billetes de mil y diez mil pesos. En Angol dos hermanos, alumnos de un liceo comercial, lograron falsificar tales billetes utilizando instrumentos bastante elementales, con tecnología computacional que está al alcance de todo el mundo. Afortunadamente, se les alcanzó a detener.


Considero que hechos como ése están ocurriendo con mucha frecuencia, razón por la cual la Casa de Moneda y el Ministerio de Hacienda deben tomar las medidas del caso, de manera de evitar que esto se siga produciendo con tanta facilidad.


Por lo general los pequeños comerciantes son los más afectados, ya que los falsificadores concurren a establecimientos de este tipo y pagan compras de dos mil o tres mil pesos con billetes de veinte o diez mil pesos falsificados para recibir dinero legítimo de vuelto.


Hace pocos días me informé a través de la prensa de que los billetes de dos mil pesos serán confeccionados en material plástico. Espero que se adopte igual medida con los billetes de otra denominación.


Veo con preocupación la situación que se está produciendo, por lo que solicito que se oficie a la Casa de Moneda y al Ministerio Hacienda en el sentido antes mencionado.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Carlos Vilches, Fernando Meza y Antonio Leal. 

ALCANCES SOBRE INFORMACIÓN ENTREGADA POR EMPRESA TELEFÓNICA. Oficios.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, también quiero insistir en un reclamo hecho con anterioridad, porque el Ministerio de Transportes, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, no ha contestado un oficio sobre una situación que incluso hoy se está dando con los celulares. Al llamar a un teléfono domiciliario o a uno celular contesta la voz de la operadora telefónica diciendo que el número no está registrado o que no se encuentra en funciones, pero resulta que es el teléfono de mi oficina o de mi casa y yo sé que está en funciones y que es el número correcto. Simplemente está ocupado. 


Entonces, si el teléfono está ocupado, la obligación es decir, taxativamente, que está ocupado y que vuelva a llamar. No es correcto señalar que no se encuentra registrado o que no está en funciones. 


Además, piden que se llame al 103, informaciones, pero, lógicamente, esa llamada tendrá un cargo adicional que se verá reflejado en la cuenta del servicio, cargo que aunque sea bajo, si una persona no conoce la situación que describo, notará que se le incrementará al tener que hacer muchas veces el reclamo al 103, recibiendo como contestación que el teléfono está en servicio. 


Me llama la atención no haber escuchado otras situaciones similares, pero no creo ser el único que sufre estas anomalías de parte de la empresa telefónica.


Por lo tanto, pido que el ministro de Transportes y el subsecretario de Telecomunicaciones aclaren esta situación. 


He dicho. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Carlos Vilches, Fernando Meza y Antonio Leal. 

HOMENAJE EN MEMORIA DE EX DIPUTADO LEONARDO HAGEL ARREDONDO. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Antonio Leal.


El señor LEAL (de pie).- Señor Presidente, el 18 de septiembre recién pasado dejó de existir el ex diputado por Atacama y ex alcalde de Copiapó, Leonardo Hagel Arredondo. 


Esta mañana, en el hemiciclo de la Cámara de Diputados, quiero rendir un sentido homenaje a este hombre público que hizo de la medicina y de sus ideales políticos el motivo de su vida. 


Leonardo Hagel nació en San Felipe, también un 18 de septiembre, de 1932. Realizó sus estudios primarios en el liceo Barros Borgoño, posteriormente en el internado Barros Arana y se recibió de médico cirujano en la Universidad de Chile. 


En 1954 ingresó al Partido Socialista y toda su vida fue influida por los principios socialistas que forjó en el partido el copiapino Marmaduque Grove, que lo impulsaron a desarrollar un irrestricto apego a la causa popular, su intransigencia frente a la idea que tenía de la justicia social y de cómo construirla y su sentido de servicio público, que por muchos años le significó atender, como médico, a miles de personas gratuitamente. 


Fue también masón, lo que le permitió formar su carácter libertario y laico, que lo caracterizó durante toda su vida. 


Muy joven, a los 29 años de edad, llegó a Copiapó a ejercer como médico en el hospital de la ciudad que, en principio, de ser una morada pasajera, se transformó, por su propia elección, en su terruño, cuyos habitantes pasaron a ser sus representados en el municipio y en el Congreso Nacional.


Hagel era un hombre culto. Desde niño leía en la biblioteca de su padre, un químico farmacéutico.


Se formó, como ocurrió con varias generaciones de luchadores sociales de aquella época, estudiando a Marx, a Trotski, por los cuales manifestaba gran admiración.


En Copiapó, se ligó orgánicamente al Partido Socialista y fue uno de sus líderes y representantes más genuinos entre los años 1960 y 1970. Fue alcalde de la comuna de Copiapó en tiempos de la Unidad Popular y en marzo de 1973 fue elegido diputado por la provincia de Atacama.


Profesó una gran lealtad al Presidente Salvador Allende, a quien lo unió no sólo su calidad de socialista, médico y masón, sino también una estrecha amistad.


El golpe de Estado lo sorprendió cumpliendo una tarea que le había encargado el Presidente Salvador Allende: recorrer los países del Este socialista para explicar lo que ocurría en Chile. Probablemente, este hecho fortuito le salvó la vida, ya que todos sus más estrechos amigos de Copiapó, líderes políticos, sindicales y el alcalde del Partido Socialista fueron asesinados por la dictadura sin que aún se encuentren los restos de varios de ellos.


Comenzó un largo peregrinaje como exiliado, que lo mantuvo fuera de Chile hasta 1992. Vivió en Cuba, México y España. En todos estos lugares mantuvo intacta su fe socialista. Participó del movimiento de solidaridad con Chile y ejerció como médico, siempre atendió a los chilenos y latinoamericanos que en cada lugar recurrían a él, pues sabían que la medicina era su vocación y la expresión más alta de su labor pública y humanista.


Volvió a Chile y a Copiapó, donde nuevamente fue elegido, esta vez, concejal de dicho municipio. También volvió al hospital de Copiapó con la experiencia y conocimientos profesionales forjados en el viejo mundo. Además, su estudio permaneció abierto para cualquier poblador, minero o mujer que llegara para atenderse y no tuviera recursos.


En los últimos años tuvo diferencias profundas con su partido y también con la Concertación por la Democracia, pero siempre las mantuvo en el ámbito de una visión de izquierda. Era un hombre inquieto, irreverente, sarcástico, bromista, muy libre de pensamiento y con una gran dosis de rebeldía espiritual. Siguió siendo un actor de la tertulia y de la política atacameña. Y pese a su avanzada enfermedad y a su edad, siempre fue un punto de referencia cultural y político de muchos jóvenes, de muchos militantes de izquierda, de muchos demócratas copiapinos.


El espíritu solidario de Leonardo Hagel Arredondo, su voluntad de ejercer la medicina para ayudar a la gente y la ética pública que rodeó permanentemente su vida siempre estarán presentes en nosotros, en los copiapinos y en la gente de Atacama


Hago llegar mi afecto a su familia y a todos sus amigos en este momento de mucho dolor por la pérdida y partida de Leonardo Hagel Arredondo.


Solicito que se envíe esta intervención a su familia.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará copia de este homenaje a la familia del ex diputado Hagel, con la adhesión de los diputados Carlos Vilches, Fernando Meza y de quien preside.

ENVÍO DE PROYECTO DE LEY DE MODERNIZACIÓN DE LA PLANTA DEL PERSONAL DE LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, en esta oportunidad, levanto mi voz con el objeto de solicitar que se oficie al ministro del Trabajo y a la directora del Trabajo para manifestarles mi protesta por el no envío de un proyecto de modernización de la planta de personal de la Dirección del Trabajo.


En este momento todas las oficinas de dicho servicio están movilizadas protestando por esa razón. 


Pienso que una institución de la Administración del Estado, que tanta importancia tiene para el mundo laboral por las tareas propias de fiscalización, conciliación y mediación, prevención y solución de conflictos es clave para la relación de los trabajadores con los empresarios.


Por eso, es necesario que el país conozca la situación que vive esta institución del Estado. En algunas oficinas, más del 20 por ciento de los trabajadores tienen contratos a honorarios o a contrata, que se pactan por un año. Con esta modalidad, algunos llevan más de doce años en ese servicio, lo que es absolutamente atentatorio contra la ley, porque, un contrato de trabajo temporal, después de renovarlo dos o tres veces, pasa a ser indefinido.


Por eso, denuncio la falta de consecuencia, que en la institución fiscalizadora de las normas del trabajo, éstas no se cumplan en su totalidad.


Ojalá el ministro del Trabajo, Ricardo Solari, aclare esa situación y, en segundo lugar, busque el acuerdo político para que el Ejecutivo envíe el proyecto de modernización de la planta del personal de la Dirección del Trabajo.


Para ese efecto, todos los dirigentes del país se han reunido con parlamentarios de los distritos respectivos. Tuve la posibilidad de conversar con el presidente de la Asociación de Funcionarios del Consejo de Atacama, don José Órdenes, y con los dirigentes Lina Arnello, Hilda Brizuela, José Miguel Sagredo y Adriana Pasten, quienes me transmitieron esta situación, que es atentatoria a la dignidad de los funcionarios de la Dirección del Trabajo.


Desde esta tribuna y a riesgo, como sucede a veces, de ser mal interpretado, solicito que este proyecto sea enviado a la brevedad. Ojalá que en el curso de los próximos días tengamos información oficial del Gobierno sobre la materia.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado señor Fernando Meza.

CIERRE DE CAMINO PÚBLICO EN MINETUÉ, NOVENA REGIÓN. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Socialista y Radical Social Demócrata, tiene la palabra el diputado señor Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, en Pucón, más precisamente en el sector rural denominado Minetué, hay un camino público con dos variantes. Una da acceso al río Trancura, famoso por sus rápidos, belleza y porque en él se practican descensos y se hace mucho deporte.


Cuando se desborda el río inunda toda la zona aledaña, lo que da lugar a las desgracias que conocemos año a año.


Hasta 1991, allí había una balsa de Vialidad, que permitía el tránsito de los vecinos de Minetué, Palguín, Loncofilo, Coilaco y Cahuedañe. Hoy un bote particular les traslada de orilla a orilla.


El propietario del fundo San Vicente de Minetué, quien lo adquirió recientemente, ha cerrado este camino público -cosa que sucede con frecuencia en nuestros campos donde el dinero se impone a los derechos de los ciudadanos- con un tremendo portón, lo cual obliga a cientos y cientos de familias a recorrer más de seis kilómetros para acceder a los centros poblados, en circunstancias de que sólo les bastaría caminar 500 metros si utilizaran dicho camino público. Según mi modesto entender, la compra de una propiedad no incluye los caminos públicos.


Por lo tanto, pido que se oficie al director nacional de Vialidad con el objeto de que se solucione este problema, que no sólo afecta a las comunidades señaladas, sino, además, a un sector denominado “Casa de Lata”, ubicado en el camino a Curarrehue, desde Pucón, donde se presenta una situación similar, lo cual impide a los vecinos vivir con la tranquilidad que se merecen. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.


CIERRE DE ACCESO A LUGAR SAGRADO INDIGENA. Oficios.


El señor MEZA.- Señor Presidente, la comunidad indígena llamada Rayen Lelfun, de Pucón, también está sufriendo los embates del poderío del dinero. Desde hace más de cincuenta años ha utilizado el sector denominado “La Pampa” como lugar sagrado para realizar guillatunes y ceremonias frente a su rehue. Pues bien, el dueño de este fundo no sólo ha cerrado el acceso a dicha zona sagrada, sino, además, la ha cubierto de troncos, malezas y ramas con el fin de impedir el paso incluso de un caballo por ese lugar. Soy testigo presencial de estas anomalías.


Nadie estaría de acuerdo en que, algún día, un maleante o un disidente religioso ingresara a una iglesia católica o a un templo evangélico y destrozara todo lo que se encuentra en el interior, como lo hizo en esta oportunidad el dueño del fundo San Vicente.


Por lo señalado, pido que se oficie al director nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y al subdirector regional a fin de que se busque una solución que signifique respetar las tradiciones y la cultura indígena. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

REGULARIZACIÓN DE FICHAS CAS VENCIDAS EN LA COMUNA DE GORBEA. Oficio.


El señor MEZA.- Señor Presidente, como diputado del distrito Nº 52, me tiene preocupado un problema que afecta a la comuna de Gorbea.


De acuerdo con un reciente informe de la Contraloría General de la República, Gorbea es la comuna que presenta la más alta cifra de fichas CAS vencidas. La inutilización de un 42 por ciento significa que muchas familias, del campo y de la ciudad, no pueden acceder a los muchos subsidios que el Estado entrega a los vecinos. La ineficiencia de la alcaldía de dicha comuna hace que esas fichas CAS no estén al día, lo cual es una vergüenza. Es como tener una alcancía repleta de dinero y no poder darle una moneda a un hambriento. Las ayudas del Estado son para las personas y las municipalidades tienen la obligación de cumplir con lo mínimo: administrar bien los recursos que les entrega. De manera que, en este caso, lo menos que puede hacer es actualizar ese gigantesco porcentaje de fichas CAS vencidas de los vecinos de Gorbea, lo que les impide mejorar sus condiciones de vida
.



Por lo tanto, pido que se oficie al ministro del Interior para que inste al alcalde de Gorbea a solucionar esta situación. 


Al mismo tiempo, los vecinos deben acudir a la municipalidad para exigir que se respeten sus derechos.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.30 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia el proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2005. (boletín Nº 3691-05)

“Honorable Cámara de Diputados:
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Los políticos tienen poca preocupación

por los jóvenes

Los partidos políticos me representan en

mis inquietudes

Grado de acuerdo con la frase

(respuesta "de acuerdo").


La presentación del Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público al Congreso Nacional constituye un hito de gran trascendencia en la gestión de Gobierno. A través de él se ratifica la vigencia de las instituciones democráticas, en este caso, para contar con la autoridad legal para aplicar los recursos fiscales. El Presupuesto, asimismo, sintetiza el conjunto de las actividades, programas y políticas que llevará a cabo el Gobierno durante todo un año, debiendo reflejar en la distribución de esos recursos los compromisos y prioridades que guían su gestión. El Presupuesto, finalmente, es una expresión de la política fiscal, proporcionando señales sobre la dirección y los principios que guían la conducción económica.


El Proyecto que se somete a la consideración del honorable Congreso Nacional contiene las proposiciones del gobierno que presido para la última Ley de Presupuestos del Sector Público que será íntegramente ejecutada por la actual administración. Por tal razón, las propuestas del Ejecutivo para 2005 han sido elaboradas con toda la rigurosidad que demanda la voluntad de cumplir con las metas que el gobierno ha comprometido con el país y de administrar los recursos de todos los chilenos con responsabilidad, transparencia y eficiencia.

I. MARCO GLOBAL


Uno de los principales compromisos que el gobierno tiene con el país y que se refleja directamente en el Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para 2005 es el de administrar las finanzas públicas en base a una regla de política responsable, exigente y transparente. La regla adoptada, consistente en generar anualmente un superavit estructural equivalente a un 1% del Producto Interno Bruto (PIB), se viene aplicando desde 2001 y le ha dado a la economía chilena estabilidad durante un período muy difícil. En un contexto en que las condiciones externas empeoraron en proporciones similares a la de la crisis de 1982-83, la regla de política fiscal ayudó a que la economía se mantuviera creciendo, le dio tranquilidad a los agentes económicos y estabilidad a las políticas públicas. 


La estabilidad que ha aportado la regla de política fiscal, sin embargo, no se expresa sólo en las estadísticas macroeconómicas, las inversiones o los planes gubernamentales. Gracias a la seriedad con que se ha conducido la política fiscal los millones de chilenas y chilenos que cuentan con el apoyo del estado para acceder a la educación y la salud, para recibir sus pensiones, mejorar la calidad de vida en sus ciudades, para proveer una infraestructura que les permita transportar sus productos, para proteger su vida y sus bienes, resguardar sus derechos como ciudadanos o consumidores o contar con oportunidades de progreso, pudieron tener la seguridad de que dicho apoyo se mantendría sólido aún en momentos de turbulencia externa.


Cuando esa turbulencia externa en buena medida se ha disipado queda no sólo la convicción de haber contado con la política fiscal adecuada en estas circunstancias, sino también se materializan los frutos de su aplicación. En efecto, luego de cuatro años de vigencia de la política de superávit estructural, la economía chilena se encuentra en plena reactivación, el bajo costo de financiamiento y las buenas perspectivas alientan la inversión y las finanzas públicas enfrentan esta nueva etapa aliviadas de las obligaciones de servicio de deuda que muchas veces diezman los recursos fiscales de los países que debieron incurrir en un fuerte endeudamiento en condiciones financieras adversas.


Chile ha contado en los últimos cuatro años con la mejor política fiscal que podía tener y, precisamente por haberse demostrado sus méritos, la seguirá aplicando en lo que resta del mandato del gobierno que presido. Mantener la regla de política fiscal no es sólo ser consecuente con lo que se hizo en años anteriores y reconocer en los hechos la valoración que ésta ha hecho a la estabilidad del país, sino, sobre todo, una expresión de la seriedad con la que el actual gobierno asume sus compromisos con la ciudadanía.


El Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para 2005 ha sido formulado íntegramente en el marco de la regla de política fiscal de generar un superávit estructural de 1% del PIB y expresa los frutos de su aplicación en los cuatro años anteriores.


La aplicación de la regla de política a la formulación del Proyecto de Presupuesto incorpora un mejoramiento del marco estructural de las finanzas públicas para 2005. En efecto, la consulta a los paneles de expertos sobre precio del cobre y PIB tendencial arrojó mejoras en ambos parámetros para 2005. Es así como se ha estimado un precio del cobre de largo plazo de 93 centavos de dólar por libra, significativamente superior a los 88 centavos aplicados en 2004. Por su parte, para el PIB tendencial se ha estimado un crecimiento de 4,2%, superior al 3,9% de 2004. 


El incremento del precio del cobre de largo plazo y del PIB tendencial ha elevado los ingresos estructurales estimados para 2005 en casi un 5,5%. Esto proporciona un marco que permite una expansión del gasto del Gobierno Central consolidado en un orden de magnitud similar y, por tanto, superior al de años anteriores. 


En 2005 el comportamiento de los ingresos fiscales estará marcado no sólo por un fortalecimiento de los ingresos estructurales, sino también por un importante componente cíclico, proveniente de un robusto crecimiento, baja inflación y, sobre todo, un alto precio del cobre en respuesta a las condiciones de mercado internacional de este metal. En contraste con los ingresos estructurales, sin embargo, este componente cíclico es esencialmente transitorio, por lo que en 2005 la generación de un superavit estructural de 1% del PIB será compatible con un superavit efectivo levemente superior a esa cifra. Los recursos asociados a este superavit se destinarán, en primer lugar, a reponer los recursos del Fondo de Compensación del Precio del Cobre, de modo que éste pueda volver a operar cuando el precio del cobre vuelva a bajar en años futuros y, complementariamente, a reducir el endeudamiento neto del sector público.


Dado que la aplicación de la regla de superávit estructural permitió déficit fiscales moderados durante el período 2001-2003, contribuyó a la reducción del riesgo país y ha involucrado generar un superávit durante 2004 con el cual se ha prepagado deuda pública, esta política también se refleja en la estructura del gasto proyectada para 2005. Es así como el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2005 contempla un gasto en intereses de la deuda pública sustancialmente inferior al que correspondería si en años anteriores se hubiera seguido una política menos responsable. Así, puede estimarse que si entre 2000 y 2004 los balances fiscales hubieran sido menores en un 1% del PIB a lo que efectivamente fueron, elevando la deuda externa y colocando los spreads soberanos en niveles similares a los de países con tales resultados fiscales, el gasto en intereses sería en 2005 superior en alrededor de 700 millones de dólares a lo proyectado. El ahorro de intereses correspondiente a esta cifra ha podido ser destinado en el Proyecto de Presupuesto para 2005 a financiar programas sociales, inversiones y programas de empleo con apoyo fiscal. La liberación de recursos del servicio de la deuda para financiar actividades sustantivas del estado puede calificarse entonces como un verdadero “dividendo social” de la política fiscal.

II. PRINCIPALES PRIORIDADES.


La primera prioridad del gobierno que se expresa en el Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para 2005 es la generación de empleo.


En 2005 el gobierno se propone contribuir a acelerar la generación de empleo en la economía chilena por tres vías fundamentales. La primera y, posiblemente más importante desde el punto de vista cuantitativo, es manteniendo una política fiscal responsable. Sólo una política de este tipo es capaz de asegurar las condiciones macroeconómicas y financieras capaces de estimular la inversión, la demanda interna y la generación de empleo a través de toda la economía. A este respecto debe recordarse que el sector privado emplea a más del 90% de los trabajadores chilenos. En los últimos meses se ha percibido a este respecto una aceleración de la generación de empleos asalariados que, para consolidarse, requiere un crecimiento sostenido de la inversión y la demanda interna. El Presupuesto contribuye a ello en la medida que sea capaz de generar un marco en que las tasas de interés domésticas y los spreads internacionales para Chile se mantengan bajos.


En segundo lugar, el Proyecto de Presupuesto para 2005 contempla recursos para inversión, programas públicos intensivos en mano de obra e iniciativas especiales que generarán alrededor de 90.000 empleos en promedio en el año. Esto significa que en 2005 podrá contarse con el Presupuesto más intensivo en la generación de empleo desde 1999. Dentro de este esfuerzo destaca una alta proporción de empleos de carácter permanente, la concentración del impacto en el tercer trimestre, donde se contempla alcanzar una cifra de 125.000 empleos con apoyo fiscal, y la creación de nuevas líneas de trabajo, en que la generación de empleos estará ligada a la prestación de servicios a los chilenos más necesitados.


En tercer lugar, el Proyecto de Presupuesto para 2005 contempla la facultad para intensificar el esfuerzo de generación de empleos con apoyo fiscal a lo largo del año, especialmente durante los meses de invierno, en la medida que así lo requiera la evolución de las tasas de desocupación en el país. Dicha autorización permitirá que en el tercer trimestre este esfuerzo se intensifique para completar 180.000 empleos con apoyo fiscal, pudiendo adelantarse dicho esfuerzo para los primeros meses del año en las comunas o regiones que acusen tasas de desocupación de dos dígitos.


Una segunda prioridad para 2005 se ubica en el ámbito social. El gobierno ha establecido importantes compromisos con los chilenos de menores recursos para cuyo cumplimiento ha asignado los recursos necesarios en el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2005.


La propuesta del Ejecutivo asume el conjunto de responsabilidades asociadas a la aplicación de la reforma de la salud. Esto se expresa en la asignación de los recursos necesarios para cumplir las garantías de atención del Plan Auge para 25 patologías, cumpliéndose así con el mandato de la ley recientemente aprobada por el Congreso Nacional. Las ampliaciones de las garantías contempladas para 2005 se concentran en patologías que afectan a niños y a adultos mayores y su resolución se concentra en el sector primario. Asimismo, para preparar la aplicación del Plan Auge a nuevas patologías y mejorar en general la atención en el sistema público se contempla un fuerte incremento de la inversión en infraestructura y equipos que constituye la primera parte de un plan cuatrianual que podrá la infraestructura del sistema público de salud a la altura de las exigencias de la reforma. Parte importante de esta inversión se concentrará en los consultorios de atención primaria, con lo que la salud primaria será el sector de mayor crecimiento al interior de un presupuesto ya expansivo para el conjunto de la salud.


El Proyecto de Presupuesto para 2005, por otra parte, contempla importantes avances en la reforma educacional. En el sistema escolar se asignan los recursos necesarios para culminar el año con 1.732.000 estudiantes incorporados a la Jornada Escolar Completa, equivalentes a 62% del total que se incorporará a este régimen. Asimismo se contempla una intensificación de la incorporación de la informática al proceso educativo, contribuyendo así a cerrar la brecha digital entre los chilenos de distintos estratos socioeconómicos. La asignación de recursos propuesta para 2005 contempla además intervenciones en los dos extremos del ciclo educacional. En el nivel prebásico se incluyen recursos para generar 24.000 cupos para niños provenientes de familias de escasos recursos, con lo que el incremento acumulado desde el inicio del actual gobierno superará los 100.000 cupos. Por su parte, en la educación superior se incrementan los apoyos estudiantiles en la forma de becas y crédito universitario.


El Sistema Chile Solidario intensificará en 2005 su labor en beneficio de las familias en condición de indigencia en el país para lo cual el Proyecto de Presupuesto asigna los recursos previamente programados para este efecto. Al término de 2005 el total de las 225.000 familias que constituyen la meta de este sistema se habrán incorporado a él, agregándose nuevos beneficios en materia de empleabilidad y habitabilidad de los hogares. Por su parte, el programa Chile Barrio se aproxima a cumplir con sus metas de erradicar 105.808 familias de los campamentos que hasta hace poco ocupaban.


En cuanto a los adultos mayores, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2005 contempla los recursos necesarios para aplicar la segunda etapa del incremento de pensiones para pensionados mayores de 70 y 75 años establecido por la Ley N° 19.953, de 2004. Asimismo, se registra un aumento importante de recursos para el pago de pensiones asistenciales, reflejando las 38.000 pensiones adicionales otorgadas en 2004 y la asignación de nuevos cupos para absorber las listas de espera para este beneficio en 2005. La propuesta del Ejecutivo para 2005 incluye, además, el funcionamiento pleno del Servicio Nacional del Adulto mayor, incrementando sus fondos concursables e iniciativas a favor de la calidad de vida de los adultos mayores en el marco de un programa acordado con el Banco Interamericano de Desarrollo.


El Proyecto de Ley de Presupuestos para 2005 contempla un excepcional incremento de recursos orientados a reforzar la seguridad ciudadana y el desarrollo de un sistema judicial eficaz y expedito que dé garantías a todos los chilenos. El Plan Cuadrante de Carabineros se ampliará a otras 7 ciudades, en tanto que el programa Comuna Segura alcanzará a 70 comunas de todo el país. Se proponen asimismo importantes incrementos de recursos para la prevención, rehabilitación y control del tráfico de drogas. Por su parte, con la aplicación de la Reforma Procesal Penal en la Región Metropolitana a partir de julio, se habrá extendido a todo el país, asignándose en el Proyecto de Presupuesto los recursos necesarios para la implementación de tribunales y fiscalías, la contratación de defensores y la dotación de recursos necesarios a los órganos auxiliares de administración de justicia para que ésta opere de manera eficaz. El incremento de recursos asociados a este conjunto de iniciativas de fortalecimiento de la seguridad ciudadana y la administración de justicia puede ilustrarse con dos datos: en 2005 el número de carabineros y detectives dedicados a funciones netamente policiales se incrementará en más de 3.100 efectivos, en tanto que el aumento de recursos asociados al conjunto de reformas a la administración de justicia -reforma procesal penal y tribunales de familia- será de 334 millones de dólares.

III. TRANSPARENCIA.


El Proyecto de Ley de Presupuestos para 2005 constituye una síntesis del conjunto de reformas legales aprobadas en 2003, el desarrollo de sistemas de control de gestión ligados al presupuesto y la adopción de medidas para mejorar el volumen y calidad de la información sobre gestión financiera.


Las proposiciones del Ejecutivo para la distribución de recursos públicos en 2005 integran el resultado de más de 100 evaluaciones de programas e instituciones públicas, la evaluación del desempeño de los servicios públicos en relación a casi 1.000 indicadores de gestión y la evaluación del cumplimiento de metas de gestión en 176 servicios públicos. Este conjunto de información no sólo ha guiado la asignación de recursos sino que -más importante- ha permitido revisar y adecuar el funcionamiento de programas e instituciones en conjunto con sus autoridades, asegurando para todo el sector público una gestión más eficiente y orientada a la ciudadanía. Estos avances han beneficiado no sólo a los usuarios de servicios públicos, sino también a sus funcionarios, que han obtenido bonificaciones por desempeño ligadas al logro de metas de gestión colectiva e institucional. La aplicación de las reformas introducidas por la Ley N° 19.982 sobre Nuevo Trato Laboral y Sistema de Alta Dirección Pública potenciarán estos beneficios al trasladar el principio del mérito y el desempeño a la operación de la carrera funcionaria y a la selección y actuación de altos directivos.


Actualmente no existe en América Latina un país que cuente con la batería de regulaciones, instrumentos e incentivos como la que actualmente tiene Chile para fortalecer la gestión pública. Pero en este esfuerzo el Gobierno no ha estado solo, pues ha contado con el apoyo del Congreso Nacional. Una clara expresión de lo anterior ha sido el funcionamiento a lo largo de todo el año de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, que ha recabado información sobre el desempeño de los servicios públicos, los avances en la ejecución presupuestaria del año y ha analizado en profundidad áreas críticas del funcionamiento del estado. En la elaboración del Proyecto de Ley de Presupuestos para 2005 el Ejecutivo ha recogido muchas de las observaciones y sugerencias formuladas por la Comisión en este proceso.


Como parte de este trabajo, el Proyecto de Presupuesto para 2005 incorpora un sistemático esfuerzo por transparentar, regularizar y racionalizar las asignaciones presupuestarias, lo que lleva a algunos cambios en la estructura y presentación de éste. Estos cambios abarcan tres dimensiones importantes. En primer lugar, se ha completado la racionalización de personas contratadas a honorarios que cumplían funciones permanentes en los servicios, incorporándolas a la dotación de éstos y se ha terminado de descargar los gastos en inversiones y transferencias corrientes de gastos operacionales correspondientes a la gestión de servicios públicos. Este trabajo ha sido especialmente intensivo en el caso del Ministerio de Obras Públicas. Para evitar que estos problemas vuelvan a producirse en el futuro, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2005 incluye un conjunto de normas generales, glosas y adecuaciones del clasificador presupuestario que volverán más rigurosa la ejecución de los presupuestos y la información que de ellos se derive.


Un componente de este trabajo que el gobierno valora especialmente es la solución al problema de la deuda hospitalaria, que en años pasados llegó a más de 80 millones de dólares. El Proyecto de Presupuesto para 2005 refleja un esfuerzo conjunto de autoridades, directivos y funcionarios del Ministerio de Salud que ha llevado a normalizar completamente esta situación.


Una segunda expresión del esfuerzo por elevar la transparencia en el Presupuesto es la transformación de itemes de transferencias en programas presupuestarios. Este cambio, que se expresa en la presentación de 18 nuevos programas presupuestarios permite descomponer la estructura de costos de los programas y evaluar mejor su desempeño. Esta medida, en conjunto con la racionalización general de inversiones y transferencias, lleva a que en el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2005 se registre un incremento de los gastos en personal y bienes y servicios que no responde a aumentos reales de los gastos de operación, sino más bien la plena transparentación de los mismos.


De manera complementaria con lo anterior y respondiendo a la adopción de un nuevo marco para las estadísticas fiscales, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2005 contempla algunos cambios en su presentación producto de la adopción de un nuevo clasificador presupuestario. Este clasificador ha sido elaborado sobre la base de las pautas establecidas en el Manual de Estadísticas Fiscales del Fondo Monetario Internacional de 2001, las que, a su vez, se apoyan en los principios de la contabilidad sobre base devengada.


Entre los principales cambios que el nuevo clasificador introduce se incluye una desagregación mas analítica de la inversión pública (ahora adquisición de activos no financieros e iniciativas de inversión) y de los gastos en personal, el tratamiento de los flujos de caja asociados a transacciones de períodos anteriores como deuda flotante y una clasificación más rigurosa de flujos ligados a operaciones de leasing y expropiaciones.


Estos cambios serán fundamentales para la entrada en operación del Sistema de Información para la Gestión Financiera del Estado (SIGFE), que deberá estar implantado en todas las instituciones del Gobierno Central a fines de 2005. Este sistema representará un nuevo avance en materia de eficiencia y transparencia de la gestión pública, generando información al día para la toma de decisiones en los servicios públicos, los ministerios y el nivel central de gobierno, así como para responder a los requerimientos de información del Congreso Nacional, los analistas y la opinión pública.


Someto de este modo a la consideración del honorable Congreso Nacional el presente Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para 2005. Lo hago con la profunda satisfacción que entrega honrar los compromisos contraídos con el país, de estar cumpliendo con metas y reformas muy importantes para el bienestar de los chilenos y haber dado pasos fundamentales para el logro de mayores niveles de eficiencia y transparencia en la gestión de los recursos públicos.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El artículo 1°, contiene el cálculo de ingresos y la estimación de los gastos del Presu​puesto del Sector Público, que conforman los presupuestos de ingresos y gastos del Fisco y de los servicios e instituciones regidos por la Ley de Administración Financiera del Estado. El total neto asciende a ​$ 13.102.590 millones y de US$ 2.144 millones.


En el subtítulo Gastos en Personal, de cada uno de los presupuestos de los servicios e instituciones que se proponen, se incorpora el efecto año de los mejoramientos sectoriales y generales aprobados en anualidades anteriores y en la presente y, en su caso, las provisiones correspondientes, lo que se refleja en la cifra pertinente en moneda nacional contenida en el artículo 1°.


El artículo 2°, incluye el cálcu​lo de los ingresos generales de la Nación y la estimación de los programas de gastos en subsidios, operaciones complementarias, servicio de deuda y transferencias de aportes fiscales a los organismos que aprueban presupuesto en esta ley. Este agregado presupuestario, denominado Tesoro Público, presen​ta niveles de ingresos y gastos del orden de $ 10.632.900 millones y US$ 2.073 millones.​ 


El artículo 3° tiene como propósito autorizar al Presidente de la República para contraer, hasta por el monto que se señala, obligaciones de carácter financiero en el exterior o en el país. Por las características de este tipo de operaciones en cuanto al plazo de los compromisos que se con​traen, resulta indispensable que este artículo sea aprobado por el honorable Congreso Nacional con quórum calificado, según lo dispuesto en el artículo 60, N° 7 de la Constitución Política de la República.


Los artículos siguientes proponen disposi​ciones complementarias sobre materias de orden presupuestario.


El artículo 4° se refiere a limitaciones al gasto, en cuanto a que sólo en virtud de ley puede incrementarse la suma de determinados conceptos de egresos corrientes. Asimismo, se dispone similar exigencia respecto de gastos en inversión, cuando se haya alcanzado el 10% por sobre la suma aproba​da en esta ley, para esos fines; sin perjuicio de las excepciones o exclusiones que establece. Con ello, se dá cumplimiento al inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de1975, en cuanto a que en la Ley de Presupuestos corresponde fijar limitaciones al gasto y las exclusiones y autorizaciones de su variación que procedan. Se incluye además, un inciso que permite efectuar, durante el primer trimestre del año 2005, traspasos o reasignaciones entre ministerios, de los recursos incluidos en sus presupuestos para la ejecución de programas e iniciativas en beneficio de las pequeñas y medianas empresas.


El artículos 5° dispone que los procedimientos de identifica​ción de proyectos de inversión a que deben someterse los servicios e instituciones, serán aplicables igualmente a la adquisición de los inmuebles que señala.


El artículo 6° regula los procedimientos de licitación a que estarán afectos los servicios públicos para adjudicar durante el año 2005 la realización de estudios para inversiones y proyectos de inversión, distinguiendo, en relación a sus montos, la utilización de licitación pública o privada.


El artículo 7° tiene como objetivo posibili​tar el resguardo del interés fiscal, al facultar a la autoridad correspondiente para que, en los decretos que dispongan transferencias de recursos, se puedan incorporar condiciones de uso o destino de éstos e información periódica sobre su aplicación y reintegros cuando corresponda. Se incorpora también un inciso que no permite que con las transferencias que constituyan asignaciones globales a unidades de un servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, se destinen recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, excepto que estén expresamente autorizados en el respectivo presupuesto.


El artículo 8° prohibe a los organismos y servicios públicos, la adquisición, arrendamiento o construcción de viviendas destinadas a sus funcionarios, con las excepciones que se señalan.


El artículo 9° somete a autorización previa de la cartera de Hacienda aquellas operaciones que consigna las que, como consecuencia de sus formas de pago, comprometen recursos para ejercicios futuros, constituyéndose en limitante a la asignación de recursos en tales ejercicios. 


El artículo 10 regula la provisión de cargos vacantes durante el año 2005, a fin de coadyuvar al financiamiento del pago de bonificaciones por retiro voluntario originadas en la ley N° 19.882; que deberá efectuarse durante el año.


El artículo 11 se refiere a las operaciones de adquisición de vehículos que deberán contar con autorización previa cuando su precio supere al que fije el Ministerio de Hacienda.


El artículo 12, mantiene las definicio​nes, limitaciones y normas respecto de dotaciones de vehículos, para el año 2005.


El artículo 13 regula, sin innovar respecto de ejercicios anteriores, el destino del producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que, de acuerdo a sus facultades, efectúe durante el año 2005 el Ministerio de Bienes Nacionales.


En el artículo 14 se ratifica que la Direc​ción de Presupuestos deberá proporcionar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados informa​ción relativa a la ejecución del presupuesto, deuda pública y del Banco Central, copia de los balances y estados financieros de las empresas del Estado y demás que señala,.


El artículo 15 tiene como objetivo sustituir pagarés emitidos acorde con el artículo 75 de la ley N° 18.768 por pagarés o bonos emitidos por la Tesorería General de la República. Dicha operación y sus respectivos canjes se sujetarán al procedimiento que se determine por uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda. 


El artículo 16 identifica los mecanismos reglamentarios y administrativos necesarios para la ejecución del presupuesto del Sector Público para el año 2005.


El artículo 17 tiene por objetivo optimizar los servicios de telecomunicaciones para transmisión de datos de las instituciones públicas de cobertura nacional.


De acuerdo al plazo que establece la disposi​ción constitucional señalada precedentemente, someto a vuestra consideración para ser tratado durante la Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente:

PROYECTO DE LEY :

“I. CALCULOS DE INGRESOS Y ESTIMACIONES DE GASTOS.


Artículo 1º.- Apruébanse el Cálculo de Ingresos y la Estimación de los Gastos del Presupuesto del Sector Público, para el año 2005, según el detalle que se indica:

A.
En Moneda Nacional:

	
	
	En Miles de $
	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de

Transferencias
	Total

	INGRESOS
	13.613.994.220
	511.404.210
	13.102.590.010

	Impuestos
	9.890.293.697
	
	9.890.293.697

	Imposiciones previsionales
	867.658.477
	
	867.658.477

	Transferencias corrientes
	176.133.044
	133.086.418
	43.046.626

	Rentas de la propiedad
	261.590.184
	5.664.642
	255.925.542

	Ingresos de operacion
	373.293.556
	
	373.293.556

	Otros ingresos corrientes
	281.054.574
	
	281.054.574

	Venta de activos no financieros
	43.602.852
	
	43.602.852

	Venta de activos financieros
	988.705.929
	
	988.705.929

	Recuperacion de prestamos
	198.290.036
	
	198.290.036

	Transferencias para gastos de capital
	400.242.720
	372.653.150
	27.589.570

	Endeudamiento
	101.400.296
	
	101.400.296

	Saldo inicial de caja
	31.728.855
	
	31.728.855

	
	
	
	

	GASTOS
	13.613.994.220
	511.404.210
	13.102.590.010

	
	
	
	

	Gastos en personal
	2.319.522.094
	
	2.319.522.094

	Bienes y servicios de consumo
	854.726.349
	
	854.726.349

	Prestaciones de seguridad social
	3.646.019.299
	
	3.646.019.299

	Transferencias corrientes
	3.494.565.426
	128.671.026
	3.365.894.400

	Integros al fisco
	20.661.968
	10.080.034
	10.581.934

	Otros gastos corrientes
	11.511
	
	11.511

	Adquisición de activos no financieros
	111.627.651
	
	111.627.651

	Adquisición de activos financieros
	465.239.873
	
	465.239.873

	Iniciativas de inversion
	933.955.623
	
	933.955.623

	prestamos
	173.640.115
	
	173.640.115

	Transferencias de capital
	1.331.121.466
	372.653.150
	958.468.316

	Servicio de la deuda
	242.860.812
	
	242.860.812

	Saldo final de caja
	20.042.033
	
	20.042.033


B.
En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	
	En Miles de US$
	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de

Transferencias
	Total

	INGRESOS
	2.144.257
	
	2.144.257

	Impuestos
	864.100
	
	864.100

	Transferencias corrientes
	717
	
	717

	Rentas de la propiedad
	688.002
	
	688.002

	Ingresos de operacion
	3.330
	
	3.330

	Otros ingresos corrientes
	54.637
	
	54.637

	Venta de activos financieros
	-544.043
	
	-544.043

	Recuperacion de prestamos
	689
	
	689

	Endeudamiento
	1.047.715
	
	1.047.715

	Saldo inicial de caja
	29.110
	
	29.110

	GASTOS
	2.144.257
	
	2.144.257

	Gastos en personal
	123.007
	
	123.007

	Bienes y servicios de consumo
	143.256
	
	143.256

	Prestaciones de seguridad social
	724
	
	724

	Transferencias corrientes
	54.337
	
	54.337

	Adquisición de activos no financieros
	10.430
	
	10.430

	adquisición de activos financieros
	10
	
	10

	Iniciativas de inversion
	1.372
	
	1.372

	Prestamos
	939
	
	939

	Transferencias de capital
	264.949
	
	264.949

	Servicio de la deuda
	1.511.997
	
	1.511.997

	Saldo final de caja
	33.236
	
	33.236



Artículo 2º.- Apruébanse el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación y la Estimación de los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2005, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $
	Miles de US$

	Ingresos generales de la nacion:
	
	

	Impuestos
	9.890.293.697
	864.100

	Transferencias corrientes
	4.746.708
	87

	Rentas de la propiedad
	168.702.022
	688.002

	Ingresos de operación
	7.786.976
	3.296

	Otros ingresos corrientes
	69.647.565
	17.702

	Venta de activos no financieros
	42.209
	

	Venta de activos financieros
	482.964.225
	-572.743

	Recuperacion de prestamos
	3.716.810
	

	Endeudamiento
	
	1.047.715

	Saldo inicial de caja
	5.000.000
	25.000

	Total ingresos
	10.632.900.212
	2.073.159

	Aporte fiscal:

	
	

	Presidencia de la república
	7.169.362
	

	Congreso nacional
	50.764.580
	

	Poder judicial
	178.424.143
	

	Contraloría General de la República
	22.969.266
	

	Ministerio del Interior
	255.300.820
	

	Ministerio de Relaciones Exteriores
	22.477.904
	126.913

	Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción
	43.451.282
	

	Ministerio de Hacienda
	147.667.891
	

	Ministerio de Educación
	2.216.425.360
	

	Ministerio de Justicia
	261.091.776
	

	Ministerio de Defensa Nacional
	924.620.643
	144.520

	Ministerio de Obras Públicas
	570.675.104
	

	Ministerio de Agricultura
	145.810.904
	

	Ministerio de Bienes Nacionales
	5.290.798
	

	Ministerio del Trabajo y Previsión Social
	3.084.052.838
	

	Ministerio de Salud
	831.220.119
	

	Ministerio de Minería
	18.249.691
	

	Ministerio de Vivienda y Urbanismo
	411.923.028
	

	Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
	39.676.732
	

	Ministerio Secretaría General de Gobierno
	27.643.592
	

	Ministerio de Planificación y Cooperación
	153.105.861
	

	Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República
	16.373.857
	

	Ministerio Público
	67.411.501
	

	
	
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	-Subsidios
	351.186.113
	

	-Operaciones complementarias
	610.638.805
	289.869

	-Servicio de la deuda pública
	169.278.242
	1.511.857

	Total aportes
	10.632.900.212
	2.073.159


II. DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS


Artículo 3°.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 1.047.715 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación.


Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 152.285 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


Para los fines de este artículo podrán emitirse y colocarse bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.


La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2005 y aquellas que se contraigan para efectuar pago anticipado de deudas constituidas en ejercicios anteriores, conviniéndose a plazos iguales o inferiores al promedio que reste para el servicio de las deudas que se extinguirán, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2005, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Artículo 4°.- En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los gastos en personal, bienes y servicios de consumo, prestaciones de seguridad social, transferencias corrientes, integros al fisco y otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.


No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incremen​tarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.


Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades, aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de adquisición de activos no financieros, iniciativas de inversión y transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.


Sin perjuicio de lo anterior, durante el primer trimestre del ejercicio presupuestario se podrán traspasar o reasignar entre ministerios los recursos que se incluyen en sus presupuestos para la ejecución de programas e iniciativas en beneficio de las pequeñas y medianas empresas. El resultado de estas reasignaciones deberá ser informado a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados.


Artículo 5°.- La identificación previa a que se refiere el artículo 19 bis del decreto ley 
N° 1.263, de 1975, se aplicará respecto de los fondos aprobados en la presente ley para los ítem 01 y 02 del subtítulo 29 en lo concerniente a compra de casas, edificios, oficinas, locales y otros similares, rigiendo al afecto lo dispuesto en dicho artículo y su reglamento.


Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a la disposición citada en el inciso precedente. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.


Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2005, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos. 


Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo 
N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 7°.- En los decretos que dispongan transferencias con imputación a los ítem 02 y 03, de los subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que deberá dar a los recursos la institución receptora; las condiciones o modalidades de reintegro de éstos a que quedará afecta dicha entidad y la información sobre su aplicación que deberá remitir al organismo que se señale en el respectivo decreto.


Aquellas transferencias incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria, en los distintos conceptos de gasto, mediante documento interno de administración del respectivo Servicio, visado por la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de egresos y actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria mensual. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La emisión del referido documento y su visación podrán efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. 

 
Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.


Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.


Artículo 9°.- Los órganos y servicios públicos, regidos presupuestariamente por el decreto ley N° 1.263, de 1975, necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para comprometerse mediante el sistema de contratos de arrendamiento de bienes con opción de compra o adquisición a otro título del bien arrendado y para celebrar contratos de arrendamiento de inmuebles cuya renta mensual y/o plazo superen los que fije el referido Ministerio. 


Los organismos regidos por la ley N° 18.695 podrán requerir las autorizaciones previas a que se refiere el inciso anterior cuando acrediten que a la fecha de la solicitud, no adeudan aportes al Fondo Común Municipal ni registran ellos mismos o las corporaciones a través de las cuales administran los servicios traspasados en virtud del decreto con fuerza de ley N° 1-3063, de 1979, del Ministerio del Interior, deudas por concepto de cotizaciones previsionales.


Artículo 10.- Durante el año 2005, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos que realicen sus funcionarios con derecho a percibir la bonificación por retiro establecida en el Título II de la ley N° 19.882.


Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente para el pago de las bonificaciones devengadas conforme a la antes citada ley y para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera.


El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta.


Artículo 11.- Los órganos y servicios públicos de la administra​ción civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para la adquisición a cualquier título de toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.


Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que estos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.


Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motoriza​dos a que se refiere el artículo 12 de esta ley, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


Artículo 12.- La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado con la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.


En el decreto supremo respectivo, podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los 
vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.


Artículo 13.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2005 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 al 2004, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:


65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;


10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y


25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.


La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente, ni respecto de las enajenaciones que se efectúen de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 17.174, en el decreto ley N° 2.569, de 1979 y en la ley N° 19.229.


No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.


Artículo 14.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:

1.
Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los cuarenta y cinco días siguientes al término del respectivo mes.

2.
Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos de la Partida Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.

3.
Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los cuarenta y cinco días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y comportamiento de la deuda bruta del Gobierno Central.

4.
Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurada en presupuesto inicial; presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, dentro de los cuarenta y cinco días siguientes al término del respectivo trimestre.

5.
Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

6.
Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los noventa días y ciento veinte días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.

7.
Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 

8.
Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Asimismo, toda información que en virtud de otras disposiciones de la presente ley deba ser remitida a las referidas Comisiones de Hacienda, será igualmente proporcionada por los respectivos organismos a la Comisión Especial de Presupuestos.


Artículo 15.- Autorízase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda, sustituya los pagarés emitidos en virtud del artículo 75 de la ley N° 18.768, por otros documentos o bonos emitidos por la Tesorería General de la República, cuyo plazo de vencimiento promedio será igual o inferior al de vencimiento de la deuda a que se refiere la ley N° 18.358. El procedimiento de sustitución, tasa de interés y demás características, condiciones y modalidad de dichos instrumentos serán los que se determinen en el respectivo decreto.


Una vez que se sustituyan los pagarés señalados en el inciso anterior o que se contraigan obligaciones con el propósito de pagar anticipadamente la deuda a que se refiere la ley 
N° 18.358 y sus modificaciones, se podrán celebrar contratos de canje de tasas de interés y de monedas relacionados con los pasivos resultantes. La suma de los montos involucrados en los contratos de canje no podrá exceder el total de los pasivos relacionados.


Artículo 16.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975. 


Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, y la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley N° 19.104, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quién podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.


Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.


La fijación de montos y plazos a que se refiere el artículo 9° de esta ley, se efectuará por oficio del Ministro de Hacienda. 


Artículo 17.- Las instituciones públicas cuyos contratos de telecomunicaciones para transmisión de datos, expiren en el transcurso del año 2005, deberán dar cumplimiento de los procedimientos, requisitos y estándares tecnológicos, que mediante decreto del Ministerio del Interior y Ministerio de Hacienda se establezcan antes del 31 de diciembre de 2004.


La Red de Conectividad del Estado, que administra el Ministerio del Interior, ampliará su cobertura a nivel nacional, y podrá prestar servicios de telecomunicaciones y acceso a Internet a las instituciones públicas que se determine incorporar a dicha red.


Artículo 18.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1° de enero del año 2005, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°.


Dios Guarde a V.E.


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; NICOLAS 
EYZAGUIRRE GUZMAN, Ministro de Hacienda”.

2.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el acuerdo por el que se crea la Organización Internacional de la Viña y el Vino y sus anexos, adoptados en París el 3 de abril de 2001. (boletín 
Nº 3686-10)
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo por el que se Crea la Organización Internacional de la Viña y el Vino y sus Anexos, adoptados en París el 3 de abril de 2001.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


El presente Acuerdo sustituye a la Oficina Internacional de la Viña y del Vino, creada por el Convenio de 29 de noviembre de 1924, publicado en el Diario Oficial del 16 de junio de 1954.


El objetivo que tuvo en vista la Asamblea General de la Oficina Internacional de la Viña y el Vino, en su reunión celebrada en Buenos Aires el 5 de diciembre de 1997, fue adaptar los estatutos de la Entidad al nuevo contexto del sector vitivinícola mundial, de sus medios humanos, materiales y presupuestarios, así como, en su caso, de sus procedimientos y reglas de funcionamiento, a fin de responder a los nuevos desafíos y asegurar el futuro vitivinícola mundial.

II. CARACTERÍSTICAS DEL ACUERDO.


Como característica especial de este Acuerdo, debe señalarse la disposición referida a la toma de decisiones, basada principalmente en el consenso y, alternativamente, en el sistema de mayoría calificada, o sea, dos tercios más uno de los votos ponderados, sobre la base de un voto por miembro, con lo que se persigue obtener que sus resoluciones cuenten con el debido respaldo internacional.


Otra característica del Acuerdo, favorable a nuestro país, es la determinación del pueblo relativo de cada Estado Miembro en el sector vitivinícola mundial, donde se promedia la producción, la superficie y el promedio de consumo, con lo que se calculan los votos ponderados a que puede acceder.


Asimismo, el Acuerdo establece una mayor coordinación en el plano internacional con los diferentes operadores del sector, acercando a los Estados Miembros, productores, consumidores e instituciones internacionales en su calidad de observador, especialmente con las organizaciones internacionales con más injerencia en el tema, como las que se pasan a señalar:

a)
La Organización Mundial de Comercio (OMC). El Acuerdo deja fuera las normas relativas al comercio internacional, armonizando así sus disposiciones con las normas de la OMC, especialmente mediante la coordinación con el Comité Sanitario y Fitosanitario (SPS) y el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados al Comercio (Adpic o Trips);

b)
El Códex Alimentario. La Oficina Internacional de la Viña y del Vino ya comprometió trabajos en el tema de la variedad de los productos de la viña (aditivos, contaminantes, seguridad e higiene alimentaria, etiquetación, metodología de análisis, residuos de pesticidas), para los cuales el Códex Alimentario tiene un enfoque horizontal. Se estima establecer un protocolo de colaboración entre ambas instituciones;

c)
La Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (Ompi). Se decidió emprender el estudio sobre posibles soluciones, en el caso de un conflicto entre las indicaciones geográficas y las marcas y entre las indicaciones geográficas homónimas a través del Comité Permanente del Derecho de Marcas, Diseños y Modelos Industriales;

d)
La Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO). Se mantiene la colaboración entre la OIV y el Departamento de Estadísticas de la FAO en lo que concierne al acercamiento y armonización de los datos calculados por cada organización, mediante intercambios de opinión de gran calidad; y

e)
La Unión para la Protección de las Obtenciones Vegetales (Upov). Las relaciones entre la OIV y la Upov se mantienen sobre los temas de interés común a las dos organizaciones, en relación a los cepajes.


Finalmente, cabe destacar que la OIV gozará de personalidad jurídica, correspondiéndole a cada Estado miembro conferirle la capacidad jurídica necesaria para el ejercicio de sus funciones.

III. CONTENIDO DEL ACUERDO.


El Acuerdo consta de un Preámbulo y de 19 Artículos Permanentes, cuyo contenido esencial es el siguiente:

1.
Creación de la OIV.


En el Artículo 1 se crea la Organización Internacional de la Viña y el Vino (OIV), como un organismo intergubernamental de carácter científico y técnico de competencia reconocida en el ámbito de la viña, del vino, de las bebidas a base de vino, de las uvas de mesa, de las uvas pasas y de los demás productos de la vid.

2.
Objetivos y funciones.


Mediante el Artículo 2, se otorgan nuevas funciones a la OIV, relacionadas con las siguientes materias:


Primero, con elaborar y formular recomendaciones y hacer el seguimiento de su aplicación de común acuerdo con sus Miembros, sobretodo en las siguientes materias: condiciones de producción vitícola; prácticas enológicas; definición y/o descripción de productos, etiquetado y condiciones de ingreso en el mercado; y métodos de análisis y apreciación de los productos derivados de la vid.


Segundo, con someter a sus Miembros las propuestas relativas a la garantía de autenticidad de los productos derivados de la vid para mayor transparencia a los consumidores y, en particular, en cuanto a las menciones de etiquetado; a la protección de las indicaciones geográficas, y, en particular, de las áreas vitivinícolas y las denominaciones de origen, designadas por nombres geográficos o no, que les son asociados, en la medida en que no cuestionan los acuerdos internacionales en materia de comercio y propiedad intelectual; y a la mejora de los criterios científicos y técnicos de reconocimiento y protección de las obtenciones vegetales vitivinícolas.


Tercero, con participar en la protección de la salud de los consumidores y contribuir a la seguridad sanitaria de los alimentos, a través de la vigilancia científica especializada que permite evaluar las características propias de los productos derivados de la vid; promoviendo y orientando las investigaciones sobre características nutricionales y sanitarias apropiadas; y ampliando, más allá de los destinatarios contemplados en el Artículo 2, párrafo n, la difusión de la información resultante de dichas investigaciones a los profesionales de la medicina y la salud.

3.
Derechos de voto.


El Artículo 4, que se complementa con lo dispuesto en los Anexos 1 y 2 del Acuerdo, tiene por objeto determinar el puesto relativo de cada Estado Miembro en el sector vitivinícola mundial, acorde con las condiciones establecidas en los mencionados Anexos.

4.
Modalidades de funcionamiento y procesos de tomas de decisiones.


El Artículo 5, que se complementa con lo dispuesto en el Anexo 2, se refiere a las facultades que tiene la Asamblea General en su calidad de órgano supremo de la OIV, debiendo destacarse la de aprobar los acuerdos de cooperación y colaboración que puede celebrar con organizaciones internacionales en el ámbito de la viña y sus productos derivados. 

5.
Financiamiento.


El Artículo 6, que se complementa con lo dispuesto en los Anexos 1 y 2 del Acuerdo, dispone que la OIV se financia con las contribuciones anuales de sus miembros, estableciéndose en el Artículo 7 un sistema de sanciones por el no cumplimento de dicha obligación.

6.
Cláusulas finales.


Los Artículos 11 a 19 contienen las cláusulas usuales a este tipo de instrumentos internacionales, relativas a la firma y adhesión del Acuerdo, sus reservas, su entrada en vigor y denuncia. 


En mérito de lo precedentemente expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Acuerdo por el que se Crea la Organización Internacional de la Viña y el Vino” y sus Anexos, adoptados en París el 3 abril de 2001.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; JAIME CAMPOS 
QUIROGA, Ministro de Agricultura”.

ACUERDO POR EL QUE SE CREA LA ORGANIZACIÓN

INTERNACIONAL DE LA VIÑA Y EL VINO

Preámbulo


Por un Convenio internacional de fecha 29 de noviembre de 1924, los Gobiernos de 
España, Francia, Grecia, Hungría, Italia, Luxemburgo, Portugal y Túnez decidieron crear una Oficina Internacional del Vino.


Por una decisión de 4 de septiembre de 1958 de los Estados miembros de la época, dicha oficina tomó el nombre de Oficina Internacional de la Viña y del Vino. Esta Organización intergubernamental cuenta, a 3 de abril de 2001, con cuarenta y cinco Estados miembros.


En la resolución Comex 2/97 adoptada durante la sesión del 5 de diciembre de 1997, celebrada en Buenos Aires (Argentina), la Asamblea General de la Oficina Internacional de la Viña y del Vino decidió proceder, en función de las necesidades, a la adoptación del nuevo contexto internacional de los objetivos de la Oficina Internacional de la Viña y del Vino, de sus medios humanos, materiales y presupuestarios, así como, en su caso, de sus procedimientos y reglas de funcionamiento, para responder a los nuevos desafíos y asegurar el futuro del sector vitivinícola mundial.


En aplicación del artículo 7 del citado Convenio, el Gobierno de la República Francesa, a quien se dirigió una petición por parte de treinta y seis Estados, convocó una Conferencia de Estados miembros, los días 14, 15, 22 de junio de 2000 y 3 de abril de 2001, en París.


En consecuencia, los Estados miembros de la Oficina Internacional de la Viña y del Vino, de aquí en adelante las Partes, han adoptado las siguientes disposiciones:

Capítulo I - Objetivo y funciones

Artículo 1
1.
Las Partes deciden crear la “Organización Internacional de la Viña y el Vino” (O.I.V.), que sustituye a la Oficina Internacional de la Viña y del Vino establecida por el Convenio del 29 de noviembre de 1924 modificado. La O.I.V. se rige por las disposiciones del presente Acuerdo.

2.
La O.I.V. persigue sus objetivos y ejerce sus funciones tal como está previsto en el artículo 2 como organismo intergubernamental de carácter científico y técnico de competencia reconocida en el ámbito de la viña, del vino, de las bebidas a base de vino, de las uvas de mesa, de las uvas pasas y de los demás productos derivados de la vid.

Artículo 2

1.
En el marco de sus competencias, los objetivos de la O.I.V. son los siguientes:

a)
indicar a sus miembros las medidas que permitan tener en cuenta las preocupaciones de los productores, consumidores y demás actores del sector vitivinícola:

b)
asistir a las otras organizaciones internacionales intergubernamentales y no gubernamentales, en particular a las que tienen actividades normativas;

c)
contribuir a la armonización internacional de las prácticas y normas existentes y, cuando sea necesario, a la elaboración de nuevas normas internacionales a fin de mejorar las condiciones de elaboración y comercialización de los productos vitivinícolas, tomando en cuenta los intereses de los consumidores.

2,
Para alcanzar dichos objetivos, la O.I.V. ejerce las siguientes funciones:

a)
promueve y orienta las investigaciones y experimentaciones científicas y técnicas a fin de satisfacer las necesidades expresadas por sus miembros, evalúa los resultados recurriendo a expertos calificados, cuando es necesario, y asegura su eventual difusión por los medios apropiados;

b)
elabora, formula recomendaciones y hace un seguimiento de su aplicación de común acuerdo con sus miembros, sobre todo en las siguientes materias:

i)
  condiciones de producción vitícola,

ii)
  prácticas enológicas,

iii)
  definición y/o descripción de productos, etiquetado y condiciones de puesta en el
  mercado.

iv)
  métodos de análisis y apreciación de los productos derivados de la vid;

c)
somete a sus miembros las propuestas relativas a:

i)
la garantía de autenticidad de los productos derivados de la vida, sobre todo de cara a los consumidores y, en particular en cuanto a las menciones de etiquetado.

ii)
la protección de las indicaciones geográficas, y en particular de las áreas vitivinícolas y las denominaciones de origen, designadas por nombres geográficos o no, que les son asociados, en la medida en que no cuestionan los acuerdos internacionales en materia de comercio y propiedad intelectual.

d)
contribuye a la armonización y la adaptación de la normativa por sus miembros o, si es necesario, al reconocimiento mutuo, en lo que se refiere a las prácticas que entran en el ámbito de sus competencias;

e)
asegura la mediación entre los países u organizaciones que la solicitan, estando el costo eventual de la misma a cargo de los solicitantes;

f)
asegura el seguimiento que permite evaluar las evoluciones científicas o técnicas susceptibles de provocar efectos significativos y duraderos en el sector vitivinícola y mantiene informados a su debido tiempo a los miembros;

g)
participa en la protección de la salud de los consumidores y contribuye a la seguridad sanitaria de los alimentos:

i)
a través de la vigilancia científica especializada, que permite evaluar las características propias de los productos derivados de la vid,

ii)
promoviendo y orientando las investigaciones sobre las características nutricionales y sanitarias apropiadas,

iii)
ampliando, más allá de los destinatarios contemplados en el artículo 2 párrafo n, la difusión de la información resultante de dichas investigaciones a los profesionales de la medicina y la salud;

h)
favorece la cooperación entre los miembros a través de:

i)
la colaboración administrativa,

ii)
el intercambio de informaciones específicas,

iii)
el intercambio de expertos,

iv)
la ayuda y el asesoramiento de expertos sobre todo en la organización de proyectos conjuntos y otros estudios comunes;

i)
tiene en cuenta, en el ejercicio de sus actividades, el carácter específico de cada uno de sus miembros en lo que se refiere a los sistemas de producción de los productos derivados de la vid y de los métodos de elaboración de vinos y bebidas espirituosas de origen vitivinícola;

j)
contribuyente al desarrollo de redes de formación en el ámbito de la viña y los productos derivados de la vid;

k)
contribuye al conocimiento o al reconocimiento del patrimonio vitivinícola mundial y de los elementos históricos, culturales, humanos, sociales y medioambientales vinculados;

l)
otorga su patrocinio a las manifestaciones públicas o privadas cuyo objeto no comercial entre en el ámbito de su competencia;

m)
mantiene, en el marco de sus trabajos y cuando sea necesario, un diálogo útil con los operadores del sector y concluye con ellos acuerdos apropiados;

n)
recoge, trata y garantiza la difusión de la información más apropiada y la comunica a:

i)
sus miembros y sus observadores,

ii)
las demás organizaciones internacionales intergubernamentales y no gubernamentales,

iii)
los productores, los consumidores y los demás actores del sector vitivinícola,

iv)
los demás países interesados,

v)
los medios de comunicación y de modo más amplio, al público en general;


A fin de facilitar el ejercicio de esta función de información y comunicación, la O.I.V. solicita a sus miembros, a los beneficiarios potenciales y, en su caso, a las demás organizaciones internacionales, que le proporcionen datos y cualquier otro elemento de apreciación, sobre la base de solicitudes razonables;

o)
asegura con periodicidad regular, la evaluación de la eficacia de sus estructuras y sus procedimientos de funcionamiento.

Capítulo II - Organización

Artículo 3
1.
Los órganos de la O.I.V. son:

a)
la Asamblea General;

b)
el Presidente;

c)
los Vicepresidentes;

d)
el Director General;

e)
el Comité Ejecutivo;

f)
el Comité Científico y Técnico;

g)
la Mesa Ejecutiva;

h)
las Comisiones, Subcomisiones y Grupos de Expertos;

i)
el Secretariado.

2.
Cada miembro de la O.I.V. está representado por los delegados de su elección. La Asamblea General es el órgano plenario de la O.I.V. Se compone de los delegados designados por los miembros. Puede delegar algunas competencias al Comité Ejecutivo formado por un delegado por miembro. El Comité Ejecutivo puede delegar, bajo su autoridad, algunas de sus competencias administrativas rutinarias a la Mesa Ejecutiva de la O.I.V. formada por el presidente, los vicepresidentes de la O.I.V. así como por los presidentes de las comisiones y subcomisiones. El presidente, el primer vicepresidente y los presidentes de comisiones son de nacionalidad diferente.

3.
La actividad científica de la O.I.V. se lleva a cabo en los Grupos de Expertos, las subcomisiones y las comisiones, coordinados por un Comité Científico y Técnico, en el marco de un plan estratégico aprobado por la Asamblea General.

4.
El Director General es responsable de la administración interna de la O.I.V., de la contratación y gestión del personal. Los procedimientos de contratación deben asegurar, en lo posible, el carácter internacional de la Organización.

5.
La O.I.V. puede también admitir observadores. Los observadores son admitidos una vez aceptadas, por escrito, las disposiciones del presente Acuerdo y del Reglamento Interno.

6.
La sede de la Organización está en París (Francia).

Capítulo III - Derechos de voto

Artículo 4

Cada miembro fija libremente el número de delegados, pero sólo dispone de un número de votos de base igual a dos, al que se añade, en su caso, un número determinado de votos adicionales, calculado a partir de criterios objetivos que determinan el puesto relativo de cada Estado miembro en el sector vitivinícola, según las condiciones descritas en los anexos Nº 1 y Nº 2, que forman parte integrante del presente Acuerdo. El total de estas dos cifras constituye el número de votos ponderados. La actualización del coeficiente que determina la situación de cada Estado miembro en el sector vitivinícola se efectúa de manera periódica de acuerdo con las disposiciones del anexo Nº 1.

Capítulo IV - Modalidades de funcionamiento y procesos de toma de decisiones

Artículo 5
1.
La Asamblea General es el órgano supremo de la O.I.V. Debate y adopta los reglamentos relativos a la organización y al funcionamiento de la O.I.V. y las propuestas de resoluciones de carácter general, científico, técnico, económico y jurídico, así como a la creación o supresión de Comisiones y Subcomisiones. Fija el presupuesto de ingresos y gastos 
dentro del límite de los créditos existentes, controla y aprueba las cuentas. La Asamblea General aprueba los acuerdos de cooperación y colaboración en el ámbito de la viña y sus productos derivados que la O.I.V. puede concluir con las organizaciones internacionales. Se reúne una vez al año. Se pueden convocar sesiones extraordinarias a petición de un tercio de los miembros de la O.I.V.

2.
Para que las deliberaciones sean válidas, se exige la presencia efectiva en las sesiones de un tercio de los miembros que representen al menos la mitad de los votos ponderados. La representación de un miembro puede confiarse a la delegación de otro miembro, pero una delegado puede ejercer una sola representación ademá de la suya.

3.
a) El consenso es el procedimiento normal de toma de decisiones de la Asamblea General para la adopción de las propuestas de resoluciones de carácter general, científico, técnico, económico y jurídico, así como para la creación o supresión de Comisiones y Subcomisiones. También se aplica al Comité Ejecutivo en el ejercicio de sus atribuciones en este campo.

b)
El consenso no se aplica a la elección del presidente de la O.I.V., de los presidentes de comisiones, subcomisiones y del Director General, ni al voto del presupuesto o a las contribuciones financieras de los miembros. Tampoco se aplica a otras decisiones financieras tal y como se fija en el Reglamento Interno.

c)
Si la Asamblea General o el Comité Ejecutivo no llegan a un consenso durante la primera presentación de un proyecto de resolución o de decisión, el presidente toma todas las iniciativas para consultar a los miembros a fin de acercar los puntos de vista en el período que procede la siguiente reunión de la Asamblea General o del Comité Ejecutivo. Cuando han fracasado todos los esfuerzos para alcanzar el concenso, el presidente puede proceder a una votación por mayoría calificada, o sea los dos tercios más uno de los miembros presentes o representados, sobre la base de un voto por miembro. Sin embargo, si un miembro considera que sus intereses nacionales esenciales están amenazados la votación se pospone un año. Si esta posición se confirma posteriormente por escrito por el ministro de Asuntos Exteriores u otra autoridad competente del miembro concernido, no se procede a la votación.

4.
a) La elección del presidente de la O.I.V., de los presidentes de comisiones y subcomisiones, del Director General se realiza mediante una votación por mayoría calificada ponderada, o sea los dos tercios más uno de los votos ponderados de los miembros presentes o representados, con la condición de que la mitad más uno de los miembros presentes o representados se haya pronunciado a favor del candidato. Si no se cumplen estas condiciones, se reúne una asamblea extraordinaria en un plazo máximo de tres meses. Durante este período, el presidente los presidentes de comisiones y de subcomisiones y el Director General en el cargo mantienen, según el caso, sus atribuciones.

b)
El mandato del presidente de la O.I.V., de los presidentes de comisiones y subcomisiones es de tres años. El mandato del Director General es de cinco años, siendo éste reelegible para otro mandato de cinco años, en las mismas condiciones exigidas para su elección. La asamblea general puede revocar en cualquier momento al Director General, en las condiciones de mayorías combinadas que se aplicaron en su elección.

5.
El voto del presupuesto y de las contribuciones financieras de los miembros se efectúa por mayoría calificada ponderada, o sea los dos tercios más uno de los votos ponderados de los miembros presentes o representados. La Asamblea General nombra, en las mismas condiciones, a un auditor financiero, a propuesta conjunta del Director General y de la Mesa Ejecutiva de la O.I.V., con el informe favorable del Comité Ejecutivo.

6.
Los idiomas oficiales son el francés, el español, el inglés. Su financiación se establece en el anexo Nº 2 del presente Acuerdo. Sin embargo, la Asamblea General lo puede adaptar, si es necesario, según las condiciones del artículo 5 punto 3a. A petición de uno o de varios miembros se podrán añadir otros miembros, tales como el italiano y el alemán, con el objetivo de mejorar la comunicación entre los miembros, con las mismas modalidades de financiación. Previamente, los usuarios concenidos habrán tenido que aceptar formalmente su nueva contribución financiera, consecuencia de su petición. Más allá de un total de cinco idiomas cualquier nueva petición se someterá a la Asamblea General quién tomará su decisión en las mismas condiciones definidas en el artículo 5 punto 3a. El francés sigue siendo el idioma de referencia en caso de litigio con terceros no miembros de la Organización.

7.
Los órganos constitutivos de la O.I.V. funcionan de manera abierta y transparente.

Capítulo V - Financiación de la O.I.V.

Artículo 6
1.
Los miembros de la O.I.V. deben pagar la contribución financiera establecida cada año por la Asamblea General. El monto se fija en aplicación de las disposiciones definidas en los anexos Nº 1 y Nº 2 del presente Acuerdo. La contribución financiera de los eventuales nuevos miembros se fija por la Asamblea General a partir de las disposiciones definidas en los anexos Nº 1 y Nº 2 del presente Acuerdo.

2.
Los recursos financieros de la O.I.V. están constituidos por las contribuciones obligatorias anuales de cada uno de los miembros y observadores y por los ingresos de sus actividades propias. Las contribuciones obligatorias se pagan a la O.I.V. en el transcurso del año civil de que se trata. Transcurrido este período se consideran pagadas con retraso.

3.
Los recursos financieros de la O.I.V. pueden incluir también contribuciones voluntarias de sus miembros, donaciones, asignaciones, subvenciones o financiaciones de cualquier naturaleza que emanen de organizaciones internacionales, nacionales, ya sean estatales, paraestatales o privadas a condición de que esta financiación sea conforme a las directivas generales que la Asamblea General establezca, de acuerdo con las disposiciones del artículo 5 punto 3a que se incluirán en el Reglamento Interno.

Artículo 7

1.
Cuando se constate que un miembro no ha pagado las cuotas anuales por dos ejercicios anuales, los derechos de voto y participación de dicho miembro en el Comité Ejecutivo y la Asamblea General siguientes a dicha constatación quedan automáticamente suspendidos. El Comité Ejecutivo fija, caso por caso, las condiciones en las que dichos miembros pueden regularizar su situación o, en su defecto, pueden considerarse como miembros que han denunciado el Acuerdo.

2.
Cuando se constate que un miembro no ha pagado tres cuotas sucesivas, el Director General notifica esta situación a los miembros u observadores concernidos. Si en el plazo de dos años a partir del treinta y uno de diciembre del tercer año no se ha regularizado la situación, los miembros u observadores concernidos quedan automáticamente excluidos.

Capítulo VI - Participación de las organizaciones internacionales intergubernamentales

Artículo 8

Una organización internacional intergubernamental puede participar en los trabajos o sermiembro de la O.I.V. y contribuir a la financiación de la Organización según las condiciones fijadas, caso por caso, por la Asamblea General propuesta del Comité Ejecutivo.

Capítulo VII - Enmienda y revisión del Acuerdo

Artículo 9
1.
Cada miembro puede proponer enmiendas al presente Acuerdo. La propuesta debe dirigirse por escrito al Director General. Éste la comuna a todos los miembros de la Organización. Si en el plazo de seis meses a partir de la fecha de comunicación, la mitad más uno de los miembros son favorables a la propuesta, el Director General la presenta a consideración de la primera Asamblea General que se celebre al final de dicho plazo. La decisión se adopta por consenso de los miembros presentes o representados. Una vez adoptadas por la Asamblea General, las enmiendas se someten a los procedimientos de aceptación, aprobación o ratificación internos previstos por la legislación nacional de los miembros. Entran en vigor el trigésimo día después del depósito del instrumento de aceptación, aprobación, ratificación o adhesión que complete los dos tercios más uno de los miembros de la Organización.

2.
La revisión del presente Acuerdo se instituye de derecho si al menos los dos tercios más uno de los miembros aprueban la petición. En este caso, una conferencia de los miembros es convocada por el gobierno francés en un plazo de seis meses. El programa y las propuestas de revisión se comunican a los miembros al menos dos meses antes de la reunión de la conferencia. La conferencia así reunida fija por sí misma su procedimiento de actuación. El Director General de la O.I.V. ejerce en dicha Conferencia la función de secretario general.

3.
Antes de la entrada en vigor de un acuerdo revisado, la asamblea general de la Organización determina, en las condicionees fijada spor el presente Acuerdo y el Reglamento Interno contemplado en el artículo 10, en qué medida los Estados partes en el presente Acuerdo que no hayan depositado ningún instrumento de aceptación, aprobación, ratificación o adhesión podrán participar, tras la fecha de entrada en vigor, en las actividades de la O.I.V.

Capítulo VIII - Reglamento Interno

Artículo 10

La Asamblea General adopta el Reglamento de la O.I.V., que precisa, cuando es necesario, las modalidades de aplicación del presente Acuerdo. Hasta que no se adopte el nuevo Reglamento Interno, el Reglamento de la Oficina Internacional de la Viña y del Vino continúa en vigor. Fija en particular las atribuciones, las reglas de funcionamiento de los órganos contemplados en los artículos anteriores, las condiciones de participación de los observadores, así como las condiciones de examen de las propuestas de reservas que pueden ser eventualmente formuladas al presente Acuerdo y las disposiciones relativas a la gestión administrativa y financiera de la O.I.V. También precisa las condiciones en las que los documentos necesarios para los miembros de la Asamblea General y del Comité Ejecutivo les serán comunicados, en particular en lo relativo a la financiación, antes de la toma de decisión en la materia.

Capítulo IX - Cláusula finales

Artículo 11

La O.I.V. tendrá personalidad jurídica, y cada uno de sus miembros le conferirá la capacidad jurídica necesaria para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 12


Se pueden formular propuestas de reservas al presente Acuerdo. Deberán ser aceptadas por la Asamblea General, de acuerdo con las disposiciones del artículo 5 punto 3a.

Artículo 13


El presente Acuerdo está disponible para su firma por todos los Estados miembros de la Oficina Internacional de la Viña y del Vino hasta el 31 de julio de 2001. Está sometido a aceptación, aprobación, ratificación o adhesión.

Artículo 14


Cualquier Estado no contemplado en el artículo 13 del presente Acuerdo puede pedir su adhesión. Las peticiones de adhesión se dirigen directamente a la O.I.V., con copia al Gobierno de la República Francesa, que procede a su notificación a los Estados signatarios o partes del presente Acuerdo. La O.I.V. informa a sus miembros de las peticiones presentadas y de cada observación eventual formulada. Éstos disponen de un plazo de seis meses para dar a conocer su opinión a la O.I.V. Al final del plazo de seis meses, la adhesión es efectiva si una mayoría de miembros no se ha opuesto. El depositario notificará al Estado el resultado de su petición. Si ésta es aceptada el Estado concernido tendrá doce meses para depositar el instrumento de adhesión ante el depositario. Cualquier Estado contemplado en el artículo 13 que no haya firmado el presente Acuerdo en los plazos prescritos puede adherir al mismo en cualquier momento.

Artículo 15


Los instrumentos de aceptación, aprobación, ratificación o adhesión se depositan ante el Gobierno de la República Francesa, el cual procede a su notificación a los Estados signatarios o partes del presente Acuerdo. Los instrumentos de aceptación, aprobación, ratificación o adhesión se depositan en los archivos del Gobierno de la República Francesa.

Artículo 16

1.
El presente Acuerdo entra en vigor el primer día del año siguiente al depósito del trigésimo primer instrumento de aceptación, aprobación, ratificación o adhesión.

2.
Para cada uno de los Estados que aceptan, aprueban o ratifican el presente Acuerdo o adhieren al mismo tras la fecha de entrada en vigor, el presente Acuerdo se aplica el trigésimo día después del depósito del instrumento de aceptación, aprobación, ratificación o adhesión de dicho Estado.

3.
La Asamblea General de la Oficina Internacional de la Viña y del Vino define, según las condiciones fijadas por el Convenio de 29 de noviembre de 1924 modificado y por el Reglamento Interno, en qué medida los Estados partes de dicho Convenio Internacional que no hayan depositado ningún instrumento de aceptación, aprobación, ratificación o adhesión, pueden participar en las actividades de la O.I.V. después de la entrada en vigor de este Acuerdo.

Artículo 17

1.
El Convenio de 29 de noviembre de 1924 modificado se dará por terminado por decisión unánime de la primera Asamblea General celebrada tras la entrada en vigor del presente Acuerdo, a no ser que todos los Estados partes del Convenio anteriormente citado, hayan acordado por unanimidad, antes de la entrada en vigor del presente Acuerdo, las condiciones de cesación de los efectos de dicho Convenio.

2.
La “Organización Internacional de la Viña y el Vino” sucede en todos sus derechos y obligaciones a la Oficina Internacional de la Viña y del Vino.

Artículo 18


Cualquier miembro parte del presente Acuerdo puede denunciarlo en cualquier momento mediante un comunicado escrito previo, con seis meses de antelación, dirigido al Director General de la O.I.V. y al Gobierno de la República Francesa. Cualquier observador puede decidir retirarse de la Organización en cualquier momento mediante un comunicado escrito previo, con seis meses de antelación, dirigido al Director General de la O.I.V.

Artículo 19


El Gobierno de la República Francesa es el depositario del presente Acuerdo, cuyas tres versiones en los idiomas francés, español e inglés son del mismo tenor y dan igualmente fe.


En testimonio de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, han firmado el presente Acuerdo de creación de la “Organización Internacional de la Viña y del Vino” (O.I.V.).


En París, el 3 de abril de 2001.


Conforme con su original.


(Fdo.): CARLOS PORTALES CIFUENTES, Embajador Subsecretario de Relaciones Exteriores Subrogante.

Santiago, 12 de junio de 2003”.

Anexo Nº 1 contemplado en los artículos 4 y 6 del presente Acuerdo

Modalidades de determinación de la situación de cada Estado

miembro en el sector vitivinícola

1.
Criterios objetivos que determinan el puesto relativo de cada Estado miembro en el sector vitivinícola:

a)
promedio de la producción de vino, vinos especiales, mostos, alcoholes de origen vitivinícola (expresados en equivalente vinos) en el último período quinquenal conocido, una vez eliminados los dos valores extremos (P);

b)
promedio de la superficie total del viñedo en los tres últimos años;

c)
promedio del consumo aparente de vinos y equivalentes de vinos en los tres últimos años conocidos (C) = (P) Producción - (E) Exportación + (I) Importación.

2.
Fórmula de aplicación para la determinación del coeficiente de cada país:

X% = (0.60 P (Estado miembro) + 0,20 S (Estado miembro) + 0,20 S (Estado miembro ) 100

                        P (Total O.I.V.)                   S (Total O.I.V.)                      C (Total O.I.V.)

3.
La actualización del coeficiente de cada Estado miembro se efectúa:

a)
al comienzo del ejercicio presupuestario siguiente a la adhesión de un nuevo miembro;

b)
cada tres años teniendo en cuenta los últimos datos estadísticos conocidos.

4.
Nuevas adhesiones:


Los países que adhieran a la O.I.V. en los próximos años deben pagar una contribución financiera obligatoria, calculada integralmente a partir de la fórmula de aplicación definida en el presente anexo al que se añade su participación en la financiación específica de los idiomas, en las condiciones fijadas en el anexo Nº 2.

Anexo Nº 2 contemplado en los artículos 4, 5 y 6 del presente Acuerdo

Determinación de los derechos de voto, de las contribuciones financieras obligatorias

de los Estados miembros y de la financiación de los idiomas
1.
Votos de base:


Cada Estado miembro dispone de un número de votos de base igual a dos.

2.
Votos adicionales:


El número total de votos adicionales es igual a la mitad del total de votos de base. Dentro de este límite, se atribuyen votos adicionales, en su caso, además de los votos de base, a algunos Estados miembros en función de su puesto relativo en el sector vitivinícola tal y como resulta de la aplicación de la fórmula definida en el anexo Nº 1.

3.
Votos ponderados:


El número de votos ponderados para cada Estado miembro es igual a la suma de los votos de base y de los eventuales votos adicionales de los que dispone.

4.
Reparto de las contribuciones obligatorias:


El monto total de las contribuciones obligatorias que se solicitan a los Estados miembros se calcula a partir del presupuesto adoptado por la Asamblea General.


Un tercio del monto total de las contribuciones obligatorias se reparte de manera uniforme entre los votos de base.


Dos tercios del monto total de las contribuciones obligatorias se reparten a prorrata de los votos adicionales.


Para facilitar la transición entre el antiguo y el presente Acuerdo, la contribución financiera correspondiente a los dos votos de base detentados por cada Estado miembro no puede ser inferior, durante el primer ejercicio presupuestario, al monto de la “unidad de cotización” antes de la entrada en vigor del presente Acuerdo. En su caso, el monto de las contribuciones financieras a título de los votos adicionales se ajustan consecuentemente para alcanzar el monto total de las contribuciones obligatorias correspondientes al presupuesto adoptado.

5.
Financiación de los idiomas:


La financiación de los idiomas se efectúa en su totalidad por imputación sobre el presupuesto general de la O.I.V. y sin contribución específica de cada grupo lingüístico formado por miembros y observadores usuarios.


Las modalidades de funcionamiento de los idiomas serán objeto de disposiciones particulares fijadas en el Reglamento Interno.


Conforme con su original.


(Fdo.): CARLOS PORTALES CIFUENTES, Embajador Subsecretario de Relaciones Exteriores Subrogante.


Santiago, 12 de junio de 2003”.

3.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un Proyecto de Acuerdo que aprueba el Acuerdo de Transporte Marítimo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular China, suscrito en Beijing el 24 de noviembre de 1995. (boletín Nº 3692-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo de Transporte Marítimo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular China, suscrito en Beijing el 24 de noviembre de 1995.

I. PROPÓSITO DEL ACUERDO.


El presente Acuerdo tiene por objetivos fundamentales promover las relaciones amistosas y fortalecer la cooperación en el ámbito marítimo entre las Partes Contratantes, sobre la base de la justicia, equidad y beneficio mutuo.

II. CONTENIDO.

1.
En primer término, de definen algunos términos básicos para la aplicación del Acuerdo, como son los conceptos de “nave”, “miembro de la tripulación” y “empresa naviera”.

2.
En segundo lugar, se establece que las naves de ambas Partes podrán navegar entre los puertos comerciales de los dos países, incluidos los de las Zonas Económicas Especiales o Zonas libre Comercio, abiertos a las naves extranjeras y dedicarse al transporte de carga y pasajeros entre los dos países o entre los puertos de cualquiera de las Partes Contratantes y un tercer país.

3.
Asimismo, las Partes se obligan a impedir cualesquiera actividades que pudieren perjudicar la navegación internacional normal y a mantener y ampliar la cooperación entre las autoridades marítimas competentes de ambas Partes, en conformidad con sus respectivas leyes y reglamentos nacionales.

4.
A los fines de la aplicación del Convenio, y en el marco antes referido de respeto a los principios de competencia justa, de libertad y de transporte marítimo internacional, no discriminación y de reciprocidad, las Partes Contratantes regulan el trato que ha de darse a las naves de la otra Parte en sus puertos, el derecho a la libre transferencia de invisibles, el reconocimiento recíproco de certificados de nacionalidad de arqueo y otros documentos de las naves, los de viaje de la tripulación, su ingreso, tránsito y estadía, los incidentes en el mar, la cooperación técnica y las entidades que velarán efectivamente por el Acuerdo.

5.
De igual modo y en conformidad con la práctica internacional y el principio de reciprocidad, así como las leyes y reglamentos de cada Parte Contratante, se consigna el derecho de las empresas navieras de cada una de las Partes para establecer sus oficinas de representación y/o filiales en el territorio de la otra Parte, con el objeto de dedicarse al negocio marítimo y otras actividades comerciales dentro del marco permitido por la autoridad competente de esa Parte Contratante.

Ambas Partes Contratantes asumen también el compromiso de proporcionar las facilidades necesarias para el establecimiento de las oficinas de representación y/o filiales mencionadas precedentemente.

6.
En lo que dice relación a la exención de impuesto al flete marítimo para naves de ambas Partes Contratantes, éste se basará en el intercambio de Notas entre los Ministerios de Relaciones Exteriores de los dos países, de fecha 19 de octubre de 1984.

7.
Finalmente, con el objeto de promover el desarrollo marítimo entre los dos países y de tratar materias en controversia derivadas de la ejecución del presente Acuerdo, se dispone un mecanismo de consulta entre las autoridades competentes de ambas Partes para resolverlas mediante negociaciones amigables.

Finalmente, cabe señalar que el presente instrumento pretende dinamizar el sector de los servicios en el área del transporte marítimo con la República Popular China, contribuyendo al mismo tiempo a fortalecer el comercio bilateral entre ambos países, someto a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo Único.- Apruébase el “Acuerdo de Transporte Marítimo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular China”, suscrito en Beijing el 24 de noviembre de 1995.”.


Dios guarde a V.E.,


RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD 
ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; JAVIER ETCHEBERRY CELHAY, Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones”.

ACUERDO DE TRANSPORTE MARÍTIMO

ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y

EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA POPULAR CHINA

El Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular China (en adelante “las Partes Contratantes”), con el propósito de promover la relación amistosa entre los dos países y de fortalecer su cooperación en el ámbito marítimo, siguiendo los principios estipulados en el Acuerdo Comercial vigente entre ambos países y sobre la base de la justicia, equidad y beneficio mutuo, han acordado lo siguiente:

Artículo 1


Para los efectos del presente Acuerdo:

1.
La palabra “nave” significará cualquier nave mercante registrada en el territorio de una Parte Contratante y que enarbole la bandera de ese país, incluídas las naves mercantes que enarbolen la bandera de un tercer país y sean controladas por empresas navieras de una de las Partes Contratantes, pero excluídos los buques de guerra y otras naves no comerciales.

2.
El término “miembro de la tripulación” significará el capitán o cualquier persona que preste servicios a bordo de la nave de una Parte Contratante durante el viaje, que posea los documentoa de identidad señalados en el Artículo 8 del presente Acuerdo, y cuyo nombre aparezca en la nómina de tripulantes de esa nave, incluidos los tripulantes de un tercer país contratados a bordo de la nave de una Parte Contratante y que posean documentos de identidad debidamente extendidos.

3.
El término “empresa naviera” significará cualquier entidad económica constituida o registrada en el territorio de una Parte Contratante, y que sea una persona jurídica dedicada a la actividad comercial del transporte marítimo internacional.

Artículo 2


Las naves de ambas Partes Contratantes podrán navegar entre los puertos comerciales de los dos países, incluidos los de las Zonas Económicas Especiales o Zonas de Libre Comercio, abiertos a las naves extranjeras, y dedicarse al transporte de carga y pasajeros sobre los dos países o entre los puertos de cualquiera de las Partes Contratantes y un tercer país.

Artículo 3


Ambas Partes Contratantes, sobre la base del fortalecimiento de las relaciones mutuas en el ámbito marítimo y observando los principios de competencia justa y libertad de transporte marítimo internacional, impedirán cualesquiera actividades que pudieren perjudicar la navegación internacional normal y mantendrán y ampliarán la cooperación entre las autoridades marítimas competentes de las Partes Contratantes, en conformidad con sus respectivas leyes y reglamentos nacionales.

Artículo 4

1.
Ambas Partes Contratantes otorgarán a las naves señaladas en el Artículo 1 del presente Acuerdo, sobre la base de reciprocidad, un tratamiento no menos favorable que el otorgado a naves de un tercer país en su ingreso/salida de los puertos de la otra Parte Contratante, y en el atraque, desplazamiento, carga/descarga, pago de derechos y cargos portuarios y prestación de servicios marítimos y portuarios.

2.
Las disposiciones del párrafo 1 de este Artículo no afectarán al tratamiento favorecido o la exención especial, si existiere, que cualquiera de las Partes Contratantes otorgue a Estados miembros en virtud de convenios regionales.

Artículo 5
1.
Ambas Partes Contratantes adoptarán todas las medidas necesarias para facilitar y agilizar el transporte marítimo, el acceso de las naves a los puertos, así como las operaciones de manejo de carga, almacenamiento, practicaje y remolque, a fin de evitar la demora innecesaria de las naves, y agilizarán y simplificarán en la medida de lo posible los procedimientos de aduana y otros trámites portuarios.

2.
Cada Parte Contratante se abstendrá de adoptar cualquier medida discriminatoria relativa al tráfico marítimo internacional que pudiere causar algún daño a los intereses marítimos de la otra Parte Contratante.

Artículo 6


Las disposiciones del presente Acuerdo no se aplicarán al cabotaje. Cuando las naves de una Parte Contratante naveguen entre puertos del otro país para descargar cargamentos que ingresen al país desde el extranjero o cargar mercaderías que se dirijan a países extranjeros, incluidos contenedores vacíos, ello no se considerará cabotaje. Lo mismo ocurrirá con el transporte de pasajeros.

Artículo 7

1.
Ambas Partes Contratantes reconocerán mutuamente el certificado de nacionalidad que posea la nave de la otra Parte Contratante y esté debidamente extendido por la autoridad competente de la nación correspondiente a la bandera.

2.
Cada Parte Contratante reconocerá el certificado de arqueo y otros documentos de la nave, debidamente extendidos por la autoridad competente de la otra Parte Contratante para sus naves o aquéllas admitidas por una Parte Contratante y aceptadas sin objeciones por la otra Parte Contratante. Las naves que posean los certificados especificados en este párrafo no serán medidas ni inspeccionadas nuevamente en el puerto de la otra Parte Contratante.


Todos los derechos y cargos portuarios serán calculados y aplicados sobre la base de los certificados mencionados precedentemente.

Artículo 8


Cada Parte Contratante reconoderá los documentos de identidad debidamente expedidos por la autoridad competente de la otra Parte Contratante para los miembros de su tripulación.


El documento de identidad de la tripulación chilena es: el Libro de Registro para Miembros de Tripulaciones de Naves de Alta Mar.


El documento de identidad de la tripulación china es: el Libro del Marino de la República Popular China.

Artículo 9

1.
Durante la permanencia de una nave de una Parte Contratante en un puerto de la otra Parte Contratante, los miembros de la tripulación podrán bajar a tierra y permanecer temporalmente en la localidad del puerto en conformidad con las disposiciones de cada Parte Contratante.

2.
Los miembros de la tripulación de una Parte Contratante podrán ingresar, salir o pasar por el territorio de la otra Parte Contratante en calidad de pasajeros y en cualquier medio de transporte con el objeto de ser repatriados, abordar una nave para prestar servicios u otras razones aceptables para la otra Parte Contratante, con sujeción a la aprobación de la autoridad competente de la otra Parte Contratante.

3.
Si miembros de la tripulación de una Parte Contratante requirieren tratamiento médico en el territorio de la otra Parte Contratante, éstos eran autorizados por las autoridades competentes de esa Parte Contratante para permanecer durante el tiempo que sea necesario a fin de recibir dicho tratamiento.

4.
Ambas Partes Contratantes proporcionarán las facilidades necesarias para que el capitán y los demás miembros de la tripulación de la nave de la otra Parte Contratante se reúnan con los representantes diplomáticos o funcionarios consulares de ese país y viceversa.

Artículo 10

1.
Si una nave de una Parte Contratante sufriere un accidente, varare, naufragare o enfrentare cualquier otro peligro en el mar territorial, las aguas interiores o los puertos de la otra Parte Contratante, la otra Parte Contratante ofrecerá todas las medidas de salvamento y asistencia posibles a esa nave, los miembros de su tripulación, carga y pasajeros. La nave en peligro pagará todos los gastos necesarios en conformidad con los reglamentos de la otra Parte Contratante.

2.
La carga, equipos, provisiones y otros bienes descargados o rescatados de la nave en peligro estarán afectos a impuestos en conformidad con las leyes y reglamentos nacionales, cuando sean entregados para su uso o venta en el territorio de la otra Parte Contratante.

3.
La otra Parte Contratante informará a la Parte Contratante tan pronto como sea posible sobre las condiciones del acciente, varada, naufragio u otro peligro enfrengado por la nave, conforme a lo señalado en el párrafo 1 de este Artículo.

Artículo 11


En conformidad con la práctica internacional y el principio de reciprocidad, así como las leyes y reglamentos de una Parte Contratante, las empresas navieras de la otra Parte Contratante podrán establecer sus oficinas de representación y/o filiales en el territorio de una Parte Contratante, a fin de dedicarse al negocio marítimo y otras actividades comerciales dentro del marco permitido por la autoridad competente de esa Parte Contratante. Ambas Partes Contratantes proporcionarán las facilidades necesarias para el establecimiento de las oficinas de representación y/o filiales mencionadas precedentemente.

Artículo 12


Con respecto a la exención de impuestos al flete marítimo para naves de ambas Partes Contratantes, éste se basará en el intercambio de Notas entre los Ministerios de Relaciones Exteriores de los dos países, de fecha 19 de octubre de 1984.

Artículo 13


Las naves y miembros de la tripulación de una Parte Contratante observarán las leyes y reglamentos de la otra Parte Contratante durante su permanencia en los puertos, aguas interiores y mar territorial de la otra Parte Contratante.

Artículo 14


Los ingresos obtenidos por las empresas navieras de una Parte Contratante en el territorio de la otra Parte Contratante serán liquidados en moneda de libre convertibilidad. Dichos ingresos podrán usarse para pagar los gastos en que se haya incurrido en el territorio de la otra Parte Contratante, o remitirse libremente sin restricción.

Artículo 15


Con el objeto de promover el desarrollo del transporte marítimo entre los dos países y de tratar materias de controversia derivadas de la ejecución del presente Acuerdo, las autoridades competentes de las Partes Contratantes se reunirán para efectuar consultas en las fechas y lugares acordados mutuamente, y las resolverán mediante negociaciones amigables.

Artículo 16

1.
El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha de su suscripción.

2.
El presente Acuerdo podrá ser enmendado por consentimiento mutuo de ambas Partes Contratantes y dichas enmiendas se harán efectivas en la fecha de su suscripción.

3.
Si cualquiera de las Partes Contratantes deseare poner término al presente Acuerdo, deberá dar un aviso por escrito a la otra Parte Contratante por la vía diplomática, con al menos tres meses de anticipación. El presente Acuerdo terminará tres meses después de la fecha de dicho aviso.


Hecho en Beijing, el día 24 de noviembre del año mil novecientos noventa y cinco, en dos ejemplares en los idiomas español, chino e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. Si hubiere cualquier discrepancia respecto de la interpretación, prevalecerá el texto en inglés.


Por el Gobierno de la República de Chile.


Por el Gobierno de la República Popular China.


Conforme con su original.


(Fdo.): MARIANO FERNÁNDEZ AMUNÁTEGUI, Subsecretario de Relaciones Exteriores”.

4.
Mensaje de S.E. el Presidente de la Republica con el que se inicia un proyecto de ley que fija como feriado en la Region Metropolitana el día que señala. (boletín Nº 3695-06)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en someter a consideración de esa honorable Corporación, el siguiente proyecto de ley, que propone fijar como feriado restringido en la Región Metropolitana el próximo día 19 de noviembre de 2004, con motivo de la realización en nuestra capital de la Cumbre Informal de la Apec Chile 2004.

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


En el mes de noviembre próximo se llevará a cabo en nuestro país la Cumbre Informal de Líderes del año Apec Chile 2004, uno de los eventos internacionales de mayor envergadura que se hayan registrado en la historia reciente de nuestro país.


Durante el desarrollo del aludido encuentro internacional se concentrarán en nuestro territorio nacional un conjunto inédito de líderes mundiales de primer nivel, con sus correspondientes delegaciones. En efecto, nuestro país contará con la presencia de los Jefes de Estado, Cancilleres y otros altos dignatarios de países tales como Estados Unidos, Rusia, China, Japón, Canadá, Corea, Australia, México, Perú, etc., los que, en su conjunto, representan al 60% de la población del orbe.


Igualmente, acompañando a dichos líderes mundiales, asistirán empresarios del más alto nivel, delegados, periodistas, personal de seguridad, tripulación de aviones, los que en total suman a lo menos 6.000 personas. Lo anterior involucra asimismo a más de 250 vehículos de seguridad, 13 hoteles para el hospedaje de los líderes, 25 hoteles de apoyo, 8 centros de eventos, edificios públicos en el centro de Santiago, etc.


En este contexto y como es razonablemente de prever, la realización de esta magna Cumbre obligará a importantes y complejos desplazamientos viales dentro de la ciudad, así como a operativos de seguridad, cierre de calles y avenidas, desvíos y, en general, a la adopción de todo tipo de medidas extraordinarias de contingencia.


Este panorama generará, con toda seguridad, enormes trastornos, que afectarán el normal desarrollo y desenvolvimiento de la vida cotidiana en la capital. 


La Secretaría Ejecutiva de Apec 2004 se encuentra trabajando intensamente con el Ministerio del Interior, Ministerio de Obras Públicas y Carabineros de Chile con el objetivo de mitigar al máximo los posibles impactos. No obstante estos importantes esfuerzos, por muchas providencias que se adopten al respecto, los trastornos que se ocasionarán con motivo de la realización de la señalada cita resultan, atendida la magnitud del mismo, prácticamente inevitables.


En consecuencia, el Gobierno ha estimado necesario la adopción de medidas extraordinarias, con el propósito que este importantísimo evento se pueda desenvolver en óptimas condiciones de fluidez y seguridad. Lo anterior permitirá sortear con éxito este compromiso internacional, con el consecuente prestigio para nuestro país y sus instituciones.


El feriado local que se propone se inserta precisamente entre las medidas extraordinarias que se pretenden implementar con el propósito de descongestionar la ciudad de Santiago durante el desarrollo de la aludida reunión internacional.


Esta medida, junto con contribuir a descomprimir la ciudad con los propósitos ya señalados, estimulará, al coincidir con un fin de semana, la salida de mucha gente y vehículos desde la Región Metropolitana con objetivos de descanso, lo que producirá un impacto positivo especialmente en la actividad turística y comercial de regiones.

II. EXISTEN PRECEDENTES DE FERIADO LOCALIZADOS.


El Ejecutivo quisiera puntualizar que se trata de una medida de carácter excepcional, adoptada por única vez, que sólo se aplicará en la Región Metropolitana en la fecha señalada y que tiene precedentes.


Por ejemplo, la Ley N° 19.332, fijó como feriado el día 26 de agosto de 1994 únicamente para la comuna de La Serena, con el objeto de que coincidiera con el aniversario número 450 de la fundación de la ciudad del mismo nombre.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto tiene dos normas.


En primer lugar, con el objeto de contribuir a aminorar los impactos que la realización de la aludida Cumbre Internacional va a generar sobre el normal desenvolvimiento de los distintos ámbitos de la vida de nuestra capital, se propone una iniciativa normativa destinada a establecer como feriado, únicamente en la Región Metropolitana, el día 19 de noviembre de 2004, con motivo de la realización de la Cumbre Informal de Líderes de la Apec.


Este feriado, por tanto, se caracteriza, en primer lugar, por tener aplicación únicamente el 2004. No es un feriado permanente. En segundo lugar, sólo se aplicará en la Región Metropolitana. El resto de las regiones del país continuará con su vida laboral normal. 


En segundo lugar, es un feriado de un día: el viernes 19 de noviembre. Comenzará, por tanto, a las cero horas de ese día y se extenderá hasta las 24 horas del mismo. Finalmente, ese día será considerado, para todos los efectos legales, como día feriado e inhábil.


El otro contenido del proyecto, es que corrige una omisión de la Ley Nº 19.973. En ella se declaró feriado para ciertos trabajadores el día en que se celebran las elecciones generales de parlamentarios y Presidente de la República. Pero omitió referirse a las elecciones municipales. Dada la proximidad de las próximas elecciones de este tipo, se incorpora también esta fecha. Lo contrario sería una regulación insuficiente.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Fíjase como feriado para la Región Metropolitana, el día viernes 19 de noviembre de 2004.


Artículo 2º.- Agrégase al número 7 del artículo 38 del Código del Trabajo, modificado por la Ley Nº 19.973, después de la expresión Ley Nº 18.700” la expresión : “y en el artículo 106 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; JOSÉ MIGUEL 
INSULZA SALINAS, Ministro del Interior”.

5.
Mensaje de S.E. el Presidente de la Republica con el que se inicia un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de remuneraciones por jornada extraordinaria y de trabajadores temporeros agrícolas. (boletín Nº 3696-13)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en someter a consideración de esa honorable Corporación un proyecto de ley que aborda algunos aspectos relativos a remuneraciones por concepto de jornada extraordinaria de trabajo y a la regulación del pago de remuneraciones adeudadas a los trabajadores agrícolas de temporada.

I. FUNDAMENTOS.

1.
Nueva base de cálculo para el pago de la jornada extraordinaria de trabajo.


Como es de conocimiento de ese honorable Congreso Nacional, el sistema laboral chileno está edificado sobre la base de la libertad de contratación, principio en virtud del cual concurren al mercado laboral tanto trabajadores como empleadores.


Esta libertad se expresa en la autonomía de la voluntad que tienen las partes para fijar las cláusulas del contrato de trabajo. Sin embargo, se ha hecho necesario incorporar a esta relación convencional algunos elementos tutelares que están determinados por la desigualdad económica natural que caracteriza a las partes que negocian la que, por lo demás, ha sido reconocida a través de toda la historia moderna del Derecho del Trabajo. 


Lo anterior debe entenderse, especialmente, a partir de una óptica valórica, que otorga un importante rol social al trabajo asociado a una justa remuneración, consideraciones que se encuentran por sobre la simple calificación jurídica de un contrato bilateral como el de trabajo.


En este contexto, si bien existe en este caso una igualdad jurídica, propia de las relaciones contractuales privadas, por otro lado se han ido generado, por razones socialmente prioritarias, resguardos especiales a la posición económica relativamente desmedrada que peculiariza al trabajador en la relación de tipo laboral.


Este rol tutelar es, precisamente, la razón de ser de numerosas normas del Código del Trabajo y de los instrumentos internacionales suscritos por nuestro país en el marco de las resoluciones y acuerdos de la Organización Internacional del Trabajo.


En el ámbito específico de las remuneraciones, entendida como una característica esencial que define al vínculo laboral, la aludida libertad contractual permite crear un sinnúmero de mecanismos a partir de los cuales establecer diversos tipos de compensaciones en dinero y especies, todo ello como contraprestación por el trabajo que desarrolla una persona. Es así como encontramos remuneraciones fijas o variables o ambas en forma combinada, o remuneraciones por día, pieza o por obra.


Sin embargo, el rol protector de la legislación laboral ha consignado como de gran importancia diferenciar la remuneración que compensa la jornada ordinaria de trabajo, de aquella que se encuentra destinada a retribuir el sobretiempo que el trabajador pone a disposición del empleador para los fines productivos que éste determine.


Es así como esta diferenciación universal se ha traducido en nuestro ordenamiento en que la remuneración de las llamadas “horas extraordinarias” debe ser recargada en un 50% con respecto al valor de la hora en jornada ordinaria.


Lo anterior encuentra su fundamento en que este tiempo en que el trabajador presta sus servicios, por sobre las obligaciones que le impone el contrato, los resta de su vida familiar y social. Además, evidencia en estos casos una grado de compromiso superior con las metas de la empresa, aún sacrificando para ello horas de esparcimiento. En consecuencia, resulta de toda justicia que la referida jornada excepcional se remunere en forma especial, esto es, con el recargo ya mencionado.


Apuntando en la dirección señalada, las reformas laborales de 2001, consignaron una norma orientada a reafirmar el carácter de extraordinario de esta jornada de sobretiempo, al señalar en su artículo 32, que las horas que se trabajen por este concepto deben responder efectivamente a necesidades temporales de la empresa y, además, deben contar con el acuerdo del trabajador, a través de un pacto que al efecto se celebre entre las partes, convención que tiene una vigencia de tres meses renovables, junto a la ya mencionada retribución recargada en un 50%, con respecto al valor de la hora en jornada ordinaria.


Sin embargo, han existido en la práctica, numerosos problemas de aplicación de este último punto, especialmente en el ámbito de aquellos trabajadores remunerados mayoritariamente o casi en su totalidad por factores variables. 


Al respecto, debemos recordar que la remuneración de un trabajador puede componerse de elementos fijos y de otros de carácter eminentemente variables, como bonos, participación y comisiones que, en forma combinada, remuneren su trabajo en una cantidad que no puede situarse por debajo de la remuneración mínima legal, esto es, un ingreso mínimo mensual. Uno de los elementos principales de esta remuneración es el sueldo, definido como tal en el artículo 42 del Código del Trabajo como el estipendio fijo en dinero que el trabajador recibe por sus servicios, denominándose corrientemente a este elemento como sueldo base; un segundo elemento es el sobresueldo que corresponde, conforme al mismo artículo, al pago por las horas extraordinarias en que presta servicios el trabajador y que corresponde al valor de la hora ordinaria, más un recargo del 50%, conforme a lo que se ha señalado.


Dado que la base de cálculo para determinar el valor de la hora ordinaria y consecuencialmente el recargo correspondiente en jornada extraordinaria, es el sueldo base, muchas veces encontramos sueldos base mensuales artificialmente reducidos, muy por debajo del salario mínimo legal, o incluso de cantidades insignificantes que no dicen relación con una remuneración real adecuada siquiera al tiempo en el que el trabajador se encuentra a disposición del empleador, y que para cumplir con la ley en lo referente al monto mínimo mensual, requiere de ser complementado con elementos variables. 


La extensión de esta práctica en algunos sectores, que las acciones de fiscalización han podido determinar con precisión, implica que los sueldos base son lo suficientemente bajos como para que los recargos de las horas extraordinarias no sean relevantes, llegándose al absurdo, en los hechos, de que el valor de la hora ordinaria real, supera en muchos casos al de la hora de sobretiempo.


En mérito de lo anterior, se ha estimado oportuno regular esta materia a través de la proposición de una iniciativa legal que tiene por objeto establecer una base mínima de cálculo para la ponderación de los recargos a que haya lugar al pagar las horas extraordinarias, en el evento de que el estipendio fijo que señale el contrato, sea inferior a un Ingreso Mínimo Mensual, para los trabajadores que laboran en régimen de jornada completa.


De esta manera, la retribución legal por pago de horas extras, no podrá calcularse de forma tal que se vea disminuida a una cantidad inferior que la que pudiere corresponder, al menos, a un ingreso mínimo mensual de un trabajador contratado por la jornada completa.


Consecuencialmente, también los trabajadores contratados bajo el régimen de jornada parcial, considerada en los artículos 40 bis y siguientes del Código del Trabajo, contarán con un piso mínimo para el cálculo de horas extraordinarias, constituida por el Ingreso Mínimo Mensual proporcional que corresponda a la jornada ordinaria pactada bajo esta modalidad.


Fijar el referido piso conforme a los criterios señalados, implica, por cierto, la decisión de determinar una línea divisoria entre los sueldos fijos que pueden ser considerados como abusivos para estos efectos y aquellos que responden efectivamente a un estipendio real y complementario con factores variables en la determinación de la remuneración final del trabajador. Ello, de la misma forma como se ha determinado, en otras épocas, un límite que fija el porcentaje de los recargos por jornada extraordinaria en un 50% del valor de la hora ordinaria, o bien los porcentajes de las utilidades a que acceden los trabajadores al calcular su gratificación legal.


Finalmente, al fijar esta base de cálculo, se está contribuyendo a resguardar la proporcionalidad en los beneficios que se aplica a los contratos por jornada parcial y que ya fue objeto de discusión y aprobación por parte del honorable Congreso Nacional en 2001, en la Ley Nº 19.759.

2.
Remuneraciones adeudadas a trabajadores de temporada agrícola.


La contratación de trabajadores agrícolas de temporada se caracteriza por su alta rotación y precariedad (trabajan en muchos predios distintos en la misma temporada) lo que, entre otras cosas, se traduce en que estos trabajadores generalmente no cobran la totalidad de lo que les corresponde por concepto de remuneraciones y las empresas usualmente terminan la temporada adeudando días de trabajo contratados.


En este contexto, los aludidos trabajadores se ven, en una gran proporción de los casos, imposibilitados de cobrar los saldos de remuneración adeudados, toda vez que en su gran mayoría tienen domicilio en zonas geográficas distintas al lugar de trabajo y la cuantía de los saldos es muy pequeña, haciéndose, en consecuencia, extremadamente oneroso su cobro.


La iniciativa, atendido este complejo escenario, pretende subsanar el inconveniente descrito por la vía de imponer la obligación de la empresa contratista empleadora del trabajador agrícola o del mandante de la obra, en su caso, de depositar los saldos de remuneraciones adeudados en la cuenta individual del seguro de desempleo creado por la ley 19.728. Lo anterior, redundará en un beneficio directo para este tipo de trabajadores que, atendida la naturaleza de su labor, tienen pocas posibilidades de acumular fondos en cantidad suficiente para proveerse de ayuda efectiva en los períodos de búsqueda de empleo.


Asimismo, este mecanismo permitirá ejercer una fiscalización más efectiva sobre los saldos insolutos de remuneración en esta particular actividad económica.


Por último, la alternativa propuesta permite que el trabajador tenga acceso al cobro de sus depósitos y a la información de sus saldos, al tiempo que posibilita que opte por mejorar las prestaciones del seguro a que tiene derecho por aplicación de la ley 19.728.

II. CONTENIDO DEL PROYECTO.

1.
Fija nueva base de cálculo para el pago de las horas extraordinarias en caso de remuneraciones inferiores al ingreso mínimo mensual.


La presente iniciativa de ley, considera modificar el Código del Trabajo, incorporando una oración al final del inciso tercero del artículo 32 de dicho cuerpo legal, norma que establece los requisitos para asociar el trabajo en jornada extraordinaria, junto a la formula de cálculo de su recargo remuneracional.


La norma en cuestión establece que en el caso en que la remuneración convenida sea inferior al ingreso mínimo mensual, este último constituirá la base de cálculo para el recargo por concepto de horas extraordinarias.


De igual forma, se modifica el artículo 40 bis A, del mismo cuerpo legal, relativo a los contratos a tiempo parcial, en orden a establecer en estos casos que la base de cálculo del sobre tiempo, no podrá ser inferior al ingreso mínimo mensual que determina la ley, calculado proporcionalmente a la cantidad de horas pactadas como jornada ordinaria.

2.
Se crea un mecanismo destinado a garantizar el pago de los saldos insolutos adeudados a trabajadores agrícolas de temporada. 


La iniciativa propuesta, agrega un nuevo inciso tercero al artículo 94 del Código del Trabajo, correspondiente al párrafo 2º del título II del libro I, sobre Normas Especiales para los Trabajadores Agrícolas de Temporada.


Dicha norma establece que en el caso de existir saldos de remuneración que no hayan sido pagados al trabajador agrícola de temporada, se impone a la empresa agrícola que los depositen en la cuenta individual del seguro de desempleo creado por la ley Nº 19.728.


Las empresas agrícolas mandantes responderán de éstos pagos de conformidad a lo establecido en los artículos 64 y 64 bis del Código del Trabajo referidos a la responsabilidad subsidiaria del mandante por las obligaciones del contratista con sus trabajadores.


En mérito de las consideraciones expuestas, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Modifícase el Código del Trabajo, en la siguiente forma:

A)
Agrégase en su artículo 32, la siguiente oración en su inciso tercero, pasando su punto aparte (.) a ser seguido:


“En caso de que el sueldo convenido fuere inferior al ingreso mínimo mensual que determina la ley, éste, constituirá la base de cálculo para el respectivo recargo.”.

B)
Agrégase en su artículo 40 bis A, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando su actual inciso segundo a ser tercero:


“La base de cálculo para el pago de dichas horas extraordinarias, no podrá ser inferior al ingreso mínimo mensual que determina la ley, calculado proporcionalmente a la cantidad de horas pactadas como jornada ordinaria.”.

C)
Agrégase al artículo 94 ubicado en el párrafo 2º del Título II del Libro I, del Código del Trabajo, el siguiente inciso tercero nuevo:


“En el caso de existir saldos de remuneración que no hayan sido pagados al trabajador, las empresas agrícolas, deberán depositarlos en la cuenta individual del seguro de desempleo creado por la ley N° 19.728. Los mandantes responderán de éstos pagos de conformidad a lo establecido en los artículos 64 y 64 bis”.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; RICARDO SOLARI SAAVEDRA, Ministro del Trabajo y Previsión Social”.

6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que interpreta el artículo 26 del Decreto Ley Nº 3.063, de 1979, con el propósito de facilitar el funcionamiento de microempresas familiares. (Boletín Nº 3577-03).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que fija como feriado en la Región Metropolitana el día que señala. (Boletín Nº 3695-06).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
8.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego y salas de bingo. (Boletín Nº 2361-23).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

9.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que sustituye la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas. (Boletín Nº 2439-20).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

10. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica la ley de pesca respecto de exigencias para pescadores artesanales. (Boletín Nº 3561-21).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

11. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 52 de la Constitución Política de la República, vengo en incluir, entre los asuntos legislativos de los que podrá ocuparse el honorable Congreso Nacional durante la actual 352ª Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones, del Congreso Nacional, el Proyecto de Acuerdo que aprueba el Acuerdo de Transporte Marítimo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular China, suscrito en Beijing el 24 de noviembre de 1995, presentado por Mensaje Nº 22-352, de 24 de septiembre de 2004.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

12. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 52 de la Constitución Política de la República, vengo en incluir, entre los asuntos legislativos de los que podrá ocuparse el honorable Congreso Nacional durante la actual 352ª Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones, del 


Congreso Nacional, el Proyecto de Acuerdo que aprueba el Acuerdo por el que se crea la Organización Internacional de la Viña y el Vino y sus Anexos, adoptados en París el 3 de abril de 2001. (Boletín Nº 3686-10).


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

13. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de remuneraciones por jornada extraordinaria y de trabajadores temporeros agrícolas. (Boletín Nº 3696-13).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

14. Oficio del Senado.
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“Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa honorable Cámara, sobre el establecimiento de las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, correspondiente al Boletín Nº 2.361-23, con las siguientes modificaciones:

Artículo 2º


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 2º.- Corresponde al Estado determinar, en los términos previstos en esta ley, los requisitos y condiciones bajo los cuales los juegos de azar y sus apuestas asociadas pueden ser autorizados, la reglamentación general de los mismos, como también la autorización y fiscalización de las entidades facultadas para desarrollarlos, todo lo anterior, atendido el carácter excepcional de su explotación comercial, en razón de las consideraciones de orden público y seguridad nacional que su autorización implica.


Es atribución exclusiva de la instancia administrativa que esta ley señala, la de autorizar o denegar en cada caso la explotación de casinos de juego en el territorio nacional.”.

Artículo 3º


Lo ha modificado de la siguiente manera:


En la letra b) ha sustituido las frases “máquinas con premio por suerte o azar” por “máquinas de azar” y “autoridad fiscalizadora que establece esta ley” por “ Superintendencia”.


En la letra c) ha agregado, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “Lo anterior es sin perjuicio de lo señalado en el artículo 63.”.

-o-


Como letra d), ha consultado la letra f), sin enmiendas.

-o-

letra d)


Ha pasado a ser letra e), reemplazando la frase “autoridad encargada por esta ley” por “Superintendencia”.

letra e)


Ha pasado a ser letra f), sin enmiendas.

letra f)


Como se indicó oportunamente, esta letra pasó a ser la letra d), sin enmiendas.

letra i)


La ha suprimido.

letra j)


Ha pasado a ser letra i), agregando, a continuación del punto final (.), que pasa a ser una coma (,), la siguiente frase : “denominada “Superintendencia de Casinos de Juego”, o “Superintendencia” “.

letra k)


Ha pasado a ser letra j), intercalando, a continuación de la palabra “autorizados”, las expresiones “por la Superintendencia”.

Artículo 4º


Ha modificado el inciso segundo de la siguiente manera:


Ha sustituido, en su encabezamiento, la frase “las altas y bajas en el mismo” por “sus modificaciones”.


Ha reemplazado, en su letra b), la palabra “prever” por “prevenir”.


Ha agregado una letra d) nueva, del siguiente tenor:


“d) La incorporación del desarrollo tecnológico en la operación, funcionamiento y fiscalización de los juegos.”.

Artículo 5º


Lo ha modificado de la siguiente manera:


Ha incorporado, en el inciso tercero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “En ningún caso el permiso de operación comprenderá juegos de azar en línea.”.


Ha sustituido, en el inciso cuarto, la frase “máquinas con premio por suerte o azar” por “máquinas de azar”.

Artículo 6º


Ha agregado, antes del punto final (.), la siguiente frase: “que al efecto llevará la Superintendencia”.

Artículo 7º


Lo ha modificado de la siguiente manera:


Ha intercalado, en el inciso segundo, al final de la segunda oración, y antes del punto seguido (.), la expresión “de la Superintendencia”.


Ha consignado su inciso tercero, como inciso segundo del artículo 8º, sin enmiendas.

-o-

Artículo 8º


Como se expresó anteriormente, el inciso tercero del artículo 7º pasó a ser el inciso segundo del artículo 8º, sin enmiendas.

-o-

Artículo 9º

Inciso primero


Ha signado los grupos de personas a los que no se les permite ingresar a las salas de juego o permanecer en ellas, con las letras a); b); c); d); e) y f), respectivamente. 


Ha intercalado en la letra b), entre la palabra “razón” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase “y los interdictos por disipación”.


Ha reemplazado la letra d) por la siguiente:


“d) Los que porten armas, con excepción de los funcionarios de Carabineros e Investigaciones de conformidad con la legislación y reglamentación respectivas;”.


En la letra e) ha sustituido el punto y coma (;) que sigue a la palabra “mismos” por una coma (,), agregando la conjunción “y”.

Inciso segundo


Ha intercalado entre la palabra “prohibiciones” y el punto final (.), la siguiente frase, precedida de una coma (,) : “sin perjuicio de las facultades pertinentes de la Superintendencia”.

Artículo 10


Ha reemplazado su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 10.- No podrán, por sí o por interpósita persona, efectuar bajo circunstancia alguna ningún tipo de apuestas en los juegos de azar desarrollados en los casinos de juegos, las siguientes personas:

a)
El personal de la Superintendencia;

b)
Los funcionarios públicos y municipales que, en razón de sus cargos, tengan la custodia de fondos públicos, y

c)
Las personas que, por mandato o encargo de la Superintendencia, ejerzan labores fiscalizadoras en los casinos de juego.”.

Artículo 11


En el inciso segundo ha intercalado, a continuación de la expresión “previa autorización”, las palabras “de la Superintendencia”.

Artículo 12


Ha suprimido el inciso tercero.

Artículo 14


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 14.- Corresponderá a la Superintendencia fiscalizar el cumplimiento de los requisitos que fijan la ley, los reglamentos y el permiso de operación en relación al funcionamiento de un casino de juegos y sus servicios anexos. Con este efecto, el establecimiento en que funcionen será sometido a revisiones periódicas en cualquier momento y sin previo aviso. El operador deberá otorgar todas las facilidades necesarias para efectuar dicha fiscalización.


No obstante, la Superintendencia podrá mantener personal destacado de manera permanente en el establecimiento durante el horario de funcionamiento, como asimismo al momento de la apertura y cierre diario, para efectos de ejercer sus funciones fiscalizadoras.


Lo dispuesto en los incisos precedentes, se entiende sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias de otros organismos fiscalizadores.”.

Artículo 15


Ha reemplazado, en su inciso segundo, la expresión “Título V” por “Título VI”.

Artículo 16


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 16.- Podrán autorizarse y funcionar sólo hasta 24 casinos de juego en el país, previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que establece la presente ley; dos en cada una de las Regiones del país, con excepción de la Región Metropolitana, en la que no podrán autorizarse en ningún caso.”.

-o-


Ha incorporado los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 17.- Podrán optar a permiso de operación para un casino de juego sólo sociedades anónimas cerradas constituidas en Chile, que se sujeten a las normas de control que rigen a las sociedades anónimas abiertas, según lo dispuesto en la ley N° 18.046, con las siguientes particularidades:

a)
El objeto social será la explotación de un casino de juego, en los términos previstos en la presente ley y sus reglamentos;

b)
Sólo podrán constituirse y funcionar con un máximo de diez accionistas;

c)
El capital social no podrá ser inferior a 10.000 unidades tributarias mensuales, en dinero o en bienes avaluables en dinero, el cual deberá estar suscrito y pagado en un cincuenta por ciento, a lo menos, al momento de la constitución de la sociedad; si así no ocurriere se tendrá por no presentada la solicitud de permiso de operación.


La sociedad que obtuviere el permiso de operación deberá enterar el saldo del capital dentro de los noventa días siguientes al otorgamiento del referido permiso. Transcurrido el plazo señalado sin haberse enterado dicho saldo, el capital de la sociedad se reducirá, de pleno derecho, al monto efectivamente suscrito y pagado, el que, en caso alguno, podrá ser inferior al mínimo legal. Si reducido el capital social al monto efectivamente suscrito y pagado, éste fuere inferior al mínimo señalado, la Superintendencia ordenará el aumento del capital hasta completar al menos dicho capital mínimo en un plazo no superior a sesenta días. Si esta obligación no se cumpliere, se entenderá revocado el permiso de operación;

d)
Las acciones de la sociedad no podrán transferirse sin autorización de la Superintendencia y siempre que los nuevos accionistas cumplan, además, con los requisitos señalados en esta normativa;

e)
Los accionistas no podrán constituir gravámenes ni otros derechos reales, distintos del dominio y en conformidad con lo señalado en esta ley, respecto de las acciones que posean en la sociedad operadora;

f)
La vigencia de la sociedad no podrá ser inferior al tiempo por el cual se otorga el permiso de operación o su renovación, y

g)
El domicilio de la sociedad deberá corresponder al lugar en que se explotará el casino de juego cuya autorización de operación se solicita.


Artículo 18.- Los accionistas de las sociedades operadoras podrán ser personas naturales o jurídicas, que cumplan con los antecedentes comerciales que el reglamento establezca y justifiquen el origen de los fondos que destinarán a la sociedad, lo cual, en todo caso, verificará la Superintendencia. Tratándose de accionistas personas naturales, éstas, además, no deben haber sido condenadas por delito que merezca pena aflictiva.


No podrán formar parte del directorio de la sociedad operadora, además de las personas comprendidas en las inhabilidades contempladas en la ley N° 18.046, quienes no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso anterior, en lo que corresponda.


Los accionistas y los directores de las entidades operadoras no podrán asumir ningún tipo de funciones en las salas de juego.


Cualquier modificación en la composición accionaria o en los estatutos de la sociedad operadora sólo podrá efectuarse previa autorización de la Superintendencia; asimismo, todo nuevo partícipe en la referida sociedad deberá sujetarse a los requisitos legales y someterse a la investigación de antecedentes que efectúe la entidad fiscalizadora como si se tratare de un accionista original.


Artículo 19.- Las solicitudes de permisos de operación o de renovaciones de los mismos, deberán efectuarse de conformidad al siguiente procedimiento y en los períodos que se indican:

a)
Las solicitudes de nuevos permisos de operación deberán anunciarse formalmente durante el primer bimestre de cada año, mediante un formulario elaborado por la Superintendencia, indicándose el lugar en donde se propone la instalación del casino de juego.


Al efecto, deberá acompañarse la escritura social y demás antecedentes y acuerdos relativos a la constitución de la sociedad, así como aquéllos en que consten los poderes de los gerentes y apoderados que los autoricen para tramitar ante la Superintendencia las solicitudes de permiso de operación, licencias de juegos y servicios anexos.

b)
Las solicitudes de renovación de permisos de operación de casinos de juego en ejercicio, deberán anunciarse por sus respectivos operadores entre los 240 y los 210 días anteriores al día del vencimiento del permiso vigente. 


En todo caso, efectuado un anuncio de solicitud de permiso de operación o de renovación, la Superintendencia publicará un aviso de éste en un diario de circulación nacional, y otro de la Región solicitada, dentro de los cinco días siguientes, el que contendrá la individualización de la sociedad solicitante y la indicación del lugar propuesto para el funcionamiento del respectivo casino de juego.


Artículo 20.- Dentro de los treinta días siguientes al vencimiento de los respectivos plazos indicados en el artículo anterior para anunciar una solicitud de permiso de operación o de renovación, las sociedades que lo hicieron formalizarán su solicitud ante la Superintendencia, debiéndose acompañar, a lo menos:

a)
Los antecedentes personales, comerciales y tributarios de los accionistas;

b)
El proyecto integral y su plan de operación, el cual contendrá, a lo menos, las obras o instalaciones a desarrollar; el cronograma de ejecución; el programa de inversiones directas que comprenda el proyecto y las inversiones complementarias que sean necesarias para su desarrollo;

c)
El informe económico-financiero, que comprenderá, a lo menos, un estudio presupuestario; los flujos financieros correspondientes; la rentabilidad proyectada; y la descripción y origen de las fuentes de financiamiento del proyecto.


En todo caso, al menos un 40% del financiamiento del respectivo casino de juegos debe estar constituido por aporte de la propia sociedad;

d)
Los instrumentos en que conste el dominio, el arrendamiento o el comodato relativos al inmueble en que funcionará el casino de juego, o la promesa de celebrar uno de dichos contratos;

e)
La ubicación y planos del establecimiento en que funcionará el casino de juego; las condiciones de seguridad previstas para su funcionamiento y una plantilla estimativa de las personas que habrán de prestar servicios en las diversas instalaciones;

f)
Los juegos de azar y servicios anexos que se pretende explotar;

g)
Los estudios técnicos, comerciales y turísticos que el solicitante estime necesarios para mejor fundar la solicitud de operación;

h)
Un certificado, emitido por el Servicio de Impuestos Internos, que dé cuenta del hecho de encontrarse al día la sociedad operadora y sus accionistas en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias;

i)
Un depósito en dinero, por el monto que establezca el reglamento, para proveer al pago de los gastos de precalificación que deba efectuar la autoridad fiscalizadora de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente;

j)
Una boleta de garantía, emitida a favor de la Superintendencia de Casinos de Juego, en la forma y por el monto que establezca el reglamento, para garantizar el cabal cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 28, y

k)
Los demás antecedentes que establezca el reglamento.


En lo demás, el procedimiento de tramitación de un permiso de operación se regulará también en el reglamento.


Artículo 21.- Previo al estudio y evaluación de un permiso de operación de un casino de juego, la Superintendencia iniciará un proceso de precalificación de la sociedad solicitante y, en particular, de todos sus accionistas, para cuyo efecto tendrá amplias facultades para investigar los antecedentes personales, comerciales, tributarios y penales de los accionistas, incluidas las personas naturales que integren las sociedades accionistas, como asimismo el origen de los capitales aportados.


La investigación de precalificación se basará tanto en los antecedentes presentados por los propios accionistas, como también sobre aquéllos que la Superintendencia recabe en ejercicio de sus atribuciones.


Los costos del proceso de precalificación serán asumidos por la sociedad solicitante, conforme a lo establecido en la letra i) del artículo precedente.


El resultado de la precalificación de la sociedad solicitante y de todos sus accionistas, constituirá la condición necesaria para el inicio del proceso de evaluación tendiente al otorgamiento del permiso de operación.


Las atribuciones establecidas en el presente artículo también se ejercerán por la Superintendencia, cada vez que, ya otorgado un permiso de operación, se produjeren modificaciones en la composición accionaria o en el capital de la sociedad, como asimismo cuando se incorpore un nuevo partícipe en la sociedad operadora.


Las demás normas que regulen el proceso de precalificación se establecerán en el reglamento.


Artículo 22.- Respecto de cada solicitud de operación que se presente, la Superintendencia deberá recabar informe del gobierno regional respectivo y de la municipalidad correspondiente a la comuna en donde se propone el funcionamiento del casino de juego. Asimismo, la Superintendencia requerirá del Servicio Nacional de Turismo y del Ministerio del Interior los informes correspondientes, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo siguiente.


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia requerirá, además, los informes que estime pertinentes a cualquier órgano de la Administración del Estado para que, dentro de la esfera de su competencia, emita un pronunciamiento técnico sobre la solicitud de operación, como asimismo respecto de la sociedad solicitante y de sus accionistas. Asimismo, la Superintendencia podrá recabar cualquier otro informe o investigación que estime conveniente para mejor resolver y requerir de la solicitante cuantas aclaraciones e informaciones complementarias considere oportuno.


Artículo 23.- El cumplimiento íntegro de los requisitos legales y reglamentarios exigidos para el otorgamiento de un permiso de operación, como asimismo el resultado de la precalificación de antecedentes de la sociedad solicitante y de sus accionistas, en los términos previstos en el artículo 21, constituyen condiciones previas y necesarias para dar inicio al proceso de evaluación y de resolución de toda solicitud de operación de casino de juego.


Verificado lo anterior, la Superintendencia procederá a evaluar la solicitud de operación, teniendo en consideración los siguientes criterios y factores, y aplicando al efecto la ponderación que para cada uno de ellos establezca el reglamento:

1.
El informe favorable emitido por el gobierno regional, respecto de la comuna de emplazamiento propuesta por la solicitante, así como su impacto en el desarrollo regional. Este informe será especialmente considerado en la ponderación de la totalidad de los criterios y factores evaluados.

2.
El informe favorable emitido por la municipalidad respectiva sobre el impacto y los efectos del proyecto integral en el desarrollo en la comuna.

3.
La calidad de territorio turísticamente consolidado o de claro potencial turístico del lugar de emplazamiento del casino de juego cuyo permiso de operación se solicita, en virtud del informe que al efecto emita el Servicio Nacional de Turismo.


Se ponderará en forma especialmente favorable para estos efectos, la existencia de un proyecto integral que, junto con tener en cuenta la operación de un casino de juegos, amplíe la infraestructura turística y cultural de la zona en que haya de localizarse.

4.
Las consideraciones de seguridad y orden público que reúna el lugar de emplazamiento y su entorno inmediato, según el informe que al efecto emita el Ministerio del Interior.

5.
Las cualidades del proyecto integral y su plan de operación, considerando al efecto los siguientes factores específicos:

a)
El incremento de la oferta turística de la zona de emplazamiento.

b)
La ubicación, diseño y calidad de las instalaciones.

c)
La relación armónica con el entorno.

d)
La conexión con los servicios y vías públicas.

e)
Los efectos económico-sociales que la instalación del establecimiento haya de crear o promover en la zona geográfica de su localización.

f)
El monto de la inversión total del proyecto a ejecutar por la solicitante.

6.
La evaluación del desempeño o ejercicio operacional del casino de juego, cuando se trate de una solicitud de renovación del permiso de operación de un establecimiento en actual funcionamiento.


Para estos efectos, el Superintendente deberá constituir al interior de la Superintendencia, y presidido por él, un Comité Técnico de Evaluación.


Artículo 24.- Dentro del término de 90 días, contado desde el vencimiento del plazo establecido en el artículo 20, la Superintendencia deberá efectuar la precalificación que señala la ley y evaluar la solicitud, todo lo cual deberá quedar consignado en el expediente que se confeccionará al efecto. Dicho plazo podrá ser prorrogado por un máximo de treinta días, por resolución fundada de la Superintendencia.


Cumplido lo anterior, y dentro del plazo antes señalado, el Superintendente, acompañando el expediente respectivo, formulará una proposición sobre la correspondiente solicitud, fundada en la evaluación y ponderación de cada uno de los criterios y factores señalados en el artículo anterior, la cual se someterá a conocimiento y decisión del Consejo Resolutivo de la Superintendencia.


Artículo 25.- El Consejo Resolutivo, en ejercicio de las atribuciones exclusivas que le encomienda la presente ley, deberá pronunciarse sobre la proposición formulada por el Superintendente, dentro del plazo de treinta días. 


El Consejo Resolutivo no podrá autorizar un permiso de operación a ningún solicitante que no alcance el 60% de la suma total de los puntajes ponderados establecidos en el reglamento. 


Con todo, la sociedad operadora que solicite la renovación de un permiso de operación vigente tendrá derecho preferente para la obtención del permiso cuando, a lo menos, iguale el mejor puntaje ponderado que arroje el proceso de evaluación entre distintos solicitantes.


Artículo 26.- La resolución que otorgue, deniegue o renueve el permiso de operación de un casino de juego deberá ser fundada, conforme a los criterios establecidos en el artículo 23, y estar basada en los antecedentes que obren en poder de la Superintendencia.


La resolución que otorgue o renueve el permiso de operación deberá publicarse en el Diario Oficial, por una vez y en extracto, dentro del plazo de diez días, contados desde su dictación.


El permiso de operación se otorgará por un plazo de quince años, contado desde el otorgamiento del certificado a que se refiere el inciso tercero del artículo 28. Antes de su vencimiento, tales permisos podrán ser renovados mediante un procedimiento análogo al establecido para el otorgamiento de un permiso originario.


En ningún caso se podrá otorgar un permiso de operación provisorio.


Artículo 27.- La resolución que otorgue o renueve un permiso de operación deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:

a)
Razón social, nombre de fantasía si lo hubiere y capital de la sociedad, con indicación del porcentaje pagado y de los plazos en que deberá enterarse el porcentaje suscrito y no pagado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17;

b)
La indicación de las obras e instalaciones que comprenda el proyecto integral autorizado;

c)
Nombre o individualización del casino de juego que se autoriza;

d)
Ubicación y domicilio del establecimiento en donde necesariamente deberá funcionar el casino de juego que se autoriza;

e)
Plazo de vigencia del permiso de operación, y

f)
Licencias de juego otorgadas y servicios anexos autorizados.


Artículo 28.- La sociedad deberá desarrollar el proyecto integral autorizado dentro del plazo establecido en el plan de operación, el cual no podrá exceder de dos años tratándose del inicio de la operación del casino de juego propiamente tal, y de tres años para el cumplimiento de las demás obras o instalaciones que comprenda el proyecto; todo ello contado desde la publicación de la resolución que otorga el permiso de operación. Lo anterior, sin perjuicio que, antes del vencimiento de los referidos plazos, la sociedad hubiere obtenido de la Superintendencia una prórroga, la que sólo podrá otorgarla por razones fundadas.


Vencidos los respectivos plazos o la prórroga, sin que se haya dado cumplimiento a las actividades correspondientes, el permiso de operación se entenderá revocado para todo efecto, no pudiendo aquél solicitarse nuevamente por el mismo peticionario sino una vez transcurrido tres años, contados desde el vencimiento del respectivo plazo o de la prórroga, según corresponda. Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la boleta de garantía indicada en la letra j) del artículo 20.


El operador que se encuentre en condiciones de iniciar la operación de un casino de juego deberá comunicarlo a la Superintendencia, la que dispondrá de 30 días para revisar el estricto cumplimiento de las obligaciones legales y reglamentarias necesarias para iniciar las actividades. Verificado dicho cumplimiento, la Superintendencia expedirá un certificado en el que conste tal circunstancia, documento que habilitará para dar inicio a la operación del casino de juego. Si la Superintendencia observare algunas materias, las señalará expresamente mediante resolución. En este último caso, el operador deberá subsanar tales observaciones y solicitar una nueva revisión, con el objeto que la Superintendencia expida el certificado indicado y así poder dar inicio a la operación. Tal certificado, con indicación de la fecha de vencimiento del respectivo permiso de operación, deberá ser publicado por la Superintendencia en el Diario Oficial, dentro del plazo de diez días desde su otorgamiento. En ningún caso podrá iniciarse el funcionamiento parcial de un casino de juego.


El mismo procedimiento establecido en el inciso precedente, se aplicará respecto del cumplimiento por parte de la sociedad operadora, de las demás obras o instalaciones que comprenda el proyecto integral autorizado por la Superintendencia.


Artículo 29.- El permiso de operación habilitará la explotación del casino de juego expresamente comprendido en él y las demás obras e instalaciones que conforman el proyecto integral autorizado, no pudiendo invocarse este permiso para la habilitación y funcionamiento de otros establecimientos por el mismo operador, como tampoco para establecer sucursales del mismo.


No obstante lo anterior, el operador podrá solicitar a la Superintendencia la ampliación del número de licencias de juego otorgadas o servicios anexos autorizados, según el procedimiento establecido en el reglamento. Asimismo, sólo una vez transcurrido cinco años desde el inicio de operación del casino de juego, el operador podrá solicitar la reducción de una o más de tales licencias o servicios anexos; ello, sin perjuicio de lo establecido en el inciso final del artículo 5° de esta ley.”.

-o-

Artículo 17


Ha pasado a ser artículo 30, sin enmiendas.

Artículo 18


Ha pasado a ser artículo 31, sustituido por el siguiente:


“Artículo 31.- El permiso de operación podrá ser revocado por cualquiera de las siguientes causales, sin perjuicio de las multas que sean procedentes:

a)
No haber dado cumplimiento, en tiempo y forma, a lo establecido en el artículo 28; 

b)
Infringir gravemente las normas sobre juegos contenidas en esta ley y sus reglamentos;

c)
Suspender el funcionamiento de las salas de juego sin causa justificada;

d)
Operar en un establecimiento no autorizado;

e)
Explotar juegos no autorizados o prohibidos;

f)
Transferir la propiedad o el uso del permiso de operación o de las licencias de juego otorgadas;

g)
Explotar servicios anexos no autorizados en el permiso de operación, sin contar previamente con la autorización de la Superintendencia;

h)
Contratar con terceros la administración o prestación de los servicios anexos, sin contar previamente con la autorización correspondiente;

i)
Introducir modificaciones sustanciales al establecimiento en que funcione el casino de juego, sin contar previamente con la autorización de la Superintendencia;

j)
Infringir gravemente las instrucciones que imparta la Superintendencia en ejercicio de sus funciones legales y reglamentarias;

k)
Negar la información requerida por la Superintendencia en los plazos que ella determine, no suministrarla de acuerdo a las exigencias definidas por aquélla y, en general, obstaculizar grave y reiteradamente las acciones de fiscalización;

l)
Participar los accionistas, directores y gerentes de la sociedad operadora, por sí o por interpósita persona, en los juegos que se explotan en el establecimiento;

m)
Utilizar máquinas o implementos de juego no comprendidos en el registro de homologación;

n)
Negar el pago total o parcial de los premios provenientes de los juegos;

ñ)
Disminuir, durante la vigencia del permiso de operación, el capital social mínimo establecido en el reglamento y no haber enterado este mínimo dentro del plazo de noventa días, señalado en la letra c) del artículo 17, y

o)
Haber incurrido los administradores o gerentes de la sociedad operadora de un casino de juegos, o quienes hagan las veces de tales, en las conductas prescritas en los números 4 y 5 del artículo 97 del Código Tributario, una vez agotados los procedimientos administrativos y judiciales que corresponda incoar frente a tales infracciones, de conformidad al referido cuerpo legal, y previo informe del Servicio de Impuestos Internos.


Revocado el permiso de operación de un casino de juegos, quedará vacante la cuota correspondiente a dicho permiso, operando en tal caso plenamente las normas sobre otorgamiento de permisos de operación contenidas en el Párrafo 1º del Título IV de la presente ley.”.

Artículo 19


Ha pasado a ser artículo 32, sustituyendo el pronombre “Se”, que inicia los incisos primero y cuarto, por “El Superintendente”.

Artículo 20


Ha pasado a ser artículo 33, sustituido por el siguiente:


“Artículo 33.- El operador podrá efectuar los descargos que crea oportuno dentro del plazo de quince días hábiles, acompañando los antecedentes que considere necesarios ante la Superintendencia.


Recibidos los descargos, o transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior sin haberse éstos presentado, el Superintendente elevará todos los antecedentes al Consejo Resolutivo, a fin de que éste resuelva, sin más trámite, dentro del plazo de diez días, pudiendo el mismo Consejo ampliar este último término por una sola vez.”.

-o-


Ha incorporado el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 34.- La resolución de revocación deberá ser fundada y se pronunciará sobre todos los puntos en que el operador haya sostenido su defensa.


Si el operador considera que la revocación de su permiso ha sido injustificada, podrá recurrir ante la Corte de Apelaciones respectiva dentro del plazo de diez días siguientes a la fecha de notificación de la resolución de revocación. Dicho tribunal conocerá de la reclamación en cuenta, en la Sala que fuere sorteada al efecto, si hubiere más de una. La Corte dará traslado por seis días al Superintendente y evacuado dicho trámite o acusada la correspondiente rebeldía, dictará sentencia en el término de treinta días, sin ulterior recurso. En el caso que hubiere quedado a firme la resolución de paralización de actividades dictada por la instancia administrativa, conforme a lo previsto en el artículo 32, ésta sólo podrá ser alzada por la misma Corte en la sentencia que anule la revocación del permiso, la que deberá ser fundada.”.

-o-


Ha agregado el siguiente Título y artículos nuevos:

“TÍTULO V

DE LA SUPERINTENDENCIA DE CASINOS DE JUEGO

Párrafo 1°

Naturaleza, Estructura y Funciones

Artículo 35.- Créase la Superintendencia de Casinos de Juego, organismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se regirá por esta ley y sus reglamentos, la cual se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Hacienda. Esta Superintendencia constituye un servicio público de aquéllos regidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882.


Estará a cargo de un Superintendente. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que establezca en otras ciudades del país.


Artículo 36.- Corresponderá a la Superintendencia supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y técnicas para la instalación, administración y explotación de los casinos de juego que operen en el país.


Artículo 37.- La Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1.
Otorgar, denegar, renovar y revocar los permisos de operación de casinos de juego, como asimismo las licencias de juego y servicios anexos, de conformidad con las disposiciones de la presente ley. Para estos efectos, la Superintendencia estará facultada para requerir, recabar y reunir la información y antecedentes relativos a las solicitudes de permisos de operación de casinos de juego, a la ampliación o reducción de las licencias de juego y de los servicios anexos, y los atingentes a la renovación y revocación de tales permisos.

2.
Fiscalizar las actividades de los casinos de juego y sus sociedades operadoras, en los aspectos jurídicos, financieros, comerciales y contables, para el debido cumplimiento de las obligaciones que establece esta ley y sus reglamentos.

3.
Determinar los principios contables de carácter general conforme a los cuales las entidades fiscalizadas deberán dar cumplimiento a las obligaciones impuestas por la ley y los reglamentos, en especial, sobre la oportunidad y forma en que deberán presentarse los balances y demás estados financieros.

4.
Fiscalizar el desarrollo de los juegos, según las normas reglamentarias de los mismos, como también el correcto funcionamiento de las máquinas e implementos usados al efecto.

5.
Autorizar al operador para contratar con terceros la administración y prestación de los servicios anexos comprendidos en el permiso de operación.

6.
Controlar el cumplimiento de las condiciones y requisitos habilitantes, que el reglamento respectivo determine, para las personas que desempeñen funciones en las salas de juego o en las demás dependencias del casino de juego.

7.
Convenir con otros organismos de la Administración del Estado o con entidades privadas debidamente acreditadas ante la Superintendencia, la realización de acciones específicas o la prestación de servicios que permitan complementar el ejercicio de sus atribuciones.

8.
Homologar las máquinas e implementos de juego que podrán utilizarse en los casinos de juego, para cuyo efecto la Superintendencia mantendrá un registro actualizado. El reglamento determinará el procedimiento de homologación.


Artículo 38.- La Superintendencia de Casinos de Juego contará con un Consejo Resolutivo, al que le corresponderá la atribución exclusiva de otorgar, denegar, renovar y revocar los permisos de operación de casinos de juego en el país, como asimismo las licencias de juego y servicios anexos, de conformidad con las disposiciones de la presente ley, y sobre la base de la proposición que al efecto le formule el Superintendente.


El Consejo Resolutivo estará integrado por:


El Subsecretario de Hacienda, quien lo presidirá.


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.


El Superintendente de Valores y Seguros.


El Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo.


El Intendente Regional respectivo, según la Región de localización del casino de juego respecto de cuyo permiso de operación el Consejo deba pronunciarse.


Dos representantes del Presidente de la República nombrados con acuerdo de los cuatro séptimos de los senadores en ejercicio.


El Superintendente de Casinos de Juego ejercerá la secretaría ejecutiva y actuará además como relator del Consejo.


El Consejo adoptará sus decisiones por la mayoría de sus miembros, en sesión formalmente convocada al efecto, y en caso de empate resolverá su Presidente. Con todo, el quórum para sesionar será de cinco integrantes.


Un reglamento, expedido por decreto supremo del Ministerio de Hacienda, establecerá las normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para el adecuado ejercicio de las funciones que le encomienda la ley.

Párrafo 2°

Del Patrimonio

Artículo 39.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por los bienes muebles e inmuebles que adquiera a título gratuito u oneroso y, en especial, por:

a)
Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;

b)
Los frutos, rentas e intereses de sus bienes patrimoniales y servicios;

c)
Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y 

d)
Los demás que señale la ley.


La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y sus disposiciones complementarias.

Párrafo 3°

De la Organización

Artículo 40.- El Superintendente de Casinos de Juego será un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República y designado por éste. Será el jefe superior del Servicio, tendrá la representación judicial y extrajudicial del mismo, y las demás funciones y atribuciones que establezca la ley.


El Superintendente tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad con las normas pertinentes de la ley Nº 19.882.


Artículo 41.- Establécese la siguiente planta de personal de la Superintendencia:

	PLANTA/CARGOS
	GRADO E.F.
	Nº CARGOS

	PLANTA DIRECTIVOS
	
	

	(exclusiva confianza)
	
	

	-Superintendente de Casinos de Juego
	1
	1

	-Jefes de División
	2
	3

	Subtotal
	
	4

	PLANTA PROFESIONALES
	
	

	-Profesionales
	4
	5

	-Profesionales
	5
	6

	Subtotal
	
	11

	TOTAL
	
	15



El personal de la Superintendencia se regirá por las normas de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en los casos que corresponda, por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882. Además de los requisitos generales para ingresar a la Administración del Estado contemplados en el citado Estatuto, establécense los siguientes requisitos especiales, para los cargos de la planta que en cada caso se indican:

Directivos:


Superintendente: Título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste, y una experiencia profesional mínima de 10 años.


Jefes de División: Título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste, y una experiencia profesional mínima de 5 años. Estas jefaturas constituirán el segundo nivel jerárquico del servicio y tendrán la calidad de alto directivo público, para los efectos de lo dispuesto en la ley Nº 19.882.

Profesionales:


Título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste.


El sistema de remuneraciones del personal de planta y a contrata de la Superintendencia corresponderá al de las instituciones fiscalizadoras, en los términos establecidos en el Título I del decreto ley N° 3.551, de 1981, y las normas que lo han modificado, incluyendo las asignaciones dispuestas en el artículo 17 de la ley N° 18.091, sustituido por el artículo 10 de la ley N° 19.301, que se determinará en la forma que se señala en dicha disposición, informando el Superintendente anualmente al Ministerio de Hacienda sobre esta materia. Se le aplicará, asimismo, la bonificación establecida en el artículo 5° de la ley 19.528.


Para el cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia podrá, además, contratar personal asimilado a grado o sobre la base de honorarios para asesorías, estudios o servicios determinados. También podrá solicitar, en comisión de servicios, a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que en este caso rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.


El Superintendente determinará, mediante resolución y conforme a las disposiciones del presente artículo, las unidades internas que ejercerán las funciones que la ley le encomienda a la Superintendencia, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.


Artículo 42.- Corresponderá al Superintendente:

1.
Dirigir y organizar el funcionamiento de la Superintendencia.

2.
Establecer oficinas regionales cuando las necesidades del Servicio así lo exijan.

3.
Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia.

4.
Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En ejercicio de estas facultades podrá libremente administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.

5.
Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley.

6.
Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad con las normas estatutarias.

7.
Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y normas técnicas que rigen las entidades y materias fiscalizadas; elaborar instrucciones de general aplicación y dictar órdenes para su cumplimiento.

8.
Impartir instrucciones contables, conforme a las cuales las entidades fiscalizadas deberán dar cumplimiento a las obligaciones impuestas por la ley y los reglamentos, en especial aquéllas que regulen la presentación de balances y estados de situación financiera, y la forma en que deberán llevar su contabilidad.

9.
Dictar las instrucciones técnicas, procedimientos y registros, mediante los cuales las entidades fiscalizadas deberán abrir, desarrollar y cerrar las operaciones diarias de los juegos y apuestas asociadas.

10. Requerir de los demás organismos del Estado los informes que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

11. Imponer las sanciones y multas que establecen la presente ley y las demás disposiciones legales que regulen la actividad de los casinos de juego.

12. Examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos, documentos y correspondencia de las entidades fiscalizadas, y requerir de sus representantes y personal en general todos los antecedentes que juzgue necesarios para la mejor inteligencia de las labores de fiscalización. Las mismas facultades tendrá el Superintendente respecto de los terceros que administren y presten servicios anexos en el casino de juego.


El Superintendente, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos de las entidades fiscalizadas que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en el propio establecimiento en donde funcione el casino de juego.

13. Realizar visitas inspectivas, directamente o por intermedio de sus inspectores o funcionarios, a las entidades sometidas a su fiscalización, con la frecuencia que estime conveniente. Como asimismo, destacar personal de la Superintendencia de manera permanente en las distintas dependencias de un casino de juego.

14. Citar a cualquier persona que preste servicios en o para un casino de juego a prestar declaración, bajo juramento, acerca de cualquier hecho o circunstancia cuyo conocimiento estimare necesario para esclarecer alguna operación de las entidades fiscalizadas o la conducta de su personal.

15. Suspender, total o parcialmente, el funcionamiento de un casino de juego cuando el operador no cumpla con las normas necesarias para el adecuado desarrollo de sus actividades, de conformidad con la ley y sus reglamentos. El operador podrá solucionar los reparos en el plazo que, al efecto, determine el Superintendente.

16. Accionar ante los tribunales de justicia, de oficio o a petición de parte, respecto de la explotación o práctica de juegos de azar desarrollados al margen de la presente ley por personas o entidades no autorizadas; como asimismo por los delitos e infracciones de que tome conocimiento con motivo del ejercicio de sus funciones fiscalizadoras.

17. Proponer al Consejo Resolutivo, para su resolución, el otorgamiento, denegación, renovación y revocación de los permisos de operación de casinos de juego, como también las licencias de juego y servicios anexos, con arreglo a las disposiciones de la presente ley y en virtud de los antecedentes que obren en su poder.

18. Ejercer las demás funciones que le encomienden las leyes.


Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los organismos pertinentes los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades fiscalizadoras que les sean propias.”.

-o-

TÍTULO V

DE LA FISCALIZACIÓN, INFRACCIONES, DELITOS Y SANCIONES

Ha sustituido “Título V” por “Título VI”.

-o-


Ha incorporado en el Párrafo 1º del Título V, que ha pasado a ser Título VI, el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 43.- Los funcionarios de la Superintendencia habilitados como fiscalizadores tendrán el carácter de ministros de fe respecto de todas las actuaciones que realicen en el ejercicio de sus funciones, dentro de las cuales podrán tomar declaraciones bajo juramento. Los hechos constatados por los funcionarios y de los cuales deban informar de oficio o a requerimiento, constituirán presunción legal de veracidad para todos los efectos legales, incluso para los efectos de la prueba judicial.


Las acciones de fiscalización podrán llevarse a cabo en cualquier momento, para lo cual el operador deberá otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los referidos funcionarios de la Superintendencia. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos siguientes, el reglamento determinará, en lo demás, las modalidades que asumirá la función fiscalizadora.”.

-o-

Artículo 21


Ha pasado a ser artículo 44, sin enmiendas.

Artículo 22


Lo ha suprimido.

Artículo 23


Ha pasado a ser artículo 45, intercalando entre las palabras “las entidades que” y “se contemplan”, la expresión “en ella”.

Artículo 24


Ha pasado a ser artículo 46, reemplazando, en su inciso primero, las palabras “una a treinta” por “tres a noventa”.

Artículo 25


Ha pasado a ser artículo 47, sustituyendo, en el inciso primero, los vocablos “diez a cincuenta” por “treinta a ciento cincuenta”, y agregando, antes del punto aparte (.), las palabras “de la Superintendencia”.

Artículo 26


Ha pasado a ser artículo 48, reemplazando la expresión “una a diez” por “tres a treinta”.

Artículo 27


Ha pasado a ser artículo 49, con las siguientes enmiendas:


Ha reemplazado, en el inciso primero, los términos “una a cinco” por “tres a quince” y ha sustituido la referencia a las “letras a) y b)” por “letras a), b) y c)”.


Ha sustituido, en el inciso segundo, la expresión “una a veinte” por “tres a sesenta”.

Artículo 28


Ha pasado a ser artículo 50, reemplazando la referencia al “artículo 18” por “artículo 31”, las palabras “cincuenta a doscientas” por “ciento cincuenta a seiscientas” y la expresión “treinta a cien” por “noventa a trescientas”.

Artículo 29


Ha pasado a ser artículo 51, con las siguientes enmiendas:


En el inciso primero, ha reemplazado las palabras “veinte a cincuenta” por “sesenta a ciento cincuenta”.


En el inciso segundo, ha sustituido el término “cien” por “trescientas”.

Artículo 30


Ha pasado a ser artículo 52, reemplazando las palabras “diez”, “cincuenta” y “sesenta” por “treinta”, “ciento cincuenta” y “ciento ochenta”, respectivamente.

Artículo 31


Ha pasado a ser artículo 53, sustituyendo el término “treinta” por “noventa”.

Artículo 32


Ha pasado a ser artículo 54, sustituido por el siguiente:


“Artículo 54.- Si las infracciones establecidas en los artículos precedentes fueren constitutivas de crimen o simple delito, serán sancionadas con la pena correspondiente al respectivo crimen o simple delito.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de la aplicación administrativa de las multas establecidas para cada una de las infracciones contempladas en el presente Párrafo.”.

-o-


Ha consultado como artículo 55, nuevo, el siguiente:


“Artículo 55.- En los casos establecidos precedentemente, aplicada la multa, la sociedad operadora podrá reclamarla ante el Superintendente dentro de los diez días siguientes, haciendo valer todos los antecedentes de hecho y de derecho que fundamenten su reclamo. El Superintendente deberá resolver la reclamación dentro de los diez días siguientes de expirado el plazo para interponerla, quedando en suspenso, mientras tanto, el pago efectivo de la multa.


Desechada la reclamación, la sociedad operadora podrá recurrir, sin ulterior recurso, ante el tribunal ordinario civil que corresponda al domicilio de la sociedad, dentro de los diez días siguientes a la notificación de la resolución que desechó el reclamo. Acogido a tramitación, se regirá por las normas establecidas en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil.


Transcurrido el plazo sin que se hubiere interpuesto el recurso o rechazado este último, quedará a firme la multa y la resolución que la declare tendrá mérito ejecutivo para su cobro.”.

-o-

Artículos 33 y 34


Han pasado a ser artículos 56 y 57, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 35


Ha pasado a ser artículo 58, eliminando, en el inciso primero, la frase “,en cada oportunidad,”.

Artículo 36


Ha pasado a ser artículo 59, sustituido por el siguiente:


“Artículo 59.- Establécese un impuesto con tasa del 20%, sobre los ingresos brutos que obtengan las sociedades operadoras de casinos de juego, el que se calculará, declarará y pagará en conformidad a las reglas siguientes:

a)
El impuesto se aplicará sobre los ingresos brutos obtenidos por el contribuyente en la explotación de los juegos autorizados, previa deducción del importe por impuesto al valor agregado y el monto destinado a solucionar los pagos provisionales obligatorios, establecidos en la letra a) del artículo 84 del decreto ley Nº 824, de 1974, Ley sobre Impuesto a la Renta.
b)
El impuesto se declarará y pagará mensualmente, en el mismo plazo que el contribuyente tiene para efectuar los pagos provisionales mensuales antes señalados.”

-o-


Ha incorporado el siguiente artículo 60, nuevo:


“Artículo 60.- Los recursos que se recauden por aplicación del impuesto establecido en el artículo anterior se distribuirán de la siguiente forma:

a)
Un 50% se incorporará al patrimonio de la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre ubicado el respectivo casino de juego, para ser aplicado por la autoridad comunal al financiamiento de obras de desarrollo.

b)
Un 50% se incorporará al patrimonio del gobierno regional correspondiente a la Región en que se encuentre ubicado el respectivo casino de juego, de conformidad a lo establecido en la letra f) del artículo 69 de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, para ser aplicado por la autoridad regional al financiamiento de obras de desarrollo.


El Servicio de Tesorerías recaudará el referido impuesto y pondrá a disposición de los respectivos gobiernos regionales y municipalidades los recursos correspondientes, dentro del mes subsiguiente al de su recaudación.”.

-o-

Artículos 37 y 38


Han pasado a ser artículos 61 y 62, respectivamente, sin enmiendas.

-o-


Ha incorporado el siguiente artículo 63, nuevo:


“Artículo 63.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 16, la Superintendencia podrá autorizar la explotación de los juegos de azar previstos en la presente ley, de manera excepcional, en naves mercantes mayores nacionales. Tales naves deberán tener una capacidad superior a 120 pasajeros con pernoctación; efectuar navegación marítima en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, y tener por función principal el transporte nacional o internacional de pasajeros con fines turísticos.


La explotación de juegos de azar en tales naves, se someterá a las mismas disposiciones sobre autorización, operación, fiscalización y tributación previstas en la presente ley para los casinos de juego, con las siguientes particularidades:

a)
Los juegos que se autoricen sólo podrán desarrollarse dentro del circuito turístico declarado ante la Superintendencia por la sociedad solicitante y sólo desde que la nave se haya hecho a la mar y hasta su arribo a puerto. Con todo, el circuito turístico en el cual se autorice la explotación de juegos de azar no podrá tener una duración inferior a tres días y su cobertura deberá comprender a lo menos un recorrido de 500 millas náuticas.

b)
Sólo podrá autorizarse una cantidad de juegos de azar, por categoría, equivalente a la proporción que establezca el reglamento, en relación con la capacidad de pasajeros de la nave.

c)
El titular del permiso de operación para la explotación de los juegos autorizados deberá ser una sociedad distinta del propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor a cualquier título de la nave, y cumplir en lo que fuere pertinente, con lo dispuesto en los artículos 17 y 18.

d)
Para todos los efectos de esta ley, la sociedad operadora deberá fijar su domicilio en una de las comunas cuyo puerto esté comprendido en el circuito turístico de la nave.

e)
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 30, en los casos regulados en este artículo, el permiso de operación se extinguirá, también, por cancelación de la inscripción en el Registro de Matrícula de la nave, de conformidad con el artículo 21 del decreto ley 
Nº 2.222, de 1978, Ley de Navegación.”.

-o-


Ha incorporado, a continuación del epígrafe referido a las Disposiciones transitorias, el siguiente artículo 1º transitorio, nuevo:


“Artículo 1°.- Las disposiciones de la presente ley comenzarán a regir a contar del centésimo vigésimo día posterior a su publicación, con las excepciones y modalidades que se establecen en los artículos siguientes.”.

-o-

Artículo 1º transitorio


Ha pasado a ser artículo 2º transitorio, sustituido por el siguiente:


“Artículo 2°.- Los casinos de juegos que se encuentren en operación al momento de la publicación de esta ley continuarán rigiéndose por las normas legales, administrativas y contractuales que les son propias, hasta la fecha en que el respectivo contrato de concesión o su prórroga o renovación, vigentes a esa misma fecha, se extinga definitivamente por cualquier causa.


En todo caso, cualquier nuevo contrato de concesión o las prórrogas o renovaciones de los contratos vigentes a la fecha en que entre a regir la presente ley, que se dispongan con posterioridad a ésta, sólo podrán extenderse hasta el 31 de diciembre de 2015. Al efecto, dichos nuevos contratos, prórrogas o renovaciones podrán acordarse y suscribirse por el total del período que reste hasta la última fecha antes señalada, no siendo aplicable en tal caso la restricción de plazo establecida en la letra i) del artículo 65 de la Ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Con todo, las normas sobre fiscalización y sanciones que este cuerpo legal contempla se aplicarán a los casinos señalados en el inciso primero, a partir de la fecha de vigencia establecida en el artículo precedente.


Todo acto en contravención a lo dispuesto en el presente artículo será nulo absolutamente.


Corresponderá a la Superintendencia de Casinos de Juego, en virtud de las atribuciones interpretativas que le encomienda esta ley, velar por la correcta aplicación de lo dispuesto en el presente artículo.”.

Artículo 2º transitorio


Ha pasado a ser artículo 3º transitorio, reemplazado por el siguiente: 


“Artículo 3°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las leyes actualmente vigentes, a través de las cuales se ha autorizado la instalación y funcionamiento de casinos de juego en las comunas de Arica, Iquique, Coquimbo, Viña del Mar, Pucón, Puerto Varas y Puerto Natales, se entenderán derogadas desde la fecha en que las concesiones amparadas por dichas leyes se extingan definitivamente por cualquier causa y, en todo caso, a partir del 1º de enero de 2016.


Con posterioridad a dicha fecha, las comunas señaladas en el inciso anterior tendrán derecho preferente a ser sede de un casino de juegos, cuando el proyecto postulado para alguna de ellas al menos iguale el mejor puntaje ponderado de otro proyecto propuesto para una comuna distinta de aquéllas.”.

Artículo 3º transitorio


Lo ha eliminado.

-o-


Ha incorporado los siguientes artículos 4º, 5º y 6º transitorios, nuevos:


“Artículo 4°.- Para los efectos del primer proceso de presentación de solicitudes de permisos de operación de casinos de juego, se aplicarán las siguientes disposiciones:

a)
El anuncio de solicitudes, a que se refiere la letra a) del artículo 19, deberá verificarse dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley señalada en el artículo 1° transitorio.

b)
La formalización de solicitudes, a que se refiere el artículo 20, se efectuará dentro de los treinta días siguientes al vencimiento del plazo establecido en la letra anterior.

c)
Los procedimientos de precalificación, evaluación y proposición que debe efectuar la Superintendencia, según se establece en el artículo 24, deberán efectuarse dentro del plazo de doscientos setenta días, contado desde el vencimiento del plazo establecido en la letra precedente, el que podrá ser prorrogado por otros treinta días, por resolución fundada de la Superintendencia.

d)
El pronunciamiento del Consejo Resolutivo respecto de la proposición formulada por el Superintendente, en los términos establecidos en el artículo 25, deberá efectuarse dentro del plazo de sesenta días de formulada dicha proposición.


Los siguientes procesos de presentación de solicitudes de permisos de operación de casinos de juego, se regirán por las disposiciones permanentes de la presente ley, y sólo podrán verificarse a partir del año 2006.


Artículo 5°.- El Presidente de la República nombrará al Superintendente de Casinos de Juego dentro de los treinta días siguientes de publicada la presente ley, quien asumirá de inmediato sus funciones.


El Superintendente, dentro del plazo de sesenta días contado desde su nombramiento, procederá a proveer los cargos de la planta del Servicio, conforme a lo dispuesto en el inciso siguiente.


La primera provisión de todos los cargos de la planta fijada en el artículo 41, a excepción de los cargos de exclusiva confianza, se hará por concurso público de oposición y antecedentes. Estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo I del Título II de la ley N° 18.834.


Fíjase en 30 la dotación máxima de personal autorizada para la Superintendencia de Casinos de Juego. Al efecto, no regirá la limitación señalada en el inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en dicha dotación.

Artículo 6°.- El Presidente de la República, por decreto expedido a través del ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Casinos de Juego.


El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará, durante el año 2004, con cargo al ítem correspondiente de la Partida Presupuestaria Tesoro Público.”.

-o-


Hago presente a vuestra Excelencia que el proyecto fue aprobado en general con el voto afirmativo de 31 señores senadores de un total de 48 en ejercicio y que, en particular, los artículos 34, 38 y 55, fueron aprobados, en el carácter de normas orgánicas constitucionales, con el voto conforme de 35 señores senadores de un total de 48 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4277, de 29 de abril de 2003.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): HERNÁN LARRAÍN FERNÁNDEZ, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

15. Informe de la Comisión Especial de Drogas sobre las modificaciones del honorable senado al proyecto que sustituye la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. (boletín 2439-20-3)

“Honorable Cámara:


La Comisión Especial de Drogas pasa a informar las modificaciones del honorable Senado al proyecto de ley, de origen en un mensaje, que sustituye la ley 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas (Boletín 2439-20).


En sesión 34ª, de 19 de agosto de 2004, la honorable Cámara acordó enviar el proyecto para informe de esta Comisión, conforme lo establecido en el artículo 119 del Reglamento de la Corporación, para ser despachado a más tardar el 7 de octubre de 2004.


Durante el estudio de este trámite del proyecto, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del Subsecretario del Interior, don Jorge Correa Sutil; del Fiscal Nacional de Ministerio Público, don Guillermo Piedrabuena Richard; de la Directora de la Unidad Especializada de Tráfico de Drogas, doña Sandra Ovando; del Fiscal Regional de la Región Metropolitana Zona Sur, don Alejandro Peña de la misma entidad; de la Asesora Jurídica de Conace, doña Andrea Muñoz Sánchez y de don Jorge Vives, abogado del Ministerio del Interior.

-o-

CONSTANCIAS PREVIAS.


Se deja constancia que para una más acabada comprensión de este informe, se agrega como anexo un comparado con los textos del honorable Senado y de la honorable Cámara.


Asimismo, que para la individualización de los preceptos, se ha seguido la enumeración dada por el honorable Senado al articulado del proyecto.


Se hace presente, además, que el honorable Senado calificó como normas de carácter orgánico constitucionales las siguientes disposiciones:


Artículos 26 y 27 que corresponden al artículo 31 de la honorable Cámara.


Artículo 54 que corresponde a los artículos 59 y 60 de la honorable Cámara.


Artículos 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75 y 76 nuevos, introducidos por el honorable Senado, y 


El artículo tercero transitorio que corresponde al de igual número de la honorable Cámara.


Las referidas disposiciones deben ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los diputados en ejercicio.


Además, la Cámara Revisora aprobó el artículo 31, que conjuntamente con el artículo 30, reemplazaron el artículo 35 de la honorable Cámara, como de quórum calificado, lo que significa que debe ser aprobado por la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio.

ACUERDOS DE LA COMISION


De conformidad con lo preceptuado en el artículo 119 del Reglamento de la Corporación, la Comisión debe pronunciarse sobre las modificaciones introducidas por el honorable Senado y, si lo estimare conveniente, formular una recomendación sobre la aprobación o el rechazo de las enmiendas propuestas.


Para cumplir con la norma reglamentaria, la Comisión adoptó los siguientes acuerdos:


Primero, acordó dejar constancia que, del debate habido en la Comisión y del estudio realizado por sus integrantes, se llegó a la conclusión de que no todas las modificaciones introducidas por el honorable Senado al texto aprobado por la honorable Cámara merecían objeciones.


Segundo, con el mérito del examen mencionado, acordó, por unanimidad, proponer a la honorable Cámara la aprobación de todas las enmiendas introducidas por honorable Senado al articulado del proyecto aprobado en el primer trámite constitucional, salvo las que se indican en el número siguiente, cuyos alcances y objeciones se exponen conjuntamente con la recomendación respectiva acerca de su aceptación o rechazo en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 119 del Reglamento de la Corporación.


Tercero, resolvió, además, que solamente las que se indican a continuación debían ser analizadas en su alcance y contenido, haciendo llegar a la honorable Cámara, en cada caso, las recomendaciones respectivas:


El artículo 4º de la honorable Cámara que se mantiene como artículo 4º del honorable Senado.


El artículo 14 nuevo, incorporado por el honorable Senado.


El artículo 23 del honorable Senado que corresponde al 27 de la honorable Cámara.


El artículo 39 nuevo, incorporado por el honorable Senado.


El artículo 40 del honorable Senado que corresponde al 43 de la honorable Cámara.


El artículo 43 del honorable Senado que corresponde al 46 de la honorable Cámara.


El artículo 53 del honorable Senado que refundió los artículo 57 y 58 de la honorable Cámara.


El artículo 54 del honorable Senado que refundió los artículo 59 y 60 de la honorable Cámara.

ANÁLISIS DE LAS ENMIENDAS Y RECOMENDACIONES PROPUESTAS

El artículo 4º de la honorable Cámara que se mantiene como artículo 4º del honorable Senado.


Respecto de este artículo que crea la figura penal del “microtráfico”, se produjo controversia en la Comisión acerca de los siguientes temas:

Tipo penal del microtráfico


En materia de tipos penales, la gran innovación de la ley en proyecto consiste en establecer la figura del “microtráfico”. En la actualidad el tráfico se castiga con penas que en su rango inferior alcanzan los 5 años y un día, las cuales son consideradas excesivas por los jueces, por lo que terminan sancionando como consumidores a quienes portan pequeñas cantidades de droga o trafican con ellas.


El Senado introdujo dos cambios en este nuevo tipo penal, que el Subsecretario del 
interior expresó que el Ejecutivo estima razonables. 


El primero consiste en agregar a la descripción de la conducta típica el hecho de tener o portar consigo la droga, lo que en su opinión perfecciona el tipo. 


El segundo apunta a aumentar la pena asignada al delito, que la Cámara de Diputados había fijado en un mínimo de 61 días, elevándola en su grado inferior a 541 días. 


Asimismo, mientras la Cámara de Diputados fue partidaria de que esta pena pudiera ser sustituida por la de trabajo comunitario, el Senado optó por suprimir esa posibilidad. 


Se dijo en la Comisión que si bien el Ejecutivo no propugna este último cambio, pues puede llevar a que los jueces sigan sancionando a título de consumidores a los microtraficantes, por estimar que la pena de 541 días es todavía demasiado alta, debe tenerse presente que ésta no impide acceder a beneficios como la libertad condicional, la reclusión nocturna u otros de la ley N° 18.216, aunque el tema es debatible, porque la pena de 61 días igualmente permite que los jueces califiquen el delito atendiendo a la cantidad de droga que el individuo porta consigo, pero se insistió en que al Ejecutivo no le parece excesivamente drástico elevar el mínimo de la pena a 541 días.


En opinión de Conace, el nuevo tipo penal de microtráfico constituye una figura interesante, porque a la conducta de portar consigo la droga se agrega el calificativo de “pequeñas cantidades”, lo cual hace posible diferenciarlo del gran tráfico que está más arriba en el proyecto; pero además deja la flexibilidad suficiente para que los jueces puedan determinar cuándo se está en presencia de esas pequeñas cantidades y no se establece gramaje ni ninguna otra medida. Esta es una decisión difícil, pues supone confiar en el buen criterio judicial, pero que al Conace le parece adecuada.


Igualmente, la asesoría jurídica del Conace subrayó que, si bien el Senado elevó el mínimo de la pena aplicable al microtráfico de 61 a 541 días, ello no impide la aplicación de las medidas de cumplimiento alternativo contempladas en la ley Nº 18.216 respecto de los primerizos. Éstas sólo se dejan de aplicar cuando hay reincidencia, lo cual constituye un buen contrapeso.

Sobre el peso de la prueba


Se estimó por algunos señores Diputados que en el inciso primero del artículo 4º se estaba invirtiendo el peso de la prueba, pues se exige al imputado justificar que la droga que se encuentre en su poder está destinada a un tratamiento médico o a su consumo personal exclusivo.


En contra de esta objeción, se dijo que no hay una inversión del peso de la prueba, toda vez que el inciso final del artículo 4º agrega cuándo se entiende que no concurren las circunstancias de autoconsumo y señala varios factores que los jueces van a valorar de acuerdo a las pruebas que se logre recopilar, que sean indiciarias del propósito de traficar y demuestren que no se trata de un uso o consumo personal exclusivo.


Por otra parte, se destacó que la norma agrega otros elementos que el juez deberá tomar en cuenta para distinguir entre consumo y microtráfico. En efecto, aparte de la cantidad de droga que se porta, el Senado agregó el elemento pureza o calidad de la misma, lo cual no es indiferente, porque no es lo mismo portar pequeñas cantidades de heroína de alta pureza, de la cual pueden extraerse varias dosis, que de una droga de menor calidad, que pueda presumirse destinada al consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo.


La Comisión por mayoría de votos (cinco a favor, dos en contra y una abstención) acordó recomendar la aprobación de las modificación propuestas por el honorable Senado al artículo 4° del proyecto.

El artículo 14 nuevo, incorporado por el honorable Senado.


De acuerdo a esta norma, se sanciona el consumo a todo evento del personal militar, por lo cual es necesario consensuar o insistir en lo aprobado por la honorable Cámara en el artículo 20, esto es, el consumo sólo en el marco de las funciones del personal militar.


El abogado del Ministerio del Interior, don Jorge Vives, respecto a este artículo 14 y el consumo en las FFAA y específicamente el consumo de los conscriptos, sostuvo que la norma que fue aprobada por la honorable Cámara y que parcialmente aprobara el honorable Senado, es la misma que está vigente. Hoy las normas también sancionan a los conscriptos, quienes son parte del personal militar.


La propuesta del honorable Senado pudiera traer el siguiente problema, lo que no ocurre hoy, esto es, que un conscripto que lleva dos meses haciendo el servicio militar, y efectuado el control de este, sale positivo, el conscripto cae en una situación delictual, es decir, no sólo será dado de baja, sino que, al mismo tiempo, incurre en un delito con pena privativa de libertad.


Manifestó el señor Vives que el Ejecutivo no tiene inconveniente en que la norma aprobada por el honorable Senado se mantenga tratándose de los oficiales y de los cuadros permanentes de las instituciones armadas, pero no así tratándose de los conscriptos.


Puesto en votación el artículo 14´, nuevo, del honorable Senado, por cinco votos contra cuatro y una abstención, se recomienda el rechazo del texto aprobado por el honorable Senado.

El artículo 23 del honorable Senado que corresponde al 27 de la honorable Cámara.


Este precepto sustituye el artículo 27 de la honorable Cámara y se encuentra contenido en el Título II incorporado por el honorable Senado bajo la denominación” De las técnicas de investigación” y dentro del Párrafo 1° “De las entregas vigiladas o controladas”


El señor Correa (Subsecretario del Interior) señaló que, en cuanto a técnicas de investigación, el proyecto aprobado por el Senado no contiene diferencias sustantivas con respecto al despachado por la Cámara de Diputados. Lo único que se ha hecho es modificar la redacción de algunas disposiciones, que el Ejecutivo, en general, comparte.


En esta misma materia, la Cámara de Diputados dispuso que el juez de garantía debía autorizar la operación de entrega vigilada. En cambio, el Senado en el inciso primero de este artículo propone que sea el Ministerio Público el que la autorice, lo cual parece razonable, porque se trata de una técnica investigativa que no viola garantía constitucional alguna.


Hay normas que tienden a asegurar con mayor fuerza la impunidad de los agentes encubiertos que infiltren grupos de narcotraficantes, estableciendo explícitamente que no tendrán responsabilidad penal, lo que, si bien, puede estimarse redundante, no causa daño en absoluto. En este caso, también se exige ahora que la autorización al agente para infiltrar un grupo provenga del Ministerio Público y no del jefe policial respectivo, y se asegura nuevamente la impunidad. (inciso final del artículo 23).


Por último, como norma complementaria del artículo 23, en el artículo 24 se establecen algunas cuestiones prácticas que también parecen positivas, como el hecho de que, cuando se autorice la intervención de comunicaciones telefónicas, no será necesario individualizar a la persona afectada, bastando proporcionar su apodo, pues muchas veces la policía sólo conoce éste por referencias de terceros.


En la Comisión se planteó la duda de si el Ministerio Público tendrá suficientes facultades para coordinar la labor de los distintos órganos administrativos que deban intervenir en la investigación de los delitos sancionados en el proyecto, pues, en la actualidad, muchas veces hay discrepancias en cuanto a la forma de proceder entre un servicio y otro. Así, por ejemplo, el Servicio de Aduanas considera que el tráfico de estupefacientes constituye contrabando y que la droga es considerada como mercancía y, por lo tanto, debe ser requisada. La Policía de Investigaciones requiere hacer un seguimiento de esas sustancias hasta el momento de su entrega, sobre todo, si el procedimiento obedece a datos que ha obtenido, provenientes incluso del extranjero. 


Se estimó que es necesario que la ley en proyecto despeje toda duda acerca de cuál es la autoridad rectora en materia de investigación, porque hay que aprovechar además todo el esfuerzo que implica la reforma procesal penal, con los nuevos instrumentos que se han creado y las facultades que se otorgan al Ministerio Público. En ese sentido, deben dictarse normas precisas que eviten la descoordinación entre los servicios y el despilfarro de recursos.


El Ministerio Público expresó en la Comisión que no obstante existir normas que otorgan atribuciones a las autoridades competentes en esta materia, se han generado dificultades en la práctica de los procedimientos de entrega vigilada entre el Servicio de Aduanas y las Policías. Por lo cual estima que se hace necesario explicitar que el Ministerio Público pueda disponer las diligencias procedentes a fin de asegurar el éxito de la investigación, inclusive mediante la disposición de droga que se encuentre en zonas sujetas a la potestad aduanera, en mérito de lo cual propone el texto de dos incisos para agregar al artículo en comento.

Puesto en votación la modificación del honorable Senado por cinco votos contra cuatro, se recomienda rechazar el texto aprobado por el honorable Senado.

El artículo 39 nuevo, incorporado por el honorable Senado.


Se hizo presente por el Ministerio Público que nuestra Constitución Política, en el artículo 19 N° 7, letra c) inciso segundo permite que las detenciones puedan aumentarse hasta en cinco o diez días tratándose de conductas terroristas y que para adecuar esta norma al nuevo sistema acusatorio, se mantuvo la facultad de los jueces de decretar, a solicitud del fiscal el aumento del plazo de detención.


En el Código Procesal Penal el plazo máximo para poner al detenido a disposición del Juez de Garantía, es de 24 horas desde que la detención se produce, sea por flagrancia o por decreto judicial.


Para la investigación de este tipo de ilícitos, especialmente aquellos cometidos por organizaciones criminales resulta estrictamente indispensable contar con un plazo de detención que permita efectuar diligencias para el esclarecieminto de los hechos y la individualización de los responsables, antes de poner al detenido a disposición del Juez de Garantía.


En tales condiciones el plazo de 24 horas para poner al detenido a disposición del juez, contemplado en el artículo 131 del Código Procesal Penal, es a todas luces insuficiente.


Por ello el Ministerio Público propone un precepto que permita al Juez de Garantía decretar, a solicitud del Fiscal el aumento de dicho plazo de detención hasta por cinco días 


De acuerdo con la discusión que sobre este punto se generó y se consigna en el Segundo Informe Complementario del honorable Senado, debe concluirse que la intención fue ampliar el plazo contenido en el artículo 131 inciso segundo, pues de esta forma se cumplen los fines para los que se propuso esa norma, es decir realizar en dicho periodo las diligencias que sean necesarias, como entrega vigilada o las que deriven de una cooperación eficaz. Sólo así cobra sentido la posibilidad de recurrir al artículo 9° del Código Procesal Penal, como fundamento para ampliar el plazo de la detención.


En verdad la mención del artículo 39 aprobado por el honorable Senado debió hacerse al artículo 131 del Código Procesal Penal y no al 132.


Puesta en votación la modificación del honorable Senado, por cinco contra cuatro, la Comisión recomienda rechazar el texto aprobado por el honorable Senado.


El artículo 40 del honorable Senado que corresponde al 43 de la honorable Cámara.


En este proyecto de ley se establece la obligación de destinar los objetos y efectos de los delitos a instituciones del Estado dedicadas a la prevención del consumo, tratamiento y rehabilitación de personas afectadas y al control del tráfico ilegal de estupefacientes.


No obstante que la Comisión se pronunció por recomendar la aprobación del texto del honorable Senado, (artículo 40) durante el debate se plantearon los siguientes cuestionamientos:


El Ministerio Público planteó a la Comisión que no puede establecerse la destinación de bienes como una obligación, sino que debe mantenerse como una potestad del órgano encargado por ley de la custodia de los objetos e instrumentos del delito incautados durante la investigación (como lo establece actualmente el artículo 25 de la Ley 19.366). Es el Ministerio Público, el que debe determinar qué especies se han de conservar para los efectos de la continuación de la investigación y del juicio y cuáles pueden ser destinados a los fines que señala la ley, durante la investigación.


La obligación de recurrir al juez de garantía para solicitar la destinación de los bienes incautados, no guarda armonía con lo establecido en el artículo 188 del Código Procesal Penal y las normas contenidas en la Ley 19.806 adecuatorias del sistema legal chileno a la reforma procesal penal, que modificó el artículo 25 de la Ley Nº 19.366.


Dados los argumentos planteados, el Fiscal Nacional solicitó que se mantenga la legislación actual en cuanto a que es el Ministerio Público quien destina los bienes incautados.


Por otra parte, respecto de la obligación establecida en el inciso final del artículo en comento, que obliga al Ministerio Público a informar trimestralmente al Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes Conace sobre los dineros, valores y bienes incautados, se hace un reparo en cuanto a la constitucionalidad de la norma, pues ella estaría modificando la Ley Orgánica Constitucional Nº 19.640 del Ministerio Público, estableciendo una nueva función a un organismo autónomo de carácter constitucional respecto de una Comisión Asesora que no es un servicio público. Por otra parte en estas materias de acuerdo al artículo 62 Nº 2 de la Constitución Política, deben ser de iniciativa del Presidente de la República, constando del informe de la Comisión del Senado que esta norma fue aprobada por recomendación de los representantes del Ejecutivo, lo que no es constitucionalmente una indicación del Presidente de la República.


En cierto modo, la norma aprobada en esta parte vulnera la autonomía constitucional del Ministerio Público al sujetarlo a un control por parte de una Comisión asesora del Poder Ejecutivo (Conace).


Atendido lo anterior solicitaron que se suprima el inciso final analizado y se sustituya el inciso primero del nuevo Art. 40 del proyecto del Senado en la forma pedida.


Puesto en votación, por cinco contra cuatro, la Comisión recomienda aprobar el texto del honorable Senado.


El artículo 43 del honorable Senado que corresponde al 46 de la honorable Cámara.


Las substancias estupefacientes o psicotrópicas y las especies vegetales que sean incautadas, deben ser entregadas dentro de las 24 horas siguientes al Servicio de Salud que corresponda el que tiene la obligación de remitir al Ministerio Publico, en el más breve plazo, un protocolo de análisis en el que se identificará el producto, sus características, peso o cantidad aproximados, y su peligrosidad.


Esta labor ha sido entregada al Instituto de Salud Pública (ISP), servicio que sólo dispone de tres funcionarios de este rango para todo el país.


Atendido que se trata de una prueba pericial, la normativa procesal penal impone la obligación de la declaración de los peritos en la audiencia del juicio oral (artículo 319 del Código Procesal Penal), no pudiendo ser su declaración sustituida por la lectura de los registros en que constaren anteriores declaraciones o de otros documentos que las contuviere (artículo 329 del Código Procesal Penal).


Esto ha significado que los tres peritos en comento hayan asumido nuevas funciones, en alguna medida no previstas originalmente, y en todo caso, adicionales al trabajo científico y pericial que ellos efectúan normalmente, distrayéndolos poderosamente de su trabajo pericial fundamental, esto es, el análisis de las drogas decomisadas y la elaboración de los protocolos de análisis.


Si bien es cierto, existe la posibilidad de que la declaración de los peritos se presente vía videoconferencia, mecanismo aceptado por la mayoría de los Tribunales y en fallo de la Excma. Corte Suprema que rechazó el recurso de nulidad presentado por la Defensoría Penal Pública que cuestionaba la validez de la videoconferencia, ello queda a criterio de los Tribunales Orales en lo Penal, por lo que su utilización varía de un Tribunal a otro, siendo aceptada por la mayoría y rechazada por otros como por ejemplo los de Iquique y Punta Arenas.


Por otra parte, el Director del ISP ha realizado presentaciones ante los Tribunales Orales en lo Penal manifestando la carencia de presupuesto para las comparecencias periciales, ante lo cual el Ministerio Público ha debido insistir en la necesidad de dicha comparecencia, y la obligación del Servicio de solventar los costos derivados de ella.


Si recurrimos a la legislación comparada, vemos que en el Código Procesal Penal Alemán (artículo 256), Código Procesal Penal modelo para Ibero América (artículo 312), contemplan la lectura de las conclusiones de los dictámenes presentados por los peritos.


En lo jurisprudencial comparado, el Tribunal Supremo Español otorga a los dictámenes sobre la droga realizados en la fase de instrucción por peritos oficiales, el carácter de prueba preconstituida, que ostenta una presunción de objetividad e imparcialidad, y no es necesaria su ratificación en el acto del juicio oral, debiendo reproducirse en él en condiciones que permitan a la defensa del acusado someterlos a su contradicción.


En el proyecto de modificación al Código Procesal Penal se establece la posibilidad de adicionar un inciso final al artículo 315 en los siguientes términos:


“No obstante, de manera excepcional, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN, aquellas que recaigan sobre sustancias estupefacientes o psicotrópicas, así como cualquiera otra que, por su estandarización o mecanización, ofrezca suficientes garantías de autenticidad en su producción y claridad en sus resultados, podrán ser incorporadas al juicio oral en base al informe respectivo. Sin embargo, si alguna de las partes planteara una línea de examen concreta, relevante y plausible, la comparecencia del perito no podrá ser sustituida por la presentación del informe”.


No obstante lo anterior, resulta conveniente desde ya anticipar esa posibilidad en el presente proyecto porque el problema es grave y especialmente preocupante tratándose de los juicios orales en delitos de la ley de drogas. Por ello, resulta conveniente que se legisle directamente autorizando que las declaraciones que deban efectuarse se realicen a través del mecanismo de videoconferencia.


Para ello se propone un inciso final que consulte el mecanismo de la video conferencia como un medio probatorio que reemplace la presencia personal del perito en el juicio oral.


Puesto en votación, por unanimidad, la Comisión recomienda rechazar el texto del honorable Senado.


El artículo 53 del honorable Senado que refundió los artículo 57 y 58 de la honorable Cámara.


Esta norma establece que las disposiciones del Título III de esta ley se aplicarán a los menores de 18 años. 


La objeción a esta norma, aprobada por el honorable Senado, incide en que correspondería hacer la mención de esta ley sobre el tema del discernimiento de menores como una referencia genérica a la responsabilidad juvenil, si no, a poco andar, se deberá modificar la norma, si a su vez se modifica la edad de la responsabilidad juvenil.


Por otra parte, se argumentó que en esta norma no se establece siquiera la multa como sanción, sino que se distingue entre trabajo comunitario, programa de prevención y tratamiento. Por lo tanto, el tema no está vinculado al sistema de responsabilidad penal juvenil, el que se refiere a los crímenes o simples delitos. Acá se está hablando de una situación que ni siquiera tiene pena de falta en cuanto multa, sino que otras salidas. En razón de lo anterior, se sostuvo que apuntar la norma al nuevo sistema de responsabilidad juvenil no sería necesariamente indispensable.


Puesto en votación, por unanimidad, la Comisión acordó recomendar el rechazo de la enmienda del honorable Senado.


El artículo 54 del honorable Senado que refundió los artículo 59 y 60 de la honorable Cámara.


Una de las objeciones a este artículo fue formulada respecto al consumo de los funcionarios públicos, contenida en el inciso final del artículo en comento que expresa: “si el imputado fuese funcionario público, el juez de garantía enviará al organismo respectivo copia de la sentencia ejecutoriada que lo condene por alguna de estas faltas o de la resolución que dispone la suspensión condicional del procedimiento, a fin de que se adopten las medidas pertinentes para dar cumplimiento a las disposiciones estatutarias que procedan”.


El Ejecutivo manifestó que no está claro en el texto del honorable Senado si se está estableciendo una inhabilidad por el consumo dependiente o el consumo habitual, que no es lo mismo. 


Se recordó que el honorable Senado en otras disposiciones del proyecto está estableciendo una inhabilidad por el consumo dependiente y no por el consumo habitual. No está claro respecto de ese punto y para el caso de que se comunique la suspensión del procedimiento tampoco está claro a qué medidas pertinentes se refiere cuando habla del cumplimiento de las disposiciones estatutarias que procedan. 


Puesto en votación, por seis contra tres, la Comisión recomienda aprobar la enmienda del honorable Senado.

-o-


Con el mérito de las consideraciones expuestas y de las que pueda entregar el honorable diputado informante, la Comisión recomienda a la honorable Cámara adoptar los acuerdos propuestos en el texto de este informe.


Se designó diputado informante al señor Edgardo Riveros Marín.


Sala de la Comisión, a 15 de septiembre de 2004.


Tratado y acordado en sesiones de fecha 1, 9 y 15 de septiembre de 2004, con la asistencia del diputado señor Edgardo Riveros Marín, (Presidente de la Comisión); de las diputadas señoras María Eugenia Mella Gajardo y Laura Soto González y de los diputados señores Pedro Álvarez-Salamanca Büchi, Francisco Bayo Veloso, Camilo Escalona Medina, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Waldo Mora Longa, Pablo Prieto Lorca y del diputado no miembro de la Comisión señor Andrés Egaña Respaldiza.


(Fdo.): JOSÉ VICENCIO FRÍAS, Abogado Secretario de la Comisión”.

16. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo que aprueba la enmienda a la constitución de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), adoptada por la 85ª Conferencia Internacional del Trabajo. (boletin Nº 3653-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional y sin urgencia, que aprueba la enmienda a la constitución de la Organización Internacional de Trabajo (OIT), adoptada el 19 de junio de 1997, por la Conferencia Internacional del Trabajo en su octogésima quinta reunión, efectuada en Ginebra, a partir del 3 de junio de 1997.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 287 del reglamento de la honorable Cámara se hace constar:

A)
Que la enmienda que se aprueba mediante el proyecto de acuerdo en informe no contiene disposiciones que requieran quórum especial para su aprobación ni tampoco de aquellas que deban ser conocidas por la H. Comisión de Hacienda; 

B)
Que la Comisión acordó, en tabla de fácil despacho y por unanimidad, proponer a la H. Cámara la aprobación del artículo único del proyecto de acuerdo, con modificaciones formales de menor entidad, y

C)
Que diputado informante fue designado, por unanimidad, el H. Diputado Carlos Abel Jarpa Wevar.

II. ANTECEDENTES GENERALES RELACIONADAS CON LA ENMIENDA EN TRÁMITE.

A)
La OIT, creada en 1919 en la parte XIII del Tratado de Versailles, como una manera de promover una paz duradera a través de la justicia social, es desde 1946 una de las 16 organizaciones especializados de la ONU, encargada de promover niveles “decentes” de vida, condiciones laborales y salariales satisfactorias y adecuadas oportunidades de trabajo. En 1969 fue galardonada con el Premio Nobel de la Paz, al conmemorar su 50 aniversario. 

B)
En virtud de los principios fundamentales que orientan su acción, la OIT considera:

1)
Que el trabajo no es una mercancía;

2)
Que la libertad de expresión y de asociación es una condición indispensable para el progreso;

3)
Que la pobreza, donde quiera que exista, constituye un peligro para la prosperidad de todos;

4)
Que la lucha contra las necesidades debe ser llevada con la máxima energía en el seno de cada Nación y por el esfuerzo internacional continuado y concertado y en el cual los representantes de los trabajadores y los empleados, cooperando en pie de igualdad con los de los Gobiernos, participen en las libres discusiones y decisiones de carácter democrático en vista de promover el bien común, y

5)
Que todos los seres humanos cualquiera que sea su raza, su religión o su sexo, tienen el derecho de conseguir su progreso material y su desarrollo espiritual en la libertad y en la dignidad, en la seguridad económica y común igualdad de oportunidades.

C)
La Conferencia Internacional del Trabajo es el más importante de los órganos de la OIT, a menudo señalado como el parlamento mundial del trabajo, que reúne a los representantes de los Estados miembros, integrantes de Delegaciones nacionales compuestas de dos delegados gubernamentales y uno de los empleadores y otro de los trabajadores. Es lo que se conoce como el “tripartismo”, característico de la OIT, destinado a permitir que en su seno se logren las negociaciones en Gobierno, empleadores y trabajadores en pro de lograr los objetivos y principios de esta entidad. Cada delegado vota individualmente, especialmente en el caso de la adopción de los Convenios Internacionales del Trabajo, y de las enmiendas a la Constitución de la OIT.


La Conferencia Internacional del Trabajo ha adoptado, desde 1919 a la fecha, 185 convenios, en 57 de los cuales Chile se ha hecho Estado parte, entre ellos, los que regulan materias relacionadas con las horas de trabajo (industria), el desempleo, la protección de la maternidad, el trabajo nocturno de las mujeres, la edad mínima (industria); el trabajo nocturno de los menores (industria), la edad mínima (trabajo marítimo), entre los más antiguos, aprobados por la OIT, en 1919-1920. Últimamente, se ha incorporado a los convenios que se ocupan de la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación y la negociación colectiva; de la abolición del trabajo forzoso; de la protección contra las radiaciones; de las prestaciones en caso de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales; de la fijación de salarios mínimos; de la licencia pagada de estudios; sobre las relaciones de trabajo en la administración pública; sobre los trabajadores con responsabilidades familiares; la readaptación profesional y el empleo (personas inválidas); sobre el asbesto, y las peores formas de trabajo infantil, adoptados por las Conferencias de la OIT celebradas en los últimos cincuenta años.

III. RESEÑA DEL CONTENIDO Y ALCANCE DE LA ENMIENDA EN TRÁMITE.


Mediante la enmienda que se introduce al artículo 19 de la Constitución de la OIT se faculta a la Conferencia Internacional del Trabajo para derogar, por mayoría de dos tercios de los votos emitidos por los delegados presentes e iniciativa del Consejo de Administración, los convenios que considere que han perdido su objeto o que ya no representen una contribución útil a la consecución de los objetivos de la Organización.


El procedimiento de discusión de una proposición de derogación de un convenio, según lo describe el mensaje, requerirá, por una parte, un informe de la Oficina Internacional de Trabajo con toda la información pertinente, y una vez inscrita en el orden del día, la Oficina pedirá a todos los Estados Miembros, mediante cuestionario remitido con 18 meses de antelación a la Conferencia, que indiquen, previa consulta con las organizaciones de empleadores y trabajadores, cuál es su opinión al respecto. La Conferencia conocerá de los asuntos en sesión plenaria o bien podrá remitirlo, previamente, a la Comisión de Proposiciones. La votación final, de carácter nominal, requerirá de una mayoría de los dos tercios de los votos emitidos por los delegados presentes y no podrá celebrarse sino hasta después de día siguiente a aquel en que se tome la decisión preliminar.


Según lo señala el mensaje, esta enmienda fue aprobada en la octogésima Conferencia Internacional de la OIT, congregada en Ginebra, el 3 de junio de 1997, por 381 votos a favor, tres en contra y cinco abstenciones. De la delegación chilena, votaron a favor los representantes de Gobierno y de los Trabajadores, y el delegado de los empleadores se abstuvo.


El mensaje destaca, además, que esta enmienda es un hito en la historia de la Constitución de la OIT, pues dotará, por primera vez, a la Conferencia de un mecanismo apropiado, con todas las garantías necesarias, para actualizar el conjunto de normas internacionales de trabajo y asegurar su coherencia. 

IV. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

Discusión general y particular del proyecto de acuerdo.


Durante la discusión de la enmienda en informe, la Comisión escuchó al abogado don Francisco del Río, asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social, quien reiteró, en lo sustancial, las consideraciones de mérito del mensaje favorables a la aprobación de estas enmiendas, las que fueron ampliamente compartidas por los HH. Diputados integrantes de la Comisión.


Por lo expuesto, la Comisión acordó, por unanimidad, proponer a la H. Cámara que preste su aprobación al artículo único del proyecto de acuerdo, con modificaciones formales de menor entidad, que se salvan en el texto sustitutivo siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el “Instrumento de Enmienda a la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, 1997”, adoptado con fecha 19 de junio de 1997, por la Conferencia Internacional del Trabajo, congregada en Ginebra, en su octogésima quinta reunión.”.


Concurrieron a la unanimidad los votos favorables de las HH. Diputadas Allende, doña Isabel, y Pérez, doña Lily, y de los HH. Diputados Bayo, don Francisco; Ibáñez, don Gonzalo; Jarpa, don Carlos Abel; Masferrer, don Juan; Mora, don Waldo; Moreira, don Iván; Riveros, don Edgardo; Tarud, don Jorge, y Villouta, don Edmundo.

-o-

Discutido y despachado en sesión del día 14 de septiembre de 2004, con asistencia de las honorables diputadas Allende, doña Isabel (presidenta de la Comisión), y Pérez, doña Lily, y de los honorables diputados Bayo, don Francisco; Ibáñez, don Gonzalo; Jarpa, don Carlos Abel; Masferrer, don Juan; Mora, don Waldo; Moreira, don Iván; Riveros, don Edgardo; Tarud, don Jorge, y Villouta, don Edmundo.


Sala de la Comisión, a 14 de septiembre de 2004.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

17. Informe de la Comision de Trabajo y Seguridad Social, recaido en el proyecto de ley que modifica el artículo 193 del Código del Trabajo, con el propósito de establecer ciertas prerrogativas a favor de trabajadores que indica. (boletin N° 3482-13-1)

Honorable Camara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de la Diputada Caraball, doña Eliana y de los Diputados señores Ascencio; Burgos; Escalona; Ortiz; Riveros; Saffirio; Seguel; Silva, y Walker, que modifica el artículo 193 del Código del Trabajo, con el propósito de establecer ciertas prerrogativas a favor de trabajadores que indica.


A la sesión que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistió el asesor del Ministro de Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río Correa.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


Como señala la propia moción, hoy en día la actividad de comercio presenta índices de ocupación y absorción de empleo crecientes, por lo que se constituye en una de las principales actividades económicas del país.


El crecimiento de en un marco de gran competencia entre los distintos actores que participan en este rubro de la producción, promueve, no sólo la entrega de un mejor servicio para los clientes, sino que nuevos y mayores desafíos a, las tiendas, lo que implica, entre otras cosas, que muchas veces sus dependientes o empleados deban soportar largas y agotadoras jornadas de trabajo, sin perjuicio de los avances que en esta materia implicó la legislación incorporada a nuestro Código del Trabajo a partir de las últimas reformas laborales.


De ésto resulta un deber de la sociedad organizada otorgar a los trabajadores condiciones mínimas de trabajo, humanizando el entorno y, procurando para ellos, un mejor desempeño de sus labores.


Las medidas a favor de la comodidad de los dependientes de comercio implican beneficio para los empleadores, por cuanto resulta indiscutible que un trabajador que cuenta con buenas condiciones para desarrollar su labor, rendirá mucho más que el que carece de ellas.


Esta no es una realidad ajena a nuestra legislación, puesto que ya en el 1914 nuestro sistema legislativo daba respuesta a las demandas de los trabajadores del sector del comercio, obteniéndose la dictación de la denominada “ley de la silla, ley N°2.951, la que dispuso lo siguiente:


“Articulo 1° En los almacenes, tiendas, bazares, bodegas, depósitos de mercaderías y todos los establecimientos comerciales semejantes, el patrón o empresario mantendrá el número suficiente de asientos o sillas a disposición de los dependientes o empleados.”


“Artículo 2° En los establecimientos indicados en el artículo anterior, los dependientes o empleados tendrán derecho a un descanso de hora y media, por lo menos, en cada día, para almorzar.


La suspensión del trabajo podrá alternarse entre los empleados de un mismo establecimiento y no será obligatoriamente simultánea para todos ellos.”


“Articulo 3° Cada infracción a las disposiciones de la presente ley, será penada con una multa de diez mil pesos, que ingresarán en arcas comunales. Corresponderá a las respectivas municipalidades la vigilancia y la aplicación de estas disposiciones en la forma establecida por la ley.”.


Posteriormente dicha inquietud se trasladó al texto del actual Código del Trabajo el que dispone -en su artículo 193- lo siguiente:


“Artículo 193.- En los almacenes, tiendas, bazares, bodegas, depósitos de mercaderías y además establecimientos comerciales semejantes, aunque funcionen como anexos de establecimientos de otro orden, el empleador mantendrá el número suficiente de asientos o sillas a disposición de los dependientes o trabajadores.


La disposición precedente será aplicable en los establecimientos industriales, y a los trabajadores del comercio, cuando las funciones que éstos desempeñen lo permitan.


La forma y condiciones en que se ejercerá este derecho deberá constar en el reglamento interno.


Cada infracción a las disposiciones del presente artículo será penada con multa de una o dos unidades tributarias mensuales.


Será aplicable en este caso lo dispuesto en el artículo 40.”.


En la práctica esta norma requiere perfeccionarse en cuanto permita a sus beneficiarios gozar, efectivamente de ella, en el marco de la adecuación de nuestra legislación a la realidad material en la que laboran los dependientes del comercio.

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del proyecto es actualizar la denominada “ley de la silla” -artículo 193 del Código del Trabajo- de manera de favorecer su aplicación práctica en el mundo de hoy.


Tal idea matriz se encuentra desarrollada en el proyecto en un artículo permanente.

III. ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGANICAS CONSTITUCIONALES O DE QUORUM CALIFICADO.


En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión el artículo único del proyecto de ley en informe no es de quórum calificado ni de rango orgánico constitucional.

IV. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISION.


Vuestra Comisión recibió al señor Francisco Del Río Correa, asesor del Ministro de Trabajo y Previsión Social.

V. ARTICULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISION QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.


A juicio de vuestra Comisión, el proyecto en informe no debe ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda de esta Corporación.

VI. DISCUSION GENERAL.


El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión de fecha 14 de septiembre de 2004, por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Durante su discusión general, el Ejecutivo, a través de su asesor legislativo, don Francisco Del Río, afirmó que no es inconveniente revisar la norma que establece la obligatoriedad de mantener asientos en el lugar de trabajo, puesto que tratándose de la norma de carácter histórico, su permanencia en un mercado en que el comercio ha pasado a ser uno de los principales sectores de empleo, requiere de adecuaciones que permitan avanzar en la creación de condiciones de mayor humanización del trabajo y perfeccionamiento de las condiciones ergonómicas de los trabajadores en su empleo.


En todo caso, a su juicio, es necesario advertir que la propuesta legislativa no debe inhibir al empleador a consignar claramente en el reglamento interno -tal como lo señala el artículo 193 del Código del Trabajo- las condiciones en que se ejercerá este derecho, ya que dicho instrumento constituye por excelencia el vehículo que objetiva las relaciones entre trabajadores y empleadores en el lugar de la empresa o establecimiento.


En este contexto, es importante la señal que se envía a los actores del mundo laboral en cuanto a la preocupación de las autoridades por las condiciones físicas en que se desempeñan los trabajadores y que deben revisarse conforme a los avances de la medicina preventiva y las modernas concepciones ergonómicas aplicables al empleo.

Por su parte, los señores Diputados integrantes de esta Comisión y presentes en la sesión respectiva expresaron, unanimemente, su parecer conforme con la iniciativa legal que se propone.


Sin embargo, cabe hacer presente, el interés manifestado por algunos señores Diputados en orden a considerar un aumento de las multas que el artículo 193 del Código del Trabajo establece para el incumplimiento de su contenido formativo, con el objeto de motivar con fuerza mayores grados de eficacia en su acatamiento.

VII. SINTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACION EN GENERAL.


No hubo en vuestra Comisión opiniones disidentes al acuerdo adoptado en la votación en general.

VIII. DISCUSION PARTICULAR.


Vuestra Comisión, en su sesión ordinaria celebrada el martes 14 de septiembre de 2004, sometió a discusión particular el proyecto aprobando su artículo único por la unanimidad de los Diputados presentes en la sala de la Comisión, cuyo texto se reproduce, seguido de una breve explicación para su mejor comprensión.


“Articulo único.- Modifícase el artículo 193 del Código del Trabajo en los siguientes términos:

a)
Incorpórase, en el inciso 1° ; a continuación de la palabra “mercaderías”; la siguiente frase “hoteles, restaurantes, cafés o clubes”.


La moción propone aumentar el campo de acción del artículo 193 –ley de la silla- a nuevas actividades que por sus características y naturaleza hace plenamente aplicables a ellas la protección que persiguió el legislador de principios del siglo pasado.

b)
Elimínase el inciso 1°, a continuación de la palabra “mantendrá” la frase “el número suficiente de,” incorporando a continuación de la palabra “trabajadores” la frase “a razón de una silla o asiento por cada tres de ellos, sin perjuicio de que si el número de empleados fuere inferior a tres, al menos deberá encontrarse a disposición de ellos una silla o asiento”.


Esta modificación pretende establecer un parámetro claro y preciso del número de sillas que deben encontrarse a disposición de los trabajadores, evitando conceptos como “suficientes” que no aclaran la amplitud de la obligación que le cabe al empleador.

c)
Agrégase a continuación del punto aparte del inciso 1°; que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase “Pudiendo, los trabajadores, disponer de ellos durante 15 minutos por cada hora de trabajo continuo realizada.”.


Este punto posee un doble objetivo, evitar por una parte el uso abusivo del derecho por los trabajadores, y por otra evitar que su limitación lo transforme en impracticable.

IX. ARTICULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISION.


No hubo, con ocasión del debate habido en la discusión en particular del proyecto, artículos o indicaciones rechazadas o declaradas inadmisibles por la Comisión.

-o-


Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Articulo único.- Modifícase el artículo 193 del Código del Trabajo en los siguientes términos:

a)
Incorpórase, en el inciso 1° ; a continuación de la palabra “mercaderías”; la siguiente frase “hoteles, restaurantes, cafés o clubes”.

b)
Elimínase el inciso 1°, a continuación de la palabra “mantendrá” la frase “el número suficiente de,” incorporando a continuación de la palabra “trabajadores” la frase “a razón de una silla o asiento por cada tres de ellos, sin perjuicio de que si el número de empleados fuere inferior a tres, al menos deberá encontrarse a disposición de ellos una silla o asiento”.

c)
Agrégase a continuación del punto aparte del inciso 1°; que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase “Pudiendo, los trabajadores, disponer de ellos durante 15 minutos por cada hora de trabajo continuo realizada.”.

-o-


Se designó diputado informante a don Carlos Vilches Guzmán.


Sala de la Comision, a 14 de septiembre de 2004.


Acordado en sesión de fecha 14 de septiembre del año en curso, con asistencia de los señores diputados Aguiló; Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana; Riveros; Salaverry; Seguel; Tapia; Vidal, doña Ximena, y Vilches.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Secretario Abogado de la Comisión”.

18. Informe de la Comision de Trabajo y Seguridad Social, recaido en el proyecto de ley que interpreta lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 162 del Código del Trabajo, para los efectos de precisar el monto de lo que corresponde pagar por concepto de cotizaciones previsionales morosas, en la situación que indica. (boletin 
N° 3506-13-1)
“Honorable Camara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de las diputadas Muñoz, doña Adriana y Vidal, doña Ximena y de los diputados señores Aguiló, don Sergio; Muñoz, don Pedro; Riveros; Salaverry; Seguel; Silva; Tapia, y Vilches, que interpreta lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 162 del Código del Trabajo, para los efectos de precisar el monto de lo que corresponde pagar por concepto de cotizaciones previsionales morosas, en la situación que indica.


A la sesión que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistió el asesor del Ministro de Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río Correa.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


Como señala la propia moción, a partir de la publicación de la ley Nº 19.844, la nueva redacción del artículo 177 del Código del Trabajo tuvo por propósito impedir que la suscripción de finiquitos ante ministros de fe, distintos de los inspectores del trabajo, permitiera burlar lo dispuesto en el artículo 162 del mismo Código, el cual había sido modificado por la ley Nº 19.631, conocida como la “ley Bustos-Seguel”, la cual estableció que si el empleador no hubiere efectuado el integro de las cotizaciones previsionales al momento del despido, éste no producirá el efecto de poner término al contrato de trabajo.


Sin embargo la protección de los intereses previsionales de los trabajadores ha sufrido un nuevo revés a partir de la interpretación jurisprudencial, particularmente de la Excelentísima Corte Suprema, que limita lo dispuesto en el artículo 162 ya señalado, estableciendo‑ que “la obligación del empleador consistente en el pago de las prestaciones laborales a favor del trabajador, con motivo de las remuneraciones que se hubieren devengado con posterioridad al despido, es sólo por el lapso máximo de seis meses, todo ello derivado de la recta interpretación del inciso 5° del artículo 162 en armonía con el artículo 480, ambos del Código del Trabajo, según el alcance fijado por la reiterada jurisprudencia de este tribunal. Lo anterior en razón de la certeza jurídica y de guardar una adecuada armonía con lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 480 del mismo texto legal” ( Excma. Corte Suprema, Rol 3378-02).


En la especie, la Excelentísima Corte Suprema, por la vía de la interpretación, limita, acota, y disminuye el propósito de la ley, artículo 162 del Código del Trabajo, y en especial, desnaturaliza el propósito de los autores de la leyes Nºs. 19.631 y 19.844, refrendado por el apoyo que concitaron en cada uno de sus trámites legislativos y constitucionales.


No es dable, a juicio de los autores de la Moción, establecer, a partir de lo dispuesto en el artículo 480 del Código del Trabajo, particularmente en su inciso 3°, que la obligación de pagar remuneraciones devengadas, por efecto de un finiquito nulo, se limita por el plazo general de prescripción de seis meses, puesto que una cosa es el plazo establecido para iniciar la acción o derecho del artículo 162, y otra es el alcance de la sanción que dicho artículo establece.


Por otra parte, no se debe olvidar que lo dispuesto en el artículo 162 del Código del ramo tiene por propósito incentivar el pago de las cotizaciones previsionales, estableciendo una fuerte sanción para el empleador deudor, la que sólo evitara manteniendo un comportamiento regular en materia de pago de las cotizaciones previsionales, fuerte sanción que no está limitada al pago de seis meses de remuneraciones si no que, por el contrario, el empleador deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones consignadas en el contrato de trabajo durante el período comprendido entre la fecha del despido y la fecha de envío o entrega de la carta al trabajador mediante la cual el empleador le comunica el pago de las imposiciones morosas, acompañada de las respectivas certificaciones y comprobantes de pago, por la cual se convalida el despido, según lo disponen los incisos quinto, sexto y séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo.


A mayor abundamiento, es dable destacar que la sola lectura del inciso 7° del artículo 162 del Código del Trabajo señala claramente el lapso de tiempo durante el cual el empleador deudor deberá pagar las remuneraciones del trabajador despedido el que no es otro que el tiempo que media entre el despido y la entrega de la documentación emitida por las instituciones provisionales correspondientes, en las que conste el pago de las cotizaciones adeudadas.

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del proyecto es interpretar lo dispuesto en el inciso tercero del rtículo 162 del Código del Trabajo, de forma tal de establecer con claridad el marco temporal de la obligación –de pago de cotizaciones previsionales y remuneraciones- que recae sobre el empleador frente a la sanción de nulidad del despido.


Tal idea matriz se encuentra desarrollada en el proyecto en un artículo permanente.

III. ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGANICAS CONSTITUCIONALES O DE QUORUM CALIFICADO.

En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión el artículo único del proyecto de ley en informe no es de quórum calificado ni de rango orgánico constitucional.

IV. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISION.

Vuestra Comisión recibió al señor Francisco Del Río Correa, asesor del ministro de Trabajo y Previsión Social.

V. ARTICULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISION QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.

A juicio de vuestra Comisión, el proyecto en informe no debe ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda de esta Corporación.

VI. DISCUSION GENERAL.

El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión de fecha 14 de septiembre de 2004, por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Durante su discusión general, el Ejecutivo, a través del asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río Correa, señaló que el proyecto tiene relevancia en el marco de la protección a las remuneraciones de los trabajadores.


Estimó conveniente recordar que en la tramitación de la ley Nº 19.631 en ningún momento se habló que, en el evento de alegarse la nulidad del despido por esta causal, las remuneraciones y cotizaciones del tiempo intermedio estuvieran acotadas a un lapso de 6 meses, como lo ha estimado la Excma. Corte Suprema, ya que precisamente, al declararse por sentencia judicial la nulidad de la desafección del trabajador, este despido no pudo haber tenido el mérito de poner fin a la relación laboral, manteniéndose vigentes las obligaciones relativas a la remuneración del trabajador.


Este hecho, precisamente, recalcó finalmente, es el incentivo que la citada ley 19.631 pone al cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales del empleador.


Por su parte, los señores Diputados integrantes de esta Comisión expresaron, unanimemente, su parecer conforme con la iniciativa legal que se propone, en especial con los fundamentos que la originan.

VII. SINTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACION EN GENERAL.

No hubo en vuestra Comisión opiniones disidentes al acuerdo adoptado en la votación en general.

VIII. DISCUSION PARTICULAR.

Vuestra Comisión, en su sesión ordinaria celebrada el martes 14 de septiembre de 2004, sometió a discusión particular el proyecto aprobando su artículo único por la unanimidad de los Diputados presentes en la sala de la Comisión, cuyo texto se reproduce seguido de una breve explicación para su mejor comprensión.


“Artículo único.- Declárese interpretado el inciso séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo en el siguiente sentido:


El inciso séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo en cuanto señala que “Sin perjuicio de lo anterior, el empleador deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones consignadas en el contrato de trabajo durante el período comprendido entre la fecha del despido y la fecha de envío o entrega de la referida comunicación al trabajador.”, debe interpretarse y aplicarse de forma tal que el pago al cual está obligado el empleador moroso en el pago de las cotizaciones previsionales comprende la totalidad del período de tiempo que media entre la fecha del despido y la fecha de envío o entrega de la comunicación mediante la cuál el empleador le comunica al trabajador que ha pagado las cotizaciones morosas, con la formalidades indicadas en el inciso sexto de dicha disposición legal, sin perjuicio deI plazo de prescripción señalado en el inciso 3° del artículo 480, del mismo Código, el que sólo se considerará para los efectos de la interposición de la respectiva demanda.”

Esta interpretación pretende salvar la actual limitación temporal que la jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema ha aplicado a la acción de nulidad que emana del artículo 162 del Código del Trabajo, ampliando el ámbito de “tiempo previsional” protegido.

IX. ARTICULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISION.


No hubo, con ocasión del debate habido en la discusión en particular del proyecto, artículos o indicaciones rechazadas o declaradas inadmisibles por la Comisión.

-o-


Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Declárese interpretado el inciso séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo en el siguiente sentido:


El inciso séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo en cuanto señala que “Sin perjuicio de lo anterior, el empleador deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones consignadas en el contrato de trabajo durante el período comprendido entre la fecha del despido y la fecha de envío o entrega de la referida comunicación al trabajador.”, debe interpretarse y aplicarse de forma tal que el pago al cual está obligado el empleador moroso en el pago de las cotizaciones previsionales comprende la totalidad del período de tiempo que media entre la fecha del despido y la fecha de envío o entrega de la comunicación mediante la cuál el empleador le comunica al trabajador que ha pagado las cotizaciones morosas, con la formalidades indicadas en el inciso sexto de dicha disposición legal, sin perjuicio deI plazo de prescripción señalado en el inciso 3° del artículo 480, del mismo Código, el que sólo se considerará para los efectos de la interposición de la respectiva demanda.”

-o-


Se designó diputado informante a don Rodolfo Seguel Molina.


Sala de la Comision, a 14 de septiembre de 2004.


Acordado en sesión de fecha 14 de septiembre con asistencia de los señores diputados Aguiló; Muñoz, doña Adriana; Muñoz, don Pedro; Riveros; Seguel; Tapia; Vidal, doña Ximena, y Vilches.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado Secretario de la Comisión”.

19. Informe de la Comision de Trabajo y Seguridad Social, recaido en el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo con el objeto de proteger el patrimonio de las organizaciones sindicales. (boletin N° 3610-13-1)

“Honorable Camara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de la Diputada Muñoz, doña Adriana y de los Diputados señores Aguiló; Meza; Muñoz, don Pedro; Pérez, don José; Rossi, y Tapia, que modifica el Código del Trabajo con el objeto de proteger el patrimonio de las organizaciones sindicales.


A la sesión que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistió el asesor del ministro de Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río Correa.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


Como señala la propia moción, la Constitución Política de la República asegura el derecho de asociación, a través del cual las personas se agrupan para defender, en forma colectiva, sus intereses.


En materia laboral, esta consagración es doble, puesto que además de su reconocimiento constitucional el propio Código del Trabajo se preocupa de regularla, particularmente en su modalidad especial de organizaciones, los sindicatos, los que se crean destinados –principalmente- a la protección, difusión y defensa de los derechos de los trabajadores.


Para la consecución de sus fines las organizaciones, en general, reciben erogaciones, cuotas sociales y otros aportes, con los que –entre otras cosas- adquieren bienes inmuebles.


Tales bienes constituyen un activo especialmente importante y representa el esfuerzo de muchas generaciones de dirigentes y socios. Sin embargo, ello no siempre es sopesado por los nuevos dirigentes, siendo muchos los casos en que se privilegia la obtención de capital líquido por sobre la mantención del dominio de los inmuebles, especialmente cuando ellos, habiendo sido adquiridos largas décadas atrás, tienen, por su tamaño o ubicación, precios muy significativos.


A pesar de que el Código del Trabajo actual establece normas especiales respecto del patrimonio sindical, ellas son insuficientes para cautelar adecuadamente bienes tan importantes, más aún cuando los ex‑afiliados, una vez pensionados, abandonan sus antiguas organizaciones.

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del proyecto es proteger el patrimonio de los sindicatos, incorporando mayores exigencias a la adopción de acuerdos destinados a disponer de ellos.


Tal idea matriz se encuentra desarrollada en el proyecto en un artículo permanente.

III. ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGANICAS CONSTITUCIONALES O DE QUORUM CALIFICADO.


En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión el artículo único del proyecto de ley en informe no es de quórum calificado ni de rango orgánico constitucional.

IV. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISION.


Vuestra Comisión recibió al señor Francisco Del Río Correa, asesor del Ministro de Trabajo y Previsión Social.

V. ARTICULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISION QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.


A juicio de vuestra Comisión, el proyecto en informe no debe ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda de esta Corporación.

VI. DISCUSION GENERAL.


El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión de fecha 14 de septiembre de 2004, por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Durante su discusión general, el Ejecutivo, a través de su asesor legislativo, don Francisco Del Río Correa, manifestó que el proyecto se enmarca en la línea de la transparencia necesaria en el manejo y administración de los bienes comunes sindicales, elevando los requisitos para la enajenación de éstos, tratándose especialmente de bienes raices sobre un valor determinado.


En este sentido, apuntó que la doctrina básica en esta materia, se encamina a que los bienes sindicales deben constituir un patrimonio permanente para el colectivo, evitándose al máximo la posibilidad de efectuar transacciones que de alguna manera puedan ser cuestionadas por los afiliados, dado que la adquisición de dichos bienes normalmente ha sido producto del esfuerzo de varias generaciones de afiliados, especialmente en los sindicatos más antiguos, algunos de los cuales muchas veces mantienen la vigencia de beneficios para trabajadores que no perteneciendo a la empresa, se les reconoce su aporte en el desarrollo patrimonial del respectivo sindicato.


Puntualizó, finalmente, que esta norma, además evitará fuertes disputas entre los afiliados que, en definitiva, desnaturaliza el sentido de la organización sindical.


Por su parte, los señores Diputados integrantes de esta Comisión compartieron unánimemente los fundamentos y contenidos del proyecto en Informe manifestando su parecer conforme con la iniciativa legal que se propone.

VII. SINTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACION EN GENERAL.


No hubo en vuestra Comisión opiniones disidentes al acuerdo adoptado en la votación en general.

VIII. DISCUSION PARTICULAR.


Vuestra Comisión, en su sesión ordinaria celebrada el martes 14 de septiembre de 2004, sometió a discusión particular el proyecto aprobando su artículo único por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala de la Comisión, cuyo texto se reproduce seguido de una breve explicación para su mejor comprensión.


Artículo único.- Modifícase el D.F.L. No 1 de 1994, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, de la siguiente forma:

1.
Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto al artículo 257:


“Tratándose de inmuebles cuyo avalúo fiscal exceda el equivalente a catorce Unidades Tributarias Anuales o que siendo inferior a dicha suma, sean el único bien raíz de una organización; su enajenación, la promesa de ésta y cualquier otra convención destinada a gravarlos, donarlos, darlos íntegramente en arriendo o ceder completamente su tenencia por más de cinco años, si fueran urbanos o por más de ocho, si fueran rústicos, incluidas las prórrogas; deberá ser aprobada por, a lo menos, dos terceras partes de los afiliados que se encuentren al día en el pago de sus cuotas sindicales, en asamblea extraordinaria convocada al efecto, con la presencia de un Notario Público que certifique haberse alcanzado dicho quórum.


La moción propone un sistema de disposición de bienes inmuebles de mayor dificultad, siempre que éstos posean un alto avaluo, o si constituyen el único activo inmueble del patrimonio sindical, ya que actualmente el artículo 257 del Código del Trabajo sólo exige que la enajenación -acto de disposición por excelencia- sea tratada en asamblea citada al efecto por la directiva.


Las organizaciones sólo podrán recibir como pago del precio, en caso de enajenación, otros inmuebles o dinero. En este último caso, con los recursos provenientes de la venta se deberá abrir una cuenta bancaria especial, administrada de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del articulo 263. El Conservador de Bienes Raíces que inscriba la transferencia deberá comprobar la existencia de la cuenta antes de proceder a dicho trámite.


Acordada la disposición del o los inmuebles, se establece una nueva restricción, que el pago se haga en dinero o mediante la permuta por otros bienes raíces. Se establece, además, la obligación de depositar el producto de la venta en una cuenta bancaria especial, la que se administrará, en materia de giros, por el Presidente y el Tesorero del sindicato, los que serán solidariamente responsables del depósito de los fondos.


Los recursos depositados en la cuenta especial sólo podrán destinarse a la compra de otros inmuebles sociales, la realización de mejoras en los ya existentes o la adquisición de bienes muebles destinados al equipamiento y mantención de unos y otros.


En materia de destino de los fondos obtenidos en la enajenación se reduce su disposición a la sola finalidad de adquirir otros inmuebles, o bien a bienes muebles destinados a mejoras, equipamiento y manutención de otros bienes raíces de la organización.


Los actos realizados en infracción a lo dispuesto en los incisos precedentes adolecerán de nulidad relativa.”.


Dispone la sanción de nulidad relativa –esto es aquella que, entre otras cosas, admite la validación de los actos irregulares- para el evento de incumplimiento de lo señalado.

IX. ARTICULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISION.


No hubo, con ocasión del debate habido en la discusión en particular del proyecto, artículos o indicaciones rechazadas o declaradas inadmisibles por la Comisión.

-o-

Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Articulo único.- Modifícase el D.F.L. No 1 de 1994, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, de la siguiente forma:

1.
Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto al artículo 257:


“Tratándose de inmuebles cuyo avalúo fiscal exceda el equivalente a catorce Unidades Tributarias Anuales o que siendo inferior a dicha suma, sean el único bien raíz de una organización; su enajenación, la promesa de ésta y cualquier otra convención destinada a gravarlos, donarlos, darlos íntegramente en arriendo o ceder completamente su tenencia por más de cinco años, si fueran urbanos o por más de ocho, si fueran rústicos, incluidas las prórrogas; deberá ser aprobada por, a lo menos, dos terceras partes de los afiliados que se encuentren al día en el pago de sus cuotas sindicales, en asamblea extraordinaria convocada al efecto, con la presencia de un Notario Público que certifique haberse alcanzado dicho quórum.


Las organizaciones sólo podrán recibir como pago del precio, en caso de enajenación, otros inmuebles o dinero. En este último caso, con los recursos provenientes de la venta se deberá abrir una cuenta bancaria especial, administrada de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del articulo 263. El Conservador de Bienes Raíces que inscriba la transferencia deberá comprobar la existencia de la cuenta antes de proceder a dicho trámite.


Los recursos depositados en la cuenta especial sólo podrán destinarse a la compra de otros inmuebles sociales, la realización de mejoras en los ya existentes o la adquisición de bienes muebles destinados al equipamiento y mantención de unos y otros.


Los actos realizados en infracción a lo dispuesto en los incisos precedentes adolecerán de nulidad relativa.”.

-o-


Se designó diputado informante a don Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comision, a 14 de septiembre de 2004.


Acordado en sesión de fecha 14 de septiembre del año en curso, con asistencia de los señores diputados Aguiló; Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana; Riveros; Seguel; Tapia; Vidal, doña Ximena, y Vilches.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado Secretario de la Comisión”.

20. Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, sobre el proyecto de ley que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales. (boletín N° 3502-04)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, cumple con informar en primer trámite reglamentario y primero constitucional, el proyecto de ley de la referencia, originado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.

PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN


Durante la discusión de este proyecto fueron escuchados el señor ministro de Educación don Sergio Bitar, el señor Contralor General de la República, don Gustavo Sciolla; el señor rector de la Universidad de Chile, don Luis Riveros; el Presidente del Consorcio de Universidades Estatales, rector don Ubaldo Zúñiga, el Secretario del Consejo de Rectores, don Carlos Lorca; el rector de la Universidad de Talca, don Alvaro Rojas; el rector de la Universidad de Valparaíso, don Juan Riquelme; el rector de la Universidad de Tarapacá, don Emilio Rodríguez Ponce; el rector de la Universidad de Antofagasta, don Pedro Córdova;. y los señores Gastón Astorquiza, Hernán Llanos, Pedro Ortiz y Jorge Aedo.


Participaron en la discusión de este proyecto la señora Pilar Armanet, Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación; el jefe del Departamento Jurídico, don Rodrigo González; doña Alejandra Contreras y don Cristián Insulza, asesores del Ministerio de Educación.

ANTECEDENTES DEL MENSAJE


Para el Supremo Gobierno, este proyecto se enmarca en la idea de que las instituciones de educación superior y, en especial las universidades públicas, enfrentan nuevos desafíos y requerimientos. Estos derivan, por una parte, de factores internos, como la creación de nuevas instituciones y carreras, la heterogeneidad de instituciones y de su calidad, así como la diversidad de grupos que acceden a la enseñanza superior, entre otros. Por otra parte, hay otros desafíos derivados de factores externos al sistema, como la rapidez del cambio tecnológico, la internacionalización, el aumento de la información disponible y la dinámica social.


Por ello, las universidades públicas, a juicio del Ejecutivo, requieren de un proceso de renovación y modernización que debe ser asumido tanto desde las propias instituciones en virtud de la autonomía y la dinámica propia que éstas tienen, como desde el propio Gobierno en lo que se refiere a las políticas públicas de fomento de este nivel. 

OBJETIVOS, CONTENIDO E IDEAS MATRICES DEL PROYECTO


La iniciativa legal en informe tiene por objeto conferir a las universidades estatales instrumentos jurídicos flexibles que las faculten para prestar un servicio educacional de excelencia de cara al mundo moderno. Lo anterior permite que las universidades estatales mejoren su eficiencia en el contexto de la competencia que existe en el sistema de educación superior, con instituciones de carácter privado, cuya gestión no está sometida a las restricciones que la ley impone a las casas de estudio de que aquí se trata. 


Para alcanzar esos objetivos, es necesario, según lo estima el Ejecutivo, agilizar los procedimientos de toma de decisiones en las universidades estatales, sin prescindir del principio de responsabilidad de la gestión e implementando sistemas de control y fiscalización adecuados y de carácter independiente. 


Para este efecto el proyecto consulta los siguientes mecanismos:

Fiscalización de la Contraloría General de la República.


El artículo 1° ratifica la función fiscalizadora de la Contraloría General de la República, pero se establece como norma general el control a posteriori. Los actos y los contratos celebrados por las universidades estatales quedarán exentos del trámite de toma de razón, correspondiendo a la Contraloría determinar las modalidades de fiscalización ex-post, en conformidad con su ley orgánica.


Sin perjuicio de ello, se establece que sus actos y contratos quedarán afectas al trámite de registro.


En la misma disposición se deja expresa constancia que la mención a las universidades estatales incluye a la Universidad de Chile y a la Universidad de Santiago de Chile.

Autorización para endeudamiento de largo plazo.


No obstante que las universidades estatales están facultadas para contratar empréstitos y otras obligaciones financieras, con cargo a su patrimonio, las normas legales que regulan dichos actos están limitadas por la restricción contemplada en el artículo 60 Nº 7 de la Constitución Política de la República, que exige una ley de quórum calificado para autorizar la contratación de empréstitos cuyo vencimiento exceda el plazo del período presidencial, lo que significa que dichas instituciones no pueden acceder a financiamientos de largo plazo y, por ende, en mejores condiciones económicas.


El presente proyecto consulta en su artículo 2°, la autorización para que las universidades estatales, por un plazo de dos años, puedan contratar empréstitos cuyo vencimiento exceda el término de duración del respectivo período presidencial, con el objeto que dichas casas de estudio puedan reestructurar su pasivo financiero existente al 31 de diciembre de 2003, con la limitante que el plazo del servicio de la deuda no podrá exceder de 20 años y la obligación de llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán los empréstitos.


Establecimiento de un mecanismo de publicidad de los balances y estados financieros de las universidades estatales.


La normativa actualmente aplicable a las instituciones estatales de educación superior establece que éstas están obligadas a publicar su presupuesto anual y el balance de ejecución presupuestaria del año anterior. Para estos efectos se han definido normas generales para la elaboración de dichos documentos. Pero no existen normas equivalentes para los registros contables que dan cuenta de las variaciones que afectan al capital de las instituciones. Dichos registros no son elaborados en un formato único que facilite su análisis, así como tampoco existe obligación de auditarlos por alguna entidad externa, ni de publicarlos.


El presente proyecto establece en su artículo 3° la obligación de publicar los balances generales y demás estados financieros debidamente auditados, en conformidad con las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas.


A juicio del Ejecutivo, los esquemas de control más flexibles que establece esta ley, imponen la necesidad de hacer efectiva la responsabilidad pública de las autoridades universitarias por el manejo de los recursos estatales, exigencia que sólo es posible cumplir a través de la transparencia de la información.


Asimismo, es necesario otorgar a los órganos colegiados de las instituciones, y a la comunidad académica y nacional, adecuadas herramientas para efectuar un control de la gestión económico-financiera de las universidades.


Por último, señala el mensaje que favorecer la transparencia de la información facilitará la participación de las universidades en transacciones comerciales con otras entidades públicas y privadas, permitiéndoles competir e insertarse de manera más adecuada en las actividades económicas del país. 


El artículo 4° del proyecto establece que “sólo por ley podrá autorizarse la transferencia de recursos del Fisco a las universidades estatales”.

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR DEL PROYECTO


La Comisión acordó oír a diversas autoridades y recoger el máximo de opiniones relacionadas con las materias que aborda este proyecto. Los nombres de quienes aportaron su saber sobre estos tópicos, están consignados en el capítulo de este informe denominado “personas escuchadas por la comisión”.

Intervención del señor Contralor General de la República.


Especial atención y debate provocó la intervención, en sesión secreta, del señor Contralor General de la Republicá, así como el oficio que la Comisión tuvo a la vista, que dicho funcionario remitió al H. señor Presidente de la Cámara, para referirse a este proyecto.

Oficio sobre la materia.


Reseñamos a continuación las principales observaciones contenidas en dicho oficio.


La Contraloría General de la República denota en ese documento que el proyecto de ley altera significativamente los términos de la fiscalización de la Contraloría General a que están afectas las Universidades estatales, como lo dispone el artículo 1°. Estas disposiciones, a juicio del Contralor, pretenden excluir del régimen de control preventivo de legalidad -toma de razón- a todos los actos y contratos que celebren las universidades estatales, estableciendo solamente para algunos -referidos a la contratación de empréstitos y a la aprobación y modificación de presupuestos o balances- el mero trámite de registro.


Señala una serie de actos, actualmente sometidos, atendida su importancia, a dicho control previo, y a modo de ejemplo menciona: en materia de personal, los que se refieren a nombramientos y contrataciones, a la carrera funcionaria, a la aplicación de medidas disciplinarias, y a la fijación y aplicación de sistemas remuneratorios; en materia financiera, los relacionados con la aprobación y modificación de presupuestos, la contratación de empréstitos y cauciones, la adquisición de bienes y de créditos, instrumentos financieros, valores mobiliarios, acciones y otros títulos de participación en sociedades, los que impliquen aportes o transferencia de recursos, y los que aprueben la contratación de obras públicas; en materia de contratos, los que inciden en la celebración de convenios de prestación de servicios con entidades públicas o privadas, y con personas naturales, la aprobación de bases generales y especiales de las contrataciones sujetas a toma de razón, y las que aprueben la constitución, modificación y extinción de sociedades y asociaciones, así como los reglamentos universitarios que regulan materias afectas a toma de razón.


La exclusión de las materias señaladas permitiría que actuaciones contrarias a derecho den lugar a situaciones consolidadas cuya regularización suele ser difícil, y pueden producir perjuicios de envergadura, en el orden patrimonial, generando además responsabilidades de orden penal, civil y administrativo.


Las consecuencias negativas del proyecto se ponen todavía más de manifiesto, por ejemplo, específicamente en materia de contrataciones consultada, en el artículo 99 de la ley 
N° 18.681, que faculta para “prestar servicios remunerados, tales como asistencia técnica, investigación y de toda otra clase, a personas naturales o jurídicas de derecho público o privado, nacionales, extranjeras o internacionales, en las áreas de conocimiento o de competencia de los respectivos organismos”, como asimismo, para “ejecutar actos y celebrar contratos que, estando orientados a mantener, a mejorar o acrecentar las condiciones de funcionamiento y operatividad de la entidad de Educación Superior, puedan implicar también contribución a su financiamiento o incremento de su patrimonio”.


La aprobación de una regla de exención tan radical como la que se pretende establecer, resulta inconsistente, precisamente en la autorización del articulo 2°, ya que deja al margen, sin limite alguno, del control preventivo de legalidad que ejerce el Organismo Contralor, contrataciones que generarán nuevos endeudamientos y que comprometerán, por lo tanto, de manera muy significativa y a largo plazo el patrimonio estatal, . impidiéndose adicionalmente la comprobación de que se han cumplido los fines perseguidos por el endeudamiento contraído.


A continuación menciona otras consecuencias del cambio propuesto. 


En lo que concierne a los actos de las universidades estatales relativos a materias de personal, plantea inconvenientes y dificulta el cumplimiento de la función de control de la actividad de la Administración que, conforme a la Constitución y a la ley, corresponde realizar a este Organismo de Control. Algunas de tales dificultades serían la de aplicar el nuevo Sistema de Información del Personal de la Administración del Estado (SIAPER), actualmente en desarrollo, en cuya implantación se ha considerado precisamente una universidad estatal: la Universidad de Chile.


Sostiene que el Organismo de Control tramita anualmente aproximadamente 14.000 decretos y resoluciones de estas entidades estatales de educación superior, en los que se ha advertido la existencia de diversos errores y falencias recurrentes en materias de personal. Específicamente en lo que atañe a los pagos por concepto de honorarios, que comprometen un porcentaje significativo del gasto total en personal. El control es el que ha permitido corregir tales errores como también, precaver sus efectos o impedir que ellos se prolonguen en el tiempo.


El endeudamiento actual del conjunto de estas entidades, según el Contralor excede los ciento cinco mil millones de pesos y es el producto de una situación que se ha ido agravando progresivamente a través del tiempo, si se considera que se enmarca en sistemas de control interno que suelen adolecer de serias debilidades. Advierte que habría irregularidades en el uso de los recursos, consultados en el Fondo Solidario de Crédito Universitario, y en la constitución y funcionamiento de sociedades creadas por las universidades bajo el régimen de Derecho privado, así como con actos afectos a toma de razón que o bien no han sido enviados a la Contraloría General para cumplir con ese trámite o lo han sido extemporáneamente, con posterioridad a su ejecución.


Hace presente que las funciones de fiscalización que desarrollan tanto la Cámara de Diputados, en virtud del Nº 1 del artículo 48 de la Constitución Política, como la Contraloría General, importan una permanente vinculación entre ambos órganos estatales. 


Desde ese punto de vista, a juicio de la Contraloría General, podría entenderse que la importante restricción de sus facultades de control que se pretende establecer mediante este proyecto de ley, también podrían afectar las atribuciones fiscalizadoras de la Cámara de Diputados. 


Por las razones expuestas, el Contralor General señala que, a su juicio, el articulo 1° del proyecto es manifiestamente inconveniente. 


En lo referido al articulo 3° del proyecto, que modifica el régimen de publicación de los balances generales y demás estados financieros de las universidades, manifiesta que en la actualidad existen normas de general aplicación para los registros contables que den cuenta de las variaciones que afectan al capital de las universidades estatales, que se encuentran dentro de la cobertura de la contabilidad general de la Nación, y en tal sentido, la Contraloría General les hace exigible la entrega de información presupuestaria, financiera y patrimonial que debe ajustarse a las instrucciones especialmente preparadas para tales Corporaciones. 


La información aludida sólo se requiere una vez al año y al término del respectivo ejercicio contable.


Además, dicha información se incluye en un capitulo especial del Informe de la Gestión Financiera del Estado, que prepara el Organismo Contralor el cual es puesto en conocimiento del Presidente de la República, del Congreso Nacional, Autoridades Superiores de la. Administración y terceros interesados nacionales y extranjeros.


También es necesario advertir, desde un punto de vista técnico, que la estructura de presentación del Balance General y demás estados contables que se exigen a las sociedades anónimas abiertas, ha sido formulada considerando la gestión comercial y financiera que desarrollan dichas sociedades, que difiere sustancialmente de las funciones y fines de las universidades estatales. 


Por tal motivo, el Contralor General no advierte el fundamento que haga necesario introducir modificaciones en esta materia.

Intervención del señor Rector de la Universidad de Chile.


En primer término recalca que la Universidad de Chile es Nacional y Pública, de carácter Estatal.


Considera de la esencia de la condición estatal, un compromiso mayor del Estado con el financiamiento, pero también cree inherente al manejo de recursos públicos la cuenta de gestión sobre los mismos por parte de todas las instituciones que los reciben, dado que constituyen recursos provenientes de todos los chilenos. De esta forma se ha estado procediendo al rendir cuenta anual del uso de los recursos que por Ley Especial se entregan a la Universidad de Chile, como asimismo a través de las Cuentas Anuales que entrega el Rector sobre el cumplimiento de objetivos académicos y de gestión.


En segundo termino, se refiere al modelo vigente en la educación superior chilena.


El actual esquema de política para la educación superior chilena ha puesto principal énfasis en la competencia tanto en lo que respecta al atractivo de estudiantes de pre y posgrado, como en cuanto al acceso a fondos para la investigación y la creación.


Señala que la ausencia de una adecuada regulación y acreditación, inducen el crecimiento en cantidad, no acorde con los requerimientos de calidad y diversificación disciplinaria, fomentando una nociva discriminación contra los más pobres y capaces. Esa lógica de pura competencia, como se ha planteado reiteradamente, merece discusión aparte, en cuanto a los mecanismos de regulación e información indispensables para desarrollar un sistema sano socialmente y capaz de proteger la fe pública.


La Universidad de Chile no se opone a la existencia de competencia en el sistema de educación superior. Prueba de ello es su singular éxito en materia de estudiantes de pre y posgrado, un campo donde competitivamente atrae los mejores puntajes PSU y adquiere cerca de la mitad de los estudiantes de doctorado con becas, además de contar con una significativa participación de estudiantes extranjeros. Asimismo, en materia de investigación, la Universidad de Chile es la primera en indicadores como publicaciones ISI, proyectos financiados por Fondos competitivos, y en proyectos internacionales adquiridos también en competencia abierta. En los fondos Mecesup, que han permitido recursos de inversión y para programas de mejoramiento en calidad, la Universidad de Chile también ha figurado en forma destacada entre las instituciones participantes. 

La Universidad de Chile tiene un presupuesto que cuenta en cerca de 80% con ingresos propios, que se adquieren por la vía de la venta de servicios, la adquisición de proyectos concursables, y el pago de sus estudiantes de pre y posgrado.


El tema central que la institución ha subrayado reiteradamente, es que al menos existan reglas del juego que sean similares entre los diferentes actores participantes en el sistema.


En tercer lugar, expone acerca de la existencia de una asimetría entre distintos tipos de universidades.


Ha existido una velada discriminación contra las universidades estatales, en tanto el actual esquema de competencia se mantiene sin cambios de fondo en las regulaciones aplicables. Las mismas se atienen a normas legales y administrativas de origen diferente a aquellas vigentes en el mercado para sus pares privados, restringiéndose en forma severa su capacidad para competir en igualdad de condiciones.


Tales normativas se derivan de aquellas aplicadas a la Universidad de Chile y a la Universidad Técnica del Estado en los años sesenta y tempranos setenta, en forma acorde con el mayoritario aporte estatal en los presupuestos de estas instituciones que a esa fecha prevalecía. 


De allí surgió una directa extensión de tal criterio regulatorio a estas Corporaciones y a las universidades estatales derivadas a partir de 1981, no obstante el distinto marco económico global en que las universidades estatales han debido funcionar enfrentando una creciente competencia en el sistema y contando con un muy parcial apoyo financiero directo del Estado.


El cambio ocurrido en materia de financiamiento y en las necesidades organizativas de las universidades estatales, de acuerdo a los profundos cambios introducidos en el sistema de educación superior, no ha tenido ningún parangón en la modernización que requiere su gestión y normativa aplicable.


A juicio del Rector Riveros, resulta ser particularmente injusto que a las universidades privadas pertenecientes al Consejo de Rectores se les otorgue financiamiento por medio de Aporte Fiscal Directo, en proporciones similares a las universidades estatales, sin tener aquellas que seguir las mismas reglas en materia de financiamiento, controles administrativos y normativa de personal como es el caso de las entidades estatales. Se ha estado vulnerando la norma de igualdad de condiciones que se deben garantizar por la ley y la Constitución para entidades que se desempeñan en similar ámbito y bajo similares reglas desde el punto de vista de su participación en el mercado. A unas se les ha protegido restándoles controles e imponiéndoles normativas asimilables al sector privado, a pesar del desmedro que ello ha significado para otras que se desempeñan en eventuales similares condiciones pero bajo estrictos controles y regulaciones limitantes.


En cuarto lugar señala que las universidades estatales precisan cambios en su financiamiento y/o regulaciones aplicables.


De hecho, son varias las entidades universitarias estatales que requieren una modernización de sus estatutos, para así permitirles innovar en sus esquemas de gestión, organización del gobierno interno, y normativa aplicable a sus política financieras y de personal. Pero todas ellas necesitan una revisión del marco legal que les afecta en esas materias. Estas entidades deben, por ejemplo, contraer obligaciones con el sector financiero sólo atenidas a los períodos presidenciales, una normativa racional cuando el aporte del presupuesto fiscal bordeaba el 90% del total, pero ilógica en absoluto cuanto el aporte fiscal es de 20% y de mucho menos en el caso de varias universidades del Estado. Asimismo, las universidades estatales requieren el visado de Contraloría, el cumplimiento de la normativa fiscal en el uso de los recursos, mecanismos engorrosos de contratación de personal, etcétera, cuando la mayoría de dichos recursos se obtienen competitivamente y provienen del sector privado. De modo similar, la política de personal debe cumplir con todos los requisitos que se establecen para el empleo público o fiscal, pero sin considerar que las universidades estatales deben financiar un porcentaje superior al 80% de sus planillas sobre la base de esquemas financieros privados, haciendo intolerables la presencia de inamovilidad funcionaria y de otros esquemas incompatibles actualmente con la fórmula financiera que se les ha impuesto.


Los reajustes que se otorgan al sector público se consideran también -en la práctica- aplicables a las universidades del Estado, a pesar de que el Fisco nunca proporciona los recursos presupuestarios para que esto tenga lugar, debiendo las universidades financiar con sus propios recursos los esquema salariales determinados por el Ministerio de Hacienda.


En quinto lugar se refiere a las limitantes que prevalecen para las universidades del Estado.


Según la normativa vigente las universidades estatales no pueden contraer deudas más allá de los períodos presidenciales, no pueden emitir bonos ni otros instrumentos financieros para financiar su inversión, no pueden competir en igualdad de condiciones en materia de adquisiciones de insumos ni de subcontratación; tienen que seguir la normativa del empleo público en cuanto al diseño de los contratos y cumplimiento de las normas de inamovilidad como a la vez mantener una cierta proporción de empleos en la categoría de permanentes (no más de un 20% de funcionarios a contrata en relación a aquellos en propiedad). Deben, además, las universidades estatales cumplir con trámites de control ex ante en la Contraloría General de la República que obedecen a una exigencia obsoleta en los hechos en cuanto a controles de fondo y forma en los compromisos y contratos, pero que crean rigideces en su acción y hacen más lentas sus respuestas ante las demandas del medio. De allí, además, se deriva la monserga de que las entidades universitarias del Estado son ineficientes y responden con extrema lentitud frente a los requerimientos del mercado.


Lo anterior constituye ciertamente una realidad que se contrapone con las exigencias que se orientan a una mayor competitividad y eficiencia de las universidades del Estado. La Universidad de Chile, por ejemplo, recibe sólo 21.7% de aporte del Estado en términos de Aportes Fiscal Directo e Indirecto; dicho monto es de sólo 15.6% si se refiere sólo al AFD (aporte fiscal directo) que es el único aporte fijado específicamente por ley, dado que el AFI (aporte fiscal indirecto) y los otros recursos de origen estatal que percibe, son competitivos y se alcanzan sólo merced a los resultados académicos de la institución en materia de docencia e investigación. 


Hay universidades privadas tradicionales que reciben similar proporción de aportes, pero que no deben cumplir con las exigencias normativas a las que hemos hecho referencia. Indudablemente estas exigencias normativas, si se quieren preservar, deberían acompañarse con una mayor responsabilidad del Estado en el financiamiento de instituciones universitarias de naturaleza estatal.


En sexto lugar se refiere derechamente al proyecto en discusión y señala que el proyecto de ley que se discute parece reflejar que se ha optado por la no entrega de mayores recursos a las Corporaciones estatales, pero a cambio propone reducirles la carga de regulaciones que impiden su efectiva competitividad en el medio de la educación superior.


De acuerdo a esta normativa, de ser aprobada por el Congreso Nacional, las entidades universitarias estatales podrán renegociar sus deudas bancarias a plazos mayores que aquellos permitidos por la legislación actual, por única vez, reduciendo en forma significativa los costos de intermediación para ellas.


Esta propuesta legislativa, sin embargo, no resuelve la situación desde el punto de vista de administración financiera para futuros proyectos. Asimismo, el proyecto propone que el trámite de toma de razón, como asimismo cualquier control anterior a la gestión, se elimine, reduciendo el ámbito de acción de la Contraloría General al control ex post de las ejecuciones presupuestarias. Propone además, que las universidades estatales den cuenta pública del uso de sus recursos, más allá de la publicación anual de su presupuesto, cuestión que nos parece lógica y plausible, y que debe ser extensiva a todas las instituciones que reciben aportes del Estado.


Para la Universidad de Chile la posibilidad de renegociar sus pasivos bancarios no reviste extrema importancia en la actualidad, dado que los mismos se han renegociado convenientemente en un acuerdo de largo plazo con la banca acreedora. La Universidad de Chile mantiene un pasivo de alrededor de $ 25.000 millones con la Banca, contando ella con un patrimonio contable de cerca de $ 240.000 millones y un ingreso anual total de $ 189.000 millones; esa deuda, mayoritariamente contraída entre los años 1990-1996, obedece a las expectativas que se habían creado de un mayor aporte estatal para financiar las actividades universitarias. Sin embargo, existen innumerables e importantes proyectos de inversión que se han ejecutado y se planea ejecutar, aumentando así el potencial competitivo de la Universidad y su respuesta proactiva ante las demandas del medio. En los últimos seis años la inversión total ha alcanzado a cerca de $ 22.000 millones, y se planea concretar una cifra similar en los próximo dos años. Indispensable es decir, al momento de evaluar la gestión financiera de la Universidad, que en los últimos seis años se ha colocado un promedio anual de alrededor de $ 1.000 millones en crédito universitario no financiado por el Estado, además de más de 
$ 1.500 millones anuales que es, en la actualidad, el monto dedicado a apoyar socioeconómicamente a nuestros estudiantes. Ciertamente, estas cifras llaman la atención acerca de aquellos usos indispensables pero no suficientemente atendidos debido al mal diseño de las políticas estatales de asistencia a los estudiantes en necesidad financiera.


La posibilidad de contar con mayor flexibilidad en materia administrativa reviste crucial importancia para una más efectiva gestión de la Universidad, especialmente en el contexto competitivo que enfrentamos en materia de atraer los mejores estudiantes y por recursos para inversión e investigación. Un solo ejemplo puede servir para ilustrar la magnitud de los problemas que generan las restricciones. En materia de personal, sufrimos un progresivo envejecimiento de nuestra planta académica, además de una significativa proporción de funcionarios en edad de jubilar, pero que no lo hacen por la desmedrada situación previsional en que han quedado La Universidad está impedida de poder pagar estímulos o bonos que faciliten el proceso de retiro y/o jubilación, para poder renovar plantas académicas y provocar un ajuste de las plantas en forma concordante con las necesidades que despierta la significativa competencia que enfrenta la Universidad, y el reto de permanente renovación.


Hace presente que se ha solicitado al Supremo Gobierno que introduzca una indicación a este Proyecto con el propósito de autorizar a la Universidad de Chile para que, con cargo a sus propios recursos presupuestarios, pueda cancelar bonos o estímulos para el retiro del personal, y pueda así adoptar una política que es normal en el caso de las instituciones tradicionales privadas.


Finalmente, en séptimo lugar se refiere a los grandes desafíos para la Educación Superior.


Enfrentamos la sociedad del conocimiento, que levanta profundos desafíos de cambio permanente en la educación, particularmente en el sistema de educación superior.


Las universidades deben producir conocimiento para el éxito social y productivo del país, y buscar su financiamiento por medios competitivos y en base a la calidad del trabajo formativo y creativo de cada una. 


Termina sosteniendo que es del todo pertinente y necesario que la autoridad pública debata el tema e introduzca las modificaciones legales necesarias para modernizar la gestión universitaria y para permitir una mayor agilidad en la respuesta de las mismas frente a las demandas de nuestra sociedad. Esta será la manera de evitar el desolador panorama que en otros países presenta la educación estatal, impedida de hacer uso eficiente de sus recursos para proveer excelencia y modernidad en su trabajo, y caracterizada más bien por un profundo retraso que las convierte en un lastre significativo para la sociedad.

Intervención del señor Ubaldo Zúñiga, Presidente del Consorcio

de Universidades Estatales.


El señor Ubaldo Zúñiga estima fundamental tener información respecto del sistema universitario general y dentro de éste del sector al que está dirigido el proyecto de ley. 


Existe una permanente confusión respecto a cuáles son las universidades estatales, refiriéndolas a menudo como las universidades del Consejo de Rectores, por ser todas éstas (25) las que reciben aportes fiscales. Los juicios valóricos, estigmas o posiciones negativas respecto de las universidades estatales se profundizan también por desconocimiento o desinformación. 


Su intervención se orienta a definir cuántas y cuales son las universidades estatales que son objeto de la presente ley, cuál es su real financiamiento público comparativo, cual ha sido su crecimiento comparativo en matrículas y a qué se destinan los recursos.


Señala que el Consorcio de Universidades Estatales mantiene una posición de crítica frente al actual sistema de financiamiento. Como es sabido, en Chile el Estado cumple un papel subsidiario en materia de financiamiento de estas Universidades. La política existente toma como base el que la educación superior en general, es un bien que genera retorno y por tanto debe pagarla el usuario (comprarse). Este concepto, sostiene, iniciado bajo el régimen militar, no ha cambiado con los gobiernos de la Concertación ni cambiará en los próximos años. El autofinanciamiento es el camino que se ofrece a las universidades públicas en el siglo XXI; éstas deben competir en el mercado de la educación superior, cobrando como tasas o aranceles lo que el mercado permita. Así, las Universidades Estatales, al igual que cualquier otra privada (del consejo de Rectores o privada-privada) han debido subir los aranceles, dedicarse a la venta de bienes y servicios educativos, a generar ofertas académicas rentables, a aumentar carreras y número de estudiantes, etcétera. 


Con la apertura del sistema al sector privado, empresarios e inversionistas ingresaron al mundo del negocio universitario.


La posición del Consorcio no es ni podría ser contraria a la existencia de universidades privadas por entender que es cuestión de libertad de elección y porque algunas se han desarrollado, cuentan con una buena infraestructura física, planes de estudio bien concebidos, académicos de nivel y en definitiva, han logrado consolidarse. Son una realidad y ofrecen una alternativa válida. Sin embargo no es aceptable que se intente presentar el modelo de universidad privada nacional, como un paradigma de organización y gestión universitaria. El hecho que aparezcan como exitosas, constituye un atributo propio de una organización que tiene como objetivo primordial la rentabilidad y el crecimiento progresivo de sus activos. Ello es válido dentro de la lógica empresarial y no es el caso de una Universidad del Estado.


Los ataques a las Universidades Estatales son frecuentes desde el sector privado, en particular en materia de aportes públicos. Se las califica de incompetentes e ineficientes, se intenta confundir a la opinión pública aseverando que la pertenencia o propiedad de una Universidad es irrelevante ya que todas dan servicio público y que el hecho de ser estatal no tiene por qué otorgarles garantías o beneficios especiales, debiendo todas competir en igualdad de condiciones. Indican que todas las universidades son de servicio público por la externalidad que producen. A juicio del Consorcio, tal afirmación llevaría a aceptar lo mismo para las Isapres, AFP’s y hasta para los supermercados.


Es necesario entender los objetivos de una universidad pública. Entre ellos está: desarrollar el conocimiento mediante la investigación empírica, la reflexión filosófica o la creación artística; formar cuadros de académicos de alto nivel, analizar la realidad contemporánea mediante el método crítico; aportar a la superación de la pobreza, la marginalidad, las enfermedades, la drogadicción, etcétera, a través del estudio profundo de los problemas y el planteamiento de soluciones, servir al desarrollo nacional y regional en áreas del conocimiento que tienen rentabilidad social y no únicamente económica; abrir espacios de crecimiento y progreso personal a los jóvenes más capaces cualquiera sea su condición socioeconómica, origen o etnia. Fundamental es la labor de las Universidades Estatales en las regiones. Estas funciones son un deber para las universidades estatales y no están sujetas a intereses particulares, políticos, religiosos, económicos o de ninguna otra índole. 


El país no podrá responder a los desafíos del futuro si todas las universidades se dedican exclusivamente a formar profesionales para que se integren a los procesos de producción globalizados. Las instituciones que sólo forman profesionales, no son universidades en el más amplio sentido. 


Una universidad es aquella que forma y mantiene cuadros académicos permanentes con dedicación completa, aquella que investiga, que posee y mantiene laboratorios en docencia e investigación con equipamiento e instrumentación para toda su actividad académica, que genera el conocimiento, que desarrolla profundamente la extensión en todos sus ámbitos: culturales, de servicios, artísticos, tecnológicos, etcétera. Estas universidades no se financian simplemente con pagos de aranceles. Es ineludible la participación del Estado en el financiamiento de esas universidades. Con mayor razón ello es válido para las universidades que son propiedad del Estado chileno.


Chile debe volver a tener crecimientos del 7% en su economía. Para ello es necesario dar mayor valor agregado a sus productos de exportación, de manera de sobrepasar sustantivamente los actuales niveles de exportación. Lo anterior exige una gran capacidad de innovación y desarrollo tecnológico aplicable a la realidad del país. Chile debe resolver sus problemas de contaminación, de gestión energética y de salud provocados por situaciones propias del país. Chile debe mejorar la calidad de los productos que fabrica, debe dedicar tiempo a investigar problemas y situaciones que afectan la calidad de vida de los ciudadanos, sus patrones de comportamiento, sus fortalezas y debilidades. Nada de lo anterior se logrará si el Estado no contribuye a ello. La solución se logrará si se invierte en educación, en el conocimiento, en la investigación, en la formación de cuadros académicos de excelencia.


El Consorcio no postula que el Estado financie a las Universidades Estatales en un 100% como antaño. Tampoco una reducción de los aportes públicos a las universidades privadas tradicionales del Consejo de Rectores, que desde hace años son en promedio cerca de un 20% superior al que se entrega a una universidad estatal. Lo que buscamos, es equidad para nuestras instituciones, y para nuestros estudiantes. 


Por otra parte el Consorcio muchas veces ha señalado problemas de fondo que no considera el proyecto de Ley, los que corresponden a: Impedimento de efectuar operaciones con bonos securitizados; impedimento de contratar o recontratar personas sin llamado a concurso público; rigidez en el manejo de las plantas de personal; límites a la contratación de personal bajo régimen de contrata (20 %) por aplicación de Art. 3 ley 18.834 estatuto administrativo; inexistencia de recursos públicos para otorgar reajustes del sector público y para planes de desvinculación por envejecimiento de las plantas; aplicación de leyes del sector público que requieren recursos económicos pero que a las universidades estatales no les son provistos, tampoco se les debería aplicar la obligatoriedad de las leyes Ley 19.200 de plena imponibilidad, la Ley de accidentes del trabajo (Nº 16.744) y enfermedades profesionales, aportes a los servicios de bienestar de personal, entre otras.


Las universidades del Estado estamos en condiciones de mostrar al país índices comparativos de gestión, pero teniendo claro que no estamos hablando de un negocio, o de una empresa. Somos parte del Estado de Chile, y al igual que en otros países de América Latina, estamos conscientes que el Estado es el único ente que puede otorgar las condiciones necesarias para el desarrollo del país. Ello significa respaldar y afianzar la formación de cuadros académicos y de investigación en todas las áreas del conocimiento y con decisión en aquellas que no tiene rentabilidad económica pero sí, social. 


Con relación al proyecto mismo, el Consorcio a través de su Presidente destaca lo siguiente:

1.
La actitud del Gobierno de Chile y en particular al Sr. Ministro de Educación, por llevar adelante esta iniciativa, que denota una voluntad política de enfrentar un tema largamente deseado por las Universidades Estatales. Asimismo al Congreso Nacional por la oportunidad de discutir temas relevantes para las Universidades Estatales en materias específicas.

2.
Reconocer que los considerandos del mensaje son altamente auspiciosos. Sin embargo, su articulado no satisface en forma integral dichos objetivos. 

3.
Desde hace años el Consorcio de Universidades Estatales ha venido manifestando la necesidad de contar con una Ley que le permita tomar endeudamientos más allá del período presidencial, fundamentalmente por dos razones:

a)
Las Universidades Estatales reciben aportes públicos pero no son financiadas por el Estado y necesitan hacer inversiones con créditos de largo plazo. Los créditos de corto plazo al que están obligadas, obviamente son de un alto costo financiero.

b)
Son permanentemente criticadas por mala gestión pero se les mantiene atadas para operar con el sistema financiero en los términos en que pueden hacerlo las instituciones privadas.


El Proyecto de Ley en su artículo 2º no resuelve lo anterior, toda vez que permite únicamente reestructurar pasivos existentes a diciembre de 2003, los que en general no representan montos sustantivos y no todas las universidades del Consorcio los tienen.


Se ha observado que la Contraloría General de la República fiscaliza, función que le corresponde por mandato Constitucional, produciendo por esta vía, la limitación al accionar de nuestras instituciones de educación superior, sin que el legislador tome en cuenta que la mayor parte de los ingresos con los cuales operamos provienen del autofinanciamiento y no de aportes del Estado. Ello por lo tanto genera una discriminación arbitraria frente a las demás Universidades que no son estatales y que no están sujetas a nuestro marco legal ni sometidas al control de la Contraloría General de la República.


Es necesario precisar, sin embargo, que las trabas a las que el Consorcio se refiere obedecen a aspectos más de fondo que los señalados en el proyecto de Ley, el que sólo aborda aspectos administrativos que si bien pueden ayudar, no resuelven el problema de fondo. Las universidades estatales, no buscan eludir el control y la regulación pública de esos recursos. Aunque sean altamente insuficientes, nos interesa dar cuenta pública de ellos y actuar con la máxima transparencia. 


Respecto del artículo 1º del Proyecto, es dable señalar que actualmente los documentos que deben ser enviados a toma de razón representan un porcentaje menor dentro del total, por lo que no hay en esta materia un gran impacto. Un mayor volumen de documentos son aquellos enviados al trámite de registro; por tanto, el hecho de que el proyecto reduzca los que deben registrarse puede efectivamente tener un mayor impacto, teniendo en cuenta que ello tiene aspectos positivos pero también negativos.


Un aspecto que con regularidad se presenta en los trámites ante la CGR son las devoluciones de documentos sin tramitar por reparos de forma o fondo de este organismo contralor, que corresponden a interpretaciones jurídicas distintas a las de la universidad, a la que se le aplica, que afecta la agilidad de los procesos.


Finalmente, en cuanto al artículo 3º, referido a la publicación de los estados financieros de manera idéntica a lo exigido a las Sociedades Anónimas abiertas, por cierto no tenemos inconvenientes en esta materia.


Los cuadros estadísticos relacionados con su exposición, forman parte integrante del acta respectiva.

Carta del Consorcio de Universidades Estatales.


Con posterioridad, en carta dirigida a la Comisión por el señor Rector don Ubaldo Zúñiga, Presidente del Consorcio de Universidades Estatales, hace constar que , en su calidad de Presidente del citado Consorcio sostuvo una reunión para tratar los temas contenidos en este proyecto con los principales directivos de la Contraloría General de la República, encabezados por la Contralora General (S) señora Noemí Rojas, en las dependencias de esa repartición. 


Esta afirmación fue ratificada por el señor Ministro de Educación en el seno de la Comisión, para desvirtuar lo aseverado en el sentido de que la Contraloría no fue consultada sobre este proyecto.


Además, en el documento referido se reitera la posición del Consorcio frente al proyecto en informe, expuesta por su Presidente en el seno de la Comisión.

APROBACIÓN DEL PROYECTO EN GENERAL.


Se deja constancia que el proyecto fue aprobado en general, por mayoría de votos (siete a favor, cuatro en contra y dos abstenciones).

DISCUSIÓN PARTICULAR.

ARTICULO 1°.


Se produce un debate acerca del alcance de esta disposición, por cuyo motivo, hasta no tener un conocimiento más acabado, se propone votarlo en una próxima sesión, pero no hay acuerdo para proceder así. Puesto en votación el artículo 1° es aprobado por mayoría de votos (siete a favor y seis en contra).

ARTICULO 2°.


Se propone ampliar el plazo consignado en el artículo, de dos años a cuatro.


Además, se sugiere exigir ciertos requisitos para la autorización consultada en este artículo.

Indicaciones declaradas inadmisibles.


Para el efecto se presentan las siguientes indicaciones: 

1.
De la diputada señora Marcela Cubillos y del diputado señor José Antonio Kast al inciso primero del artículo 2°, para reemplazar el término “dos” (años) por “cuatro” (años).

2.
De la diputada señora Marcela Cubillos y de los diputados señores José Antonio Kast y Manuel Rojas para agregar un inciso segundo al artículo 2° del siguiente tenor:


“Esta autorización se dará sólo si se reúnen los siguientes requisitos:

1.
Que la institución que reestructure su pasivo esté al día en el pago de las cotizaciones provisionales.

2.
Que las universidades que soliciten la reestructuración no presenten pérdidas.

3.
Que la institución presente un balance auditado.

4.
Que el nuevo servicio de la deuda sea menor al que hubiera contraído anteriormente.

5.
Que le flujo de pagos que se determine no acumule más del 40% de los mismos en el último tercio del período que corre entre la reestructuración y el vencimiento.”


Las dos indicaciones recién transcritas, fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión , basado en el N° 3° del artículo 62 de la Constitución, por considerar que corresponden a materias de exclusiva iniciativa del Presidente de la República.


Puesto en votación el artículo 2°, fue aprobado por mayoría de votos (nueve por la afirmativa, tres en contra y una abstención.

ARTICULO 3°.


Sin debate y por mayoría de votos se aprobó este artículo. ( once por la afirmativa y 2 en contra).

ARTICULO 4°.


Este artículo fue aprobado, sin debate, por unanimidad.

OTRAS CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.

Normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.


El artículo 1º del proyecto, en cuanto modifica la ley orgánica constitucional de la Contraloría General de la República, en lo relativo a las funciones que dicha ley orgánica le encomienda, debe ser aprobado por las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63, en relación con el inciso primero del artículo 87 e inciso final del artículo 88 de la Constitución Política de la República.


Se deja constancia, además, que el artículo 2º del proyecto en informe, de acuerdo con el Nº 7) del artículo 60, en relación con el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política de la República, requiere para su aprobación del quórum calificado de la mayoría absoluta de los diputados y senadores en ejercicio, por tratarse de una norma que autoriza la contratación de empréstitos cuyo vencimiento excede del término de duración del respectivo período presidencial.

Artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


La Comisión acordó que debe ser conocida por la Comisión de Hacienda la totalidad del articulado del proyecto.

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


Con el mérito de las consideraciones precedentes y de los antecedentes que pueda entregar el señor Diputado informante, la Comisión prestó su aprobación al siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Las universidades estatales podrán realizar todos los actos y contratos que contribuyan al cumplimiento de sus funciones, de conformidad con sus estatutos. Su fiscalización corresponderá a la Contraloría General de la República, de acuerdo con su ley orgánica.


Sin perjuicio de lo anterior, los actos que dicten y los contratos que celebren tales instituciones estarán exentos del trámite de toma de razón, pero deberán registrarse en dicho organismo los que se refieran a contratación de empréstitos y aprobación del presupuesto y de sus modificaciones o de los balances, lo que no condicionará su ejecución inmediata.


Para los efectos de la presente ley, la mención a las universidades estatales incluye a la Universidad de Chile y a la Universidad de Santiago de Chile.


Artículo 2°.- Autorízase a las universidades estatales, por el plazo de dos años a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2003.


El servicio de la deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contraer por esta ley, deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, y no podrá exceder del plazo de 20 años.


Esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.


Las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.


Artículo 3°.- A contar del 1 de enero del año 2005, las universidades estatales deberán publicar sus balances generales y demás estados financieros debidamente auditados. La forma, contenido y oportunidad de publicación de los estados financieros serán idénticos a los que se exijan a las Sociedades Anónimas abiertas.


Artículo 4°.- Sólo por ley podrá autorizarse la transferencia de recursos del Fisco a las universidades estatales.”.

-o-

Se designó diputado informante al honorable diputado señor Iván Paredes Fierro.


Tratado y acordado en sesiones de fecha 4, 11 y 18 de mayo y 8,15 y 22 de junio de 2004, con la asistencia de los diputados Carlos Olivares Zepeda (Presidente de la Comisión), 
Germán Becker Alvear; Sergio Correa de la Cerda; Rodrigo González Torres, José Antonio Kast Rist; Rosauro Martínez Labbé; Carlos Montes Cisternas; Iván Paredes Fierro; Manuel Rojas Molina; de las diputadas señoras Marcela Cubillos Sigall; María Eugenia Mella 
Gajardo; Carolina Tohá Morales y María Antonieta Saa Díaz.

Sala de la Comisión, a 22 de junio de 2004.


(Fdo): JOSÉ VICENCIO FRÍAS, Secretario de la Comisión”.

21. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales. (boletín Nº 3502-04)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS PREVIAS

1.
Origen y urgencias


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

2.
Disposiciones o indicaciones rechazadas


No hay.

3.
Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


-La indicación del Ejecutivo que sustituye el 

artículo 1° del proyecto.


-El artículo 2° del proyecto.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto la señora Pilar Armanet, Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación; los señores Rodrigo González, Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación y José Espinoza, Jefe del Sector Educación de la Dipres, y la señora Loreto Mardones, Asesora Jurídica de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


Concurrieron también especialmente invitados los señores Gustavo Sciolla, Contralor General de la República; Ubaldo Zúñiga, Presidente del Consorcio de Universidades Estatales; Luis Riveros, Rector de la Universidad de Chile; Gastón Astorquiza, Jefe de la División Jurídica, Hernán Llanos, Jefe de la División de Auditoría, y Pedro Ortiz, Jefe de la División de Contabilidad, todos de la Contraloría General de la República; María de los Angeles Santander y Sebastián Soto, en representación del Instituto Libertad y Desarrollo; y la señora Marcela Letelier, Directora Ejecutiva del Consorcio de Universidades Estatales.


Los propósitos de la iniciativa consisten, básicamente, en flexibilizar la gestión de las universidades estatales, adecuar las herramientas de control de la gestión económica-financiera y otorgarles facultades para contratar empréstitos de largo plazo para reestructurar sus pasivos financieros.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 19 de abril de 2004, señala que el proyecto no representa un mayor gasto fiscal durante el año 2004 y siguientes.


En el debate de la Comisión la señora Pilar Armanet hizo presente que la iniciativa en estudio tiene por objeto, por una parte, otorgar ciertas facultades a las universidades estatales y, por la otra, establecer una excepción en materia del mecanismo de toma de razón que practica la Contraloría General de la República. Respecto de lo primero, manifestó que se abordan dos aspectos, que son:

1.
Otorgar una autorización a dichas universidades para proceder a endeudarse a largo plazo. Sostuvo que, si bien las normas legales que regulan a las universidades estatales las facultan para contratar empréstitos y otras obligaciones financieras, con cargo a su patrimonio, dichos actos se encuentran sujetos a la restricción contemplada en el artículo 60 N° 7 de la Constitución Política, por lo que ellas no pueden acceder a financiamiento de largo plazo y, por ende, en mejores condiciones financiaras. En razón de ello, se propone autorizar a estas universidades por un plazo de dos años para contratar empréstitos cuyo vencimiento exceda el término del respectivo período presidencial, con el objeto que dichas casas de estudio puedan reestructurar su pasivo financiero existente al 31 de diciembre de 2003.

2.
Establecer un mecanismo de publicidad de los balances y estados financieros de las universidades estatales. Sobre el particular, puntualizó que la normativa aplicable establece que estas instituciones están obligadas a publicar su presupuesto anual y el balance de ejecución presupuestaria del año anterior. Para estos efectos se han definido normas generales para la elaboración de dichos documentos. No obstante lo anterior, no existe normativa equivalente para los registros contables que dan cuenta de las variaciones que afectan al capital de las instituciones. Dichos registros no son elaborados en un formato único que facilite su análisis, así como tampoco existe obligación de auditarlos por alguna entidad externa, ni de publicarlos.


Planteó que, en consideración a esta situación, se contempla la obligación de publicar los balances generales y demás estados financieros debidamente auditados, en conformidad con las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas.


Señaló también que, en cuanto a las funciones de la Contraloría General de la República, se establece como norma general el control a posteriori, sin perjuicio de lo cual, el Ejecutivo ha presentado una indicación que tiene por finalidad disponer que ciertos actos específicos deberán mantener el trámite de toma de razón.


El señor Ubaldo Zúñiga, Presidente del Consorcio de Universidades Estatales, señaló que dicho Consorcio agrupa a las 16 universidades del Estado de Chile que forman parte del Consejo de Rectores, distribuidas desde la I hasta la XII Región.


Hizo presente que los problemas sustantivos que tienen las universidades del Estado derivan, fundamentalmente, de que a estas universidades se les aplican todas las leyes del sector público, pero no les dan como contrapartida, los aportes fiscales que les corresponden como instituciones públicas, lo que permitiría concretar esas leyes. Sostuvo que en numerosas leyes que establecen aportes fiscales se excluye explícitamente a las universidades del Estado. Esta situación significa para las universidades una carga financiera muy alta, como consecuencia de la aplicación, entre otras, de las leyes N° 16.744 sobre Enfermedades Profesionales y Accidentes del Trabajo y N° 19.200 de Plena Imponibilidad. Considera, por lo tanto, que existe una falta de compromiso del Estado con sus universidades estatales, lo que se manifestaría de la siguiente manera: en la insuficiencia de la asignación por aporte fiscal directo; en la inexistencia de recursos públicos para reajustes y planes de desvinculación por envejecimiento de plantas; en la falta de respaldo económico al proceso de acreditación; en los límites a la contratación de personal bajo régimen a contrata (20%); en la existencia de estatutos desactualizados que provienen de 1981, etcétera.


Respecto del endeudamiento de las universidades estatales al 31 de diciembre del año 2003, el señor Zúñiga señaló que hay tres universidades sin endeudamiento: la Universidad de La Serena, la Metropolitana de Ciencias de la Educación y la de Tarapacá. Explicó que los mayores endeudamientos son los de la Universidad de Chile, por $ 24.857.937.000, la Utem con $ 7.726.874.905 y la de Santiago con $ 8.636.232.000. El total de los pasivos a dicha fecha es de $ 66.934.004.389, según datos actualizados por oficio enviado a esta Comisión, de fecha 14 de septiembre de 2004. Agregó que, si se compara el pasivo financiero de corto y largo plazo con los ingresos anuales que en el caso de la Universidad de Chile es de $ 168.800 millones, el porcentaje de pasivos financieros sobre ingresos es del orden de 15% en dicha casa de estudios. Precisó que, respecto de las 16 universidades estatales, el promedio de endeudamiento por sobre los ingresos totales es del 14%.


Manifestó el señor Zúñiga que por la aplicación del proyecto de ley, la actual tasa de interés anual que es del 10.92%, considerando los 2 años que restan del actual período presidencial, se rebajaría a 6% en un plazo de 10 años, lo que disminuiría la actual presión que existe sobre las universidades respecto de las cantidades anuales a pagar por concepto de deuda. Sostuvo que no se está hablando de ahorros, sino que de una menor cantidad de dinero que cada universidad debe pagar al año.


Respecto del artículo 1° del proyecto, que permite eximir a las universidades estatales de la toma de razón por parte de la Contraloría General de la República por los actos y contratos que celebren, debiendo proceder al trámite de registro respecto a los que se refieren a contratación de empréstitos y aprobación del presupuesto y sus modificaciones, señaló que, en la actualidad, los documentos que deben ser enviados a toma de razón representan un porcentaje menor dentro del total, por lo que no hay, en esta materia, un gran impacto.


Afirmó que un aspecto que comúnmente se presenta en los trámites ante la Contraloría que no ha sido resuelto por ninguna ley son las devoluciones de documentos por reparos de forma o de fondo de este organismo contralor, como consecuencia de una diversa interpretación jurídica, lo que retarda el trámite del documento o acto.


El señor Zúñiga señaló que, las universidades estatales no buscan eludir ni el control ni la regulación pública frente a los aportes que reciben del Estado, sino que muy por el contrario, les interesa dar cuenta pública de tales aportes, es decir, actuar con transparencia.


Concluyó expresando que todo lo señalado precedentemente representa una limitación al accionar de las universidades estatales, lo que se traduce en una tremenda desventaja frente a las universidades privadas, las que no están sujetas a estos marcos legales. No existe con las universidades privadas igualdad en las reglas del juego. Lo que se necesita es tener igualdad para competir, recalcó.


El señor Luis Riveros, Rector de la Universidad de Chile, precisó que la deuda actual de la Universidad de Chile es de alrededor de $ 24.800 millones. Explicó que el incremento significativo de ésta se produjo a partir del año 1991, cuando el déficit de la universidad ascendía a $ 8.000 millones, lo que se debió, entre otras razones, a importantes inversiones que debieron hacerse en infraestructura, en cumplir con compromisos económicos adquiridos, como el pago de remuneraciones de académicos, etcétera. Señaló que, a partir del año 2003, esta deuda se ha renegociado con las instituciones bancarias a un plazo de 9,5 años, lo que ha disminuido los flujos anuales a pagar. Afirmó que en estos momentos, la universidad está pagando sólo los intereses de sus créditos.


Agregó que el presupuesto de la universidad al año 2004 es de $ 189.500 millones. El activo se ha incrementado desde el año 1998 en un 22%, ascendiendo a $ 252.400 millones y el patrimonio desde ese año ha aumentado en un 18%. El financiamiento que proviene del Estado, deriva fundamentalmente de los proyectos Mecesup y de proyectos concursables y equivale a un 37%, el resto proviene de la reconvención de activos propios y de donaciones. Aclaró que el financiamiento de la inversión no se ha hecho con deuda, sino que con recursos propios y provenientes del Estado. La mayor cantidad de recursos invertidos se encuentran en infraestructura computacional, edificios, biblioteca y en infraestructura médica del hospital José Joaquín Aguirre.


El señor Luis Riveros precisó que los ingresos propios de la universidad representan en la actualidad el 58% de los ingresos totales, del cual la venta de bienes y servicios por parte de la universidad representa el 40%; los aranceles representan el 21% y el aporte fiscal directo e indirecto del Estado constituye el 18% del ingreso total, incluido en este porcentaje el convenio por actividades nacionales. Si sólo se considera el aporte fiscal directo, el aporte del Estado en el ingreso total es del 14%.


En el marco de este debate en torno al financiamiento de las universidades el Rector Riveros manifestó su especial interés en que se logre una definición de lo que es la Universidad de Chile: se preguntó si ¿es una institución privada, una institución pública con subsidio del Estado o una institución estatal? Este es un punto determinante recalcó, porque la Universidad de Chile debe seguir todos los lineamientos relativos a la normativa pública, incluyendo la legislación sobre personal, compra de bienes y servicios, compras y transformación de activos, entre otras. Opinó que esto es correcto en la lógica que el Estado aporte más del 90% del ingreso total, como ocurría en la década del 60; sin embargo, hoy en día el aporte del Estado en la generación de ingresos es sólo del orden del 15%. Cree que estos hechos requieren necesariamente una revisión o del sistema de financiamiento de las universidades o bien un cambio en las reglas que rigen su actuar, a fin de que éstas sean más competitivas con las universidades privadas.


Reiteró que no hay igualdad para competir con las universidades privadas, ya que al aplicársele toda la legislación del sector público la burocracia impide ganar proyectos concursables y los concursos internacionales.


Respecto del tema del personal académico y administrativo, afirmó que la actual legislación impide que se pueda notificar a una persona del término de su servicio, porque hay todo un procedimiento a seguir. Planteó el señor Riveros que se autorice a la universidad para utilizar sus propios recursos para movilizar personal y así actualizar y mejorar la planta de académicos y administrativos, lo que redundaría a su vez en una mayor competitividad con las universidades privadas.


En relación al tema del crecimiento anual de los ingresos sostuvo que el aporte estatal (que incluye el aporte fiscal directo, indirecto y los convenios de interés nacional), ha aumentado entre los años 1998-2004 en 0,4%, lo que demuestra que se está frente a una institución de carácter cada vez más privada. La proyección indica que al año 2020, el aporte fiscal será sólo de un 3 ó 4%, por lo que si no se modifica la aplicación del estatuto administrativo y otras normas, se estará frente a una institución privada, que recibe subvenciones del Estado, pero que se rige por toda la normativa de las instituciones públicas.


Finalmente, respecto del proyecto de ley propiamente tal estimó que es un proyecto importante para las universidades porque va a permitir renegociar sus pasivos adecuadamente, lo que derivará en una mayor competitividad con las universidades privadas y que debe revisarse el tema de la Contraloría, a fin de evitar dilaciones innecesarias y obtener de esta forma una buena gestión. Recalcó que no se trata de eliminar los controles.


Por su parte, el señor Gustavo Sciolla, Contralor General de la República, reiteró lo expuesto en la Comisión de Educación en el sentido que las universidades estatales con problemas de endeudamiento presentan un problema de gestión, que no tiene ninguna vinculación con los controles que ejerce la Contraloría sobre ellas. Hizo hincapié en lo que consideraba las causas de esta problemática, entregando un conjunto de antecedentes a la Comisión de carácter reservado que darían cuenta de ello.


Señaló, además, que el proyecto en estas materias puede constituir un pésimo precedente para el resto de los organismos públicos, porque si se exime a las universidades del trámite de toma de razón, es posible que posteriormente el resto de las instituciones sometidas a esta fiscalización exijan también un trato similar.


La señora María de los Angeles Santander, Investigadora del Instituto Libertad y Desarrollo, manifestó, entre otras consideraciones, que en relación a la falta de liquidez que tienen actualmente las universidades estatales para cancelar sus deudas, la duda del Instituto es que de aprobarse la reestructuración de deuda a mayores plazos, ¿cómo se asegura que después sí se podrá hacer frente a los compromisos adquiridos con las instituciones bancarias? Señaló que con este proyecto se puede estar postergando el problema, en vez de enfrentarlo directamente. Argumentó que de acuerdo a los antecedentes entregados por el Consorcio de Universidades Estatales, las obligaciones financieras de tales universidades al 31 de diciembre de 2003 ascendían a $ 66.934 millones; sin embargo, esto no es lo único que se debe, porque las deudas totales de las universidades que incluyen, además de las obligaciones financieras, deudas por pagar y otros ítems, son del orden de $139.594 mil millones. Consideró más relevante hacer un análisis de la relación deuda total-patrimonio (26%) que sólo con las deudas financieras-patrimonio, que es del 12.5%.


Por último, planteó que el Instituto que representa estima conveniente limitar la proporción de deuda a la que pueden llegar las universidades, considerando las deudas totales y no sólo las financieras. Esto se haría estableciendo un promedio razonable de endeudamiento total por sobre el patrimonio de cada casa de estudios superiores. Señaló que a las universidades que tengan una relación deuda-patrimonio por sobre el promedio establecido se les definiría un calendario de reducción de deuda con ciertos plazos, y aquellas universidades cuya relación deuda-patrimonio esté por debajo del promedio tendrían mayor libertad para endeudarse.


Respecto de la sugerencia anterior la señora Pilar Armanet, Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación respondió que las universidades por mandato constitucional tienen autonomía financiera, administrativa y económica, por lo que es una norma de rango constitucional la que delega en ellas el buen manejo de sus recursos económicos. Precisó que el proyecto sólo busca que estas instituciones puedan reestructurar el pasivo financiero existente al 31 de diciembre de 2003, lo que está específicamente señalado en el artículo 2° del proyecto. Lo propuesto por el Instituto Libertad y Desarrollo, de establecer una proporción de endeudamiento patrimonio, es una propuesta, a su juicio, interesante, pero que excede al objetivo básico del proyecto que es reestructurar las obligaciones bancarias ya contratadas por estas instituciones a un plazo mayor al actual, tal como lo pueden hacer las universidades privadas que forman parte del Consejo de Rectores.


La Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de la totalidad del articulado aprobado por ella.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


En el artículo 1° del proyecto, se establece que las universidades estatales podrán realizar todos los actos y contratos que contribuyan al cumplimiento de sus funciones, de conformidad con sus estatutos. Su fiscalización corresponderá a la Contraloría General de la República, de acuerdo con su ley orgánica.


En el inciso segundo, se señala que, sin perjuicio de lo anterior, los actos que dicten y los contratos que celebren tales instituciones estarán exentos del trámite de toma de razón, pero deberán registrarse en dicho organismo los que se refieran a contratación de empréstitos y aprobación del presupuesto y de sus modificaciones o de los balances, lo que no condicionará su ejecución inmediata.


En el inciso tercero, se dispone que para los efectos del proyecto de ley, la mención a las universidades estatales incluye a la Universidad de Chile y a la Universidad de Santiago de Chile.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el artículo 1º, por el siguiente:


“Artículo 1º.- Las universidades estatales serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su ley orgánica.


Con todo, sólo estarán afectas al trámite de toma de razón las materias que a continuación se señalan:

a)
Aprobación del presupuesto y de sus modificaciones;

b)
Enajenaciones de bienes raíces;

c)
Reglamentos de carreras funcionarias y sus modificaciones;

d)
Medidas que impliquen la supresión de empleo o la eliminación o destitución de algún miembro de la institución, y

e)
Otras materias esenciales que señale el respectivo Estatuto.


Las materias no comprendidas en el inciso anterior quedarán exentas del trámite de toma de razón, sin perjuicio del cumplimiento de otras medidas de control posterior que disponga el Contralor General de la República en el ejercicio de sus atribuciones, con el objeto de asegurar la legalidad de los actos de las Universidades Estatales y hacer efectiva las responsabilidades que procedan.”.


La señora Pilar Armanet expresó que la indicación precedente tiene por objeto reponer el texto original de la denominada “Ley Marco”, disponiendo que las universidades estatales serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su ley orgánica, y que sólo estarán afectas al trámite de toma de razón las materias que allí se indican, entre otras, la aprobación del presupuesto y de sus modificaciones, medidas que impliquen la supresión de empleo, o la eliminación o destitución de algún miembro de la institución, y otras materias esenciales que señale el respectivo Estatuto. Afirmó que, por lo tanto, las materias no comprendidas en la enumeración, quedarán exentas del trámite de toma de razón.


Planteó que, dada su experiencia en el área, ha podido apreciar que los actos de fiscalización de mayor eficacia son los realizados ex-post, puesto que los controles ex-ante, generalmente son más bien formales y no logran detectar irregularidades.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por 4 votos a favor y 3 abstenciones.


Por el artículo 2°, se autoriza a las universidades estatales, por el plazo de dos años a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2003.


En el inciso segundo, se contempla que el servicio de la deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contraer por el proyecto, deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, y no podrá exceder del plazo de 20 años.


En el inciso tercero, se determina que esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.


En el inciso cuarto, se dispone que las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por 5 votos a favor y una abstención.


En el artículo 3°, se establece que, a contar del 1 de enero del año 2005, las universidades estatales deberán publicar sus balances generales y demás estados financieros debidamente auditados. La forma, contenido y oportunidad de publicación de los estados financieros serán idénticos a los que se exijan a las Sociedades Anónimas abiertas.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 4°, se contempla que sólo por ley podrá autorizarse la transferencia de recursos del Fisco a las universidades estatales.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


Sala de la Comisión, a 16 de septiembre de 2004.


Acordado en sesiones de fechas 7 de julio, 31 de agosto, 8 y 14 de septiembre de 2004, con la asistencia de los diputados señores Escalona, don Camilo (Presidente); Alvarado, don Claudio; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Jaramillo, don Enrique; Kuschel, don Carlos Ignacio; Ortiz, don José Miguel; Pérez, don José; Saffirio, don Eduardo; Silva, don Exequiel; Tuma, don Eugenio y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Se designó diputado informante al señor Von Mühlenbrock, don Gastón.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

22. Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones acerca del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.290, de tránsito, con objeto de incluir el número de identificación del vehículo en las inscripciones practicadas en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados. (boletín Nº 3285-15.)

“Honorable Cámara: 


Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros acerca del proyecto de ley, iniciado en moción de los Diputados señores Gonzalo Uriarte, Claudio Alvarado, Ramón Barros, Jorge Burgos, Marcelo Forni, René Manuel García, Patricio Hales, Felipe Salaberry y Marcela Cubillos, que modifica la ley Nº18.290, de Tránsito, con objeto de incluir el Número de Identificación del Vehículo (V.I.N.) en las inscripciones practicadas en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados.


El proyecto de ley tiene por finalidad obtener dos objetivos: uno, establecer la exigencia de anotar en el Registro de Vehículos Motorizados el número de identificación del vehículo o V.I.N y dos, obligar a las compañías de seguros a remitir las patentes de los vehículos al Registro Nacional de Vehículos Motorizados cuando se trate de vehículos asegurados que, como resultado de un siniestro, sean declarados en pérdida total.

-o-


Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la colaboración y la asistencia del abogado asesor del Subsecretario de Transportes señor Lautaro Pérez Contreras.


También concurrieron, invitadas por la Comisión, las siguientes personas:


El General Inspector de Carabineros, señor Juan Donati Pino, Director de Orden y Seguridad; el Mayor Rolando Salvo Gutiérrez, 2º Jefe de Análisis, y el Mayor Luis Henríquez Loyola, 2º Jefe de Programación.


El Director subrogante del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Luis Fuentes Cerda, y el Jefe de Registro de Vehículos Motorizados de ese Servicio, señor Pedro Rojas-Murphy Forcael.


El Gerente General de la Asociación Nacional Automotriz de Chile A.G. (Anac), señor Jesús Martín Yubero.


El Gerente General de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., señor Jorge Claude Bourdel.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


La ley de Tránsito obliga al Servicio de Registro Civil e Identificación a llevar un Registro de Vehículos Motorizados en su base de datos central, en el cual deben inscribirse los vehículos, individualizarse a sus propietarios y anotarse las placas patente únicas que otorgue. Dicha inscripción debe ajustarse a los datos contenidos en los documentos fundantes, tales como facturas de venta, declaración de importación, etcétera. En relación con los vehículos, el propietario debe dar cuenta al Registro de todas las alteraciones que hagan cambiar la naturaleza de los mismos, sus características esenciales o las que los identifican, todo lo cual debe anotarse en el Registro, así como también las variaciones de dominio. (artículos 34 y 35).


La ley también detalla, en su artículo 47, las menciones que debe contener el certificado de inscripción de los vehículos:

1.
Oficina del Servicio de Registro Civil e Identificación que lo expida; 

2.
Número de registro, para los efectos de su patente única; 

3.
Nombres, apellidos y domicilio del propietario del vehículo; 

4.
Marca, año, modelo del vehículo y los números de fábrica que lo individualicen; 

5.
Fecha de emisión del certificado de inscripción, y 

6.
Fecha en que se practicó la inscripción, así como la data del cambio de propietario, si lo hubiere. 


Además, en el caso de los camiones y tractocamiones cuyo peso bruto vehicular sea igual o superior a 3.860 kg, el certificado de inscripción deberá contener las siguientes menciones:

1.
Peso bruto vehicular.

2.
Número y disposición de los ejes.

3.
Potencia del motor.

4.
Tipo de tracción.

5.
Tipo de carrocería.

6.
En el caso de los camiones internados de acuerdo con el inciso segundo del artículo 21 de la ley Nº18.483, la calificación especial en virtud de la cual ingresaron al país y las rectificaciones o modificaciones posteriores.

7.
Placa patente única.

8.
Las demás que exija el reglamento.


Como se aprecia de la simple lectura de las disposiciones transcritas, actualmente nuestra legislación no reconoce ni exige que se indique en el certificado de inscripción el dato más difícil de falsificar o adulterar: el Número de Identificación del Vehículo o V.I.N., por su sigla en inglés: “Vehicle Identification Number”.


El V.I.N. es un código único y universal, compuesto por números y letras, que el fabricante asigna a un vehículo, principalmente para su registro e identificación.


A mediados de la década de 1950, los fabricantes de automóviles de Estados Unidos comenzaron a estampar números identificadores en los automóviles y sus partes. El propósito obvio de esa medida era dar una descripción exacta del vehículo cuando los números de producción masiva comenzaban a subir en cantidades significativas. A comienzo de la década de 1980, la Administración Nacional de Seguridad del Tráfico en Carretera, dependiente del Departamento de Transporte del Gobierno de Estados Unidos de América, exigió que todos los vehículos automotores contuvieran un número de identificación del vehículo de 17 caracteres. Así, todo vehículo fabricado a partir de 1981 posee un V.I.N. de 17 caracteres. Al decodificarlo, cada carácter de este códigoindica detalles específicos del vehículo en cuestión, como marca, modelo, año, estilo de carrocería, tamaño del motor, etcétera. En definitiva, el V.I.N. constituye un verdadero código genético o huella digital de cada vehículo fabricado en el mundo, y proporciona información mucho más sólida y veraz que la que se obtiene a través de los datos que contiene la inscripción de un vehículo en Chile. El V.I.N. es muy difícil de adulterar por delincuentes.


Si el V.I.N. no tiene 17 caracteres, lo más probable es que dicho número de identificación corresponda a un vehículo anterior al año 1981. Los números de identificación de los vehículos anteriores a 1981 tienen entre 11 y 17 caracteres.


El V.I.N. puede encontrarse en el parabrisas (mirando el tablero de instrumentos desde fuera del vehículo, en el extremo donde se sienta el conductor), o bien, en el poste de la puerta del conductor (donde la puerta se cierra con seguro). También puede figurar en la factura de venta del vehículo o en la póliza de seguro del mismo.


Además de lo referente al V.I.N., los autores de la moción hacen notar que, en el último tiempo, la ciudadanía ha tomado conocimiento de las alarmantes cifras de vehículos robados a lo largo del país, con el consiguiente perjuicio económico para sus propietarios y la complicada situación procesal penal a que éstos se ven expuestos, al no tener claridad en lo que hace relación a la real posibilidad de recuperar dicho vehículo.


Los vicios preexistentes en la situación jurídica de algunos automóviles (robados o desmantelados y que intentan ser transferidos a terceros, en abierta violación de la ley) constituyen una situación que perjudica a numerosos compradores, que se ven perturbados en el goce del bien adquirido, llegando incluso a ser privados de la posesión del mismo.


Desafortunadamente, las medidas dispuestas por la autoridad y las contenidas en la normativa vigente han evidenciado ser ineficaces y obsoletas. Ineficaces, por cuanto las maniobras dolosas han perseverado en el engaño; obsoletas, por cuanto la industria automotriz dispone de herramientas más modernas y seguras que permiten mantener la identidad cierta de los vehículos.

II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

En la moción se plantea que en el país se ha incrementado notoriamente la cifra de vehículos robados, situación que produce un tremendo daño económico para sus propietarios. Además, existe en la actualidad una complicada situación procesal penal, lo que hace muy difícil la recuperación de los vehículos. 


Se señala, además, que existen vicios preexistentes en la situación jurídica de algunos automóviles, por cuanto los roban o los desmantelan y los transfieren a terceros, en abierta violación de la ley. Tal situación ha perjudicado a numerosos compradores, que se han visto perturbados en el goce del bien adquirido, llegando incluso a ser privados de la posesión del mismo.


Se indica en la iniciativa en estudio que, para prevenir las maquinaciones fraudulentas por parte de las bandas organizadas, la actual ley de Tránsito y los reglamentos respectivos han impuesto la obligación de inscribir una serie de datos de los vehículos, tanto al inscribirlos en el Registro de Vehículos Motorizados en el momento de su internación al país como en cada transferencia o cambio en el dominio que experimenten.


Además, se expone la existencia de otra maniobra dolosa que es preocupante y que se ha hecho común: la suplantación de un vehículo por otro, utilizándose para tal efecto la sustracción de las patentes de vehículos inexistentes. En tales casos, los antisociales se apoderan de las placas patente de los vehículos siniestrados y declarados como pérdida total por las compañías de seguros para dotar a otros automóviles ‑robados o adulterados‑ con una nueva identificación. En un procedimiento de blanqueamiento de antecedentes, los números de patente del vehículo dado de baja por la aseguradora sirven para dar nueva existencia a un bien que era perseguido por su legítimo dueño (haciendo ineficaz esa búsqueda), o bien para engañar al comprador respecto del historial del dominio o de las especificaciones técnicas del mismo.


Finalmente, se destaca que, desafortunadamente, todas las medidas enunciadas anteriormente no han dado el resultado deseado, por lo que se hace imprescindible legislar sobre esta materia.

III. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley Nº18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en la moción.

De acuerdo con esto último, la idea matriz del proyecto es imposibilitar la adulteración de los distintos números que individualizan a los vehículos, al objeto de evitar la transacción fraudulenta de los mismos.

IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

No los hay.

V. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

El artículo único no debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.

VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO 

A la discusión en general del proyecto habida en el seno de vuestra Comisión concurrió uno de lo Diputados patrocinantes del mismo, don Gonzalo Uriarte, quien explicó que esta iniciativa legal tiene su origen en una moción suscrita por varios Diputados, cuyo objetivo es incorporar, entre las menciones que exige la ley al Registro de Vehículos Motorizados, el concepto de V.I.N, (Número de Identificación del Vehículo, según su nombre en inglés, “Vehicle Identification Number”), lo que representa una especie de código genético de cada vehículo, un código alfanumérico compuesto por diecisiete caracteres que individualizan totalmente a cada vehículo, desde su fabricación. El código da cuenta de las características esenciales de cada vehículo, tales como su motorización, su equipamiento, etc., es decir, contiene todos los antecedentes que sirven para identificar totalmente a cada unidad. El proyecto de ley dispone incorporar o anotar dicho código alfanumérico en el padrón de cada vehículo, junto a los demás datos que ya considera el documento denominado “certificado de dominio”. Esta situación permitirá que los diversos servicios o autoridades, tales como el Servicio Nacional de Aduanas, el Servicio de Impuestos Internos u otros puedan identificar fehacientemente un determinado vehículo. Con ello, se busca, por una parte, combatir a las bandas delictuales que transforman completamente los vehículos y, por otra, en aquellos casos en que un vehículo sea declarado en pérdida total, se lo elimine completamente del comercio, para evitar que, mediante la adulteración de su placa patente u otro elemento, sea reinsertado irregularmente al comercio. 

-o-


El General Inspector de Carabineros, señor Juan Donati, Director de Orden y Seguridad, señaló que Carabineros de Chile considera relevantes las modificaciones que plantea el proyecto de ley. Para graficar la realidad en la que incide la moción, proporcionó datos estadísticos sobre vehículos que han sido objeto de diferentes ilícitos (robo, robo con intimidación, hurto, estafa, apropiación indebida, etcétera) en todo el territorio nacional. En el año 2001, los vehículos encargados por esos ilícitos fueron 7.023, de los cuales se recuperaron 4.590 (65,4%). En el año 2002, los vehículos encargados fueron 6.200, de los cuales se recuperaron 4.130 (66,6%). En el año 2003, los vehículos encargados fueron 6.770, de los cuales se recuperaron 4.122 (61%).


Indicó que los fundamentos proporcionados por los autores de la moción comprenden elementos que, sin duda, resultan interesantes y concordantes con la realidad que se aborda. Con todo, es oportuno advertir que las modificaciones de los artículos 34 y 47 de la ley 
N° 18.290, sugeridas por el proyecto, de alguna forma se encuentran contenidas, por extensión, en las menciones señaladas en el número 4 del mencionado artículo 47, el que contempla, dentro de las indicaciones del certificado de inscripción de vehículos motorizados, la “marca, año, modelo del vehículo y los números de fábrica que lo identifiquen”. Así, el legislador ha previsto la necesidad de consignar los números de fábrica identificadores –que, en suma, componen el referido V.I.N., que consiste en la codificación alfanumérica de 17 dígitos- en la respectiva inscripción.


Planteó que, en el caso de aquellos vehículos que no cuentan con este sistema numérico serial de identificación, alternativamente, para su inscripción, se ha tomado en cuenta el número de serie de chasis como anotación equivalente, sin perjuicio de que también, en ambos casos, se registra, además, la serie del motor, elemento este último que es considerado como parte o pieza de eventual recambio y, de ser así, su reemplazo debe ser registrado a través de la anotación correctiva correspondiente, según lo preceptuado en el inciso cuarto del artículo 34.


En cuanto a la propuesta de agregar un inciso segundo al artículo 49, referente al siniestro de vehículos asegurados y a las obligaciones que de ese hecho nacerían para las compañías de seguros, expresó que, en la actualidad, se ha podido observar un débil cumplimiento del trámite de cancelación y devolución de las placas patente de los vehículos que, por diferentes causales, salen de circulación, trámite que se encuentra dispuesto expresamente en el inciso final del artículo 34. Esta situación se origina en que tal gestión debe efectuarla sólo el titular del dominio, lo que se corregiría agregando que, para el caso específico de dichas cancelaciones, el propietario podrá delegar esta obligación en quien designe notarialmente (compañía de seguros, casa de remates, u otros).


En consecuencia, la modificación propuesta para el artículo 49 habría de ir acompañada de la correspondiente adecuación, en los términos antes expresados, del artículo 34 de la ley en análisis.


Asimismo, sería importante establecer una sanción pecuniaria expresamente determinada para quienes no cumplan con el trámite obligatorio de cancelación de inscripción y devolución de las placas patente, responsabilidad que recaería en el último propietario, o en quien éste haya delegado poder, o, en definitiva, en quien sea el último poseedor o tenedor.


En el caso de esta propuesta, también es importante representar que no todos los vehículos que deberían ser cancelados o que se encuentren en condiciones de cancelación en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados cuentan con seguros de cobertura total, ya que las causales para la señalada cancelación son diversas, entre las que se pueden señalar: abandono, destrucción, desarmaduría total o parcial, o cualquier otra que imposibilite al vehículo para circular en forma definitiva.


Paralelamente, se debe tener presente que, en la mayoría de los casos, las compañías de seguros, una vez pagado un siniestro al asegurado, no efectúan la transferencia del móvil a nombre de la compañía en forma inmediata, para evitar la responsabilidad penal o civil (por ejemplo, como codeudor solidario) en que aquél se pueda ver vinculado, mientras el vehículo se encuentra sustraído. Incluso, si, posteriormente, su recuperación se efectúa en calidad de chatarra, mecánica o estructuralmente inutilizable como tal, ello tampoco justificará su cambio de dominio, sino más bien la cancelación directa en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y la devolución de las respectivas placas. Por esa razón, se ha estimado necesario proponer la modificación del artículo 34, que otorga la posibilidad de conferir un poder notarial al respecto.


El General Donati hizo, finalmente, las siguientes sugerencias con respecto al tema en estudio:

1.
Imponer a importadores y fabricantes la obligación de que los vehículos motorizados que ingresen al mercado nacional traigan el V.I.N. (“Vehicle Identification Number”) y el número del motor, cuya inscripción física debe encontrarse estampada sobre o bajo relieve en la estructura, sin que pueda aceptarse el uso de placas adhesivas, pues son de fácil adulteración o eliminación.

2.
Adicionalmente, es indispensable exigir que, de fábrica, el V.I.N. se encuentre en una placa visible en la parte frontal del vehículo (entre el parabrisas delantero y el torpedo, como lo traen aquellos de procedencia estadounidense).

3.
Exigir que el término de la serie del V.I.N. (10 a 8 dígitos) se encuentre grabada de fábrica en los vidrios del móvil (exigencia vigente en Brasil y Estados Unidos.), lo que facilita el control policial y conforma un significativo aporte a la prevención de robos y a la comercialización fraudulenta de vehículos.

4.
Paralelamente, para optimizar la prevención y control de los mencionados ilícitos y para complementar la norma del artículo 49 de la ley, es preciso que el Registro Nacional de Vehículos Motorizados mantenga un catastro de aquellas placas patente respecto de las cuales se otorguen duplicados.

-o-


El Director subrogante del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Luis Fuentes, inició su intervención explicando que la modificación del artículo 34 de la ley de Tránsito, en orden a incorporar en la inscripción de los vehículos el número de identificación del vehículo (V.I.N.), es una situación que está contemplada en el artículo 10 del reglamento del Registro Nacional de Vehículos Motorizados, de acuerdo con la modificación introducida por el decreto supremo N°856, de los Ministerios de Justicia y de Transportes y Telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial el 10 de febrero de 2004.


Por esta razón, cada vez que se inscriba un vehículo se registrará su V.I.N., siempre y cuando dicha mención conste en el documento fundante de la inscripción, es decir, en la respectiva factura de venta, en la resolución judicial que la ordene o en el documento aduanero que corresponda.


Respecto de la modificación propuesta para el artículo 49 de la ley, en el sentido de exigir a las compañías de seguros, en el caso de pérdida total del vehículo asegurado, la devolución de las respectivas placas patente únicas, que es del caso recordar que, conforme a lo instruido por la Superintendencia de Valores y Seguros mediante el oficio circular N° 114, de 23 de julio de 2002, las compañías de seguros precisamente deben dar cumplimiento al artículo 34 de la ley N° 18.290, de Tránsito, efecto para el cual la compañía aseguradora puede requerir directa y formalmente la cancelación de la inscripción de un vehículo siniestrado, cumpliendo los requisitos de rigor.


Especificó que el artículo 34 de la ley de Tránsito dispone que el propietario de un vehículo estará obligado a solicitar la cancelación de la inscripción cuando concurran las causales legales para ello. Sin embargo, esta norma no conlleva una sanción para su incumplimiento, por lo que no se acata en debida forma.


Por último, manifestó que la propuesta debería contemplar la obligatoriedad de la cancelación de la inscripción del vehículo, cuando así proceda conforme a la ley, para lo cual es requisito la devolución de las placas patente únicas o la constancia ante Carabineros de Chile de su pérdida o extravío, así como la sanción de su incumplimiento.

-o-


El abogado asesor del Subsecretario de Transportes, señor Lautaro Pérez, señaló que el proyecto apunta en una dirección correcta, en cuanto a reconocer en la ley lo que constituye el código de identificación del vehículo, lo que permite proteger a las personas frente a ilícitos que recaigan sobre vehículos motorizados.

No obstante lo anterior, comparte los planteamientos en cuanto a perfeccionar la moción.

-o-


El Gerente General de la Asociación Nacional Automotriz de Chile A.G. (Anac), señor Jesús Martín Yubero, expresó que, si bien es recomendable que el Registro de Vehículos Motorizados inscriba en sus registros los VIN de los vehículos motorizados, no parece lo más adecuado que se establezca por ley este tipo de requerimiento dado que, de ser necesarios cambios con motivo del avance de la tecnología o de los procesos de identificación de vehículos que puedan establecer los fabricantes, modificar una ley es tremendamente difícil y originaría problemas que luego se prolongarían por décadas sin solución.


Añadió que Chile constituye un mercado automotor pequeño, que consume el 0,2% de la producción mundial. Si se piensa en instituir un sistema especial de número de identificación del vehículo para Chile, ningún fabricante lo va a seguir si luego la tecnología de identificación de vehículos evoluciona.


Por último, respecto de la impresión del V.I.N. en algunas partes del vehículo, lo mejor es seguir las recomendaciones de los propios fabricantes.

-o-


El Gerente General de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., señor Jorge Claude Bourdel, explicó que, a contar de los años 50, los fabricantes de vehículos estadounidenses comenzaron a estampar un número de identificación en distintas partes de los mismos. Luego, en los años 80, la Administración Nacional de la Seguridad del Tráfico de los Estados Unidos requirió que dicho número se compusiera de 17 dígitos, estableciendo un sistema único para el VIN (“vehicle identification number”). Por su parte, en la Unión Europea existe una directiva en igual sentido para todos los vehículos de carretera, pero la conformación del signo es distinta. Se presume que algo similar debe ocurrir para los fabricantes de Asia o de otros continentes.


Indicó que la incorporación del número de identificación del vehículo al Registro Nacional de Vehículos Motorizados, efectuada al tiempo de la primera inscripción, cumpliría con el objetivo perseguido por el proyecto de ley. En todo caso, a su juicio, la ley debería hacer mención del “número de identificación del vehículo, V.I.N., u otro similar”, habida cuenta de que la sigla depende del idioma de que se trate.


En lo que respecta al nuevo inciso que se agregaría al artículo 49 de la ley N° 18.290, en el cual se indica que, ante la declaración de pérdida total, la compañía de seguros respectiva debe remitir las placas patente únicas al Servicio de Registro Civil e Identificación para que éste haga recepción y guarda de las mismas, es importante tener en vista lo siguiente:

a)
El concepto de pérdida total no es idéntico al de destrucción total. De hecho, en la póliza POL 1 98 022, de común uso, se considera pérdida total, según sea el caso, cuando el costo de reparación de los daños supera el 75% del valor del vehículo asegurado en el momento de determinarse la pérdida, o cuando el vehículo ha sido robado o hurtado y no sea recuperado o ubicado dentro de un plazo establecido. A ello debe agregarse que, en el comercio de seguros, también se presenta la denominada pérdida total convenida; es decir, por la vía de una convención de índole comercial, se asimila a pérdida total una situación que, por naturaleza, sería una pérdida parcial.

b)
De esta forma, se originan dos situaciones: la primera es que en la práctica un automóvil declarado con pérdida total no necesariamente excluye que pueda ser reparado por la compañía o por quien lo adquiera para su uso como tal, y la segunda es que también se estima como pérdida total al robo o hurto sin recuperación dentro de un plazo. En ambos casos, no se podría obligar a una compañía de seguros a remitir las placas patente únicas al Servicio de Registro Civil e Identificación.

c)
Por la misma situación antes descrita, la compañía de seguros no tiene conocimiento de si el comprador de un vehículo siniestrado, en venta directa o en remate, lo adquiere para reparación o para su destrucción y utilización de partes y piezas, o, simplemente, para transformarlo en chatarra.

d)
En el mismo ámbito, cabe hacer notar que muchos vehículos siniestrados pierden sus placas en el momento del siniestro, situación aun más real en los eventos de vehículos recuperados luego de un robo o hurto, lo que haría imposible la devolución de placas físicamente inexistentes.

e)
Siendo así, no sería del todo certero y adecuado estatuir en la ley que, ante toda pérdida total, se deben remitir las placas patente únicas al Servicio de Registro Civil e Identificación.

f)
Visto todo lo anterior, tampoco aparecería como acertado, desde un punto de vista legal, hacer responsables administrativamente a las compañías de seguros, y civil y penalmente a sus representantes legales, por el hecho de no cumplir con una obligación que muchas veces sería imposible de cumplir o que, de cumplirse, impediría a la compañía disponer de su propiedad sobre un vehículo susceptible de ser adquirido por un tercero para su reparación y uso.


Finalmente, expresó que el Consejo de Autorregulación de las compañías de seguros, en octubre de 2003, mediante resolución Nº3, resolvió instruir a las compañías de seguro adheridas al Código de Autorregulación sobre lo siguiente:

1°.
Las compañías de seguros generales que enajenen vehículos motorizados como chatarra, por mandato de sus asegurados y que los han recibido de ellos por haber sido declarados pérdidas totales por destrucción, deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar la cancelación de la inscripción del vehículo respectivo en el Registro de Vehículos Motorizados, acompañando la declaración notarial del propietario en la que se indique la causal respectiva.

2°
Las compañías de seguros generales que enajenen vehículos motorizados recibidos por pérdidas totales deberán adoptar, además, las medidas necesarias para prevenir que, con ocasión de su venta, se puedan cometer fraudes o mal uso de las inscripciones de los vehículos. Entre estas medidas, se recomienda especialmente vender los vehículos a través de remates.

3°
Las compañías de seguros generales deberán remitir al organismo correspondiente, que sea definido por la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., la información de los vehículos motorizados que hayan enajenado por mandato de sus asegurados, como consecuencia de una pérdida total, dentro del plazo que sea establecido para ello.

4°
El organismo al cual se le remita esta información deberá mantenerla en un registro y ponerla a disposición de todos los que, a juicio de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., demuestren interés legítimo en su conocimiento.

-o-


-Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la sesión, señores Zarko Luksic, René Manuel García, Iván Norambuena y Gonzalo Uriarte.

VII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.

El proyecto de ley contiene un artículo único por el cual se introducen cuatro enmiendas en la ley Nº18.290, de Tránsito, a saber:

Nº 1.


Mediante este número, se sustituye el punto y aparte (.) del primer inciso del artículo 34 por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “así como el Número de Identificación del Vehículo o V.I.N.”.

-o-


Se modifica el artículo 34, inciso primero, de la ley de Tránsito, en el sentido de anotar en la base de datos del Registro de Vehículos Motorizados el número de identificación del vehículo, además de las menciones que hoy se exigen (propietarios y placas patente únicas).

-o-


El actual artículo 34 dispone lo siguiente: 


“El Servicio de Registro Civil e Identificación llevará un Registro de Vehículos Motorizados en la base de datos central de su sistema mecanizado, en el cual se inscribirán los vehículos y la individualización de sus propietarios y se anotarán las patentes únicas que otorgue. 


Además, en cada oficina del Servicio de Registro Civil e Identificación habrá un libro repertorio y un índice, los que estarán a cargo del Oficial Civil respectivo. 


La inscripción de un vehículo se efectuará al otorgarse la patente única. Los documentos que autoricen dicha inscripción serán incorporados en el Archivo Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación. 


En él se anotarán también todas las alteraciones en los vehículos que los hagan cambiar su naturaleza, sus características esenciales, o que los identifican, como asimismo su abandono, destrucción o su desarmaduría total o parcial. Para estos efectos su propietario estará obligado a dar cuenta del hecho de que se trate al Registro. En su caso, deberá cancelarse la inscripción y retirarse las patentes del vehículo.”

-o-


-Puesto en votación el número 1 del artículo único, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Nº 2, nuevo.

S.E. el Presidente de la República, formuló una indicación para incorporar, a continuación del numero 1, el siguiente número 2, nuevo, pasando los actuales números 2 y 3 a ser 3 y 4, respectivamente:


“2. Añádese al artículo 37 el siguiente inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Sin embargo, transcurridos cinco años desde la respectiva inscripción, y sólo una vez que los datos contenidos en dichos documentos y antecedentes sean incorporados a la base de datos computarizada del Servicio de Registro Civil e Identificación, ellos podrán ser eliminados. Mediante resolución, el Director Nacional fijará los requisitos y el procedimiento de eliminación de dicha documentación. Dentro de este procedimiento se deberá contemplar una instancia de publicidad adecuada de la medida.”

-o-


El artículo 37 vigente dispone:


“El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá guardar en lugar seguro y adecuado los documentos y demás antecedentes que sirvan de fundamento a las inscripciones y anotaciones.” 

-o-


El abogado de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Rodrigo Romo, se refirió, en primer término, al Registro de Vehículos Motorizados, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, y señaló que la legislación actual le impone a dicho servicio la obligación de guardar o conservar los antecedentes asociados a las inscripciones, sin establecer un plazo o tiempo durante el cual la documentación deba permanecer en tal condición. Este registro opera en las condiciones descritas, desde 1984, lo que ha causado una excesiva acumulación de documentos, la que alcanza a veinticinco millones. En términos operativos, esto es complejo de manejar. Dada la situación descrita, la indicación elaborada por el Ejecutivo establece que, una vez transcurridos cinco años desde una inscripción, los antecedentes o documentos asociados a ella podrán ser destruidos, después de haber sido traspasados previamente los datos contenidos en ellos al archivo informático correspondiente, con las adecuadas medidas de publicidad, según la regulación que en su momento disponga el Director.

-o-


El Jefe del Registro de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Pedro Rojas Murphy, expuso que el Servicio tiene actualmente dos bóvedas de aproximadamente 500 m2 cada una, totalmente copadas, llenas de documentos, sin posibilidad alguna de almacenar o archivar nueva documentación. La actual situación es crítica, por lo que resulta urgente, a través de la indicación propuesta, lograr la eliminación material de documentos, conservando los datos esenciales de cada inscripción, para que puedan ser consultados por los interesados. Se requiere adoptar las medidas de seguridad que sean necesarias para que, una vez notificado de la pronta destrucción de un documento, el usuario que tenga interés, pueda solicitar una copia del mismo. Indicó que esta excesiva acumulación de papeles se explica porque, en su momento, el legislador no previó el explosivo crecimiento del parque vehicular.

-o-


El diputado señor Gonzalo Uriarte, uno de los patrocinadores de la moción, expresó que la indicación presentada por el Ejecutivo constituye un complemento de la idea matriz del proyecto de ley, en el sentido de incorporar una nueva mención o elemento en el Registro de Vehículos Motorizados, cual es el concepto de “V.I.N.”. Agregó que en la discusión que los autores de la moción sostuvieron con el Ejecutivo, se concibió establecer un complemento de la normativa en estudio, consistente en la eliminación, desde las bodegas del Servicio, de una importante cantidad de documentos.

-o-


-Puesta en votación la indicación que incorpora un Nº 2, nuevo, en el artículo único, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

Nº 3, (anterior Nº2).

Este número reemplaza la terminación en la letra “y” del número 5 del artículo 47 por un punto y coma (;), sustituye el punto y final (.) del número 6 por una coma (,) y una letra “y”, y añade, a continuación, un nuevo número 7, en los términos que siguen: “El Número de Identificación del Vehículo o V.I.N.”

-o


Se modifica el artículo 47 para que el certificado de inscripción de un vehículo contenga, además de las seis menciones que indica la ley, una séptima: el número de identificación del vehículo.


Las actuales menciones del certificado de inscripción son: oficina del Servicio de Registro Civil e Identificación que lo expide; número de registro, para los efectos de su patente única; nombres, apellidos y domicilio del propietario del vehículo; marca, año, modelo del vehículo y los números de fábrica que lo identifiquen; fecha de emisión del certificado de inscripción, y fecha en que se practicó la inscripción, así como la data del cambio de propietario, si lo hubiere.

-o-


El actual artículo 47 dispone lo siguiente: 


“La obtención de la patente única y de la inscripción correspondiente se solicitará en cualquiera Oficina de Registro Civil e Identificación, la que otorgará el certificado de inscripción que lo identifique. 


Igual certificado deberá otorgarse cada vez que se cambie el titular del dominio del vehículo. 


El certificado de inscripción se otorgará en ejemplares cuya forma y especificaciones técnicas las determinará el reglamento y será uniforme para todo el país. 


El certificado de inscripción deberá contener, a lo menos, las siguientes indicaciones: 

1.
Oficina del Servicio de Registro Civil e Identificación que lo expida; 

2.
Número de registro, para los efectos de su patente única; 

3.
Nombres, apellidos y domicilio del propietario del vehículo; 

4.
Marca, año, modelo del vehículo y los números de fábrica que lo identifiquen; 

5.
Fecha de emisión del certificado de inscripcíon, y 

6.
Fecha en que se practicó la inscripción, así como la fecha del cambio del propietario, si lo hubiere. 

El certificado de inscripción de los camiones y tractocamiones cuyo peso bruto vehicular sea igual o superior a 3.860 kg, deberá contener, además, las siguientes menciones:

1.
Peso bruto vehicular.

2.
Número y disposición de los ejes.

3.
Potencia del motor.

4.
Tipo de tracción.

5.
Tipo de carrocería.

6.
En el caso de los camiones ingresados de acuerdo con el inciso segundo del artículo 21 de la ley Nº 18.483, la calificación especial en virtud de la cual ingresó al país y las rectificaciones o modificaciones posteriores.

7.
Placa patente única.

8.
Las demás que exija el Reglamento.”

-o-


-Puesto en votación el número 3 del artículo único, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Nº 4, (anterior Nº 3).

Por medio de este número, se agrega un inciso segundo al artículo 49, que tiene el siguiente tenor:


“En aquellos casos en que un vehículo asegurado sufra un siniestro que origine la declaración de pérdida total del mismo, será obligación de la compañía de seguros respectiva remitir las placas patente únicas del bien asegurado al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que, a través del Registro Nacional de Vehículos Motorizados, hará recepción y guarda de las mismas. Las compañías de seguros que infrinjan esta disposición serán objeto de sanción pecuniaria por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros, incluida la responsabilidad civil y penal de sus administradores según la naturaleza de la infracción.”

-o-


Con la modificación propuesta, se desea obtener lo siguiente:


-imponer a las compañías de seguros la obligación de remitir las placas patente al Registro de Vehículos Motorizados en aquellos casos de vehículos asegurados siniestrados con declaración de pérdida total de los mismos.


-imponer al Servicio de Registro Civil e Identificación, a través del Registro de Vehículos Motorizados, la obligación de recibir y guardar esas placas patente.


-aplicar una sanción pecuniaria a las compañías aseguradoras que infrinjan la exigencia anterior, incluida la responsabilidad civil y penal de sus administradores, según la naturaleza de la infracción.

-o-


El actual artículo 49 dispone lo que sigue:


“Si la placa patente original se extravía, se inutiliza o se deteriora gravemente, el propietario del vehículo podrá adquirir un duplicado que cumpla con las especificaciones establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.” 
-o-


-Puesto en votación el número 4 del artículo único, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Constancias reglamentarias.


Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:


-No hay artículos que deban ser aprobados como normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


-No hay normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


-No hay artículos ni indicaciones rechazadas.


-El proyecto de ley fue aprobado, en general, por la unanimidad de los Diputados presentes.

VIII. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO.

En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones os recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY.


Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.290, de Tránsito:

1.
Sustitúyese el punto y aparte (.) del primer inciso del artículo 34 por una coma, (,) y agrégase la siguiente frase: “así como el Número de Identificación del Vehículo o V.I.N.”.

2.
Añádese al artículo 37, el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“Sin embargo, transcurridos cinco años desde la respectiva inscripción, y sólo una vez que los datos contenidos en dichos documentos y antecedentes sean incorporados a la base de datos computarizada del Servicio de Registro Civil e Identificación, ellos podrán ser eliminados. Mediante resolución, el Director Nacional fijará los requisitos y el procedimiento de eliminación de dicha documentación. Dentro de este procedimiento se deberá contemplar una instancia de publicidad adecuada de la medida.”

3.
Reemplázase la terminación en la letra “y” del número 5 del artículo 47 por un punto y coma (;), sustitúyese el punto y final (.) del número 6 por una coma (,) y una letra “y”, y añádese a continuación, un nuevo número 7, en los términos que siguen: “El Número de Identificación del Vehículo o V.I.N.”

4.
Agrégase al artículo 49 el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“En aquellos casos en que un vehículo asegurado sufra un siniestro que origine la declaración de pérdida total del mismo, será obligación de la compañía de seguros respectiva remitir las placas patente únicas del bien asegurado al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que, a través del Registro Nacional de Vehículos Motorizados, hará recepción y guarda de las mismas. Las compañías de seguros que infrinjan esta disposición serán objeto de sanción pecuniaria por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros, incluida la responsabilidad civil y penal de sus administradores según la naturaleza de la infracción.”


Se designó diputado informante al señor Gonzalo Uriarte Herrera.

Sala de la Comisión, a 27 de septiembre de 2004.


Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de las sesiones de fechas 12 de diciembre de 2003; 2 y 16 de marzo, 4 de mayo y 14 de septiembre de 2004, con la asistencia de los diputados señores Luksic, don Zarko (Presidente); Alvarado, don Claudio; Araya, don Pedro; Ceroni, don Guillermo; Delmastro, don Roberto; Espinoza, don Fidel; García, don René Manuel; Hales, don Patricio; Hernández, don Javier; Hidalgo, don Carlos; Ibáñez, don Gonzalo; Meza, don Fernando; Norambuena, don Iván; Salaberry, don Felipe; Salas, don Edmundo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Uriarte, don Gonzalo.


(Fdo.): PATRICIO ALVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión”.

23. Informe de la Comisión de Obras Públicas Transportes y Telecomunicaciones acerca del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.290, de tránsito, con objeto de crear el sistema de licencias de conducir por puntaje. (boletín Nº 3376-15)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros acerca del proyecto de ley, iniciado en una moción de los Diputados señores Zarko Luksic, Pedro Araya , Jorge Burgos, Guillermo Ceroni, Roberto Delmastro, Fidel Espinoza, 
Fernando Meza, Edgardo Riveros, Felipe Salaverry y Rodolfo Seguel, que modifica la ley 
N° 18.290, de Tránsito, con objeto de crear el sistema de licencias de conducir por puntaje.


El proyecto propone la sustitución de las actuales normas de suspensión y cancelación de la licencia de conducir, por un sistema de puntajes, que consiste en otorgar, inicialmente 20 puntos, de los cuales se van descontando entre 1 y 5 puntos por las infracciones que comete el conductor, según su gravedad. Además, cuando el conductor llega a cero punto, se suspende la licencia por seis meses, al cabo de los cuales se puede recuperar mediante exámenes que se establecen en el proyecto. También se establece que los puntos que se pierden se pueden recobrar, si se cumplen ciertos períodos sin incurrir en infracciones.

-o-


Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión invitó a las siguientes personas, representantes de las instituciones que se indican:

Por la Subsecretaría de Transportes:


El señor Guillermo Díaz Silva, Subsecretario; el señor Lautaro Pérez Contreras, asesor del Subsecretario, y el Director de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito, señor Fredy Ponce y el señor Julio Urzúa quien actualmente sirve dicho cargo.

Por el Servicio de Registro Civil e Identificación:

El señor Luis Fuentes Cerda, Director subrogante y la señora Claudia Araya, abogada.


Por la Agrupación de Automovilistas de Chile (Adach):


El señor Cristián Araya Lobos, Presidente, y el señor Sergio Goldenberg, Vicepresidente.

Por Carabineros de Chile:


El General Nelson Molina Gajardo, Jefe de la Zona Metropolitana Oeste; el Coronel Nelson Guzmán León, Jefe del Departamento de Servicio de Tránsito y Carreteras, y el Teniente Coronel Rolando Sáez Vargas, Segundo Jefe de Servicio de Tránsito y Carreteras. 

Por el Automóvil Club de Chile (Acch):


El señor Cristian Sanhueza Rebolledo, Director Nacional de la Escuela de Conductores, y el señor Fernando Correa Dueñas, Gerente de la Delegación Viña del Mar.

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


En la moción se señala que el transporte de personas y de carga por carreteras y caminos constituye una actividad esencial para el desarrollo del país. Su evolución afecta muy directamente a otras actividades económicas de la población, tanto desde el punto de vista de su eficiencia como de la congestión, la contaminación y los accidentes que origina.

Se explica que la iniciativa tiene por finalidad hacer un diagnóstico respecto del sistema de otorgamiento de licencias de conducir en Chile, el cual no evita que postulantes inapropiados lleguen a conducir. Tal situación debe ser mejorada, para reducir la cantidad de accidentes atribuidos a “fallas humanas”. 


Entre los efectos negativos se destacan las elevadas tasas de accidentes de tránsito, que presentan a la comunidad costos superiores a los $ 330 millones, con un número de 1.549 víctimas fatales y 44.192 lesionados en el año 2002 reportados a la policía, algunos de ellos con lesiones invalidantes para toda su vida. Se pone de relieve que estas tragedias perjudican a la sociedad toda, pues ninguna persona puede considerarse libre de ser una víctima más de esta epidemia, sin distingos de nivel de ingresos u otros factores, con el agravante de que los accidentes de tránsito conforman la primera causa de muerte entre los jóvenes. Uno de los aspectos que se recalca en forma sistemática en la información que provee Carabineros de Chile es la incidencia de los factores asociados a las conductas. Así, más del 90% de los accidentes tienen entre sus factores a la denominada “falla humana”. Se distingue el 60% por falla del conductor del vehículo y el 30% por otras razones, entre ellas la imprudencia del peatón.


Se expone que el otorgamiento de la licencia de conducir, que en algunos países, como en los Estados Unidos de América y en Europa, es un privilegio, se debería convertir en una salvaguardia que evitará que postulantes que carecen de las aptitudes y destrezas apropiadas pongan en riesgo su vida y la de los demás. Así es como, en todos los países avanzados en la materia, se han definido instituciones especializadas y procedimientos estrictos para su otorgamiento, lo que en la práctica ha significado que se tienen tasas de rechazo de los postulantes, en su primer examen, del orden del 50 al 60%.


En contraste, la situación en nuestro país no puede ser más decepcionante, con niveles de rechazo de postulantes que no exceden del 5%, lo que, analizado en forma conjunta con la elevada participación del factor “falla humana” en los accidentes, superior al 90%, nos lleva a concluir que nuestro sistema de otorgamiento de licencias no está evitando que postulantes inapropiados lleguen a conducir. Estamos, pues, en presencia de un sistema que, de ser mejorado, tiene grandes potencialidades de colaborar a reducir las tragedias en el tránsito.


La experiencia de otros países nos indica que la incorporación de la licencia de conducir con un sistema de puntaje ha disminuido notablemente los accidentes de tránsito y el número de muertos y lesionados por esa causa.


Se señala, finalmente, que en Francia este sistema está vigente desde el año 1992. Entre julio y noviembre de ese año, se redujo en 11,64 % el número de muertos y en 8,1 % el de lesionados. En Australia la incorporación del sistema de licencia de conducir por puntaje comenzó en 1969. Desde 1989 a 1994, la tasa de mortalidad ha disminuido al 45%. Además, este sistema se aplica en Japón, Malasia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Canadá y Bélgica, con similares resultados. Estos datos nos muestran que esta figura debería aplicarse en nuestro país.

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en la moción.


De acuerdo con esto último, la idea matriz o fundamental del proyecto es modificar la ley Nº 18.290, con el fin de establecer los elementos y condiciones para instituir en Chile un mecanismo de otorgamiento y renovación de las licencias de conducir que castigue con la suspensión de la licencia, mediante la reducción de un puntaje base, a los conductores no capacitados para transitar por la vía pública a cargo de un vehículo motorizado.


Con el sistema de licencias de conducir mediante puntos, se busca reducir la incidencia del elemento “falla humana” en la gran cantidad de accidentes de tránsito que regularmente suceden en los caminos y carreteras de Chile, con elevados índices de mortalidad, lesiones y gastos asociados. Se estima que, impidiendo la conducción, mediante la suspensión de las licencias de conducir, a ciertos conductores que resultan no ser idóneos, se podrá reducir el nivel de accidentabilidad de tránsito en Chile, tal como se desprende de las experiencias internacionales.

III. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

La Comisión determinó que el nuevo artículo 208 bis que se incorpora en la ley Nº18.290, de Tránsito, contiene normas de rango orgánico constitucional.


Al respecto, la Comisión acordó enviar un oficio a la Corte Suprema de Justicia para que emita un informe sobre esta norma, por cuanto se refiere a materias relativas a la competencia de los Tribunales de Justicia, en particular, a la de los Juzgados de Policía Local.

IV. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

No los hay.

V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


A la discusión en general del proyecto habida en el seno de vuestra Comisión, concurrió el Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz, quien expuso el parecer del Ejecutivo sobre la moción.


Expresó que comparte profundamente el sentido de la moción, dado su efecto modernizador. Además, el proyecto cuenta con la opinión favorable del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito y ha sido estudiado tomando en consideración la experiencia internacional, que es abundante y positiva.


Agregó que la Subsecretaría de Transportes, para analizar el proyecto, tuvo en consideración que existe un 75% de accidentes que tienen como causa directa la responsabilidad del conductor. Además, hay diversas causas, que representan el otro 25%, que no son imputables directamente al conductor.


Respecto del porcentaje de accidentes ocurridos por falla mecánica, ha bajado desde el 20% a sólo el 2% en los últimos quince años de revisiones técnicas.


Explicó que las causas de accidentes son las siguientes:

	Causa de accidentes
	Cantidad
	Porcentaje

	Infracción conductor
	33.380
	75%

	Pérdida control de vehículo 
	3.958
	9%

	Imprudencia peatón o pasajero
	5.782
	13%

	Fallas mecánicas
	833
	2%

	Señales y otros
	497
	1%

	TOTAL
	44.450
	100%



A continuación, proporcionó la siguiente estadística relativa a los accidentes de tránsito:

*Fallecidos 2003                                                                  :    1.703.

*Lesionados 2003 : 45.335                                                  .

*Costo social por accidentes de tránsito 2003                     :    US$ 633 millones

	País
	Muertos por 10.000 veículos

	CHILE
	7,0%

	SUECIA
	1,4%

	ALEMANIA
	1,7%



Especificó la experiencia internacional existente respecto del sistema de licencias por puntaje, en términos de reducción de fallecidos en accidentes de tránsito:

	País
	Reducción de muertos
	Período

	FRANCIA
	11,6%
	1 año

	MALASIA
	9,8%
	1 año

	REINO UNIDO
	8,2%.
	1 año

	JAPÓN
	29,7%
	1 año



Indicó que la experiencia de Japón es importante. En efecto, pese a haber ampliado el universo de vehículos, tal como se aprecia en la estadística, mediante el sistema de otorgar las licencias por puntaje logró reducir en casi el 30% la cantidad de fallecidos en accidentes de tránsito.


Describió los beneficios que otorga el sistema de licencias por puntaje:


*El país ahorra recursos.


*Fomenta actitudes preventivas.


*Es disuasivo de futuras infracciones.


*Todas la infracciones son contabilizadas en su conjunto y mérito. 


*Las sanciones son conocidas.


*Disminuye la cantidad de fallecidos, lesionados y accidentes. 


Precisó que el ahorro de recursos alcanza a los US$633 millones de dólares en que se valorizan los gastos por muertes en accidentes de tránsito.


En cuanto a una actitud preventiva, hizo presente que ella se debe a que en el nuevo sistema los conductores pasarán a ser gestores de su propia historia de conductor, lo que de inmediato redundará en un efecto disuasivo respecto de nuevas infracciones, generándose, por otro lado, premios. 


Por otra parte, al ser registradas y conocidas todas las infracciones, se logra un sistema más eficiente. Por lo demás, este método se aplica en diversos países, como Australia, Francia, España, Reino Unido, etc. Según se desprende de las estadísticas registradas en tales países, se logra una importante disminución de accidentes y de lesionados y fallecidos en ellos.


Detalló el mecanismo diseñado por la Subsecretaría de Transportes para que cada titular de licencia de conducir tenga conocimiento de su ingreso al sistema de licencias por puntaje:
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Afirmó que, con el sistema propuesto, se desea establecer, para la totalidad de los conductores, un día cero, a partir del cual se comience a registrar su historial como conductor.


Describió a continuación el mecanismo que se aplicará para restar y sumar puntos, el cual se iniciará a partir de 20 puntos, que es la base del sistema. Esto se relaciona con la clasificación de las infracciones de tránsito, establecidas en la ley de Tránsito, en leves, menos graves, graves y gravísimas, con especial énfasis en estas últimas y en los resultados de la infracción que implique un cuasidelito de homicidio.
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Dio a conocer luego las modalidades tanto para restar puntos como para sumar puntos.
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	Tipo de infracción
	Puntaje de demérito

	Infracciones o contravenciones leves
	2 puntos

	Infracciones y contravenciones menos graves
	4 puntos

	Infracciones y contravenciones graves 
	6 puntos

	Infracciones y contravenciones gravísimas
	8 puntos

	Conducción bajo la influencia del alcohol
	12 puntos

	Conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de drogas
	14 puntos

	Cuasidelito de lesiones 
	16 puntos

	Cuasidelito de homicidio 
	20 puntos
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	Tipo de acción
	
	Puntaje de mérito

	Buena Conducta
	Por 12 meses
	2

	
	Por 24 meses
	6

	
	Por 36 meses
	8

	Curso de conducción
	De 32 horas
	4

	
	De 64 horas
	8



Manifestó que existe especial preocupación por aquellas infracciones que son motivadas por el consumo del alcohol o de drogas, así como por aquéllas que derivan en cuasidelito de homicidio o de lesiones, situación que refleja una reducción de puntaje más severa.

Por otra parte, se instaura un historial de premios, tal como opera en otros países, en que es posible recibir o recuperar puntos a partir de una buena conducta sostenida. Si la buena conducta se extiende por tres años continuos, el conductor podrá recuperar hasta dieciséis puntos.


A continuación, puntualizó la situación que deberá afrontar el conductor que no corrija su conducta y el que sí lo haga. Asimismo, planteó la situación que afrontará aquel conductor que, dentro de un lapso de cuarenta y ocho meses, es sancionado por segunda vez con suspensión de licencia, el que deberá experimentar un mayor tiempo de suspensión y el sometimiento obligatorio a un examen psicológico. Añadió que, de llegar a una tercera suspensión, se propone la cancelación de la licencia, la que podrá recobrarse sólo tras seis años, tal como ocurre actualmente.

	Ejemplo de funcionamiento del sistema

	Persona que no cambia su conducta

	Suspensión

Nº
	Situación
	Sanción
	Situación

final

	1ª
	0 puntos
	Suspensión por 3 meses
	Recupera 15 puntos

	
	
	Trabajo comunitario
	

	
	
	Curso conducción 64 hrs.
	

	2ª
	0 puntos

(en menos de 48 meses

desde 1º)
	Suspensión por 6 meses

+

examen psicológico
	Recupera 15 puntos

	3ª
	0 puntos (en menos de 24 
meses desde 2ª suspensión)
	Cancelación definitiva
	6 años antes de apelar


	Ejemplo de funcionamiento del sistema

	Persona que CAMBIA su conducta

	Situación
	Fecha
	Sanción/

bonificación
	Situación final

	1ª falta (grave)
	13 julio 2004
	resta 6 pts.
	Queda con 14 pts.

	12 meses de buena conducta
	13 julio 2005
	suma 2 pts.
	Queda con 16 pts.

	2ª falta (alcohol)
	30 diciembre 2005
	resta 12 pts
	Queda con 4 pts.

	Hace curso de 32 hrs.
	14 febrero 2006
	suma 4 pts
	Queda con 8 pts.

	12 meses de buena conducta
	30 diciembre 2006
	suma 2 pts.
	Queda con 10 pts.

	Vence 1ª falta
	13 julio de 2007
	recupera 6 pts.
	Queda con 16 pts.



Finalmente, dijo que la modalidad de obligar a los conductores a participar en cursos de conducción fue pensada como una medida para llevar al conductor a responsabilizarse por su conducta al volante, puesto que el manejo no es un derecho, sino un atributo para el que se debe estar capacitado. También se ha estudiado un sistema “ponderador”, que permita equiparar la situación de los conductores profesionales y los ocasionales. Añadió que dicho factor ya está considerado en los requisitos exigidos para el otorgamiento de las diversas clases de licencias de conducir. Asimismo, es necesario contar con la información permanente en torno al puntaje que deberá tener cada conductor, para lo cual es necesario obtener la colaboración de algún organismo como el Registro Civil e Identificación para establecer una información expedita, de preferencia de tipo electrónico o en línea.

-o-


También participó el Presidente de la Agrupación de Automovilistas de Chile (Adach), señor Cristián Araya, quien señaló que su agrupación comparte la idea de legislar respecto de las licencias con puntaje. Agregó que la licencia de conducir debería ser considerada como un privilegio y no como un derecho al que puede acceder cualquier ciudadano. Al respecto, la Adach desde hace algún tiempo ha propuesto la instalación de una “Escuela Nacional de Tránsito” que estandarice las exigencias para el otorgamiento de licencias de conducir.


Respecto de la moción, hizo los siguientes comentarios:

1.
El sistema debería ser más estricto con los nuevos postulantes a conductor, especialmente porque suele tratarse de personas jóvenes; por lo tanto, sugiere que se castigue con mayor severidad en el primer período de su vigencia, o bien otorgar una primera licencia con carácter provisional.

2.
Igualmente, se debería ser más estricto con los conductores que tienen licencia profesional, por cuanto manejan vehículos relacionados con el transporte de pasajeros o el transporte de carga. Agregó que, a modo de información, las licencias de clase A corresponden al 16% del total de licencias otorgadas. Sin embargo, este tipo de vehículos se asocia al 40% de las personas fallecidas por accidentes de tránsito, según cifras proporcionadas por la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET). Por lo tanto, se ha de establecer mayor exigencia para los conductores con licencia profesional. 

3.
No todas las infracciones deberían restar puntos, sino únicamente aquellas que se cometieren mientras se conduce y siempre que causaren algún peligro o riesgo. En cambio, no habrían de afectar al puntaje otras, como, a modo de ejemplo, la de no portar licencia de conducir. En esos casos, sólo bastaría con una multa.

4.
Tampoco sería bueno que las infracciones “empadronadas” afectaren el puntaje, porque ello podría crear distorsiones en el sistema, como, por ejemplo, en el caso de un propietario “que no estuviere habilitado” para conducir o que careciere de licencia.

5.
No sería conveniente otorgar “créditos por buena conducción”. La correcta conducción no es bueno premiarla con la obtención de puntos a favor, aunque tal situación pudiere originar un estímulo favorable.

6.
Una situación favorable podría consistir en que los automovilistas pudiesen contar con un sistema de consulta del registro de puntos, similar a lo que se puede hacer con la cuenta corriente bancaria a través de “Internet”, y

7.
Las multas de tránsito cursadas por los inspectores municipales resultan un incentivo “perverso” en beneficio municipal. Tal situación se podría terminar si se reemplazare la multa en pesos por una pérdida de puntaje.

-o-


Asimismo, concurrió, invitado por la Comisión, el Director subrogante del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Luis Fuentes, quien explicó que el Registro Cilvil cuenta con la capacidad operativa y técnica para administrar el sistema de puntaje, así como para informar a cada conductor a través de la página “web” del Servicio, con alguna clave de acceso que asegure la privacidad del usuario. Precisó que, actualmente, el Servicio mantiene el Registro Nacional de Conductores, que contiene las hojas de vida de cada conductor, en el que periódicamente se eliminan las anotaciones tras el transcurso de un determinado plazo; además, se registran en él las condenas dictadas por los tribunales con motivo de los cuasidelitos o manejos en estado de ebriedad, así como las suspensiones de las licencias de conducir. Respecto del proyecto de ley en cuestión, la apreciación que tiene el Servicio es que el sistema de puntajes es más tolerante que la legislación actualmente vigente. La opinión es que no sean derogados los artículos de la ley de Tránsito, sino que se apliquen complementariamente al nuevo sistema, sin derogarlos, compatibilizando los puntajes con las categorías infraccionales actuales. 


Por último opinó que es necesario reforzar el aspecto preventivo, estableciendo exigencias o requisitos previos al otorgamiento de la primera licencia, como podría ser, haber aprobado un curso de conducción impartido por una escuela acreditada.

-o-


También participó, invitado por la Comisión, en representación de Carabineros de Chile, el Jefe de la Zona Metropolitana Oeste, General Nelson Molina, quien expresó que la institución analizó el proyecto de ley y tiene a su respecto una opinión favorable. Considera que es una buena medida para solucionar el problema del alto grado de accidentes que suceden en el país. Agregó que Carabineros de Chile integró, con la Subsecretaría de Transportes, una mesa de trabajo para analizar el proyecto en estudio. El sistema de puntaje permite al conductor asociar su conducta infraccional con un efecto negativo tangible: la pérdida de puntos. Las estadísticas indican que los países que son más exigentes en tales variables son los que logran las mejores metas.


Indicó que es absolutamente necesario fortalecer el comportamiento de los conductores. Por lo tanto, en ese aspecto, el proyecto es muy bueno, porque aporta lo que falta en tal sentido, pues el solo pago de la multa ha demostrado no ser suficiente. Urge lograr una solución al problema de las altas tasas de accidentes, pues su origen radica, principalmente, en la conducta de los conductores. Al respecto, Carabineros de Chile tiene estadísticas sobre los accidentes ocurridos en nuestro país en los últimos años.


Estadísticas al 2003:


-Chile arroja un indicador de 7,7 personas fallecidas por cada diez mil vehículos.


-Cuarenta y cuatro mil (44.000) accidentes totales por año.


-ncremento anual del 10% de los fallecidos en accidentes de tránsito. En total fue de mil setecientas (1.700) personas occisas.


-Sesenta y dos mil seiscientos (62.600) vehículos dañados.


Añadió que también existen estadísticas respecto de las vías concesionadas, las que se pueden comparar con el universo total:


-En el nivel nacional, se registra un aumento del 10% de muertes, mientras que en las vías concesionadas tal incremento alcanza sólo al 1,8%.


Ubicación relativa de ocurrencia de los accidentes:


-El 13% de los accidentes de tránsito ocurre en zona rural y el 87% restante en zona urbana.


-Dicho 13% ocasiona el 57% de las muertes. Ello se explica por la mayor velocidad de los móviles en zona rural (carretera). La congestión disminuye la velocidad media.


En cuanto a las principales causas de los accidentes, se enuncian:


-Peatón cruza calzada sin precaución.


-Conducción en estado de ebriedad.


-Exceso de velocidad.


-No respeto del derecho preferente de paso, etc.


En cuanto a la responsabilidad en la ocurrencia del accidente:


-De la vía: 0,4%.


-Del vehículo: 1,7%.


-Del usuario: 96%.


-Conductor: 85% en general, y 62% cuando hay muerte.


-Peatón: 12% y 36% cuando hay muerte. 


En cuanto a la distribución etárea de los accidentados:


-El segmento de más alta incidencia es el de entre dieciocho y veintiséis años de edad (tanto de lesionados como muertos).


En cuanto al registro temporal de los accidentes, ocurre:


-Un accidente cada 11 minutos 48 segundos.


-Una muerte cada 5 horas 14 minutos.


-Un lesionado cada 11 minutos 30 segundos. 


En cuanto a la ocurrencia de muertes según el tipo de accidente, de un total de 75 muertes en 2004:


-44 en colisiones.


-28 en atropellos.


En cuanto a la distribución geográfica de las muertes ocurridas en accidentes de tránsito (año 2004):


-El 48% de ellas ocurre en la Región Metropolitana, 


-El 19% en la IX Región, porcentaje que se repite en la X Región.


-La VI y VII Regiones presentan disminución importante en este factor.


En cuanto a la incidencia del transporte público urbano en la ciudad de Santiago:


-De un total de 300 muertes, el 24% de ellas son ocasionadas por los buses amarillos.


-Ellos representan sólo el 0,8% del universo del parque de la Región.


Finalmente, planteó lo siguiente:


-Existe un 6% de aumento de muertes en accidentes del tránsito.


-Cerca de dos mil (2.000) personas fallecen en accidentes del tránsito, en lo que va del año 2004, y


-El 99% de los accidentes del tránsito tienen su causa en falla humana y son, por tanto, evitables.


Señaló también que la experiencia demuestra que una buena campaña de control de conductas es efectiva. Ahora, toda norma debe tener aceptación social para ser cumplida. No basta la sola fiscalización de su cumplimiento o la acción de la policía.


Por último, adujo que es necesario reforzar la capacitación de los conductores, pues no se les enseñan aspectos prácticos de la conducción, tales como mecánica o algunas nociones básicas de física. 

-o-


Igualmente, participó en el estudio del proyecto el Director Nacional de la Escuela de Conductores del Automóvil Club de Chile (Acch), señor Cristian Sanhueza, quien señaló estar de acuerdo con la filosofía del proyecto, pero no considera adecuado plantear que los conductores chilenos aún no están debidamente capacitados. Al respecto, agregó que las estadísticas indican que sólo el 5% de los conductores no ha recibido instrucción en alguna escuela de conductores profesionales y que, por otra parte, el 97% de los postulantes a una primera licencia de conducir la obtienen sin dificultad en su primer intento. Por lo tanto, los conductores, con el sistema de puntos que establece este proyecto, aparecerán como no capacitados. Tal situación producirá un grado importante de incertidumbre jurídica. Además, a su juicio, creará insuficiencia tanto logística como de infraestructura y una inexistencia de mecanismos alternativos.

-o-


-Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la sala, señora Sepúlveda y señores Ceroni, Hernández, Luksic y Meza.

VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.


Cabe consignar, que la moción en informe consta de un artículo único por el que se modifican los artículos 208, 209 y 209 bis y se incorporan los artículos 209 ter y 209 quáter, nuevos, en la ley Nº 18.290.


A raíz de la discusión habida en el seno de la Comisión respecto del proyecto de ley, se acordó darle una nueva estructura, para lo cual se propuso no sólo modificar la ley 
Nº 18.290, de Tránsito, sino que también introducirle modificaciones a la ley Nº 18.287, que establece el Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local. Por tal motivo, los diputados señora Sepúlveda, doña Alejandra, y señores Ceroni, don Guillermo; Luksic, don Zarko, y Meza, don Fernando, formularon una indicación para sustituir el artículo único dividiéndolo en dos artículos. El artículo 1º modifica la ley de Tránsito y el artículo 2º modifica la ley 
Nº 18.287, que establece el Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

ARTÍCULO 1º.

Nº 1, nuevo.


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para agregar, en el artículo 12, a continuación del punto y seguido (.) del inciso primero, la siguiente oración: “Éstas tendrán asignado un puntaje de 20 puntos, los que se regirán según lo establecido en los artículos 208 y siguientes.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

Nº 2, nuevo.


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para intercalar en el inciso cuarto del artículo 201, entre la palabra “multa” y la expresión “a la infracción que”, la frase: “y los puntos de demérito que correspondan” y elimínar la locución “que corresponda”.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

Nº 3, (anterior 1).


Mediante este número la moción propone reemplazar el actual artículo 208 por el siguiente:


“Artículo 208.- En el otorgamiento o renovación de licencias de conducir, el solicitante recibirá un puntaje ascendente a 20 puntos. Este puntaje podrá disminuir según las infracciones que cometa durante un período de tres años calendario. Para este efecto, al conductor cuyo puntaje llegue a cero por efecto de la disminución, se le cancelará la licencia de conducir.”


Esta norma dispone que, tanto en el otorgamiento como en la renovación de licencia de conducir, se le asignará a su titular un puntaje de 20 unidades, del que se irán restando tantos puntos cuantos correspondan a tipos de infracción que el conductor cometa en un período de tres años y, a aquél que pierda todos sus puntos, se le suspenderá la licencia por un período de seis meses.

-o-


El Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz, expresó que, antes de aludir a los puntajes por infracciones de demérito, desea referirse a lo manifestado por la Asociación de Jueces de Policía Local respecto de que, en la actualidad, no se registran en la hoja de vida de los conductores las infracciones leves y menos graves. En consecuencia, si se procede a aplicar la resta de puntaje por ese tipo de infracciones, se sobrecargaría la labor de los tribunales. Por lo tanto, para salvar tal situación, la incorporación de las infracciones leves y menos graves al régimen de puntaje, debería hacerse con gradualidad. De ser así, se podrían ingresar al sistema las infracciones menos graves a partir de los tres años y las leves, a partir de los cuatro años, sin que ello implique que haya infracciones que no restan puntaje, sino el establecimiento de una situación transitoria por razones prácticas. También es necesario considerar que las infracciones leves son “todas aquellas que no están tipificadas con sanción específica”.

Explicó que el Ejecutivo ha reconsiderado el requisito de seguir cursos de capacitación a que alude la disposición e informó que se encuentra próxima a ingresar a la Contraloría General de la República una modificación del reglamento de las escuelas de conductores, al objeto de elevar los niveles de exigencia y fortalecer su fiscalización. Al respecto, manifestó que le merecen dudas los cursos que impartan los municipios, en razón de que tal situación no existe en la actualidad y que, de ocurrir, sería preferible evitar el incentivo perverso que esto pudiera implicar al ser usado como mecanismo de recaudación. Por lo tanto, solicitó a la Comisión que el texto se refiera a cursos de seguridad o educación de tránsito, los que deberán ser impartidos por escuelas acreditadas para dichos efectos y que sean parte del Registro de las Escuelas de Conductores Profesionales que lleva el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Esta situación posee un aspecto de fondo, que tiene relación con los requisitos que se exigen para el otorgamiento de una licencia de conducir, los que deberán ser más rigurosos que los actuales.


Por lo tanto, propuso a la Comisión que, en razón de lo extenso y heterogéneo de este artículo 208, pudiera ser separardo según materias. Por lo tanto, sugirió que el texto se transformara en nuevos artículos 208, 208 bis, 208 ter y 208 quáter.

-o-


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para reemplazar el artículo 208, de la moción por el siguiente:


“Artículo 208.- Sin perjuicio de las multas que sea procedente aplicar a los conductores, los jueces de policía local y los jueces con jurisdicción criminal, según corresponda, impondrán a los infractores un puntaje de demérito, de acuerdo con la siguiente escala:

a)
Infracciones o contravenciones leves: 2 puntos;

b)
Infracciones o contravenciones menos graves: 4 puntos;

c)
Infracciones o contravenciones graves: 6 puntos;

d)
Infracciones o contravenciones gravísimas: 8 puntos;

e)
Conducción bajo la influencia del alcohol: 12 puntos;

f)
Conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de estupefacientes o sustancias psicotrópicas: 14 puntos.

g)
Cuasidelito de lesiones leves, menos graves, graves y gravísimas: 16, 17, 18 y 19 puntos, respectivamente, y 

h)
Cuasidelito de homicidio: 20 puntos. 


El juez que conociere del asunto hará efectiva la multa, aplicará los puntos de demérito y comunicará este hecho al día siguiente hábil al Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.


-Por la misma votación, fue rechazado el texto de la moción que reemplazaba el artículo 208.

3.1, nuevo.


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo 208 bis,nuevo:


“Artículo 208 bis.- El mismo juez que determine la sanción decretará la suspensión de la licencia de conducir, por el plazo de noventa días, al infractor que llegue a cero punto. 


Una vez cumplida esta medida, se procederá a asignar al conductor nuevos 15 puntos, previa asistencia y aprobación de un curso de educación y seguridad de tránsito, impartido por una escuela de conductores debidamente acreditada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 


Tratándose de una segunda suspensión, dentro de un período de cuatro años, el plazo de la misma se elevará al doble y el sancionado deberá someterse a exámenes psicológico y psicomotor por el profesional legista que designe el juez, a efectos de establecer si el infractor requiere de algún tratamiento médico. En este último caso, el tribunal ordenará los exámenes y procederá a retener la licencia del conductor en forma preventiva. Si los exámenes resultaren favorables a éste, junto con la devolución de la licencia, se procederá a asignarle nuevos 10 puntos. Si los exámenes determinaren una incapacidad sobreviniente que inhabilitare al conductor o tornare peligrosa su conducción, el juez procederá en la forma prescrita en el artículo 19, sin perjuicio de aplicar las demás sanciones establecidas.


En caso de aplicarse al conductor una tercera suspensión, en igual período, se procederá a la cancelación definitiva de su licencia, sin perjuicio de la facultad del juez competente establecida en el inciso final del artículo 196 E.


De imponerse la suspensión o la cancelación de la licencia de conducir, según corresponda, el juez competente ordenará la anotación de ésta al día siguiente hábil en el Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados.


Para proceder de esta manera, el juez deberá agregar al proceso la información que le sea proporcionada por el Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados, ya sea mediante certificado expedido al efecto, copia de la hoja de antecedentes del conductor obtenida por medios electrónicos, fax, terminal conectado al Servicio de Registro Civil e Identificación, correo electrónico, “internet”, consulta telefónica u otro medio idóneo, debiendo certificar el secretario del tribunal la autenticidad y forma en que la información se requirió y se obtuvo.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.


Respecto de este nuevo artículo 208 bis, la Comisión acordó enviar un oficio a la Corte Suprema de Justicia para que emita un informe sobre esta norma, por cuanto se refiere a materias relativas a la competencia de los Tribunales de Justicia, en particular, a la de los Juzgados de Policía Local.

3.2, nuevo.


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo 208 ter,nuevo:


“Artículo 208 ter.- En los casos de infractores que se allanen al pago de la multa de conformidad con lo que disponen los incisos tercero y cuarto del artículo 22 de la ley Nº 18.287, el juez aplicará los puntos de demérito antes de proceder al archivo de los antecedentes y dictará las suspensiones o cancelaciones de licencia que correspondan en cada caso, absteniéndose de hacer devolución de la licencia, que mantendrá retenida hasta el cumplimiento de la sanción. Si la licencia no estuviere retenida en el tribunal, el juez apercibirá al infractor para que haga entrega de ella en el más breve plazo posible, ordenando su arresto en caso de desobediencia.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

3.3, nuevo.


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo 208 quáter, nuevo:


“Artículo 208 quáter.- Los puntos de mérito podrán ser recuperados, por el solo ministerio de la ley, a los treinta y seis meses, contados desde la fecha en que la sentencia que sancionó la conducta esté firme o ejecutoriada.


De oficio o a petición del interesado, en el mes de enero de cada año, el Servicio de Registro Civil e Identificación agregará al conductor 2, 4 y 8 puntos de mérito por no haber recibido puntos de demérito durante doce, veinticuatro y treinta y seis meses, respectivamente. Estos puntos serán acumulables y serán eliminados, por el solo ministerio de la ley, al término de los treinta y seis meses contados desde su registro. En ningún caso, un conductor podrá tener asignados más de 20 puntos en el Registro Nacional de Conductores.


En la misma forma, el Servicio de Registro Civil e Identificación procederá a eliminar las anotaciones por suspensión de la licencia de conducir, pasados tres años desde la anotación, y eliminará la de cancelación de ella, al otorgarse una nueva al conductor sancionado, de conformidad con la ley.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

Nº4, (anterior 2).


Por medio de este número, la moción propone sustituir el actual artículo 209 por el siguiente:


“Artículo 209.- El sistema de reducción de puntaje se someterá a las siguientes reglas, según las infracciones que se indican:

Pérdida de 5 puntos:


Causar la muerte o lesiones que puedan producir una incapacidad total de trabajo de más de tres meses.


Conducir en estado de ebriedad.


Darse a la fuga.


Negativa a someterse a las pruebas de detección de alcohol en su organismo.


Negativa a acatar la orden de inmovilización del vehículo o a someterse al control del mismo.


Utilización de patente falsa, de patente voluntariamente defectuosa y formulación de declaraciones falsas.


No respetar el disco “pare” o el semáforo en luz roja fija, o intermitente.

2. 
Pérdida de 4 puntos:


Producir lesiones que no causen una incapacidad total de trabajo superior a tres meses. 


Exceder de 40 km por hora o más de la velocidad autorizada.


Marcha atrás o viraje en “U” en la autopista, particularmente cruzando la línea central. 


No respetar la línea separativa de ambas calzadas o interrumpir éstas.


Transitar en sentido contrario.


Transitar de noche o con neblina, en un lugar con poca luz pública.


Conducir un vehículo sin luces ni señalización.

3.
Pérdida de 3 puntos: 


Exceder la velocidad máxima autorizada entre 30 km por hora y menos de 40 km por hora.


Adelantamiento peligroso.


Estacionar un vehículo sin luces ni señalización en la calzada, durante la noche o con neblina, en un lugar sin luz pública.


Cambiar bruscamente de dirección, sin haber señalado ni avisado con seguridad que la maniobra no es peligrosa.


Sobrepasar la línea continua o mixta, si la línea continua es la más cercana al vehículo.


Transitar sin motivo por el lado izquierdo de la calzada.


Detener o estacionar el vehículo, generando peligro para los demás conductores.


Transitar en la vía de emergencia.


Entorpecer la circulación.

4.
Pérdida de 2 puntos: 


Transitar o estacionar en el terraplén de la autopista.


Exceder la velocidad máxima autorizada entre 20 km por hora y menos de 30 km por hora.


Acelerar el vehículo cuando se está a punto de ser adelantado por otro.

5.
Pérdida de 1 punto: 


Transitar sobre la línea continua cuando ésta no esté doblada por una línea discontinua del lado del usuario.


Manejar con la luz alta molestando a los conductores que vienen en el sentido contrario, a pesar de las señales de luz de estos últimos.”


Esta norma establece una clasificación de las causales de pérdida de puntos, según la gravedad de las infracciones en que se incurra; así, se perderán desde uno hasta cinco puntos por cada infracción cometida, desde las menos a las más graves.

-o-


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para sustituir el artículo 209 por el siguiente:


“Artículo 209.- A Los menores de dieciocho años y mayores de dieciséis años de edad que no posean licencia de conducir se les impondrá, como sanción, la asistencia a cursos de seguridad de tránsito en las condiciones y modalidades que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en la época que corresponda, para obtener la licencia respectiva.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.


-Por la misma votación, fue rechazado el texto de la moción que reemplazaba el artículo 209.

Nº5, (anterior 3).


Por medio de este número la moción propone reemplazar el actual artículo 209 bis por el siguiente:


“Artículo 209 bis. La reducción se realizará una vez que el conductor haya sido condenado por sentencia ejecutoriada, con ocasión de la infracción cometida.

El retiro de puntos será comunicado por carta certificada personalmente, será confidencial y no deberá ser comunicada al empleador ni tampoco a la compañía de seguros. Se llevará un registro de los puntos de cada conductor, en el que se anotarán los descuentos y la recuperación de tales puntos.”


Este artículo describe la sanción de suspensión de la licencia de conducir, la que operará una vez que el conductor pierda la totalidad de sus puntos; con posterioridad al período de suspensión, el conductor podrá ser rehabilitado tras superar un examen médico y un examen psicotécnico.

-o-


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para sustituir el artículo 209 bis, por el siguiente: 


“Artículo 209 bis.- El que haya sido sancionado con la cancelación de su licencia de conducir y que, no obstante ello, sea sorprendido conduciendo un vehículo, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, multa de hasta 15 unidades tributarias mensuales y un año adicional de cancelación de su licencia.


Si el conductor hubiese sido sancionado con la suspensión de su licencia y fuere sorprendido conduciendo un vehículo durante la vigencia de la sanción impuesta, será castigado con la pena de prisión en su grado máximo, multa de hasta 10 unidades tributarias mensuales y seis meses adicionales de suspensión de su licencia.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.


-Por la misma votación, fue rechazado el texto de la moción que reemplazaba el artículo 209 bis.

Nº 6, (anterior 4).


Mediante este número, la moción propone incorporar el siguiente artículo 209 ter nuevo:


“Artículo 209 ter.- La cancelación de la licencia de conducir se producirá por la pérdida total de los puntos. Una vez dispuesta esta sanción, el conductor deberá hacer entrega de su licencia de conducir o, en su caso, ésta le será retenida por la autoridad competente. Si la licencia es para ejercer su profesión, el conductor deberá informar a su empleador de la cancelación de la licencia.


La cancelación de la licencia durará seis meses después de su cancelación. El conductor podrá obtener de nuevo la licencia de conducir después de haberse sometido favorablemente a un examen médico y a un examen psicotécnico.”


Este artículo establece un régimen de recuperación de los puntos perdidos, el que permitirá que el conductor sancionado, después de cumplir ciertas condiciones, recobre parte o el total del puntaje perdido. Tales condiciones hacen relación a un plazo dentro del cual el conductor no incurra en nuevas infracciones, o bien, a su incorporación en un curso de “rehabilitación en el manejo de conducir”.


-Puesto en votación el artículo 209 ter, nuevo, fue rechazado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Nº 6, (anterior 5).


Por medio de este número, la moción propone introducir el siguiente artículo 209 quáter, nuevo:


“Artículo 209 quáter. El conductor recuperará puntos, si se cumplen las siguientes condiciones:

a)
Con tres años sin infracciones, recuperará la totalidad de los puntos.

b)
Con un año sin infracciones, recuperará diez puntos.

c)
Siguiendo cursos de rehabilitación en el manejo de conducir, recuperará cuatro puntos.”


Esta norma dispone las condiciones, por las cuales el conductor podrá recuperar puntos.


-Puesto en votación el artículo 209 quáter, nuevo, fue rechazado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Nº 6, nuevo.


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para agregar, al artículo 211, el siguiente número 8, nuevo:

“8. Registrar los puntos de demérito a que se refiere el artículo 208.”

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

Nº 7, nuevo.


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para intercalar, en el inciso primero del artículo 215, entre la palabra “ejecutoriada” y la expresión “que condene”, la locución “que aplique puntos de mérito y demérito,”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.
Nº 8, nuevo.


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para sustituir el actual artículo 218 por el siguiente:

“Artículo 218.- La alegación sobre la asignación de puntos de demérito o sobre el no reconocimiento de puntos de mérito deberá formularse, por escrito, dentro del plazo de un año contado desde ocurrido el hecho que se alega, ante el Servicio de Registro Civil e Identificación, el que tendrá el plazo de treinta días hábiles para resolver. Si considerare que la alegación es justificada, deberá, inmediatamente, adoptar las medidas pertinentes sobre la asignación de puntos. La resolución adoptada por este Servicio será susceptible de reclamación ante el juzgado de policía local del lugar en que se hubiere formulado la alegación, en el plazo de quince días hábiles. El tribunal resolverá breve y sumariamente y apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica. En contra de su resolución, no procederá recurso alguno.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.
Nº 9, nuevo:


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para derogar los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del articulo 219.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.
ARTÍCULO 2º.


 *Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Luksic y Meza formularon una indicación para modificar la ley Nº 18.287, que establece el Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, en los siguientes términos:
a.
Reemplazar, en el epígrafe del Título IV, la frase “acumulación de anotaciones de infracciones” por “pérdida total de puntos”.

b.
Sustituir, en el artículo 39, la frase “cuando proceda por acumulación de anotaciones de infracciones” por “pérdida total de puntos”.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS.


*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Espinoza, Luksic, Meza y Salas formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo 1º transitorio, nuevo:


“Artículo 1º transitorio.- Esta ley entrará en vigencia después de un año contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Espinoza, Luksic, Meza y Salas formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo 2º transitorio, nuevo:


“Artículo 2º transitorio.- Las disposiciones establecidas en los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del artículo 219 mantendrán su vigencia hasta que se completen los plazos de prescripción contemplados para cada categoría de infracción.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

*Los diputados señora Sepúlveda y señores Ceroni, Espinoza, Luksic, Meza y Salas formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo 3º transitorio, nuevo:


“Artículo 3º transitorio.- Los puntos de demérito aplicados con motivo de infracciones menos graves y leves sólo se registrarán y harán efectivos una vez transcurridos tres y cuatro años, respectivamente, a contar desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

El Subsecretario de Transportes, señor Díaz, expresó que ha cooperado con los Diputados de la Comisión en la redacción de los artículos transitorios, los que tienen por finalidad lo siguiente: en el primero de ellos, se establece el plazo de un año, a contar de la publicación de la ley, para instaurar el sistema de puntajes; en el segundo, se busca dar continuidad al mecanismo de prescripción que se contiene en el artículo 219 de la ley de Tránsito y, finalmente, el tercero tiene como propósito establecer una gradualidad de tres y cuatro años para el registro de las infracciones menos graves y leves, respectivamente.

Constancias reglamentarias.


Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:


-El Nº 3.1, nuevo, por el que se incorpora el artículo 208 bis, nuevo, contiene normas de rango orgánico constitucional. (Se solicitó opinión de la Excma. Corte Suprema).


-No hay normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


-No hay artículos ni indicaciones rechazadas.


(El artículo único se sustituyó por dos artículos permanentes y tres artículos transitorios).


-El proyecto se aprobó, en general, por la unanimidad de los Diputados presentes.

VII. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO.

En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones os recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY.


“Artículo 1º.- Introdúcense, en la ley Nº 18.290, de Tránsito, las siguientes modificaciones:

1.
Agrégase, a continuación del punto y seguido (.) del inciso primero del artículo 12, la siguiente oración: “Éstas tendrán asignado un puntaje de 20 puntos, los que se regirán según lo establecido en los artículos 208 y siguientes.”

2.
Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 201, entre la palabra “multa” y la expresión “a la infracción que”, la frase “y los puntos de demérito que correspondan”, y elimínase la locución “que corresponda”.

3.
Reemplázase el artículo 208 por el siguiente:


“Artículo 208.- Sin perjuicio de las multas que sea procedente aplicar a los conductores, los jueces de policía local y los jueces con jurisdicción criminal, según corresponda, impondrán a los infractores un puntaje de demérito, de acuerdo con la siguiente escala:

a)
Infracciones o contravenciones leves: 2 puntos;

b)
Infracciones o contravenciones menos graves: 4 puntos;

c)
Infracciones o contravenciones graves: 6 puntos;

d)
Infracciones o contravenciones gravísimas: 8 puntos;

e)
Conducción bajo la influencia del alcohol: 12 puntos;

f)
Conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de estupefacientes o sustancias psicotrópicas: 14 puntos.

g)
Cuasidelito de lesiones leves, menos graves, graves y gravísimas: 16, 17, 18 y 19 puntos, respectivamente, y 

h)
Cuasidelito de homicidio: 20 puntos. 


El juez que conociere del asunto hará efectiva la multa, aplicará los puntos de demérito y comunicará este hecho al día siguiente hábil al Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados.”

3.1. Incorpórase el siguiente artículo 208 bis, nuevo:


“Artículo 208 bis.- El mismo juez que determine la sanción decretará la suspensión de la licencia de conducir, por el plazo de noventa días, al infractor que llegue a cero punto. 


Una vez cumplida esta medida, se procederá a asignar al conductor nuevos 15 puntos, previa asistencia y aprobación de un curso de educación y seguridad de tránsito, impartido por una escuela de conductores debidamente acreditada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 


Tratándose de una segunda suspensión, dentro de un período de cuatro años, el plazo de la misma se elevará al doble y el sancionado deberá someterse a exámenes psicológico y psicomotor por el profesional legista que designe el juez, a efectos de establecer si el infractor requiere de algún tratamiento médico. En este último caso, el tribunal ordenará los exámenes y procederá a retener la licencia del conductor en forma preventiva. Si los exámenes resultaren favorables a éste, junto con la devolución de la licencia, se procederá a asignarle nuevos 10 puntos. Si los exámenes determinaren una incapacidad sobreviniente que inhabilitare al conductor o tornare peligrosa su conducción, el juez procederá en la forma prescrita en el artículo 19, sin perjuicio de aplicar las demás sanciones establecidas.


En caso de aplicarse al conductor una tercera suspensión, en igual período, se procederá a la cancelación definitiva de su licencia, sin perjuicio de la facultad del juez competente establecida en el inciso final del artículo 196 E.


De imponerse la suspensión o la cancelación de la licencia de conducir, según corresponda, el juez competente ordenará la anotación de ésta al día siguiente hábil en el Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados.


Para proceder de esta manera, el juez deberá agregar al proceso la información que le sea proporcionada por el Registro Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados, ya sea mediante certificado expedido al efecto, copia de la hoja de antecedentes del conductor obtenida por medios electrónicos, fax, terminal conectado al Servicio de Registro Civil e Identificación, correo electrónico, “internet”, consulta telefónica u otro medio idóneo, debiendo certificar el secretario del tribunal la autenticidad y forma en que la información se requirió y se obtuvo.”

3.2. Añádese el siguiente artículo 208 ter, nuevo: 


“Artículo 208 ter.- En los casos de infractores que se allanen al pago de la multa de conformidad con lo que disponen los incisos tercero y cuarto del artículo 22 de la ley Nº 18.287, el juez aplicará los puntos de demérito antes de proceder al archivo de los antecedentes y dictará las suspensiones o cancelaciones de licencia que correspondan en cada caso, absteniéndose de hacer devolución de la licencia, que mantendrá retenida hasta el cumplimiento de la sanción. Si la licencia no estuviere retenida en el tribunal, el juez apercibirá al infractor para que haga entrega de ella en el más breve plazo posible, ordenando su arresto en caso de desobediencia.”


3.3. Introdúcese el siguiente artículo 208 quáter, nuevo:


“Artículo 208 quáter.- Los puntos de mérito podrán ser recuperados, por el solo ministerio de la ley, a los treinta y seis meses, contados desde la fecha en que la sentencia que sancionó la conducta esté firme o ejecutoriada.


De oficio o a petición del interesado, en el mes de enero de cada año, el Servicio de Registro Civil e Identificación agregará al conductor 2, 4 y 8 puntos de mérito por no haber recibido puntos de demérito durante doce, veinticuatro y treinta y seis meses, respectivamente. Estos puntos serán acumulables y serán eliminados, por el solo ministerio de la ley, al término de los treinta y seis meses contados desde su registro. En ningún caso, un conductor podrá tener asignados más de 20 puntos en el Registro Nacional de Conductores.


En la misma forma, el Servicio de Registro Civil e Identificación procederá a eliminar las anotaciones por suspensión de la licencia de conducir, pasados tres años desde la anotación, y eliminará la de cancelación de ella, al otorgarse una nueva al conductor sancionado, de conformidad con la ley.”

4.
Sustitúyese el artículo 209 por el siguiente:


“Artículo 209.- A Los menores de dieciocho años y mayores de dieciséis años de edad que no posean licencia de conducir se les impondrá, como sanción, la asistencia a cursos de seguridad de tránsito en las condiciones y modalidades que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en la época que corresponda, para obtener la licencia respectiva.”

5.
Reemplázase el artículo 209 bis por el siguiente:


“Artículo 209 bis.- El que haya sido sancionado con la cancelación de su licencia de conducir y que, no obstante ello, sea sorprendido conduciendo un vehículo, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, multa de hasta 15 unidades tributarias mensuales y un año adicional de cancelación de su licencia.

Si el conductor hubiese sido sancionado con la suspensión de su licencia y fuere sorprendido conduciendo un vehículo durante la vigencia de la sanción impuesta, será castigado con la pena de prisión en su grado máximo, multa de hasta 10 unidades tributarias mensuales y seis meses adicionales de suspensión de su licencia.”
6.
Agrégase al artículo 211 el siguiente número 8, nuevo:


“8. Registrar los puntos de demérito a que se refiere el artículo 208.”
7.
Intercálase, en el inciso primero del artículo 215, entre la palabra “ejecutoriada” y la expresión “que condene”, la locución “que aplique puntos de mérito y demérito,”.
8.
Sustitúyese el artículo 218 por el siguiente:


“Artículo 218.- La alegación sobre la asignación de puntos de demérito o sobre el no reconocimiento de puntos de mérito deberá formularse, por escrito, dentro del plazo de un año contado desde ocurrido el hecho que se alega, ante el Servicio de Registro Civil e Identificación, el que tendrá el plazo de treinta días hábiles para resolver. Si considerare que la alegación es justificada, deberá, inmediatamente, adoptar las medidas pertinentes sobre la asignación de puntos. La resolución adoptada por este Servicio será susceptible de reclamación ante el juzgado de policía local del lugar en que se hubiere formulado la alegación, en el plazo de quince días hábiles. El tribunal resolverá breve y sumariamente y apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica. En contra de su resolución, no procederá recurso alguno.”

9.
Deróganse los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del articulo 219.


Artículo 2º.- Modifícase la ley Nº18.287, que establece el Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, en los siguientes términos:
a.
Reemplázase, en el epígrafe del Título IV, la frase “acumulación de anotaciones de infracciones” por “pérdida total de puntos”.

b.
Sustitúyese, en el artículo 39, la frase “cuando proceda por acumulación de anotaciones de infracciones” por “pérdida total de puntos”.

Disposiciones transitorias.

Artículo 1º transitorio.- Esta ley entrará en vigencia después de un año contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 2º transitorio.- Las disposiciones establecidas en los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del artículo 219 mantendrán su vigencia hasta que se completen los plazos de prescripción contemplados para cada categoría de infracción.


Artículo 3º transitorio.- Los puntos de demérito aplicados con motivo de infracciones menos graves y leves sólo se registrarán y harán efectivos una vez transcurridos tres y cuatro años, respectivamente, a contar desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”

Se designó diputado informante al señor Zarko Luksic Sandoval.


Sala de la Comisión, a 22 de septiembre de 2004.


Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de las sesiones de fechas 13 y 20 de julio; 3 y 31 de agosto, y 7 y 14 de septiembre de 2004, con la asistencia de los diputados señores Luksic, don Zarko; Alvarado, don Claudio; Ceroni, don Guillermo; Espinoza, don Fidel; García, don René Manuel; Hernández, don Javier; Hidalgo, don Carlos; Ibáñez, don Gonzalo; Meza, don Fernando; Norambuena, don Iván; Salas, don Edmundo, y Sepúlveda, doña Alejandra.


Se adjunta texto comparado.


(Fdo.): PATRICIO ALVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión”.
24. Informe de la Comisión Especial de la Juventud.
“Honorable Cámara:


La Comisión Especial de la Juventud pasa a dar cuenta de su cometido.

I. ORIGEN DE LA COMISIÓN ESPECIAL.


Las señoras diputadas Isabel Allende Bussi y Ximena Vidal Lázaro y los señores diputados Pedro Araya Guerrero, Jaime Jiménez Villavicencio, Cristian Pareto Vergara, Alejandro Navarro Brain, Edgardo Riveros Marín, Fulvio Rossi Ciocca, Leopoldo Sánchez Grunert y Esteban Valenzuela Van Treek, presentaron un Proyecto de Acuerdo, signado con el Nº 31, de fecha 7 de mayo de 2002, del siguiente tenor:


“Considerando:


Que la población chilena entre 15 y 29 años de edad, definida como juventud, representa el 24% del total del país, constituyendo un sector transversal en el cual confluyen todas las políticas sectoriales.


Que, no obstante la uniformidad en cuanto a la etariedad de dicho grupo, la juventud reconoce una amplia diversidad en cuanto a los numerosos actores y grupos sociales intermedios que la componen, con necesidades e intereses propios, los cuales deben ser objeto de análisis a fin de poder aplicar en forma efectiva y eficiente las políticas públicas y los recursos fiscales en ellas comprometidas.


Que, aunque para los jóvenes el concepto participación no es sinónimo de acción política tradicional, ni menos de inscripción en los registros electorales, es también un dato cierto de la realidad, ya que prácticamente el 50 por ciento de los jóvenes participan en algún tipo de organización. Esto se ratifica en los resultados de la III Encuesta de la Juventud, donde se constata que ha habido un cambio de eje en la participación de los jóvenes desde una participación política o institucional hacia una participación social orientada en torno de nuevos intereses.


Que las asociaciones, organizaciones o agrupaciones sociales donde más jóvenes actúan son los clubes deportivos, con el 37% de participación juvenil; los grupos religiosos, con el 30,7%, y los llamados grupos de juego o “hobbies”, con el 22,1% de adhesión. Los centros juveniles mencionados por los encuestados, constituyen el 16,4%, en tanto que los centros de padres, los grupos que siguen una onda cultural, los centros de alumnos, los centros culturales y las barras de fútbol presentan niveles que fluctúan entre el 11% y el 14%, siendo la junta de vecinos la asociación que presenta la más baja aceptación entre los jóvenes.


Que la participación política de los jóvenes se ve reflejada en el hecho de que el 0,9% de ellos participa en partidos políticos, en tanto que el 14% lo hace en sindicatos.


Que en Chile la población joven tiene un nivel mayor de participación en organizaciones sociales que la población adulta. Así, el 48% de los jóvenes participa en alguna asociación, mientras que en los adultos este porcentaje llega sólo al 39,4%.


Que es necesario avanzar en el sentido de que las distintas formas de asociacionismo juvenil pueden ser consideradas de algún modo como nuevas formas de participación que no han sido reconocidas ni legitimadas por la sociedad. La invisibilidad obligada de estas formas juveniles de participación contribuye a una subvaloración de las tasas de participación de los jóvenes, a la vez que a la inexistencia de espacios y beneficios públicos destinados al fomento y desarrollo de estas nuevas formas de expresión juvenil.


Que la III Encuesta de Juventud muestra una tendencia superior al 70% de los encuestados a pensar que, entre las preocupaciones de los actores políticos, no están los jóvenes, tendencia que aumenta entre los jóvenes de más edad, en los niveles socioeconómicos medio y bajo y en los sectores rurales.


Que el malestar con la política y la desafección hacia ella se expresa también cuando sólo el 15,7% de los jóvenes cree que los partidos políticos representan sus inquietudes y cuando alrededor del 85% afirma que no le interesaría participar en un partido político.


Que es necesario generar un proceso permanente de fomento de la participación de los jóvenes, tanto en el ámbito social como político. Asimismo, hay que ampliar el concepto de lo político en el sentido de que la política no se agota en el sistema político, reflejándose ello en que sólo el 38,5% de los jóvenes está inscrito en los registros electorales.


Que es necesario considerar la perspectiva de la juventud en los distintos temas que trata esta Honorable Cámara de Diputados, teniendo una central preocupación por la relación de los jóvenes con lo público y por las reales posibilidades que hoy ofrece la sociedad para un adecuado y necesario ejercicio de la ciudadanía por parte de los jóvenes.


La Cámara de Diputados acuerda:


Constituir la Comisión Especial de Juventud, por un período de ciento ochenta días, con el objetivo de abordar todas aquellas iniciativas legislativas que tengan relación con los temas y áreas de interés juvenil, privilegiando para ello el diálogo efectivo con todos los actores nacionales y regionales, formales y de hecho que sean representativos de este importante segmento de la población; propiciando una adecuada canalización de sus inquietudes, problemas y aspiraciones en los ámbitos de políticas sociales -particularmente salud, educación y vivienda-, así como culturales, recreacionales, educacionales y de participación ciudadana, emitiendo al final de ese lapso un informe que contenga recomendaciones y sugiera acciones por desarrollar en esa materia por la Cámara de Diputados.”

-o-


La Corporación, en sesión Nº 18ª, de la misma fecha, aprobó el referido Proyecto de Acuerdo.

-o-

II. CONSTITUCIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL.


Se integró la Comisión Especial con las siguientes señoras Diputadas y señores diputados:


Marcela Cubillos (la que fue reemplazada por el Diputado señor Felipe Salaberry), Carmen Ibáñez, María Eugenia Mella, Carolina Tohá, Eduardo Díaz, José Antonio Kast, Nicolás Monckeberg (el que fue remplazado por el Diputado señor Alfonso Vargas), Felipe Salaberry, Pablo Prieto, Jaime Quintana, Exequiel Silva, Alberto Robles, Fulvio Rossi y Patricio Walker. 


La Comisión Especial se constituyó el día 30 de julio de 2003 y eligió Presidente al diputado señor Fulvio Rossi Ciocca.

-o-

III. NÓMINA DE LAS PERSONAS INVITADAS A LA COMISIÓN ESPECIAL.


Andrés Palma, Ministro de Planificación y Cooperación;


Eugenio Ravinet, Director Nacional del Instituto Nacional de la Juventud;


Erika Castro, Subdirectora Nacional del Instituto Nacional de la Juventud;


Jaime Junyent, Jefe del Departamento de Asesoría Jurídica del Instituto Nacional de la Juventud;


Marcel Theza, Jefe del Departamento de Coordinación Intersectorial del Instituto Nacional de la Juventud;


Fidel Miranda, consultor, experto en materias relacionadas con la juventud; 


Pedro Guell, Coordinador Ejecutivo del Programa para el Desarrollo Humano de Naciones Unidas. (Pnud);


Álvaro Cruzat, Subdirector de la Fundación Jaime Guzmán;


María Paz Oyarzún, asesora del área juvenil de la Fundación Jaime Guzmán;


Nicolás Figari, asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán;


Mario Aguilar, Director Nacional del Colegio de Profesores;


Julio Lira, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (Fech) 


Jaime Bellolio, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Chile (Feuc),


María Gracia Dalgalamando, Editora del Semanario de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Chile (Feuc),


Patricio Hasbún Nazar, Presidente de la Asociación de Guías y Scouts de Chile;


Julio Robles Cameratti, Director Ejecutivo Nacional de la Asociación de Guías y Scouts de Chile;


Marisol Corvalán Guerrero, Consejera Nacional de la Asociación de Guías y Scouts de Chile;


Daniel Oyarzún Valdivia, Director de Administración y Finanzas de la Asociación de Guías y Scouts de Chile;


Víctor Tokman, Asesor de S. E. el Presidente de la República.


Luis Mella Gajardo, Alcalde de la I. Municipalidad de Quillota;


Ana Cortéz Lois, Coordinadora de la Oficina de la Juventud de la I. Municipalidad de Quillota;


Alejandra Jaramillo Martínez, asistente social de la I. Municipalidad de Quillota;


Galo Fernández Villaseca, Sacerdote, Vicario de la Esperanza Joven;


Luis Felipe San Martín, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile;


Julio Pertuze Salas, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile;


Camila de la Maza, Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad Diego Portales;


Paulo Carrillanca, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Santiago; 


Marcela Erazo, representante de la Vicaría Pastoral Universitaria;


Marcelo Chávez, Presidente de la Juventud Demócrata Cristiana;


Jaime Romero, Presidente de la Juventud Socialista; 


Joaquín Godoy, Presidente de la Juventud de Renovación Nacional;


Augusto Parra, Vicepresidente de la Juventud Radical; 


Juan Faúndez, Presidente de la Juventud del Partido Por la Democracia; 


Pablo Desborde, Presidente de la Juventud de la Unión Demócrata Independiente;


Patricio Carballo, representante del Movimiento de Objeción de Conciencia;


Juan Pablo Iglesias, representante de la Juventud Judía de Chile; 


Marcelo Neira, periodista de la Vicaría de la Esperanza Joven, y


Raúl Alarcón, Presidente de la Juventud Bautista, Región Metropolitana. 

-o-

IV. SÍNTESIS DE LAS OBSERVACIONES FORMULADAS POR LOS EXPOSITORES.


La Comisión Especial de la Juventud ha sesionado en 22 ocasiones, en las cuales se ha invitado a personas representativas de los más diversos sectores de la vida nacional, cuya opinión sobre temas de juventud, la Comisión ha resuelto tener a la vista, como se muestra en el resumen adjunto:

a)
Señor Andrés Palma, Ministro de Planificación y Cooperación.


Enfatizó que, como Estado, no han sido capaces de ampliar los espacios de participación de los jóvenes, lo que erróneamente se les pide al Instituto Nacional de la Juventud, no obstante que la misma ley que rige a ese organismo señala que no debe cumplir ese papel.


Establece como desafío para el Gobierno tener la capacidad para motivar un mayor reconocimiento de la realidad de los jóvenes por parte de las estructuras del Estado y un mayor grado de participación política de los jóvenes en las estructuras políticas del mismo.

-o-

b)
Señor Eugenio Ravinet, Director Nacional del Instituto Nacional de la Juventud..


Señaló que en la actualidad el INJUV está principalmente abocado a implementar acciones tendientes a la inclusión social de los jóvenes, a mejorar su calidad de vida y a entregarles la posibilidad de ejercer soberanamente su ciudadanía, y que el servicio está trabajando para que el Instituto Nacional de la Juventud sea un referente obligado en el diseño, implementación y ejecución de políticas públicas que tengan que ver con los jóvenes y, por cierto, fortalecer a los jóvenes como protagonistas de la sociedad.


De esta manera, busca consolidar al joven como un sujeto de derecho, distinto del niño y del adulto, superando de esta manera la inexistencia del joven como sujeto de derecho específico en nuestro ordenamiento jurídico.

-o-

c)
Señor Fidel Miranda, consultor, experto en materias relacionadas con la juventud.


Expuso su trabajo, enfocado principalmente al diseño y evaluación de políticas públicas relacionadas con la juventud. Opinó que esas políticas no deben ser abstractas y teóricas y que, en definitiva, sintonicen con la gente joven. 


Existiría falta de identidad de la juventud con vinculación a referentes tradicionales, destacando el alto interés por el voluntariado, la indiferencia ante la política y la resignación frente al trabajo (lo que conlleva a un resentimiento social muy preocupante en los jóvenes de escasos recursos), situaciones todas que inciden en que el joven se resista a ingresar al mundo adulto, lo que denomina moratoria de la juventud.

-o-

d)
Señor Pedro Guell, Coordinador Ejecutivo del Programa para el Desarrollo Humano de Naciones Unidas, (Pnud).


Expuso sobre las transformaciones culturales e identidades juveniles en Chile, lo que constata el proceso de cambio de los jóvenes respecto de sus intereses, en relación a la sociedad y las instituciones tradicionales, donde destacan, entre otros aspectos, el desinterés en la inscripción electoral, el mayor consumo de manifestaciones culturales y la mayor tolerancia, factores que, junto a otros, en especial la individualización y carga de responsabilidad, permiten detectar cuatro mundos juveniles: 


Joven lúdico (“Yo lo paso bien con mis amigos y me gusta pensar como será mi futuro, pero por ahora no quiero obligaciones”), fundamentalmente hombres de clase alta.


Joven utilitarista (“Yo me subo al tren por mi propia fuerza y evalúo si me conviene, para lograrlo no hay que confiar mucho en los demás ni preocuparse de ellos”), principalmente jóvenes de nivel socioeconómico medio y medio bajo.


Joven agobiado (“Quizás con esfuerzo pueda salir adelante, pero ahora que tengo que hacerme yo cargo de las cosas y de otros, la mochila se está poniendo pesada y nadie me ayuda), que denota pocos amigos, difícil inserción al mercado laboral y sentimiento de perdedor.


Joven integracional (“Yo lo paso bien con mi pareja y creo que mis hijos van a tener oportunidades que yo no tuve”). 


A raíz de este análisis, concluye que las juventudes tienen distintas maneras de manejar la tensión entre ser persona y ser parte de la sociedad: esto último no necesariamente significa ser “alguien”. Además, surge un comportamiento oportunista (si se le ofrece algo al joven que estima útil, lo hace suyo, lo que puede dar pie al surgimiento de una especie de populismo) pero al mismo tiempo nace una oportunidad: construir una sociedad de ciudadanos auto responsables y cooperativos, que los proyectos ciudadanos se identifiquen con sus proyectos de vida, lo que requiere complementar todos los ámbitos que inciden en el mundo juvenil, en especial, la educación, el trabajo y las comunicaciones.
-o-

e)
Señor Álvaro Cruzat, Subdirector de la Fundación Jaime Guzmán. 

Se refirió al tema “Los jóvenes necesitan oportunidades”, destacando que hay una serie de temas claves que son de vital importancia para entender la actitud de la juventud en el Chile de hoy; a saber, el empleo, la educación y el combate de la pobreza, esta última, de carácter material y espiritual. Asimismo, debe existir acceso fluido a la educación, la cultura y el deporte.


Además, expresó que los jóvenes de hoy esperan que el Estado no condicione sus preferencias y transparente el actuar de sus autoridades públicas, demandando que no sean ellos “utilizados” por las autoridades, como asimismo, la igualdad de oportunidades para todos.


Finalmente, indica que los jóvenes tienen una preocupación real por el futuro de Chile y una gran inquietud por participar en el desarrollo del país y desean aportar con sus conocimientos.

-o-

f)
Señor Mario Aguilar, Director Nacional del Colegio de Profesores.


Señaló que en Chile (y probablemente en otros países también) estaríamos ante un quiebre del proceso de dialéctica generacional al producirse el fenómeno que las nuevas generaciones se están restando de la “disputa” con la generación en el poder, al menos en lo que se refiere a los aspectos más institucionales de este. Este asunto no es menor ya que un fenómeno de este tipo trae consecuencias poco deseables pues acelera un proceso de deterioro y estancamiento de la sociedad.


Además, señala que los jóvenes, a pesar de tener una postura crítica a los valores e instituciones tradicionales en una primera aproximación, al relativizar sus críticas las mismas instituciones recuperan su debida apreciación.

-o-

g)
Señor Julio Lira, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile).


Comentó que la problemática de la juventud atraviesa todos los aspectos de la realidad nacional, ya que ellos son parte significativa de la misma, pero sin ser actores directos, situación que, sumada a las diferencias económicas-sociales, acentúa la brecha educacional mínima entre los jóvenes, lo que conduce en definitiva a la diferenciación laboral.


Por otro lado, la imposibilidad de encontrar mayor justicia en el acceso a los medios o fuentes de educación, conlleva a una postura crítica al sistema actual, desincentivando la participación socio-política de los jóvenes.

-o-

h)
Señor Jaime Bellolio Lira, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Chile


Planteó que en el Congreso Nacional no habría urgencia en promover o impulsar proyectos de ley que atañen directamente a los jóvenes, lo cual abre la brecha de distanciamiento entre el sector político y el juvenil.


Criticó, asimismo, la actual interrelación entre campos de intereses tan contrapuestos como lo son la educación (en especial la superior) y el trabajo. Destacó, por ende, la urgencia de poder establecer un sistema coordinado en que estudio y trabajo se complementen y que no constituyan alternativas antagónicas entre sí.

-o-

i)
Señor Patricio Hasbún Nazar, Presidente de la Asociación de Guías y Scouts de Chile.


Precisó que los Scouts cuentan con un programa educacional escalonado de formación de líderes, los cuales a su vez le transmiten sus experiencias de forma directa a los más jóvenes por medio de actividades concretas de ayuda a la comunidad.


Destacó, asimismo, la colaboración constante con los demás grupos intermedios de la sociedad, como lo son los colegios, la Cruz Roja, bomberos, entre otros, lo que constata voluntad de sacrificio de los jóvenes en favor del “otro más necesitado”, lo que abre el desafío para el Gobierno en apoyar legal, financiera e institucionalmente las diversas redes de voluntariado del país.
-o-

j)
Señor Víctor Tokman, asesor de S. E. el Presidente de la República.


Opinó sobre el alto desempleo juvenil, por cuanto constituye una preocupante amenaza social para el futuro, en especial, en lo que respecta a la transmisión intergeneracional de pobreza, frustración y de desprecio por la institucionalidad vigente, sin perjuicio de la percepción social de fracaso personal del joven.


El desempleo juvenil tiene su origen en la falta de preparación adecuada para el mundo laboral, el desajuste entre las aspiraciones personales y la realidad, debido fundamentalmente a la escasez de capital humano. Sólo la constante capacitación, en conjunto con una especial regulación del mercado del trabajo para jóvenes, en especial respecto del contrato de trabajo, el subsidio de contratación para jóvenes sin experiencia y un salario mínimo para jóvenes, permitirá atenuar los efectos negativos del desempleo juvenil.

-o-

k)
Señor Luis Mella Gajardo, Alcalde de la I. Municipalidad de Quillota.

Señaló que en conjunto con el Injuv se creó la Oficina Municipal de la Juventud y el Centro de la Juventud de Quillota para efectos de crear e impulsar políticas locales de promoción de las inquietudes juveniles. Primeramente se trabajó con los jóvenes que ya estuvieran organizados formal o informalmente, para luego, de manera focalizada centrarse en atender sus campos de inquietudes. En una segunda etapa, se propuso integrar a los demás miembros de la comuna para lograr su participación en los proyectos ya en marcha. La tercera etapa consistía en la creación de espacios para generación de propuestas juveniles a nivel local, a través de los cabildos juveniles.


Destacó la creación del Banamor, un banco solidario, en el cual se transan servicios y entregas a los demás miembros de la comuna. La directiva está integrada por miembros de la comuna, la cual está a cargo de canalizar adecuada y eficientemente los aportes desinteresados de la comunidad a favor de los más necesitados.

-o-

l)
Sacerdote Galo Fernández Villaseca, Vicario de la Esperanza Joven.


Comentó que detecta algunos rasgos culturales que marcan la vida de los jóvenes, como el proceso de globalización, la mercantilización de la cultura, la ausencia de grandes proyectos ideológicos, el deterioro de la vida familiar, el desprestigio de las instituciones y de los servidores públicos y el incremento de la violencia en las relaciones cotidianas.


Asimismo, se refirió a la difícil incorporación al mundo laboral adulto, dado la inequidad del sistema educativo, la imposibilidad de participar o incidir en las instituciones y la estigmatización de los modos de ser juveniles. Así, la integración social se logra por el consumo. Todo ello conlleva carencias de acompañamiento debidas al deterioro del entorno familiar.


Por ello, busca abrir oportunidades a los jóvenes, en los ámbitos de la escolarización, la educación superior (donde se debe fomentar el espíritu universitario y no sólo en cuanto adiestramiento en técnicas para ser competitivo) y la educación técnica.


Respecto de la participación social, destaca que la actual generación no alcanzó jamás a encantarse con el servicio público: en ese contexto, surge el voluntariado y las experiencias solidarias como respuesta con un gran valor formativo. Asimismo, no basta con fondos concursables, hay que pensar esto en grande: los jóvenes necesitan ser desafiados por grandes ideales. No quieren ser utilizados sino protagonistas. Así, hay que desarrollar políticas de juventud, amplia, coordinada y eficiente que incorpore las áreas de educación, salud, vivienda, tiempo libre, adicciones, trabajo, turismo, etc., cuyo principio orientador sea el esfuerzo por acoger la riqueza original de cada generación.

-o-

Participación juvenil en política.

(sesión especial)

Dado el alto interés demostrado por los diversos sectores de la ciudadanía, respecto del tema “Medidas para incentivar la participación política de la juventud” y, en especial, lo relativo a la inscripción automática en los registros electorales y el voto voluntario, la Comisión Especial celebró una sesión especial el día 16 de junio de 2004, a la que se invitaron a representantes de instituciones que se vinculan con la juventud, con el objeto de que entregaran su opinión al respecto, constatándose que la gran mayoría de los invitados se pronunció no solo a favor de la inscripción automática, sino además que esta debe estar necesariamente asociada con el voto voluntario.


Se inserta al presente informe la versión taquigráfica de la respectiva acta de la sesión, a disposición de las señoras Diputadas y señores Diputados.

-o-

V. DIAGNÓSTICO DE JUVENTUD
.

1.
Cuantos son los jóvenes en Chile:


El proceso de expansión demográfica se ha caracterizado tanto por un aumento de la esperanza de vida, como por una disminución en las tasas de fecundidad. Dichas características han tenido efecto en la distribución de los diferentes grupos de edad en la población. 


El peso relativo de la población joven -de 15 a 29 años de edad- ha disminuido de un 27,3% en el año 1992, a un 24,3% en el año 2002. Para el mismo periodo, la proporción del grupo de edad de 60 o más años, aumentó de un 6,8% a un 11,4%. 
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2.
Como son los jóvenes chilenos: los jóvenes vistos desde su subjetividad.


A pesar de la heterogeneidad del fenómeno juvenil, hay cinco áreas en que se puede percibir una imagen nítida y compartida.
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2.1 Optimistas frente al futuro.


Los jóvenes chilenos son mayoritariamente optimistas frente a su futuro personal y el de nuestro país. Podemos observar que la gran mayoría de los jóvenes señalan que en 5 años más van a estar mejor que como están ahora, mientras que casi la mitad cree lo mismo frente al país.


2.2. Comprometidos con su familia y su proyecto de vida.
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Los jóvenes se comprometen con aquellos que les interesa, lo que en este caso es principalmente su familia (de origen o constituida por ellos) o la construcción de su propia biografía.


Por ello, su percepción de lo que es la juventud se aleja un poco de los estereotipos del joven lúdico o despreocupado. Por el contrario, para los mismos jóvenes esta etapa de su vida es una oportunidad para acumular para el futuro, de invertir en viabilizar sus proyectos personales.
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2.3. Portadores de una positiva imagen de si mismos.


Cuando a los jóvenes se les pregunta: ¿cómo te definirías a ti mismo?, las imágenes que ellos nos reflejan son muy positivas y, quizás sorprendentemente, bastante alejadas de los estereotipos del joven apático o lúdico. Como se puede observar en el gráfico siguiente, las tres principales palabras que ellos utilizan para hablar de sí mismos son “trabajador”, “solidario” y “sociable”, con lo que se nos confirma la representación de un joven empeñado en acumular para el futuro, aunque ahora también muy interesado en el contacto con otros.


2.4. Críticos con relación al país.


Los jóvenes, en general, no tienen una opinión demasiado positiva de cómo es Chile actualmente. Lejos de no estar interesados en esos temas, esbozan una crítica consistente en varias preguntas de la IV Encuesta Nacional de Juventud.


Como ejemplo de dicha crítica presentamos el siguiente gráfico, que muestra las palabras con que, según los jóvenes, mejor se describe al Chile actual. Destaca en esta respuesta el que, después de las referencias mediáticamente determinadas de país “solidario” y “consumista”, aparezcan críticas a la estructura de oportunidades que ofrece Chile hoy en día. Al parecer los jóvenes no son insensibles frente a las desigualdades sociales.



2.5. Cercanos a las instituciones educativas.


Finalmente, algo que resulta común a los jóvenes es su bajo nivel de confianza en las instituciones de carácter político, y su alta confianza en las instituciones educativas y en la familia. Los jóvenes confían fuertemente en la educación como medio para hacer posibles sus expectativas de mejoría de su situación en el tiempo, lo que focaliza sobre dicha institución la demanda tácita de los jóvenes a que se hizo referencia anteriormente.


2.6. Democracia y participación de los jóvenes chilenos.


Síntomas de un malestar juvenil y de su distanciamiento de la participación política.


Se observa una escasa identificación con partidos políticos y una baja inscripción en los registros electorales.





Respecto a las razones por las cuales los jóvenes se inscribirían en los registros electorales, se mencionan principalmente las siguientes afirmaciones: “es importante dar mi opinión” con un 42.9%, “para elegir a mis representantes”, alcanzó el 20.6% de las preferencias y “es un deber” con un 15.7%.



Por otra parte, respecto a las razones por las cuales los jóvenes señalaron que no se inscribirían aparecen principalmente la falta de interés por la política (41.5%), los políticos no motivan para inscribirse (12.6%), no se han dado el tiempo que alcanza a un 10% de los jóvenes encuestados y la lata de hacer el trámite, aludiendo que si fuera más fácil se inscribirían (10.8%). 


Sin embargo, hay confianza en la democracia




Se cuestiona la democracia por la falta de oportunidades y por la desigualdad existente. 


Los jóvenes tienen una posición clara respecto a las deficiencias de la democracia en 
Chile: falta de oportunidades y desigualdad social. Por otro lado, esta forma de gobierno asocia principalmente con la posibilidad de expresar y opinar (43.8%), con igualdad (31.3%), con derechos (26.9%), con oportunidades (24.5%) y libertad (18.9%).


Finalmente, y sobre la participación de los jóvenes en otro tipo de organizaciones:


Es bastante superior a la que ocurre en aquellas orientadas a la actividad política. De hecho, respecto a la pregunta en qué tipo de organizaciones participan regularmente los resultados arrojan lo siguiente:
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VI. LEGISLACIÓN JUVENIL
.


Nuestra legislación no define al joven, a diferencia de lo que existe en otros ordenamientos jurídicos. Así, el artículo 55 del Código Civil, define a la persona como todo individuo de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición.


La persona a su vez puede ser clasificada en atención a la edad, así es Infante o Niño todo el que no ha cumplido 7 años; Impúber, los varones y mujeres mayores de 7 y menores de 14 y 12 años, respectivamente; y Adulto, el que ha dejado de ser impúber. Desde otra perspectiva, pueden ser mayores o menores de edad, dependiendo si han o no cumplido 18 años.


Por lo anterior, desde el punto de vista del Código Civil, el grupo etáreo de personas entre los 15 y 29 años está compuesto por jóvenes menores de edad (14 a 18 años) y jóvenes mayores de edad (18 y más años), siendo ellos quienes constituyen la población joven de Chile.


Las normas jurídicas aplicables a estos jóvenes son absolutamente distintas y disímiles; así, existe legislación abundante y reciente respecto de los jóvenes menores de edad, quienes son incluidos dentro de un verdadero sub-ordenamiento jurídico referido a la niñez, infancia y/o adolescencia, y por otro lado, en lo que respecta a los jóvenes mayores de edad, estos tienen un tratamiento jurídico–normativo que los asemeja a la perspectiva adulta.


Para encauzar la relación Estado–Jóvenes, en Chile se ha creado el Instituto Nacional de la Juventud, servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Planificación y Cooperación. Este organismo tiene a su cargo el diseño, planificación y coordinación de las políticas relativas a los asuntos juveniles del Estado de Chile. Pero eso sólo constituye un esfuerzo aislado.


En efecto, la normativa sobre juventud es escasa, y, si bien es cierto que existen muchas normas que tangencialmente involucran a los jóvenes, no es menos importante señalar que en ningún caso se incorporó la real perspectiva de juventud en ellas. Es más, llevado a un extremo, quizás podríamos señalar que prácticamente todas las normas son atingentes a los jóvenes, lo que no implica que, en caso alguno, se haya considerado a su respecto las perspectivas de dicho grupo en el proceso de elaboración legislativa. 


En el campo del Derecho Internacional y los Derechos Humanos, la situación no es muy distinta. Así, no obstante la abundante normativa que se ha dictado en este campo - en donde se ha consagrado incluso a sujetos especiales de derecho – no existe una perspectiva de juventud, siendo absolutamente aplicables a estos textos las mismas limitaciones del ordenamiento jurídico chileno. Pero dentro de este plano, destaca la existencia de la Organización Iberoamericana de Juventud; entidad de derecho público internacional de carácter multigubernamental e integrada por los 21 organismos oficiales de la juventud de Iberoamérica, que fue creada para promover el diálogo, la concertación y la cooperación en materia de juventud entre los países iberoamericanos, y que define al joven como todas las personas, nacionales o residente de algún país de Iberoamérica, comprendidas entre los 15 y los 24 años de edad, sin perjuicio de que las legislaciones nacionales pueden ampliar este rango etáreo.


En el ámbito del derecho interno, constatamos la existencia de tres áreas en donde de alguna manera se concibe al joven como sujeto de derechos: educación, empleo y participación.


En lo relativo a educación, destaca la existencia de un sistema de educación gratuito y obligatorio de la enseñanza básica y media (leyes Nº 18.962 y Nº 19.876). También en esta área se ha avanzado en el tema de la discriminación, como lo señala la ley Nº 19.688, la cual establece de modo expreso que el embarazo y la maternidad, no constituirán impedimento para ingresar o permanecer en los establecimientos de educación.


En lo relativo a la educación superior, la ley N° 19.287, agrega nuevas fuentes de recursos a las universidades; asimismo, la ley Nº 19.848, establece normas para la reprogramación de las deudas que se hayan originado por este concepto.


En lo que se refiere al trabajo, existe un desarrollo armónico en cuanto a la consideración del sujeto joven, prohibiéndole trabajar a los menores de 15 años, y tomando en cuenta diversas consideraciones hasta que el trabajador cumpla 21 años de edad, e, inclusive, existiendo legislación especial hasta los 24 años, siempre velando por el normal desarrollo del joven.


Por otro lado, existen contratos especiales, en particular, el contrato de aprendizaje, tanto en la ley Sence como en el Código del Trabajo, que es dirigido ex–profeso a los jóvenes, como asimismo el contrato de capacitación, en virtud del cual los jóvenes podrán acceder de mejor manera al ámbito del empleo.


Finalmente, y en lo que respecta al ámbito de participación y asociatividad, podemos referirnos a tres normas. La primera de ellas – y única con rango legal – es la ley Nº 19.418, Junta de Vecinos y Organizaciones Comunitarias Funcionales, según la cual para constituir una organización comunitaria funcional, se requerirá como edad mínima de 15 años para sus asociados, pudiendo estos sujetos ser incluso directores de estas organizaciones, en la medida que posean el carácter de juvenil.


En el ámbito reglamentario encontramos dos normas: el Decreto Supremo Nº 524, el cual se refiere a la organización y el funcionamiento de Centros de Alumnos de la Educación Media, y el Decreto Supremo Nº 833, del Ministerio de Justicia, que crea el estatuto tipo de Corporaciones Juveniles.


Lo anterior no implica que no existan otros proyectos legislativos relativos a los jóvenes en otras áreas (el ejemplo más elocuente es el relativo al servicio militar obligatorio y el de discernimiento en materia penal) pero estos, más que recoger una perspectiva de juventud, atacan en forma aislada situaciones puntuales que afectan en parte a la juventud, y que la sociedad intenta abordar.

PROYECTOS DE LEY QUE ESTÁN EN ACTUAL TRAMITACIÓN Y QUE INCIDEN DIRECTAMENTE EN LA SITUACIÓN DE JUVENTUD.
	2844-02
	Moderniza el Servicio Militar Obligatorio.

	3021–07
	Establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.

	3097-06
	Reduce la edad para participar en juntas de vecinos.


	3223-04
	Establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior.


	3224-04
	Establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior.

	3381-13
	Contempla un conjunto de iniciativas de fomento del empleo y

la productividad.

	3562-06
	Sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión publica

	3586-06
	Sobre sistema de inscripciones electorales.


-o-

VII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LAS PROPOSICIONES DE CONCLUSIONES.


La Comisión Especial dio término a la etapa de invitaciones de personas vinculadas al tema y nombró una subcomisión integrada por la Diputada señora Tohá y Mella y los Diputados señores Rossi y Díaz quienes, junto a directivos del Instituto Nacional de la Juventud propusieron un proyecto de conclusiones, las que fueron analizadas por la Comisión Especial.


Simultáneamente, el Diputado señor Kast presentó conclusiones que fueron consideradas por la Comisión Especial, conjuntamente con observaciones complementarias de la Diputada señora Tohá, y Diputados señores Rossi, Silva y Díaz.


La Comisión Especial, luego de un debate de las proposiciones de conclusiones formuladas por la subcomisión, conjuntamente con las propuestas de la Diputada señora Tohá y los Diputados señores Kast, Rossi, Silva y Díaz, aprobó por asentimiento unánime las referidas conclusiones.


Asimismo, se facultó al Diputado señor Rossi, Presidente de la Comisión, para que las ordene y sistematice conforme con lo dispuesto en el artículo 15 del reglamento de la Cámara de Diputados.


En consecuencia la Comisión Especial, propone a la Corporación que se aprueben las siguientes conclusiones:

LOS JÓVENES, ACTORES SOCIALES DEL CHILE ACTUAL.


Conforme ha quedado demostrado con las exposiciones de los invitados y con los diagnósticos y antecedentes que han sido tenidos a la vista por la Comisión, existen áreas que son extremadamente sensibles para el desarrollo de la juventud, y que no sólo se limitan a las ya tradicionales relativas a educación, participación – sea social o política – y empleo, sino que también se relacionan con otras que han irrumpido con mucha fuerza en el último tiempo, y que se refieren a la cultura, el deporte, el ocio, el voluntariado y todo lo relacionado con internet (grupos virtuales, cybercompetencias, alfabetización digital, entre otros)


Por otro lado, se constata que los jóvenes se comprometen principalmente con los valores familiares, institución que cumple un rol primordial en sus vidas. En este sentido, aparece como indispensable recuperar los espacios públicos, realizando actividades culturales, de entretención y educacionales que involucren a la familia.


Con el fin de abordar la situación de juventud, la Cámara de Diputados ordenó el establecimiento de la Comisión, esfuerzo que se suma al del Supremo Gobierno, que ha establecido el Comité Intergubernamental para el Apoyo de la Acción Estatal en Materia de Juventud, a lo cual se suman un número significativo de proyectos de ley que intentan normar la situación de juventud, como es el caso, v.gr., del Proyecto de Ley sobre Sistemas de Inscripciones Electorales, anhelo largamente esperado por los jóvenes.


Pero lo anterior sólo es el comienzo. En este sentido, creemos y estamos convencidos que es posible hacer más e ir mas allá: en particular, nos ponemos como desafío abordar la ausencia de una acción coordinada y sistemática del Estado en favor de la juventud (o, en estricto rigor, de las juventudes), lo que se refleja en el vacío normativo existe al respecto en nuestro ordenamiento jurídico, lo que a su vez se traduce en la no consideración de los mismos como sujeto específico -y no necesariamente vulnerable- de derechos, en general, y de derechos humanos, en particular, lo que se pretende abordar de acuerdo a las conclusiones que a continuación se presentan.

1
Los jóvenes y la asociatividad.


Año tras año baja la incidencia de los jóvenes en el padrón electoral. Sin embargo, más del 75% de los jóvenes participa o participó en alguna organización, preferentemente de carácter deportivas (hombres) y/o religiosas (mujeres), advirtiéndose la aparición de formas de participación no tradicionales (en particular, grupos virtuales y de hobby) como asimismo del voluntariado.


Así, aparece como un desafío el saldar la deuda que el mundo político mantiene hasta la fecha con los jóvenes, por lo que se propone la creación de nuevas y más expeditas formas de asociatividad juvenil, con recursos que fomenten su creación y desarrollo, y reconocimiento de sus características especiales, que las diferencian de las demás clases de organizaciones. 

2.
El voluntariado juvenil al servicio del Estado.


En lo que se refiere particularmente al voluntariado juvenil, se propone entregar a los jóvenes la posibilidad de realizar sus practicas profesionales en los servicios públicos, como asimismo que desarrollen sus tesis en dicho ámbito. Ello, en concordancia plena con el proceso de modernización que está experimentando actualmente la Administración Pública, la que indudablemente se verá enriquecida con este tipo de aportes.

3.
Más jóvenes en las instituciones políticas.


El Supremo Gobierno ha ingresado un proyecto de ley que establece un Sistema de Inscripción Automática, texto que si bien es cierto apunta en la línea correcta, no constituye la solución definitiva ni total a la apatía de la participación política juvenil, lo que sólo se conseguirá con medidas que complementen y refuercen la anterior. Para ello, se estima que es necesario abrir nuevos espacios de participación, como los señalados en los dos ítems precedentes, pero ahora con mayor énfasis en la política, entendida en su sentido estricto


En tal sentido se propone que se aumente el número máximo de candidatos que cada lista puede presentar en las elecciones de concejales, sin que esto implique un mayor número de cargos a elegir, esto es, que en las próximas elecciones municipales se permitan mas candidatos que concejales efectivamente electos que pueden ser incluidos dentro de la lista.


Dicha medida permitirá a las personas con menores posibilidades de ser candidato en una elección de concejales -generalmente jóvenes, mujeres e integrantes de minorías- acceder a la posibilidad de ser electo, dado que esta decisión se traslada de la instancia partidaria a la ciudadanía.


Lo anterior debe ser complementado con el desarrollo de espacios de participación de los jóvenes en el gobierno local, no sólo integrando organizaciones de carácter comunitario, territoriales y funcionales, sino además teniendo cabida en los Gobiernos Comunales, partiendo de la consideración mínima que implica la habilitación por parte de todos los municipios del país de una instancia formal en donde se aborden los temas de la juventud. De esta manera, se produce una mayor vinculación y compromiso entre los jóvenes y los problemas de su comunidad, otorgándoles a estos, espacios de toma de decisión en estos ámbitos. 

4.
La formación ciudadana en el establecimiento educacional.


En este aspecto, se busca el fomento y el respeto a la participación estudiantil, permitiendo que en cada uno de los establecimientos educacionales existan instancias representativas y legítimas que se constituyan como medios de interlocución con los otros estamentos, en especial, el directivo.


Por otro lado, la ley debe proteger a los jóvenes de los abusos o discriminaciones de que son sujetos, abarcando no sólo el ámbito del consumidor sino además la esfera del joven como ciudadano.

5.
Más educación para una mayor igualdad de oportunidades.


La educación constituye una de las herramientas de inclusión social por definición. Por ello, se debe consolidar la idea de la excelencia académica, expresada en el sentido que ningún joven egresado de la Enseñanza Media con capacidades intelectuales y/o académicas quede al margen de la educación superior.


De esta manera, se propone la creación de un sistema que asegure que un porcentaje de alumnos destacados por sus notas, de todos los establecimientos educacionales del país, tengan asegurado el acceso a la educación superior, independiente de su situación socioeconómica y puntaje en la prueba de selección.


Ello permitirá no sólo otorgar un mayor grado de certeza a estudiantes en lo que se refiere a la continuidad de sus estudios, sino además que los establecimientos educacionales que los albergan se constituyan en una alternativa válida de acceso a la educación superior.

6.
El trabajo, vía de inclusión social juvenil.


En la medida que disminuye la trascendencia de la educación en la vida del joven, aparece con mayor influencia la actividad laboral. No obstante ello, la cesantía juvenil se encuentra siempre por sobre el promedio nacional, dado que es uno de los sectores que primero sienten los efectos de las crisis, y, posteriormente, está en el último grupo de los que se rehabilitan en período de prosperidad económica.


En ese sentido, una de las metas más importantes es lograr una efectiva inserción laboral de aquellos jóvenes, principalmente los que no se encuentran estudiando ni trabajando, facilitando también, nuevos espacios de emprendimiento y creación de microempresas juveniles.

Sin perjuicio de lo anterior, no son pocos los casos en que ambas actividades cohabitan en la vida de la juventud, advirtiéndose que ni el mercado laboral ni el sistema de educación superior -sea cada uno por sí mismo, sea en conjunto- están preparados para compatibilizar ambas ocupaciones. Por ello, se propone la implementación de sistemas de trabajo que permitan a los jóvenes combinar este aspecto con sus estudios, de tal manera que ambas no sólo no sean incompatibles, sino que se coloquen al servicio del desarrollo de la juventud.


Lo anterior puede ser logrado a través de varios caminos, pero se estiman de suma importancia las franquicias y beneficios que se puedan entregar a las empresas para aumentar la contratación de la fuerza de trabajo juvenil.


En lo que se refiere al emprendimiento laboral y la creación de microempresas juveniles, se propone la implementación de un Fondo de Capital de Riesgo exclusivo para el grupo joven, que les entregue a este grupo los créditos y recursos que generalmente les son negados, o, en el mejor de los casos, entregados bajo condiciones y/o circunstancias que hacen más compleja la suerte de la acción emprendedora. 

7.
Aprovechar los espacios y tiempos libres.


La etapa de la juventud es donde las personas forjan no sólo sus valores, sino también su identidad, su dimensión de vida y sus relaciones sociales, todo ello, inmersos dentro de la institución de la familia, que es el espacio en el cual se desarrollan y confían. 


A su vez, el nuevo siglo ha dejado al descubierto que los jóvenes disponen de tiempo libre, pero no de las herramientas y medios que le permitan aprovecharlo: por ello, se debe valorar más la dimensión lúdica de la juventud, reforzando las políticas públicas orientadas a darle calidad al tiempo libre, y permitir el acceso a la oferta cultural, a la creación artística, al deporte y al turismo, entre otros.


Ello también constituye una contrapartida al problema de la delincuencia juvenil; esto es, se debe constituir una oferta válida para entregar a la juventud nuevas alternativas en su espacio libre, evitando de esta manera que estos perciban dicho lapso temporal como una ociosidad inútil. Son esos argumentos los que explican la idea de un acceso diferenciado a la oferta cultural, artística y deportiva. 


Ello se puede lograr no sólo con la creación de nuevas instancias, sino con mejorar y aprovechar al máximo los espacios públicos en donde se desenvuelven las actividades juveniles (colegios, centros culturales, juntas de vecinos, entre otros) entregando las debidas herramientas para que este grupo desarrolle sus actividades e intereses.

8.
El desafío actual: El joven como sujeto específico de derecho.


No obstante todo lo expresado en los numerales anteriores, sin ningún lugar a dudas aparece como prioritario y fundamental la necesidad de concebir al joven como sujeto de derecho específico, que, sin tener el carácter de vulnerable o ser considerado sujeto de protección, pueda gozar y ejercer plenamente todos y cada uno de los derechos- en especial los derechos humanos- que se reconocen en nuestra legislación, y, al mismo tiempo, ser considerado como destinatario de políticas públicas y usuario final de la institucionalidad nacional.


Esto se hace necesariamente urgente en el sub grupo de jóvenes mayores de edad, quienes, como se expuso, son asimilados a la perspectiva adulta, careciendo de normas que aseguren una debida transitividad desde la infancia (o adolescencia) hacia la adultez.


Asimismo, ha quedado demostrado en las exposiciones la falsedad de la afirmación en cuanto a que los jóvenes “no están ni ahí”. Sus altos grados de participación en organizaciones, como asimismo, su valoración de la democracia, y su disposición a participar de las decisiones políticas, hace necesario y urgente realizar las acciones y crear las herramientas e instancias necesarias para lograr que, por un lado, los jóvenes asuman en propiedad su rol de protagonistas del Chile de hoy, y, a su vez, que la sociedad se abra a una mayor participación de este grupo, reconociéndose ambas su complementariedad y necesariedad en cuanto al progreso y desarrollo de nuestro país.


Lo anterior reconoce a todo evento dos supuestos: la eliminación de todo tipo de discriminación injustificada que afecte a los jóvenes (en especial aquellas que se basan en el factor edad) y la modificación de todas aquellas situaciones -sean normas, planes, proyectos, instituciones que estén actualmente vigentes e incidan en juventud (y que en algunos casos, incluso pretenden favorecerla) pero que carecen de una perspectiva ad- hoc.

9.
Del trabajo legislativo a seguir en la Cámara de Diputados respecto de los jóvenes.


Para el logro de estos objetivos, se propone seguir dos grandes líneas de trabajo dependiendo de la existencia o no de trabajo legislativo previo. Ambas estrategias confluyen en esta Comisión, la que se propone pase a tener el carácter de indefinida, no obstante mantener su naturaleza de especial; esto es, su funcionamiento será permanente, pero estará dado por la existencia de proyectos de ley que incidan en la situación de juventud, en especial aquellas que se refieran a las áreas priorizadas


Cuando se requiera abordar normativamente asuntos juveniles, debemos subdistinguir si existen o no proyectos de ley presentados: en el primer caso, la acción será intervenir en proyectos de ley en actual tramitación; el segundo se refiere al conocimiento previo de la normativa legal a efectos de incorporar en ella la perspectiva de juventud, situación en la cual se incluirían los proyectos de ley que han sido ingresados y que no están siendo conocidos a la fecha por otra Comisión. 

10. Hacia una Normativa de Juventud


La segunda tarea estratégica dentro del contexto normativo se relaciona con el desafío de reconocer a los jóvenes como sujetos de derechos, llenar los vacíos normativos, adecuar la institucionalidad vigente a los tiempos y generación actual, y entregar más y mejores herramientas para que los jóvenes puedan insertarse en la sociedad, habida consideración de su situación de sujetos de derecho específicos.


Lo anterior podría llegar a implicar la necesidad de abordar la Institucionalidad de Juventud, en especial, en lo que respecta al rol del Estado frente a los jóvenes, avanzando en el fortalecimiento de las acciones orientadas hacia dicho grupo, y sumando instancias e instituciones hacia la consecución de dicho fin.


Una alternativa sumamente útil en la consecución de este fin la constituye la incorporación de la perspectiva de Juventud como un área o sistema dentro del Programa de Mejoramiento de la Gestión (PMG); lo que facilitaría la asimilación de esta óptica por parte de las demás entidades de la Administración Pública.

11. Encuentro del Mundo Político - Juvenil


Se proponen dos acciones: el reestablecimiento de una instancia donde confluyan el mundo político y juvenil, y la necesidad de acercarse a la comunidad, de manera de comunicar a través de todos los medios posibles las acciones y resultados realizados en el contexto del trabajo de la Comisión. Ambos objetivos se logran, en primer lugar, a través de una estrategia comunicacional que tienda a difundir lo hasta ahora resuelto, que incluya trabajos en terreno.


Pero también implica hacerse cargo del vacío generado por el término del Parlamento Juvenil, el cual fue ordenado reestablecer por la Cámara de Diputados en la sesión sobre Políticas Públicas de Juventud. Para ello, se sugiere la creación de una instancia de encuentro político – juvenil, que le permita a la sociedad civil joven disponer de un nuevo espacio por medio del cual pueda expresar sus ideas, intereses, sueños y expectativas, en el marco de una instancia formal, representativa, legítima, democrática y no gubernamental (es preciso destacar que en caso alguno se pretende que esta instancia reemplace a alguna de las ya existentes en materia de juventud: la idea es sumar espacios y no reemplazar los actuales).


El nacimiento formal de esta entidad se enmarca en el contexto del apoyo que la Cámara de Diputados ha otorgado en el pasado a la participación juvenil; así, y haciéndose eco de uno de los puntos no controvertidos de la sesión de Políticas Públicas de Juventud, se destinarían los fondos y las herramientas antes previstos para el Parlamento Juvenil al establecimiento de esta instancia.


Para los efectos de la determinación de la figura que ocupará el vacío antes descrito, se propone llamar a un concurso, en el cual sean los propios jóvenes quienes, a través de iniciativas especialmente formuladas para ello, definan la modalidad que ellos estiman adecuada para una instancia de interlocución político – juvenil. 

12. Financiamiento de las propuestas en materia juvenil.


Se debe considerar que en la actualidad existen un conjunto de proyectos e iniciativas confeccionados a partir del plan de acción en materia de juventud que se llevó a efecto en el contexto del trabajo realizado por el Comité Intergubernamental de Juventud, y cuyo financiamiento está comprometido en el marco del Presupuesto correspondiente. Indispensable resultará que ante la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos del 2005, se indague a la entidad responsable respecto de la forma en la cual los compromisos venideros serán financiados.


En cuanto al aspecto financiero de las propuestas acá contenidas, se hace presente que se ha intentando que estas no irroguen mayores gastos, labor que se ha logrado en prácticamente todas ellas. El costo adicional que alguna de estas pueda llegar a implicar deberá ser objeto de una reasignación de los fondos contemplados para el objetivo general (a modo de ejemplo, el Fondo de Capital de Riesgo puede ser incluido dentro de algunos de los que existan en el Estado, solamente creando dentro de este la categoría de joven) 


Por otro lado, los integrantes de la Comisión estiman que ha llegado el momento de volver a entregar al Instituto Nacional de la Juventud un presupuesto acorde con lo que la sociedad y el Estado esperan y necesitan de esta entidad, como ocurría hasta antes de 1998. Es por ello que se propone que para el 2005, habida consideración de los enormes desafíos que le deparan a este grupo, como asimismo, que es el Instituto Nacional de la Juventud (Injuv) la entidad estatal que tiene a su cargo este segmento etáreo, se le asigne una mayor cantidad de recursos, tanto económicos como humanos, para los efectos que de poder reconstituir una instancia que pueda ser reconocida como útil y válida no sólo por los jóvenes, sino por toda la sociedad.

-o-


En definitiva, los integrantes de esta Comisión hemos llegado al convencimiento total y profundo de la importancia que los jóvenes tienen no solo para el mañana, sino para el Chile de hoy. Es por ello que estamos ciertos y seguros que debemos avanzar como país en el reconocimiento de su calidad de sujetos específicos; consolidar la institucionalidad ad – hoc vigente; crear nuevas y mejores herramientas para fomentar su desarrollo personal y grupal; y abrir más espacios para este grupo.


Lo anterior se traducirá no solo en la incorporación de la perspectiva de juventud en nuestro país, sino, además, en el mejoramiento de la calidad de vida de este grupo, objetivos ambos de los cuales la Cámara de Diputados, en su calidad de órgano democrático y representativo, no se puede negar a participar. 

-o-


Sala de la Comisión, 14 de agosto de 2004.


Se designó por unanimidad diputado informante al señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente).


Acordado en sesiones de fecha 30 de julio; 6, 13 y 27 de agosto; 3 de septiembre; 8,15 y 29 de octubre; 19 de noviembre; 3 de diciembre de 2003; 21 de abril, 5 y 19 de mayo; 9 y 16 de junio; 7, 14 y 21 de julio; 4, 11 y 18 de agosto de 2004, con la asistencia de los siguientes señoras Diputadas y señores Diputados: Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Eduardo Díaz Del Río, José Antonio Kast Rist, María Eugenia Mella Gajardo, Pablo Prieto Lorca, Jaime Quintana Leal, Ezequiel Silva Ortiz, Felipe Salaberry Soto, Alberto Robles Pantoja, Carolina Tohá Morales y Patricio Walter Prieto.


(Fdo.): LUIS PINTO LEIGHTON, SECRETARIO DE LA COMISIÓN”.

25. Moción del diputado señor Errázuriz.


Establece la construcción de una sede comunitaria por unidad vecinal. (boletín N° 3687-06)

“Considerando:

1)
Que el inciso segundo del artículo 28 del Decreto N°58, de Interior, de 1997, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias establece que “la municipalidad deberá velar por la existencia de una sede comunitaria por unidad vecinal;

2)
Que, de acuerdo al Diccionario de la Real Academia de la Lengua, “velar” significa “observar atentamente una cosa”;

3)
Que, consecuentemente, la norma no tiene ningún efecto práctico, desde el punto de vista de la solución al problema de la falta de un local donde funcionar que puedan tener las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias que operen en una unidad vecinal, vengo en proponer el siguiente

PROYECTO DE LEY


ARTÍCULO ÚNICO: Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 28, del decreto N° 58, de Interior, de 1997, la expresión “deberá velar por la existencia de a lo menos una sede comunitaria por unidad vecinal” por la siguiente:


“Deberá tener a lo menos una sede comunitaria por unidad vecinal”

26. Moción del diputado señor Errázuriz.


Fortalece la opinión de juntas de vecinos en patentes alcohólicas. (boletín N° 3688-06)

“Considerando:

1)
Que la letra f) del número 1, del artículo 43, del Decreto N° 58, de Interior, de 1997, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias establece que las juntas de vecinos cumplirán, entre otras que menciona, las siguientes funciones: “f) Emitir su opinión en el proceso de otorgamiento y caducidad de patentes de bebidas alcohólicas;”

2)
Que, en la práctica, su opinión no tiene ningún valor ante los municipios que, formalmente cumplen con la formativa legal, pero no consideran para nada la opinión que sobre la materia emitan las juntas de vecinos;

3)
Que como consecuencia de lo anterior, las juntas de vecinos tampoco se interesan en fiscalizar el adecuado funcionamiento de los establecimientos en que se expendan bebidas alcohólicas, función que también les asigna la referida letra f) del artículo 43, vengo en proponer el siguiente

PROYECTO DE LEY


ARTÍCULO ÚNICO: Sustitúyese la letra f) del número 1, del artículo 43, del decreto 
N° 58, de Interior, de 1997, por la siguiente:


“f) Aprobar el otorgamiento y caducidad en el proceso de otorgamiento y caducidad de patentes de bebidas alcohólicas y colaborar en la fiscalización del adecuado funcionamiento de los establecimientos en que se expendan.”.

27. Oficio del Excelentísimo Tribunal Constitucional.

“Santiago, 28 de septiembre de 2004.


Oficio Nº 2.134


Excelentísimo señor Presidente de la Cámara de Diputados:


Tengo el honor de transcribir a vuestra Excelencia la resolución dictada en los autos rol Nº 423, relativos al requerimiento de inconstitucionalidad formulado en contra de algunos artículos del proyecto de ley que modifica el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y otros cuerpos legales.


Santiago, veintiocho de septiembre de dos mil cuatro.


A la presentación de la parte requirente de fojas 113, téngase por adjuntados los antecedentes omitidos.


A lo principal de fojas 1, se admite a tramitación el requerimiendo deducido.


Al primer otrosí, estése a lo obrado en autos conforme al oficio cuya copia rola a fojas 108.


Al segundo otrosí, por acompañados los documentos que se indican.


Fórmese cuaderno separado con las actas de sesiones de la Cámara de Diputados que se adjuntan.


Al tercero y cuatro otrosí, téngase presente.


Dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 42 de la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional de este Tribunal, póngase en conocimiento del Presidente de la República, del Senado y de la Cámara de Diputados, en sus calidades de órganos constitucionales interesados, la presente resolución, acompañándoles copia del reclamo, de la presentación de fojas 113 antes mencionada y de los antecedentes adjuntados al requerimiento.


Esta resolución fue adoptada por el Excelentísimo Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente don Juan Colombo Campbell y los ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, Juan Agustín Figueroa Yávar, Marcos Libedisnky Tschorne, Eleodoro Ortiz Sepúlveda y José Luis Cea Egaña. Autorizada por el Secretario subrogante del Tribunal, señor Jaime Silva Mac-Iver.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, Presidente; JAIME SILVA MAC-IVER, Secretario (S).

AL EXCELENTÍSIMO SEÑOR PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PABLO LORENZINI BASSO

PRESENTE”.
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Conductores actuales: Desde la entrada en vigencia del sistema


Conductores nuevos: Cuando obtienen su primera licencia











¿CÓMO FUNCIONA EL SISTEMA? 





A TODO CONDUCTOR SE LE OTORGAN 20 PUNTOS CUANDO INGRESA 
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¿Como funciona el sistema?
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PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� Este capítulo ha sido elaborado sobre la base de los resultados del Estudio “Cuarta Encuesta Nacional de Juventud”, realizado por el Instituto Nacional de la Juventud. 


� El presente capítulo se basa en el documento Marco Normativo de Juventud, realizado por el Instituto Nacional de la Juventud


� Este proyecto a la fecha se encuentra en Segundo Trámite Constitucional, ante el H. Senado de la República
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